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A la memoria de Gerson Soria (Kako), técnico indígena 
GTI-TAPAYA, por su contribución a la construcción de las bases para 
la Gestión Territorial Indígena de su pueblo. 


En reconocimiento a autoridades, técnicos y comunarios 

de las TCOs Lomerío, Mosetén, Chacobo-Pacahuara, Cavineño, 
Macharetí y Yuracaré, quienes brindan su esfuerzo para impulsar 
la gestión territorial indígena de su pueblo. 


Prólogo 





Antes, nuestros antepasados vivían de manera diferente a la que 
vivimos ahora. Cada familia formaba un gran grupo donde los hijos 
y los nietos vivían juntos. Las casas eran de palmas y no duraban 
mucho tiempo. Todo el grupo solía trasladarse de un lugar a otro 
del monte (bosque) muy seguido. Iban a zonas de altura en época de 
lluvias para evitar la inundación y enfermedades, donde, además, la 
caza era abundante; recorrían su territorio cosechando algún fruto 
ubicado en zonas específicas y en ciertas épocas del año. 


Esa forma de vida era su forma de gestión territorial en caso de 
no ser tribus numerosas. Sin embargo, hay registros arqueológicos en 
las llanuras del Beni que demuestran la existencia de una agricultura 
extensiva practicada durante siglos por parte de tribus arawakas. El 
colapso demográfico en el nivel continental en América —a causa de 
pestes de los conquistadores de Castilla y Portugal— transformaría 
en tribus nómadas a las que fueron antiguamente culturas que ma- 
nejaban con finas tecnologías los recursos de inmensos territorios. 


Durante parte del período colonial, nos agruparon en misiones 
cristianas a hermanos de distintas naciones y lengua. Ya no podían 
irse y viajar a otras zonas como antes, sino tenían que quedarse ahí. 
Mucho más adelante, durante la República, aparecieron quienes 
buscaban recursos del monte (la quina, la goma) y también afecta- 
ron nuestra forma de vivir. Para trabajar, trasladaron a la fuerza a 
nuestros hermanos lejos de su gente y de su lugar. La mayoría nunca 
volvió. Más adelante en nuestra historia, con la Reforma Agraria, se 
reconocieron los derechos de los campesinos sobre la tierra. Pero, 


XII DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 





para los hermanos indígenas, aquella vez, no hubo reconocimiento 
de nuestros derechos territoriales. 


Desde esos tiempos hasta ahora, el país ha cambiado. La vida de 
nosotros, los indígenas, no depende más de religiosos o patrones. 
Actualmente, en nuestro país, las leyes ya reconocieron los derechos 
al territorio ancestral y a que las comunidades se beneficien de sus 
recursos. El Estado ha garantizado nuestro derecho a vivir en nues- 
tras tierras. 


Entonces, tenemos ahora un nuevo desafío: modernizar nuestra 
forma de gestión del territorio y de los recursos que el Estado asigne. 
Para mejorar, necesitamos una combinación entre antiguas y nuevas 
costumbres, ajenas a nuestra cultura. Esta nueva senda la empeza- 
mos a recorrer hace algunos años. Esta investigación muestra esas 
primeras experiencias. 


El estudio describe la experiencia impulsada por el programa 
Gestión Territorial Indígena (GTI). Se trata del brazo técnico de la 
Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB) para pro- 
mover la gestión territorial indígena. El escrito se enfoca en la gestión 
territorial indígena de los pueblos chiquitano de Lomerío, mosetén y 
chacobo. La característica principal de este programa de GTI es que 
fue planificado y desarrollado por estos mismos pueblos. El trabajo 
lo llevaron adelante las autoridades de la organización indígena y 
sus técnicos profesionales. Con ello se ha promovido el ejercicio de 
derechos económicos, políticos y sociales. La importancia de esta ex- 
periencia ha sido la construcción de modelos propios que responden 
a la cosmovisión indígena. 


Se detallan los avances del pueblo chacobo-pacahuara para sacar 
adelante la recolección de castaña de manera organizada, haciéndo- 
lo frente a los barraqueros, así como los esfuerzos realizados por el 
pueblo mosetén impulsando la actividad maderera para mejorar sus 
ingresos y hacer frente a la presión de madereros ilegales. También, 
se explica cómo la organización indígena de Lomerío ha coordinado 
con el gobierno municipal para impulsar el desarrollo local. 
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El conocer los procesos desarrollados por el programa de Gestión 
Territorial Indígena nos muestra también los problemas y desafíos 
a los que se enfrentan y enfrentarán nuestros pueblos con las au- 
tonomías. Por ello, esta publicación es un aporte al proceso en que 
nos encontramos y agradecemos el esfuerzo de todos los autores y 
editores. 


Pedro Nuny Caity 
Diputado nacional 
Indígena mojeño ignaciano 
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Introducción 





El reconocimiento de los Derechos de los Pueblos Indígenas 
en Bolivia ha atravesado grandes transformaciones. A partir de 
la estructuración de las organizaciones indígenas de tierras bajas 
y las acciones de presión por demanda territorial hacia el Estado, 
como fueron las marchas indígenas de los años 1990, éste se abre 
gradualmente al conocimiento y reconocimiento de los mismos a 
través de la Ley 1715 de Reforma Agraria y la incorporación del de- 
recho propietario a las Tierras Comunitarias de Origen (TCOs), las 
modificaciones a la Constitución Política del Estado del año 2004 y, 
fundamentalmente, la ratificación del Convenio 169 de la OIT como 
Ley 1257, promulgada en 1991. 


La posibilidad de acceso y propiedad de los territorios ocupados 
por los grupos indígenas inicia un proceso sin retorno de posiciona- 
miento de los pueblos indígenas frente a sus derechos. Pese a estos 
avances —hasta el año 2008—, la legislación y el Estado no desarro- 
llaron medidas legales que permitieran operativizar esos derechos. 
Como resultado, y en medio de las diferentes realidades culturales 
y territoriales —relacionadas con la distribución político-administra- 
tiva sobre las cuales se establecen las TCOs— con las que convivían 
los pueblos indígenas, han tenido que encontrar su propio camino 
para hacer uso de leyes promulgadas en un sistema normativo y una 
visión de Estado para los que estos pueblos no existían. 


Este camino propio que algunos pueblos han encontrado tiene 
mucho que ver con la intervención de la cooperación internacio- 
nal, a través de ONGs, y también medidas específicas del gobierno 
boliviano, principalmente con el reconocimiento a los distritos y 
municipios indígenas. 
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Con la ausencia de un modelo de acciones y desarrollo para los 
pueblos indígenas planteado desde el Estado, ellos ya contaban con 
jurisdicciones territoriales, en algunos casos, o tenían la posibilidad 
de obtenerlo en otros, y ante las dinámicas complejas que se desarro- 
llaban en las diferentes TCOSs, surgen varias iniciativas por asumir 
acciones frente a la vulnerabilidad indígena y la de sus territorios. 
Una de ellas es apoyada por la cooperación danesa, a través de 
DANIDA. 


DANIDA impulsa el desarrollo de acciones cuyo objetivo es apo- 
yar la gestión del territorio en las TCOs en el país, desde la visión y 
perspectiva indígenas a través del desarrollo de experiencias enfo- 
cadas tanto en el occidente como en tierras bajas, así como también 
hacia el gobierno nacional, a través del entonces denominado Minis- 
terio de Asuntos Indígenas y Pueblos Originarios (MAIPO). 


Con este apoyo, el año 2001 se conforma la Unidad de Gestión 
Territorial Indígena (UGTI) en la Confederación de Pueblos Indígenas 
de Bolivia (CIDOB), como un brazo técnico. Esta unidad y a través 
de un largo proceso elabora una metodología de gestión territorial 
indígena, que consiste en un ordenamiento de acciones en el territorio 
construido por los pueblos indígenas que participan en el progra- 
ma, a partir de una visión propia basada en el fortalecimiento de su 
cultura y la búsqueda de desarrollo, la cual articula herramientas 
locales también introducidas con la perspectiva de relacionamiento 
y articulación a la realidad nacional y sus instituciones para alcanzar 
sus Objetivos. 


Desde el inicio de su trabajo y hasta la actualidad, esta unidad ha 
realizado acciones con las TCOs de Lomerío, Mosetén, Guarayos, 
Cavineño, Chacobo-Pacahuara, Macharetí y Yuracaré, consistentes 
en apoyo técnico y financiero para las acciones de GTI. Salvo la TCO 
Guarayos, que se retiró del proceso, las demás continúan recibiendo 
este apoyo. 


Las acciones asumidas por estas TCOSs, en el marco de la GTI, han 
confrontado la realidad de la necesidad de acción de las organizacio- 
nes de estos pueblos con la aplicabilidad de las normas existentes, 
dando como resultado algunos beneficios como también una serie de 
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problemas y perjuicios. Éste es nuestro objeto de estudio: el ejercicio 
de los derechos sociales, políticos y económicos en el marco de las 
acciones desarrolladas en la gestión territorial indígena y el papel 
que han jugado las normas en estas dinámicas. 


El estudio se enfoca, entonces, en el ejercicio de los derechos po- 
líticos, sociales y económicos de tres diferentes pueblos haciendo un 
análisis con la realidad normativa en el marco de la cual se identifican 
los factores que han promovido este ejercicio así como también los 
factores que lo han dificultado. Estos temas son observados en tres 
ámbitos socioterritoriales diferentes: las TCOs de Lomerío, Mosetén 
y Chacobo-Pacahuara que se articulan a la UGTI en diferentes años: 
el pueblo de Lomerío, el año 2001; el pueblo mosetén, el año 2002 y 
el pueblo chacobo-pacahuara, el año 2005. Sus territorios están ubi- 
cados en diferentes zonas del país: en la Chiquitanía cruceña, en la 
zona de pie de monte del Norte de La Paz y en la Amazonia beniana, 
respectivamente. 


Lomerío es un importante protagonista de hechos relevantes en 
el movimiento indígena; fundador de la actual CIDOB, primer mu- 
nicipio indígena y autodeclarado el año 2008 como primer pueblo 
indígena autónomo de Bolivia. A lo largo de sus 26 años de orga- 
nización, Lomerío se constituye en uno de los principales pueblos 
que pueden mostrarnos, a través de su experiencia, el sistema de 
organización, la educación intercultural bilingúe y la creación del 
municipio indígena. 


El pueblo mosetén obtuvo el primer título ejecutorial en el 
departamento de La Paz (2001). Su territorio está rodeado por colo- 
nizadores en sus dos bloques desde la década de los años 60. Es rico 
en diversidad de recursos maderables codiciados por las empresas 
legales y grupos de personas dedicadas a la explotación ilegal. El año 
2003, inicia la elaboración de su plan de manejo forestal con apoyo de 
la Prefectura de La Paz; esta situación es propicia para el desarrollo de 
la actividad maderera por parte de la población, con el fin de lograr 
controlar su territorio y obtener beneficios económicos. Sin embargo, 
estas iniciativas se ven poco viables por el constante asedio que sufre 
su territorio por parte de traficantes de madera, llamados pirateros, y 
movimientos sin tierra. Por esta razón, la población mosetén expresa 
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la realidad de varios pueblos que pretenden, por una parte, aprove- 
char sus recursos y, por otra, resolver los conflictos territoriales. 


El pueblo chacobo-pacahuara, ubicado en la Amazonia boliviana, 
resume la realidad de pocos pueblos que mantienen su sistema de 
organización con identidad representada en la alta apropiación de su 
territorio, en la forma de llevar adelante una educación bilingúe y de 
lograr que la salud tradicional y otros aspectos culturales perduren 
hasta estos días; se constituye en una imagen a ser considerada para 
analizar su organización y los aspectos sociales y económicos que 
hacen a la gestión de su territorio. 


El documento muestra cómo estos tres pueblos, en el marco de la 
GTI han hecho esfuerzos por mejorar sus condiciones de vida y ser 
parte del Estado boliviano reforzando su identidad y cultura —es 
decir, accionar para defender y ejercer sus derechos— en medio de 
un sistema normativo que fue permeabilizándose para incluirles, 
pero lenta e insuficientemente, como se ha evidenciado en la Cons- 
titución Política del Estado del año 2004, que visibilizó a los pueblos 
indígenas reconociendo su existencia y forma de organización, pero 
sin incorporar leyes para hacer efectivo ese reconocimiento. 


Los resultados del trabajo están organizados en cinco capítulos. 
En el primer capítulo, abordamos algunos aspectos conceptuales 
relacionados con los derechos indígenas y la gestión territorial. 


Los capítulos segundo, tercero y cuarto se enfocan al ejercicio de 
los derechos políticos, sociales y económicos en las tres TCOSs, hacien- 
do el siguiente énfasis: en Lomerío, los derechos políticos y sociales; 
en Mosetén, los derechos económicos, con un abordaje menos pro- 
fundo de los derechos políticos y sociales, y en Chacobo-Pacahuara, 
se abordan los tres tipos de derechos. Este énfasis responde al rol 
atribuido por la unidad de GTI a cada TCO, debido a su experiencia 
desarrollada y las perspectivas a futuro que tienen estas acciones de 
cara a las autonomías indígenas. 


El quinto capítulo analiza cómo la normativa vigente durante el 
proceso de la gestión territorial indígena que han desarrollado estos 
pueblos ha favorecido o limitado el ejercicio de los derechos políticos, 
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sociales y económicos. Finalmente, presentamos las conclusiones del 
estudio. 


La información con base en la cual se ha desarrollado esta inves- 
tigación ha sido generada por las organizaciones CIDOB, CICOL, 
OPIM y TAPAYA, en sus procesos reflejados en informes, planes, 
reglamentos, talleres, etc., los cuales, en muchos casos, están siste- 
matizados a través de la unidad de Gestión Territorial Indígena de 
la CIDOB, y han servido para conocer las dinámicas de gestión de 
las que hablamos. 


Toda esta información fue complementada con entrevistas a diri- 
gentes y técnicos de las TCOSs en estudio, así como también técnicos 
que han acompañado el proceso de estos pueblos desde el equipo 
regional de la CIDOB. Para todos ellos va nuestro profundo agrade- 
cimiento por las horas de su tiempo que nos dedicaron sin importar 
el cansancio. 


Esperamos que algunas de las experiencias de estos tres pueblos 
reflejadas en este documento sirvan para impulsar la autodetermi- 
nación y el empoderamiento de los pueblos indígenas. 


CAPÍTULO | 
Antecedentes sobre derechos 
indígenas y gestión territorial 





1. Perspectiva histórica sobre los derechos de los pueblos 
indígenas en tierras bajas 


En tanto en el pasado los pueblos indígenas de tierras bajas cons- 
tituyeron sociedades poco articuladas entre sí con formas de vivir 
diferentes a las de otros pueblos, ubicados en zonas geográficas 
desconocidas y de difícil acceso, los acontecimientos de la historia 
boliviana tuvieron un efecto particular sobre sus derechos. 


Hasta el siglo XV, estos pueblos se desplazaban y ocupaban li- 
bremente el territorio de acuerdo con la necesidad de subsistencia 
donde encontraban los recursos naturales adecuados. Cada grupo, 
constituido por clanes o grupos de familias compuestas por 20 a 50 
personas, se asentaba en un espacio territorial generalmente extenso 
trasladándose de un territorio a otro por diversas causas: estaciones 
del año y clima (inundaciones o sequía) relacionadas con actividades 
a desarrollar para asegurar alimentos (caza, pesca y frutos silves- 
tres), la muerte de un miembro de la familia o amenazas de guerra 
y conflicto entre distintos grupos. En su mayoría, eran nómadas y 
seminómadas. Cada familia tenía un líder o jefe; también existían 
jefes que agrupaban a varios clanes y tenían poder político y / o reli- 
gioso para enfrentarse a otros por el control del territorio, los recursos 
naturales, las armas o por las mujeres. 


Si bien la historia menciona que, durante la conquista del imperio 
incaico (año 1531), la invasión española no alcanzó a los pueblos 
de tierras bajas, sino hasta mediados del siglo XVII (De Mesa, J. y 
otros, 2007), se sabe que en la región actualmente conocida como la 
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Chiquitanía, luego de la fundación de Santa Cruz (año 1559), los es- 
pañoles que llegaban a esta zona para quedarse establecieron varios 
pueblos o asentamientos apropiándose de la tierra al igual que de los 
indígenas que en ella habitaban, estableciendo regímenes de cobros 
como las encomiendas. 


... y dividiéndolos en encomiendas, les obligaron a que cada año die- 
sen a los encomenderos algún poco de algodón y algunas vituallas en 
señal de vasallaje. Mas, como el interés no tiene freno, ni gobierno ni 
leyes con que regularse, algunos que tenían una insaciable codicia de 
enriquecer empezaron a cargar de modo a los nuevos súbditos... y no 
satisfechos con eso, les quitaban los hijos a las madres para servirse 
de ellos; por lo cual, amotinándose algunos indios, se rescataron y 
libraron de aquellos maltratamientos, con muerte de sus señores... 
(Fernández, 1994: 44). 


Además de las encomiendas, otra actividad rentable e importante 
en la zona en términos económicos para los españoles-criollos era la 
venta de indígenas que, incluso, se extendía hasta territorio brasileño. 
Esta actividad económica fue la más importante en la zona durante 
todo el siglo. 


Habíase formado tiempo antes una compañía (llamémosla así) de 
mercaderes europeos que hacían feria de los indios, y los compra- 
ban tan baratos, que una mujer con su hijo valía tanto como entre 
nosotros vale una oveja con su cordero... Entraban éstos en las tierras 
de los indios circunvecinos y en breve tiempo hacían gran presa de 
esclavos; y cuando no tenían bastantes, so color de vengar alguna 
injuria recibida, daban de improviso sobre las rancherías y pasada a 
cuchillo la gente que podía tomar armas, o si no abrasada viva dentro 
de sus casas llevaban cautiva la chusma, y vendían en el Perú estas 
mercancías muy caras, con que al año montaba la ganancia muchos 
millares de escudos (Fernández, 1994: 50). 


Mientras en tierras altas la conquista estuvo al mando de milita- 
res, en tierras bajas el proceso de ocupación territorial fue más lento 
y, ante las dificultades de someter a tantos y tan dispersos grupos, 
los españoles utilizaron la iglesia y la religión. Las características de 
las sociedades del oriente, a decir de los españoles, “incivilizadas y 
espiritualmente necesitadas de salvación”, muestran la situación de 
minusvalía e inferioridad atribuida a los indígenas. 
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Así, entre los años 1600 y 1800 (siglos XVI a XVII), los religio- 
sos establecen decenas de misiones o reducciones administradas y 
dirigidas por sacerdotes jesuitas y, en algunos casos, franciscanos. 
Las misiones estaban formadas por la reunión y mezcla de distintos 
grupos indígenas, conocidos como la formación de parcialidades, 
que actualmente constituyen gran parte de los pueblos existentes 
en el país (chiquitanos, mosetenes, tacanas, etc., principalmente en 
los departamentos de Santa Cruz y Beni), aunque no todos fueron 
reducidos, pues, por ejemplo, los chimane, sirionó o chacobo huyeron 
constantemente y nunca fueron sometidos. 


De esta reunión surgen nuevas culturas e, incluso, lenguas (pro- 
ceso que es conocido como etnogénesis). Se rompe la forma de vida 
tradicional transformando los sistemas organizativo, social, cultural 
y de valores, y cambiando radicalmente la forma de ocupación del 
territorio; los grupos aprendieron a adaptarse al sistema de normas 
y creencias de la religión católica, transformando su forma de vida y 
asimilando normas misionales y costumbres diversas con característi- 
cas diferentes a las suyas relacionadas con la alimentación, vivienda, 
vestimenta, utilización del espacio y los recursos naturales, relaciones 
familiares y afectivas, así como también su mundo espiritual. 


A pesar que entre 1760 y 1825 los sacerdotes jesuitas fueron expul- 
sados por la corona española, debido al éxito económico del sistema 
de administración y manejo que establecieron, los pueblos indígenas 
no mejoraron su situación; algunas misiones fueron abandonadas, 
otras se impusieron al sistema religioso de los sacerdotes “seculares” 
que derivó en un largo sistema más estricto (que duró 20 años) o 
pasaron a dependencia de militares. 


La situación durante los primeros años de la República (siglo 
XIX) no cambió mucho para los indígenas. El Estado estableció nor- 
mas favoreciendo las iniciativas de ocupación y explotación de los 
territorios otorgando a los “ciudadanos” la posibilidad de adquirir 
derechos sobre los indígenas que vivían en estas zonas. Es decir que, 
además de ignorar sus derechos sobre el territorio y los recursos que 
durante generaciones fueron utilizados por estos pueblos, se convir- 
tieron en un valor agregado de las tierras en la misma condición que 
los recursos animales o vegetales. A esto, se suma la desaparición 
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definitiva de las misiones y la liberalización de más tierras para la 
ocupación de mestizos y criollos provenientes principalmente de 
Santa Cruz. Este avance fue promovido por el Estado boliviano que 
siguió repartiendo tierras durante esos años y cuyo último golpe fue 
el decreto de Melgarejo (1866) y la ley de Exvinculación (1874). 


El ser vecino daba derecho a los blancos de contar con un número 
determinado de campesinos, e incluso de vender sus propiedades 
con todo el personal que allí trabajaba (Strack, 1992: 78). 


Los territorios tenían nuevos propietarios asentados en áreas 
dispersas donde desarrollaban actividades económicas, como la 
explotación de goma, madera, estancias agrícolas y ganaderas, en 
las que los indígenas trabajaban como “inquilinos”. Es decir que el 
propietario “permitía” que el indígena y su familia vivieran en su 
territorio a cambio de su trabajo y el de toda la familia. 


La antigua población misional fue formando nuevos asentamien- 
tos alejados buscando ser libres, pero, en poco tiempo y a causa de 
las costumbres y necesidades generadas en las misiones, entraron 
en el sistema de explotación de las haciendas, en las que sirvieron 
como peones a los vecinos terratenientes asentados en las antiguas 
ex-misiones. 


En tiempo de los esclavos la gente vino de Velasco. Se vino porque 
había río, porque este lugar era libre (CIDOB-GTI, 2007: 12. Ignacio 
García, comunidad El Puquio, TCO Lomerío). 


El auge de la goma (1880 y 1945) también es una muestra de la 
sujeción indígena hacia el patrón. Este fenómeno económico movilizó 
gran cantidad de población indígena hacia el norte; bajo el objetivo 
de extraer y vender la goma, trasladó a miles de indígenas de las 
misiones y, en años posteriores, de las estancias. La forma de reclu- 
tamiento y relacionamiento de los patrones era el “enganche”. Este 
sistema garantizaba la permanencia del indígena mientras tuviera 
deudas, que, con la constante necesidad de alimento, ropa y algunas 
herramientas, nunca se terminaban. No recibían dinero, sino direc- 
tamente los artículos de consumo y el pago por kilo de caucho era 
la mitad o menos del precio en el mercado. 
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En tanto la situación respecto a la tierra y la ocupación del territo- 
rio para los grupos indígenas del país era diferente, los efectos de la 
Ley de Reforma Agraria de 1953 también fueron distintos. Mientras 
que para los peones de las haciendas de los valles cochabambinos, 
donde se originó la demanda, acceder a la propiedad de la tierra que 
trabajaban para los latifundistas, en su condición de agricultores, 
constituyó una ventaja', para los indígenas de tierras bajas no fue así. 
A pesar de que esta ley (artículos 123 y 132) reconocía la existencia de 
“grupos selvícolas”, no se establecieron mecanismos para determinar 
su derecho propietario sobre los territorios que ocupaban y su titula- 
ción; no se conocía cuáles eran estos territorios ni sus características 
de ocupación, pasando a depender directamente de la “protección 
del Estado”, con lo cual este derecho se convirtió en una ambigúedad 
de la que nadie se hacía cargo. Los vacíos normativos permitieron 
que los intereses particulares de empresas o propietarios privados 
se antepusieran a los derechos colectivos de los pueblos indígenas; 
a pesar de que la Reforma Agraria determinaba que estos territorios 
eran inalienables, el gobierno otorgó concesiones y vendió tierras 
donde habitaban grupos indígenas (Balza, 2001). 


Con las políticas de defensa al campesinado, el partido político 
MNR, que se encontraba en función de gobierno, fijó un salario para 
los trabajadores agrícolas y peones, buscando mejorar sus condi- 
ciones de trabajo. Contrariamente a esta medida, que perjudicaba 
la actividad asentada en la explotación de la mano de obra, los ha- 
cendados buscaron una alternativa para disminuir sus gastos y no 
pagar salarios a toda la gente que trabajaba para ellos, cambiando la 
actividad agrícola por la ganadería (Riester, 1976: 137). A pesar de las 
limitaciones que esta ley presentaba y las maniobras de los patrones 
para negarles el acceso a estos derechos, la Reforma Agraria hizo un 
quiebre histórico a favor de los derechos indígenas, pues por primera 
vez en la historia de la república los indígenas tenían la posibilidad 
de ser dueños de la tierra, aunque fuera en extensiones pequeñas y 





Se hace referencia a las ventajas comparativas en relación con los indígenas de 
tierras bajas, pues la Reforma Agraria también conllevó desventajas para los 
indígenas de tierras altas por la desestructuración del sistema organizativo y 
territorial tradicional comunitario, incorporando al indígena en la lógica de la 
propiedad privada. 
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destinadas a la agricultura. Esto permitió que —entre los años 60 
y 80— algunas comunidades de los pueblos ayoréode, chiquitano, 
guaraní, cavineño, chacobo, mosetén y otros iniciaran esfuerzos por 
conseguir su territorio, optando por recurrir a estrategias como la 
compra de tierra y el cambio en su sistema organizativo, convirtién- 
dose en campesinos y colonos de su propia tierra. 


El estímulo de acceder a la propiedad de la tierra, impulsado por 
el contexto legal que brindaba la Reforma Agraria, las iniciativas de 
organizaciones sindicales y de pueblos como los guaraní, guarayo, 
chiquitano y ayoréode, junto al importante apoyo de organizaciones 
no gubernamentales, dio lugar a la conformación de una organiza- 
ción social que aglutinó a estos pueblos indígenas. De este modo, 
nació la Central de Pueblos Indígenas del Oriente, en octubre del 
año 1982, para tiempo después convertirse en la Confederación de 
Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB), una organización nacional 
que representa a 34 pueblos indígenas dispersos en el Chaco, la Chi- 
quitanía, el pie de monte y la Amazonia. 


La conformación de la CIDOB posibilitó la articulación de acciones 
de los diferentes pueblos indígenas de todo el país. Así, se desarro- 
1ló y planificó lo que constituye el primer hito importante para este 
movimiento: la primera marcha indígena del año 1990, denominada 
“Por el Territorio y la Dignidad”. Esta marcha, además de visibilizar 
a los indígenas de tierras bajas, planteó la principal demanda de la 
organización: el derecho al territorio. Esta acción tuvo como resul- 
tado el reconocimiento del concepto de una propiedad colectiva no 
agrícola ni empresarial, sino extensa y colectiva a través de la Ley 
del Servicio Nacional de Reforma Agraria: la Tierra Comunitaria de 
Origen. 


Así, en los años 90, empezó un nuevo período para los derechos 
indígenas, pues se establecieron condiciones favorables para la de- 
manda de estos derechos en dos aspectos fundamentales: el acceso 
a la tierra con la Reforma Agraria y un reconocimiento marco a los 
derechos de los pueblos indígenas, incorporado en el artículo 171 de 
la CPE de 1994. En este período, como lo denomina Terceros (2004), se 
inició la configuración del Estado multiétnico y pluricultural, alimen- 
tado por la apertura del tema indígena en el contexto internacional 
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y su influencia en Bolivia, y la emergencia de las organizaciones 
indígenas de tierras bajas. 


2. Los derechos indígenas en la actualidad 


Desde la primera marcha impulsada por la CIDOB el año 1990, 
denominada “Por el Territorio y la Dignidad”, se han llevado a cabo 
un total de ocho marchas”: 


Año 1990: Primera Marcha por el Territorio y la Dignidad. 


Año 1996: Segunda Marcha por Territorio, Derechos Políticos y 
Desarrollo. 


Año 2002: Tercera Marcha por la Asamblea Constituyente. 
Año 2004: Cuarta Marcha por la Asamblea Constituyente. 


Año 2006: Quinta Marcha por la modificación y la aprobación de 
la Ley INRA. 


Año 2007: Sexta Marcha por la defensa de las autonomías indí- 
genas. 


Año 2008: Octava Marcha por la aprobación de la ley del refe- 
réndum dirimitorio y ratificatorio del proyecto de Constitución 
Política del Estado. 


Como resultado de la primera marcha “Por el Territorio y la 
Dignidad”, entre 1990 y 1992, el Estado reconoció nueve territorios 
indígenas a través de decretos supremos. Con la segunda marcha 
(1996), se logró la admisión de 16 nuevas demandas que se incluyen 
en la Ley INRA. 


La denominación de las marchas muestra cómo los derechos de- 
mandados fueron profundizándose; mientras que en la marcha del 
año 1990 la primera demanda —el derecho al territorio— constituye 
el derecho fundamental para los pueblos indígenas, los años 2007 y 
2008 buscan la autonomía indígena a través de la aprobación de la 





2 Fuente: http:/ /www.cidob-bo.org/ 2008. 
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Ley del Referéndum Dirimitorio y la ratificación de la nueva Cons- 
titución Política del Estado. 


Desde su percepción y a través de sus acciones, la CIDOB ha plan- 
teado temas de interés para los pueblos indígenas, aportando en la 
proposición de nuevas políticas públicas en temas como la educación 
intercultural bilingúe, la ley forestal y sus reglamentos, los derechos 
de propiedad intelectual de los pueblos indígenas, la propuesta de 
municipio indígena y la propuesta de Asamblea Constituyente. 


Los sustanciales ajustes normativos en el país, tales como la Ley 
del Servicio de Reforma Agraria, la Constitución Política del Estado 
del año 2004, la aprobación con rango de ley del Convenio 169 de la 
OIT (Ley 1257) y, recientemente, la Ley 3760, correspondiente a la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue- 
blos Indígenas, brindan un marco legal favorable para los pueblos 
indígenas. 


El artículo 3 de la Ley 3760 declara: “Los pueblos indígenas tienen 
derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho, deter- 
minan libremente su condición política y persiguen libremente su 
desarrollo económico, social y cultural”. Además: 


Artículo 4: Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho de libre 
determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las 
cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a 
disponer de los medios para financiar sus funciones autónomas. 


Artículo 5: Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y 
reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, 
sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar 
plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y 
cultural del Estado. 


Estas normas están en concordancia con las expectativas de los 
derechos planteados por los pueblos de tierras bajas, su visión y 
principios: 


Somos libres e iguales a todos los demás pueblos y personas y, por lo 
tanto, tenemos derecho a disfrutar plenamente nuestros derechos y 
libertades sin discriminación, gozando de las oportunidades que las 


ANTECEDENTES SOBRE DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 15 





leyes bolivianas brindan a todos los miembros de la población, consi- 
derando nuestras características particulares como pueblos indígenas 
(CD interactivo CIDOB-GTI, 2008: visión institucional). 


Las coincidencias entre las leyes del país y la visión de la organi- 
zación indígena denotan un avance fundamental en la perspectiva 
de las normas. Mientras el sistema normativo existente —como la 
Ley INRA, la Constitución Política del Estado, la Ley de Municipa- 
lidades, la Ley de Agrupaciones Ciudadanas— fue incorporando en 
el camino a los pueblos indígenas a una estructura normativa pen- 
sada desde una visión externa y ajena a la existencia de los pueblos 
indígenas, las leyes 1257 y 3760 y la nueva Constitución Política del 
Estado, aprobada en 2009, sugieren que sean los pueblos indígenas 
los que puedan determinar esta estructura normativa, de acuerdo 
con los sistemas sociales y culturales ya existentes, sin perder la 
posibilidad de articularse a la estructura política y al sistema social 
del país, como lo menciona la CPE en los artículos dedicados a las 
autonomías indígenas, como, por ejemplo: 


e Artículo 291: La conformación de las autonomías indígenas se basa 
en la consolidación de sus territorios ancestrales y la voluntad de 
su población. 


e Artículo 297: El gobierno de los territorios indígenas originario 
campesinos se ejercerá a través de sus propias normas y formas 
de organización, con la denominación que corresponda a cada 
pueblo 


Sin embargo, esto no exime de abordar las dos dimensiones que 
coexisten en tanto hablamos del ejercicio de derecho. Este ejercicio 
implica una relación entre la nación que corresponde a la sociedad 
indígena o pueblos en donde existe un ejercicio de derecho basado 
en valores, forma de vida y cultura propias, y el Estado nacional 
—boliviano, en donde entran en juego la relaciones con otros. 


3. Tierra, territorio y territorialidad 


Autores como Polanco (1991), Kuppe (1994), Grinberg (2002) y 
Mazurek (2006) definen a la tierra como un espacio de una determi- 
nada área territorial, de propiedad individual o colectiva al que se 
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tiene derecho de uso económico, sin que intervengan terceros, bajo 
las condiciones que define el libre mercado. 


En cambio, el concepto de territorio tiene una connotación mucho 
más amplia que el de “tierra”. Según Díaz-Polanco (1991), citado por 
Grinberg (2002: 2), al hablar de territorio no se trata solamente de 
una propiedad o posesión, sino implica formas de control político 
sobre la vida de la gente. El manejo que se le dé al territorio depende 
de la forma de organización de cada pueblo, al ser derecho colectivo 
y no ciudadano. Va mano a mano con los patrones indígenas de usar 
los recursos naturales e incluye los derechos (políticos) de manejar 
y conservar el ambiente. 


Camacho (2007: 2) hace una diferenciación sustancial entre terri- 
torio y tierra; enfatiza que el concepto de territorio tiene una base 
histórica, social e identitaria a diferencia de la tierra, que tiene como 
fundamento el concepto relacionado más con la posesión individual 
que con la supervivencia de la cultura y la identidad. 


El aporte que realiza Mazurek a la redefinición del territorio es 
relevante, dado que las ciencias sociales hasta la década de los años 
70 no consideraban al territorio como elemento fundamental donde 
se desarrolla la dinámica de los actores involucrados, debido a que el 
territorio sólo se consideraba orientado a una línea de ordenamiento 
territorial y no así como un constructo social. Por ello, uno de los 
principios fundamentales era los límites del espacio, sobre todo para 
el manejo administrativo. 


De acuerdo con Mazurek, hoy en día la definición de territorio no 
tiene controversia por parte de los geógrafos, definiendo al territorio 
“como la porción de la superficie terrestre apropiada por un grupo 
social con el objetivo de asegurar su reproducción y satisfacción de 
sus necesidades vitales” (Bailly et al., 1995; en Mazurek, 2006: 41). 


La anterior definición implica cuatro elementos fundamentales: 
— El territorio puede incorporar cualquier porción de la superficie 


terrestre por lo que sobrepasa la noción de límites e, incluso, 
fronteras. 
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— El territorio es una forma apropiada, por tanto, fundamental 
para la construcción de una identidad por parte de los actores 
involucrados, donde cada cultura marca su territorio con pa- 
trones de uso de la tierra que caracteriza a esa cultura (Perafán, 
2004: 15). 


— El territorio es relativo a un grupo social determinado, enfati- 
zando por ello que puede corresponder a varios territorios 
sobrepuestos que, incluso, pueden tener fines antagónicos. 


— El territorio depende de la función que le asigne cada actor 
involucrado. Es decir, depende de los fines u objetivos que 
cada actor tenga respecto al manejo y control del territorio. Al 
respecto, Perafán (2004) hace una descripción del manejo de 
uso cultural resaltando que el manejo y acceso del territorio 
depende de un carácter también ético. 


Por tanto, el territorio puede ser entendido como el resultado de 
un proceso de apropiación de un determinado espacio, producto 
de la intervención dinámica de los actores, donde puede existir una 
complejidad de intereses, que van desde la reproducción social hasta 
el interés lucrativo. 


Un tercer elemento considerado en la propuesta de la investi- 
gación es la territorialidad, entendida de manera general como el 
escenario donde se realiza la dinámica de los actores. 


Al respecto, Prada (s/f; 1-5) menciona que “cuando logramos 
configurar un territorio, lo que hacemos es territorializar, conformar 
una territorialidad. La territorialidad, entonces, viene a ser el uso 
cultural del territorio, su apreciación, su significación, la lectura 
que hacemos de él”. Para el autor, el concepto de territorialidad 
supone la creatividad social del espacio, producto de la acumula- 
ción cultural (en el tiempo); es decir, la capacidad de producir un 
espacio propio, considerando la memoria histórica. Por tanto, “lo 
que importa en la territorialidad es la vivencia social del territorio”. 
Utilizando este principio, podemos indicar que la territorialidad se 
da en el sentimiento colectivo de una población indígena, producto 
de la vivencia ocurrida en la construcción del territorio. En la CIDOB, 
al momento de realizar las acciones para la gestión de los territorios, 
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se considera como un fundamento la decisión de la población, con 
el fin de resaltar el grado de compromiso del colectivo y, por ende, 
el sentimiento de pertenencia a la comunidad indígena. 


Por su parte, Mazurek (2006a: 3), al referirse a la territorialidad 
(como forma de concienciación), señala que no puede existir com- 
portamiento social sin territorio y, por consiguiente, no puede existir 
una sociedad sin territorio. Es decir, todas las acciones (materiales y 
espirituales) que realiza una población en los temas organizativos, 
sociales, recursos naturales y económico-administrativos, enmar- 
cadas en la cultura, se realizan en un territorio apropiado. Para la 
CIDOB, se entiende por territorialidad al escenario donde las líneas 
de acción (temas de gestión) y los niveles de gestión interactúan, 
considerando como elemento trascendental la cultura de cada pueblo 
(CIDOB-GTI, 2008). 


4. Gestión territorial y derechos indígenas 


Los estudios relacionados con los derechos de los pueblos indíge- 
nas de tierras bajas tienen enfoques socio-antropológicos o con una 
perspectiva relacionada con el derecho al territorio y el manejo de los 
recursos. Una parte de estas investigaciones analiza la emergencia de 
los movimientos indígenas y sus iniciativas para ser visibles ante el 
Estado a través de la participación política; en el nivel organizativo, 
con la emergencia de líderes que llegan a espacios como el municipio, 
la participación popular y su impacto en municipios de población 
indígena (en tierras bajas). Por otro lado, están investigaciones que 
analizan a los pueblos desde una perspectiva histórica y antropo- 
lógica, relacionadas con las autonomías indígenas. Dentro de éstas, 
se destacan los estudios del pueblo guaraní y chiriguano de tierras 
bajas. Las más destacadas son investigaciones sobre la tenencia de la 
tierra y la gestión de los recursos naturales, que, en suma, constituye 
la visión sobre la gestión territorial. 


Existe gran cantidad de análisis de los cambios respecto a los 
derechos de los pueblos y la constitución de los distintos países. No 
encontramos una investigación que articule el ejercicio de derechos 
desde una perspectiva integral, no solamente vinculada a la relación 
con el Estado, sino también con el ejercicio práctico y concreto de 
sus derechos. 
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Los estudios acerca de los derechos indígenas generalmente están 
relacionados con el acceso a los recursos naturales, la tierra o también 
a aspectos culturales. La perspectiva de la gestión territorial, desde 
nuestro punto de vista, incorpora una visión integral partiendo de la 
concepción que los pueblos indígenas tienen acerca del territorio. 


¿Cómo entendemos la gestión territorial indígena? 


Muy pocos son los documentos que describen la conceptualización 
de la gestión del territorio por los pueblos indígenas. Los mayores 
aportes se rescatan de aquellas experiencias en sectores campesinos 
de tierras altas, referidas al manejo espacial del territorio, en la que 
es una constante el elemento espiritual, como base para el desarrollo 
de las acciones materiales. 


Para Camacho (2007: 6), el concepto de gestión territorial indígena 
y sus prácticas constituyen una preocupación de larga data de los 
pueblos indígenas y originarios, principalmente en las tierras bajas, 
donde se han desplegado intervenciones de desarrollo a gran escala, 
como, por ejemplo, el proyecto de tierras bajas del Banco Mundial. 


Este autor señala que las especificidades que tiene el contexto 
boliviano hacen que la gestión territorial tenga una lógica distinta a 
la de otros países. Las diferencias principales en tierras bajas son: la 
gran dimensión territorial de las tierras indígenas y su diversidad 
agroecológica; la baja densidad de población y la coexistencia de 
varios sistemas de producción y uso de los recursos naturales (caza, 
recolección y pesca, agricultura itinerante, agricultura sedentaria) y, 
de manera general, las ventajas y limitaciones del régimen jurídico 
de las tierras comunitarias de origen. 


Las organizaciones internacionales y no gubernamentales en Bo- 
livia, que trabajan con el tema de gestión territorial, han cambiado 
sustancialmente su enfoque de planificación, de una perspectiva 
impositiva (de arriba hacia abajo) a otra participativa (de abajo hacia 
arriba). Este hecho se debió a las grandes inversiones en proyectos y 
el poco impacto logrado con ellos. Si se considera en el nivel de las 
organizaciones no gubernamentales que trabajan en tierras bajas, el 
concepto de gestión responde a un contexto geográfico específico 
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(área de acción de trabajo). Al respecto, Camacho (2007: 7) resalta 
que sus acciones tienden a consolidar los derechos territoriales a 
través de la elaboración e implementación de planes productivos, 
gestionados por la organización. 


Por su parte, organizaciones internacionales —como la FAO— 
resaltan como eje fundamental de la gestión la visión que tienen las 
poblaciones indígenas para su desarrollo (FAO, 2005). El FIDA enfoca 
la gestión como la promoción de acciones tendientes a fortalecer la 
organización de las poblaciones indígenas a través del apoyo a la 
educación, salud, autoestima, entre otros (IFAD, 2006: 1). 


El Banco Mundial (Griffiths, 2006: 16) y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID, 2005: 2) coinciden en que la gestión está rela- 
cionada con la autodeterminación de sus territorios por parte de 
los indígenas, enfoque que quizá es el que más se acerca a la actual 
coyuntura y a la visión que persiguen los pueblos indígenas de tie- 
rras bajas. 


Por su parte, DANIDA?, recuperando la visión indígena tradicio- 
nal, donde el territorio no solamente es un área física, sino el espacio 
que permite la reproducción económica, social y cultural de un 
determinado pueblo y que corresponde a una ocupación territorial 
ancestral con la cual la población mantiene fuertes vínculos de pa- 
rentesco, conceptualiza así la gestión territorial indígena: 


(...) la gestión indígena resulta ser la suma de prácticas y reglas inclui- 
das en la protección, funcionamiento y desarrollo de estos territorios 
en todos sus ámbitos (sean éstos ecológicos, productivos, sociales, 
culturales o espirituales), implementados a partir de la estructura 
propia de la organización social y política de determinado pueblo. 
En fin, la gestión indígena es concebida como la autodeterminación 
plena e idealizada (DANIDA, 2004, s/p. Documento interno). 


En el marco de esta conceptualización, la CIDOB-GT!Y' desarrolla 
experiencias en gestión del territorio, con las cuales, desde la práctica, 





3 Agencia de Cooperación Danesa. 


1 Impulsada por la Unidad de Gestión Territorial Indígena, apoyada por DANIDA. 
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muestra avances significativos en la construcción de un concepto re- 
ferido a la gestión integral y culturalmente sensible, pues promueve 
que, además de lo productivo, plasmado en la ejecución de proyectos, 
se involucre a otros cinco procesos de similar importancia, como son: 
planes, sistema normativo, sistema administrativo, capacitación y re- 
lacionamiento, bajo un principio fundamental donde la organización 
se constituye en gestor protagónico del territorio. 


Entonces, la gestión territorial indígena para la CIDOB —a la cual 
se adscribe esta investigación— es la siguiente: 


La gestión territorial indígena es el proceso por el que las organi- 
zaciones indígenas dueñas de un territorio titulado como TCO lo 
manejan de una forma participativa y en consenso entre las diversas 
comunidades, ejecutando sus decisiones, con el fin de mejorar su ni- 
vel y calidad de vida de acuerdo a sus valores culturales. La gestión 
territorial indígena parte del modelo de gestión familiar, cuyos prin- 
cipios son la participación activa de todos sus miembros de acuerdo a 
sus roles y la toma de decisión de sus líderes o jefes de familia en las 
acciones a realizar para la sobrevivencia y el bienestar de la familia 
(www.cidob-bo.org / gti / gestion / html /). 


Esto se relaciona con lo que afirma la Ley INRA: 


Las tierras comunitarias de origen son los espacios geográficos que 
constituyen el hábitat de los pueblos y comunidades indígenas y 
originarias, a los cuales han tenido tradicionalmente acceso y donde 
mantienen y desarrollan sus propias formas de organización econó- 
mica, social y cultural, de modo que aseguran su sobrevivencia y 
desarrollo. Son inalienables, indivisibles e irreversibles, colectivas, 
compuestas por comunidades o mancomunidades inembargables e 
imprescriptibles (artículo 41, párrafo V). 


Para la CIDOB-GTI, las acciones desarrolladas en un territorio 
dependen del tipo de organización que tengan; es decir, cada or- 
ganización indígena dueña de la TCO define los niveles de gestión 
(comunal, zonal, intercomunal y /o de TCO) y las líneas de acción o 
temas en que se hace gestión (educación, salud, economía, produc- 
ción, recursos naturales, control territorial, servicios básicos, etc.). 
Esto implica la toma de decisiones desde la perspectiva, visiones y 
prácticas de cada pueblo. 
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Entonces, la gestión es un conjunto de acciones de autodetermi- 
nación que pueden darse en la familia, trasladarse a la comunidad y 
también a la TCO, capitanía o pueblo indígena; por lo tanto, existen 
diferentes niveles en donde se practica la gestión. 


Las herramientas o procesos que viabilizan la gestión territorial 
indígena son: la planificación, los reglamentos o sistema normativo, 
el sistema administrativo, los procesos de capacitación, la capacidad 
de relacionamiento y la elaboración y ejecución de proyectos. 


5. Definición de conceptos 


Las Naciones Unidas afirman que los pueblos indígenas “son 
iguales en derechos y dignidad a todos los demás pueblos. Ello sig- 
nifica que los derechos definidos en la declaración son de carácter 
colectivo y que su disfrute y pleno ejercicio corresponde a los pueblos 
indígenas” (Fondo Indígena, 2007: 144). 


Esta declaración afirma que los pueblos indígenas constituyen 
entidades colectivas definidas por sus características intrínsecas que 
derivan de su estructura social, política y cultural; de sus tradiciones 
espirituales, de su historia y de su concepción de la vida (Naciones 
Unidas, 1994). Es decir que los derechos colectivos simplemente “lega- 
lizan”, para el reconocimiento de las sociedades externas a la indígena, 
la forma de vida y las dinámicas de las sociedades indígenas. 


Al definirlos de este modo, los hace sujetos de los derechos co- 
lectivos específicos consagrados en la declaración; mientras que, 
al establecer que son iguales en derechos a los demás pueblos, los 
hace igualmente beneficiarios de los derechos que los instrumentos 
nacionales garantizan a los “pueblos”. En virtud de esa premisa es 
que el Preámbulo de la declaración afirma: 


Reconociendo que la Carta de las Naciones Unidas, el Pacto Inter- 
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos afirman la importancia 
fundamental del derecho de todos los pueblos a la libre determina- 
ción, en virtud del cual éstos determinan libremente su desarrollo 
económico, social y cultural (Naciones Unidas, 1994. En: Fondo 
Indígena, 2007: 39). 
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En virtud de ello, las conceptualizaciones adoptadas para este 
trabajo son una construcción complementaria perfectamente com- 
patible entre los derechos colectivos de las leyes 1257 (Convenio 
169 de la OIT) y 3760 (Declaratoria de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas), así como también con la Cons- 
titución Política del Estado vigente, relacionadas con los derechos 
políticos, sociales y económicos y la definición de los mismos, con 
base en la visión y perspectiva de autodeterminación adoptada por 
la CIDOB-GTI. 


Derechos Políticos.- Son aquellas condiciones necesarias para permitir 
la libre determinación de un pueblo indígena, enmarcadas en una 
visión de respeto y fortalecimiento a su cultura. Las dimensiones 
de este derecho estarán relacionadas con la capacidad de toma de 
decisiones por parte de la organización (bases y representantes), el 
funcionamiento, legitimidad y reconocimiento de la organización, la 
legitimidad y funcionalidad del sistema normativo y la capacidad de 
planificación, participación y articulación. 


Derechos Sociales.- Son aquellas condiciones que, en el marco del 
respeto y fortalecimiento a la cultura de los pueblos, buscan garan- 
tizar una vida digna y con igualdad de oportunidades en el acceso a 
la educación, salud, uso del agua y otros servicios. Las dimensiones 
de este derecho son el derecho a la salud tomando en cuenta la 
práctica y reconocimiento de la medicina tradicional y el acceso al 
servicio de salud formal, el derecho a la educación considerando la 
participación social, cualidad de la currícula y el funcionamiento del 
sistema educativo y, finalmente, el derecho al agua considerando el 
uso y acceso al agua. 


Derechos Económicos.- Son aquellas condiciones que garantizan el 
sustento familiar y permiten un desarrollo económico basado en el 
aprovechamiento de los recursos naturales, las cuales están enmar- 
cadas en una visión de respeto y fortalecimiento a su cultura. Para 
ello, consideramos propiedad del territorio; conciencia territorial y 
reconocimiento de su derecho propietario por parte de otros actores, 
el uso y aprovechamiento de recursos naturales; acceso, uso y apro- 
vechamiento de recursos forestales y reconocimiento de su derecho 
propietario por parte de otros actores. 


Gestión Territorial Indígena.- La gestión territorial indígena parte 
del modelo de gestión familiar, cuyos principios son la participación 
activa de todos sus miembros de acuerdo a sus roles y la toma de 
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decisión de sus líderes o jefes de familia en las acciones a realizar para 
la sobrevivencia y el bienestar de la familia. Entonces, la gestión terri- 
torial indígena es “el proceso por el que las organizaciones indígenas 
dueñas de un territorio, lo manejan de una forma participativa y en 
consenso entre las diversas comunidades, ejecutando sus decisiones 
con el fin de mejorar su nivel y calidad de vida de acuerdo a sus va- 
lores culturales (CD interactivo CIDOB-GTI, 2008: ¿qué es GTI?). 


CAPÍTULO I| 
Ejercicio de derechos 
en la TCO Lomerío 





1. Características generales de la TCO Lomerío 
Historia 


La población que habita el territorio de la TCO Lomerío es conoci- 
da como chiquitana. Se cree que este término apareció con la llegada 
de los españoles, quienes, impresionados con el tamaño y la forma 
de la vivienda indígena, les llamaron “chiquitos”. Así, la zona donde 
ellos habitaban recibió el nombre de Chiquitanía. 


La Chiquitanía estaba habitada por varios grupos indígenas de 
diferente cultura y lengua (además de la chiquitana), los cuales eran 
aglutinados en misiones o reducciones (años 1692-1767), como San 
Javier, Concepción, San Miguel, San Rafael, San Juan, San José, etc. 
(Krekeler, 1993: 52). Para formar una misión, reunían a diferentes 
grupos indígenas y los mantenían en un mismo lugar, tratando de 
adoctrinarlos en la religión católica. Como cada grupo o parcialidad 
hablaba un idioma diferente y era difícil entenderles, los misioneros 
impusieron la lengua del grupo más numeroso en la misión que 
correspondía a la lengua “chiquita” denominada besiro (que quiere 
decir recto o correcto). La parcialidad correspondiente a los lome- 
rianos era Monkoka, de donde proviene la denominación particular 
de chiquitanos monkox. 


Las misiones tenían un sistema con costumbres diferentes, pues 
todos vivían en un mismo lugar de forma permanente en casas dis- 
puestas alrededor de la iglesia, escuchaban celebraciones religiosas 
diariamente en la iglesia, aprendían diferentes oficios y habilidades, 
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como carpintería, herrería, tejidos, sastrería, curtiembre, telares y 
música, y se dedicaban a la agricultura y la cría de animales. Para 
organizarles y hacer cumplir las normas, cada parcialidad tenía un 
cacique que era la autoridad del grupo apoyado por otras autorida- 
des, las cuales estaban sujetas a las normas religiosas, personificadas 
en los misioneros. 


Con la expulsión de los jesuitas (año 1767), las misiones pasaron 
a administración de sacerdotes seculares, quienes estuvieron a cargo 
por 20 años; posteriormente (año 1790), la corona española decidió 
nombrar administradores civiles, lo cual empeoró la situación de los 
indígenas, pues a las dificultades que tenían con los sacerdotes se 
sumaron los problemas con los nuevos administradores. 


Entre 1810 y 1824, los chiquitanos participaron en la Guerra de 
la Independencia, donde murieron más de 1.000. Con la creación de 
la República de Bolivia, en 1825, las misiones pasaron a ser admi- 
nistradas por los republicanos; en la segunda mitad del siglo XIX, 
el Estado lanzó decretos (un decreto de Melgarejo en 1866 y la ley 
de exvinculación el año 1874) para la distribución de tierras, lo cual 
benefició a los mestizos y criollos provenientes de Santa Cruz, faci- 
litando la ocupación de la zona chiquitana y de las misiones. Estas 
medidas marcan el inicio de la dispersión de los chiquitanos y la 
desaparición definitiva de las misiones. 


Alrededor del año 1850, los chiquitanos pertenecientes a la parcia- 
lidad monkoka huyeron de las misiones de San Javier, Concepción y 
San Ignacio, buscando otro lugar para vivir; así, encontraron campos 
con abundantes recursos y principalmente agua, por lo que se que- 
daron allí. Este lugar, lleno de lomas y cuestas, recibe el nombre de 
Lomerío. Con el paso del tiempo, los hacendados llegaron en busca 
de mano de obra e instalaron sus haciendas en estos territorios, para 
nuevamente convertirles en peones sin sueldo. 


Gracias a la Reforma Agraria de 1953 y la articulación regional 
de algunos líderes de la zona, a principios de los años 70 se hicieron 
gestiones para hacer efectivo el derecho a la tierra; se liberó a los 
peones, acabó la esclavitud y muchos patrones se fueron. De esta 
forma, la población empezó a establecerse en comunidades. 
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Ubicación, territorio, comunidades y organización 


La TCO Lomerío se encuentra ubicada en el departamento de 
Santa Cruz y corresponde a la quinta sección de la provincia Ñuflo 
de Chávez. Las 28 comunidades existentes se encuentran distribuidas 
en cuatro cantones que son: San Antonio, Santa Rosa del Palmar, El 
Puquio y San Lorenzo, y pertenecen administrativamente al muni- 
cipio indígena chiquitano monkox San Antonio de Lomerío. 


El territorio tiene como límites: al Norte, la primera sección de la 
provincia Concepción; al Este, la provincia Velasco; al Oeste, el mu- 
nicipio de San Pedro y al Sur, la sexta sección, Cuatro Cañadas. 

























































































Cuadro 1 
Distribución político administrativa de las comunidades 
de la TCO Lomerío 
Provincia Municipio Cantón N? Comunidad 
1 San Antonio 
2 San Martín 
3 San Pablo 
4 Coloradillo 
San Antonio 5 San José Obrero 
6 Potrerito 
T Fátima 
8 Cornocal 
9 La Asunta 
10 Totoca 
11 Holanda 
Santa Rosa del Palmar pS Sa reAnareS 
pa Municipio Indígena 13 Bella Flor 
e Chiquitano San Antonio a SAmIanació 
de Chávez ñ 15 | Salinas 
de Lomerío 16 | El Puquio Cristo Rey 
17 Palmira 
18 Surusubí 
El Puquio 19 Monterito 
20 San Simón 
21 Santo Rosario 
22 Santa Anita 
23 El Cerrito 
24 Las Trancas 
San Lorenzo 25 Puesto Nuevo 
26 Todos Santos 
27 Florida 
28 San Lorenzo 























Fuente: Elaboración propia con base en OPIM-GTL: Diagnóstico TCO Lomerío, 2005. 
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La población está organizada a través de la Central Indígena de 
Comunidades Originarias de Lomerío (CICOL). Es un importante 
protagonista de hechos relevantes en el movimiento indígena; fun- 
dador de la actual Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia 
(CIDOB?, propició la creación del primer municipio indígena y se 
declaró como primer pueblo indígena autónomo de Bolivia en sep- 
tiembre del año 2008. 


La estructura orgánica de la CICOL tiene dos niveles: comunal y 
de TICO. En ambos, existe un sistema de representación y un siste- 
ma de decisión. Las decisiones se toman en asambleas a partir de la 
deliberación de todos los participantes, quienes generalmente son 
delegados acreditados por sus bases con los cuales la organización 
asume posiciones y también acciones. La representación es ejercida 
por el directorio de la CICOL y el de las comunidades, los que son 
responsables de cumplir y hacer cumplir las decisiones de la asam- 
blea, respaldados por sus bases. 


La CICOL, como representante de las comunidades, demandó la 
titulación de 300.000 hectáreas al Estado boliviano en el año 1997. 
Luego de diez años de interpuesta la demanda, el año 2007, se titu- 
laron a favor de la población 259.188,7205 hectáreas (Mapa 1). 


Población 


De acuerdo con el censo realizado por la organización el año 
2003, la población total es de 5.445 habitantes, de los cuales 2.590 
son mujeres, que equivalen al 48% y 2.855 son hombres, equivalen- 
tes al 52%. Esta población está distribuida en 870 familias (Cuadro 
2, Gráfico 1). 





En sus inicios, la organización se denominó Central Indígena del Oriente 
Boliviano (CIDOB), pero con la articulación de organizaciones de chaco y 
amazonía situados en diferentes departamentos del país, se conservó la sigla 
cambiando la denominación por la Confederación de Pueblos Indígenas de 
Bolivia. 
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Cuadro 2 
Población por sexo y comunidad 














































































































AR cOmnundaa A a dd 
1 San Antonio 581 679 1.260 
2 La Asunta 65 56 121 
3 Cornocal 46 48 94 
4 Fátima 129 159 288 
5 Coloradillo 80 78 158 
6 San Pablo 53 56 109 
7 San Martín 22 33 55 
8 Potrerito 22 27 49 
9 San José Obrero 110 124 234 

10 El Puquio Cristo Rey 182 187 369 

11 Palmira 178 218 391 

12 Surusubi 63 70 133 

13 Monterito 123 142 265 

14 San Simón 81 85 166 

15 Santo Rosario 37 45 82 

16 San Lorenzo 157 176 333 

7 Florida 47 44 91 

18 Todos Santos 82 84 166 

19 Puesto Nuevo 56 67 123 

20 Las Trancas 44 50 94 

21 El Cerrito 56 56 112 

22 Santa Anita 35 32 67 

23 Salinas 129 131 260 

24 Cotoca 36 26 62 

25 Holanda 55 51 106 

26 San lgnacito 54 ra 125 

27 Bella Flor 21 18 39 

28 San Andrés 26 25 51 
d Motacusal 9 5 14 
jj Versalles 11 5 16 
sl Purísima 1 1 2 
y Chaco Lejo 4 6 10 

Total TCO Lomerío 2.590 2.855 5.445 

















Fuente: PGTI-CICOL, diciembre de 2004. 


* Son haciendas o puestos, con poca población afiliada a comunidades 
próximas. 
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Gráfico 1 
Pirámide de población por sexo y rangos de edad 
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Fuente: CIDOB-GTI, 2004. 


La población es mayoritariamente joven, el 42% tiene entre 0 y 14 
años de edad y el 69% tiene menos de 30 años. Se nota una tendencia 
a la disminución a partir de los 15 años en ambos sexos, atribuible a 
posibles migraciones; también se observa una notable disminución 
en los rangos de 60 y más años de edad, que representa el 4,7 % de 
la población entre mujeres y hombres. Según el INE (Censo 2001), el 
86% de la población es de origen chiquitano. 


La forma de asentamiento poblacional dominante en las comu- 
nidades reproduce las características misionales, pues se concentra 
en torno a la plaza o la iglesia. Entre las comunidades, sólo una de 
ellas (Holanda) tiene un asentamiento disperso. 


Servicios básicos 


Ninguna comunidad de la TCO tiene servicio de agua potable, 
pero se cuenta con fuentes de agua, por ejemplo, pauros o vertientes, 
pozos con o sin bomba, lagunas, atajados o curichis y ríos; en algunos 
casos, sobre todo en temporada seca, se recurre a carros distribuido- 
res que utilizan cisternas. 
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La mayoría de las comunidades no tiene energía eléctrica; sólo 
San Antonio y el Puquio cuentan con instalación domiciliaria admi- 
nistrada a través de una cooperativa, pero el servicio depende de la 
disponibilidad de combustible (diesel) para alimentar el generador 
de energía. En el caso de El Puquio, la mayor parte del tiempo se 
tiene energía en ocasiones especiales como, por ejemplo, reuniones 
de la organización, fiestas, etc. 


La red vial de la TCO de Lomerío tiene dos tipos de caminos: el 
camino troncal, que une a los municipios de San Antonio de Lome- 
río, Concepción, San Javier y San Julián, y los caminos vecinales o 
intercomunales, al interior de la TCO, llamados también caminos 
secundarios. 


El camino troncal en la ruta a San Antonio-Concepción es transi- 
table durante todo el año. La ruta San Antonio-Cuatro Cañadas es 
la más corta hacia Santa Cruz porque reduce aproximadamente un 
50% de tiempo en comparación con la otra ruta, pero no es transitable 
todo el año, ya que en la época de lluvia se deteriora imposibilitando 
el tránsito. 


Para la comunicación interna, 12 comunidades cuentan con 
equipos de radio de banda corrida; también se utiliza el servicio de 
mensajes que realiza la radioemisora local situada en la comunidad 
de San Antonio, sede del municipio. Otra alternativa es la telefonía 
de larga distancia instalada por ENTEL, que permite a las comu- 
nidades de Palmira, Fátima, La Asunta, San Antonio, San Lorenzo 
y El Puquio comunicarse entre sí y también con otros lugares del 
departamento y del país. 


Características económico-productivas! 


El sistema productivo familiar se basa en tres componentes: la 
agricultura y ganadería, como actividades de mayor importancia, que 
se complementan con la artesanía y / o apicultura. A la agricultura se 
dedica el 90% de las familias debido a que de ella obtienen alimentos 





6 Datos con base en el Plan de Gestión Territorial Indígena CICOL-GTI, 2004. 
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y, en menor proporción, productos destinados a la venta. Esta acti- 
vidad se realiza en las mismas comunidades o en Concepción. Entre 
los principales cultivos agrícolas están: arroz, maíz, plátano, yuca, 
maní, sandía, frejol, caña y camote. 


En cuanto a la cría de animales, el 93% de la población se dedica 
a esta actividad; de este porcentaje, el 68% cría animales mayores 
(vacunos). El destino de la producción es para la alimentación, venta 
y, sobre todo, para la reproducción. 


La actividad artesanal ocupa al 71% de las familias; del total de 
la producción, 84% es destinada a la venta. Con este fin, muchas 
mujeres trabajan con la asociación Arte Campo, la misma que desa- 
rrolla actividades hace varios años con las mujeres lomerianas. Otra 
actividad, relativamente nueva y que tiene lugar en el nivel familiar, 
es la producción de miel, que ocupa a un 33% de la población. 


Tanto la agricultura como la ganadería, la artesanía y la apicultura 
constituyen las principales fuentes de ingreso económico familiar, a 
lo que se suma la actividad minera y forestal maderable, a la que se 
dedica un número reducido de familias. 


2. Derechos Políticos: Organización, normas y planificación 
2.1. Sistema organizativo 
Funcionalidad del sistema organizativo 

La forma de organización del pueblo chiquitano, que en el pasado 
constituyeron las familias, los clanes y caciques, se ha transformado 


junto con los cambios sociopolíticos del país. Durante las misiones 
(año 1692-1767), el cabildo” constituyó un sistema que articulaba las 





7 La máxima autoridad del cabildo era el cacique general, apoyado por varios ca- 


ciques líderes de cada grupo o parcialidad indígena. Los caciques eran asistidos 
por un corregidor, que era español. También existía una forma de organización 
de las actividades productivas y artesanales, pues los trabajos de carpintería, 
herrería, tejeduría, música, agricultura y ganadería, etc. estaban a cargo de fis- 
cales de trabajo, fiscales de hacienda y capitanes de los talleres de artesanía. 
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costumbres indígenas a la estructura de funcionamiento misional; 
posteriormente, con la Reforma Agraria y el movimiento sindical 
generado en todo el país así como la conformación de la organización 
indígena del oriente cruceño, el año 1982, las 17 comunidades indí- 
genas establecidas en la zona formaron la organización denominada 
Central Intercomunal Campesina del Oriente Lomerío (CICOL) con 
una base estructural de tipo sindical que también tenía representa- 
ción en las comunidades. Por otro lado, también existían alcaldes 
comunales o alcaldes políticos (vinculados con partidos políticos 
de la provincia) y, finalmente, con la Ley de Participación Popular 
—y bajo una errónea interpretación de esta ley— las comunidades 
de Lomerío conforman una nueva estructura organizativa comunal: 
la OTB. Así, a principios del año 2000, muchas comunidades tenían 
dos o tres autoridades paralelas con roles similares que, aunque in- 
tentaron ser complementarios, causaron confusión en la población 
y debilitamiento de la base organizativa. 


Hasta la década de 1980, en la región chiquitana el término “in- 
dígena” era utilizado de forma despectiva (grupo focal, dirigentes 
CICOL, diciembre de 2008). Con la emergencia del movimiento indí- 
gena dentro y fuera del país y la declaración del Convenio 169 de la 
OIT, las implicaciones de “ser indígena” se embarcan en un proceso 
de cambio principalmente por el reconocimiento del derecho a la 
cultura y propiedad territorial hasta entonces negados. Bajo estas 
ideas, el año 1997, la estructura campesino-sindical en la conforma- 
ción de la organización y su naturaleza son cuestionadas, cambiando 
la denominación de la organización —de “Central Intercomunal 
Campesina del Oriente-Lomerío” a “Central Indígena de Comuni- 
dades Originarias de Lomerío”— y reforzando el fortalecimiento de 
la identidad indígena. Con esta transformación se suman 11 nuevas 
comunidades, haciendo un total de 28 en todo el territorio. 


Además de ello, se plantea una nueva estructura (aprobada el año 
2008) que constituye una construcción complementaria entre la forma 
tradicional organizativa, la influencia de la organización sindical y la 
articulación de nuevas instancias técnico-operativas creadas con el 
impulso de la CICOL, como son el gobierno municipal de Lomerío 
y el equipo técnico indígena GTI-CICOL. 
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Esta estructura muestra que toda la población de hombres y mu- 
jeres, distribuida en las 28 comunidades existentes constituye la base 
de la organización, las cuales conforman la máxima autoridad de la 
CICOL que es la asamblea. La asamblea delibera y decide a través 
de un sistema de representación constituido por 168 delegados co- 
munales (seis por comunidad). La instancia encargada de ejecutar y 
hacer cumplir las decisiones de la asamblea es el directorio, consti- 
tuido por nueve caciques que, además, ejercen la representación de 
la CICOL (Gráfico 2). 


El directorio prevé el funcionamiento de un equipo técnico para 
facilitar el cumplimiento de sus mandatos; con la perspectiva de 
optimizar el manejo de los asuntos y recursos de la organización a 
través de la adecuada administración y asesoramiento técnico, se 
incorporan un administrador, una secretaria y asistentes técnicos 
para proyectos. En este nivel está el equipo técnico de Gestión Terri- 
torial Indígena (GTD, que apoya y asesora al directorio y facilita las 
acciones planificadas por el pueblo chiquitano, tanto dentro como 
fuera de la TCO. 


Entre la asamblea y el directorio se encuentran tres instancias 
intermedias: el consejo de ancianos, el comité de gestión territorial 
indígena (CGTI) y el gobierno municipal. Estas instancias muestran 
la revalorización cultural del sistema organizativo antiguo como es 
la incorporación de la sabiduría y guía de los ancianos en la toma de 
decisiones, y el esfuerzo por crear instancias que posibiliten el ma- 
nejo del territorio y los recursos fortaleciendo su capacidad técnica. 
Así, el consejo de ancianos constituye una instancia que ayuda en la 
administración de justicia y aplicación de sanciones, ya que su fun- 
ción es solucionar problemas que no puede resolver el directorio; son 
consejeros con autoridad moral, sabiduría y experiencia y también 
fiscalizan las acciones del directorio aprobando —previamente a la 
asamblea— los informes del ejecutivo; sus decisiones deben estar en 
acuerdo con la asamblea. Por su parte, el comité de gestión territorial 
está compuesto por un grupo de cinco miembros elegidos por el di- 
rectorio de CICOL, el gobierno municipal y el comité de vigilancia del 
municipio, cuyo rol es la articulación de la planificación y acciones 
de la CICOL con el gobierno municipal. 
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La territorialidad dentro del sistema organizativo es importante 
para el criterio de representatividad, pues tanto las comunidades 
como los cantones son instancias a través de las cuales se puede 
asumir la representación. Esto se muestra en la elección cantonal 
del consejo de ancianos y la distribución de los 168 delegados para 
la asamblea. 


Los nueve caciques que acompañan al cacique general y al pri- 
mer cacique general (que en la antigua estructura tenían el cargo de 
responsables o secretarios) atienden temas o áreas, como educación, 
salud, producción, etc. Estos cargos se han complementado con el 
paso del tiempo, de acuerdo con la necesidad de atención de nue- 
vos temas, como, por ejemplo, género, cultura, etc. y la necesidad 
de adaptarse a los cambios coyunturales externos e internos. El re- 
presentante para el comité de gestión territorial para la TCO Monte 
Verde, al igual que los caciques, es elegido en asamblea y tiene la 
función estratégica de articular las acciones que realizan el comité y 
la organización de Monte Verde, con la CICOL. 


El funcionamiento de la estructura tiene como base fundamental 
la asamblea general ordinaria, donde se toma todo tipo de decisiones 
orgánicas, políticas, económicas, sociales, etc. y se realiza una vez 
por año bajo convocatoria del directorio. También está la asamblea 
extraordinaria, que es convocada para tratar temas específicos o de 
emergencia, y las reuniones del directorio, que se realizan semanal- 
mente. 


En la estructura no existe una organización específica de mujeres, 
dado que, tras un análisis sobre la pertinencia de crearla, las líderes 
determinaron —por el carácter de la CICOL como representante de 
todo el pueblo indígena chiquitano monkox de Lomerío— participar 
activamente en ella y fortalecerla ocupando espacios de representa- 
ción y decisión tanto en la asamblea como en el directorio, lo cual 
condice con lo señalado en la visión organizativa del Estatuto Orgá- 
nico CICOL en su artículo 10: 


Somos una organización indígena con una buena estructura ejecutiva 
y operativa que se autogestiona basada en una regulación propia, que 
potencia la participación equitativa del varón y de la mujer (...). 
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La organización de las comunidades presenta una estructura 
similar a la TCO, para articular y coordinar las acciones comunales 
y de la TCO. La máxima autoridad comunal es la asamblea, donde 
todos los hombres y mujeres pueden participar, tomar decisiones y 
elegir a los delegados para la gran asamblea general de la CICOL; 
también están: el consejo de ancianos, el ejecutor de las acciones que 
es el directorio compuesto por seis caciques comunales (territorio 
y recursos naturales; producción y desarrollo económico; género; 
educación, cultura y deporte; salud; servicios básicos y saneamiento), 
encabezados por el cacique mayor”. 


El directorio, cuya gestión es de cuatro años, es elegido por 
aclamación, en una asamblea, en la que se conforma una mesa de 
presidio. La mesa de presidio es una autoridad transitoria que se 
conforma en todas las asambleas y tiene por objetivo mejorar la 
participación e involucramiento de los comunarios, despojando 
al directorio de una condición especial de participación durante la 
realización de este evento, en el que la asamblea decide. 


Funcionamiento de la organización 


La CICOL mostró su capacidad para reivindicar y consolidar los 
derechos de su pueblo a través de diversas acciones articuladas a las 
oportunidades que los cambios normativos brindaron: la creación 
del sindicato, la participación en las marchas indígenas y la deman- 
da territorial, la lucha contra empresas madereras que invadían su 
territorio y explotaban sus recursos, la obtención del sello verde 
para el aprovechamiento de madera, la experiencia de educación 
intercultural bilingúe en sus escuelas, la titulación del territorio, la 
creación del municipio indígena, la formación de un equipo técnico 
multidisciplinario local dentro la organización, la participación en 
la Asamblea Constituyente y la declaración de Primer Territorio 
Indígena Autónomo de Lomerío. 





La denominación de las autoridades comunales antes de la aprobación de esta 
estructura organizativa era “OTB” o presidente comunal, al igual que las demás 
carteras. La nueva denominación del representante comunal está en proceso de 
cambio. 
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Si bien el apoyo que la organización ha recibido de diferentes 
ONGs ha sido fundamental, la CICOL ha luchado por impulsar estos 
procesos apropiándose de ellos. Es ejemplo de esto cómo la organiza- 
ción pasa de ser objeto de apoyo en el proyecto de aprovechamiento 
forestal promovido por la ONG APCOB a sujeto protagonista del 
mismo, asumiendo procesos de transferencia técnica y administra- 
tiva como es la co-gestión compartida para finalmente asumir la 
autogestión. 


El proyecto es co-gestionado por CICOL y APCOB. Esto significa que 
CICOL maneja los recursos económicos destinados a inversiones pro- 
ductivas, insumos, sueldos y jornales y APCOB solamente los fondos 
para la asistencia técnica y social que brinda su personal (...). Cada 
programa es ejecutado por personal de APCOB y su contraparte, los 
miembros del cuerpo técnico ejecutivo chiquitano y, además, por 
promotores y dirigentes de CICOL (APCOB-CICOL, 2000:32). 


Esto lo evidencia el equipo técnico de la organización a la hora 
de enlistar sus logros más importantes, como vemos en el cuadro 
































siguiente: 
Cuadro 3 
Principales logros de la CICOL 
Año Logros 
Conformación de la organización y la plataforma orgánica con los temas de organi- 
zación, territorio, producción, salud, educación. 
1982 - Proceso de filiación de las comunidades. 
- Relacionamiento con ONGs. 
- Inicio de la elaboración de Reglamento y Estatutos. 
Experiencia en la coejecución de proyectos en tema forestal con ONGs hasta la 
1982-2001 e 
autogestión. 
1993-2003 Lucha con las empresas madereras y mineras por la defensa del territorio. 
1995-1996 Demanda territorial para la creación de la TCO Lomerío. 
1996-2006 Proceso de gestión para la titulación de la demanda territorial. 
1999 Creación del municipio indígena monkox chiquitano San Antonio de Lomerío (quinta 
sección municipal). 
Proceso de construcción metodológica y elaboración del Plan de Gestión Territorial 
2001-2002 , 
ndígena (PGTI). 
2002-2004 Elaboración de planes comunales. 
2003 nicio de la ejecución de los proyectos del PGTI; ganadería para control territorial. 

















(Continúa en la siguiente página) 
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(Continuación de la anterior página) 

















Año Logros 
2005 dd bey . 
en adelante Proceso de Gestión Territorial Indígena (PGTI). 
2006 Instalación de la Asamblea Constituyente. 
2006 Creación del distrito educativo San Antonio de Lomerío. 
2006 Titulación de 259.118 hectáreas a favor de TCO Lomerío (3 de junio de 2006). 





Representación en la Asamblea Constituyente (Nélida Faldín, representante indígena 


si monkox chiquitana de Lomerío). 











2008 Declaración como Primer Territorio Indígena Autónomo. 








Fuente: CICOL-GTI: Presentación de la organización, 2008. 


Con los esfuerzos de co-gestión y autogestión de proyectos, vino 
la ejecución del “proyecto” GTI. Este programa, implementado por 
la CIDOB, inició sus actividades el año 2001 y construyó, con la par- 
ticipación de Lomerío, una metodología de gestión territorial desde 
la perspectiva indígena bajo el objetivo de encaminar a las organi- 
zaciones a la autogestión de sus territorios. Esta experiencia, bajo la 
cual se organizaron las acciones en el territorio, permitió fortalecer 
el rol de la organización para la administración de su territorio y la 
toma de decisiones. 


Los diferentes pasos del proceso GTI: elaboración de diagnósticos, 
planificación, reglamentos y, finalmente, la ejecución de proyectos, 
se constituyeron en oportunidades para que la organización llegase 
a todas las comunidades y, de manera consensuada, definiera las 
visiones que guiasen sus acciones. Este proceso, desarrollado por un 
equipo técnico propio y plasmado en el Plan de Gestión Territorial 
Indígena (PGTD, ha significado para el pueblo de Lomerío la puesta 
en práctica de experiencias ganadas en la ejecución de proyectos. 


La organización indígena está fortalecida con el proceso GTI, aunque 
es un fortalecimiento de afuera y ahora es necesario saber si, cuan- 
do cese el apoyo, la organización siga el impulso. Con lo que se ha 
podido constatar, la organización ha encontrado fuentes de financia- 
ción de diferentes instituciones que augura un futuro prometedor 
(CIDOB-GTI, 2004: 27). 


Un rol muy importante para el fortalecimiento de la organización 
y el proceso de gestión lo jugó el equipo técnico local GTI, que se 
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constituyó en articulador de las comunidades con la dirigencia, así 
como también asesores que brindaron apoyo técnico al directorio, 
los cuales, a través de sus reflexiones, impulsaron importantes 
cambios en la organización, como, por ejemplo, la transformación 
de la estructura orgánica que hasta hace poco se mantenía con las 
denominaciones sindicales. 


A pesar de todos estos hechos, algunos ex líderes fundadores 
de la organización indígena recuerdan que, en el pasado, desde la 
conformación de la organización (año 1982) hasta principios de los 
años 90, la estructura organizativa tenía un buen funcionamiento, 
principalmente por la unidad que mantenía el pueblo chiquitano 
gracias al origen y cultura común y el proceso de organización de- 
sarrollado. Esta unidad empezó a ser afectada con la “partidización” 
de las comunidades, donde representantes de los partidos políticos 
tradicionales provenientes de la ciudad de Santa Cruz poco a poco 
causaron pugnas internas como consecuencia de la búsqueda de 
votos tanto en elecciones municipales como nacionales. A pesar de 
que la CICOL dejó de pertenecer al municipio de Concepción y lo- 
gró la creación del municipio indígena monkox chiquitano el 19 de 
marzo de 1999 sobre la jurisdicción territorial que abarca su TICO, la 
politización no terminó, sino que buscó protagonistas locales. 


Con la posibilidad de elegir autoridades municipales entre sus 
propios líderes, la organización acordó con el partido político Ac- 
ción Democrática Nacionalista (ADN) presentar un candidato en 
las elecciones municipales de 1999, obteniendo sólo dos concejales. 
La situación en la TCO con un nuevo actor municipal en su juris- 
dicción constituido por representantes políticos locales dio lugar a 
una estrecha relación entre el gobierno municipal y la CICOL. La 
intención de coordinar acciones entre ambas instancias se reflejó en 
la firma de un acuerdo para desarrollar proyectos y actividades en 
las comunidades, para, a finales del año 2003, conformar el primer 
comité de coordinación para la Gestión Territorial Indígena (CGTD. 
La incorporación y conformación de este comité en la estructura 
de la organización, producto del proceso de reflexión y acciones 
desarrolladas por el directorio y el equipo técnico GTI de la organi- 
zación, intentaba articular los planes y visiones de las comunidades 
(reflejadas en su Plan de Gestión Territorial Indígena-PGTI) con las 
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acciones del gobierno municipal. Para las elecciones municipales del 
año 2004, la Organización Indígena Chiquitana (OICH) se habilitó 
como agrupación ciudadana, pero, debido a la falta de experiencia 
de la organización en administrar un proceso eleccionario con su 
propio candidato sumado a la adhesión de la población hacia las 
tradicionales siglas (MNR, ADN, MIR-NM), los partidos políticos y 
su forma de campaña ganaron la elección. 








Cuadro 4 
Resultados de elecciones municipales en el municipio de Lomerío 
(1999 y 2004) 
Partidos Políticos Totales 
Año CON- 
MIR | MNR | ADN | MBL | FSB FRI | NFR | UCS | PS | PDC | MAS | OICH | UCS % | Votos 


DEPA 
19,4% | 33,5% | 41% | 0,14% | 0,07% | 0,07% | 1,52% | 0,13% | 3,52% | 0,07% | 0.13% | 0,13% 100% 
297 504 617 2 1 1 23 2 53 1 pa pa 1.505 
26,6% | 40,8% | 12,% | 0% 18,5% | 1,8% | 100% 
438 673 204 0 304 29 1.648 





1999 


























2004 






































Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Nacional Electoral. 


Un factor porque fue baja la votación de la OICH es que no se ha 
difundido mucho y además llegaban [los partidos políticos] —como 
ahora en el referéndum para la Constitución— con sus regalos; 
llevan tragos, poleras, y la gente más bien seguía eso de decir: “yo 
soy del ADN, yo soy del MIR”, se ha mantenido eso; otros decían: 
“soy MNRista hasta los huesos, soy ADNista hasta los huesos”, y la 
OICH... recién se crea para el nivel interno, para la nacional no tenía- 
mos [representación] como los partidos (Mariano Choré, Cacique de 
Economía y Producción). 


Este testimonio muestra cómo la relación con los partidos políticos 
tradicionales estaba fuertemente marcada con la necesidad de un sen- 
tido de pertenencia que trascendía el nivel local de su referente más 
importante, que era la organización y el pueblo chiquitano a través 
de la OICH, y la importancia de reconocer a representantes depar- 
tamentales y nacionales, que era fundamental para la participación 
política, sobre todo porque se había convertido en una costumbre 
introducida con la “cacería de votos” a principios de los años 90. 


La participación de la población en las elecciones municipales 
difiere mucho de la participación en la organización. De principio, 
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porque tienen como escenario las asambleas, donde las 28 comunida- 
des, a través de sus delegados, participan y deciden, principalmente 
si se trata de incumplimiento de funciones de parte de la dirigencia. 
La presión hacia el directorio es muy fuerte, probablemente por 
anteriores casos de falta de transparencia en el uso de recursos. Las 
irregularidades relacionadas con este tema tienen como consecuencia 
la falta de presupuesto para la dirigencia, con lo cual los proyectos 
que ejecutan en la organización son los que facilitan sus acciones, 
como, por ejemplo, viáticos, viajes de representación, etc. 


Cuando llega a extremos, en la misma asamblea, el pueblo se levanta 
y reclama por la organización. Está el caso del primer año de gestión, 
donde no hubo ingresos y eso fue una debilidad de la parte dirigen- 
cial, pero ellos lo hicieron, pensaron que con esto lo íbamos a superar, 
pero no se dio; ya en la práctica se empezó a fracasar. Muchas veces, 
por hacer el bien se hace mal. Ya la gente estaba molesta y quería pedir 
asamblea otra vez para que entren otros dirigentes, también el consejo 
de ancianos está molesto, tampoco gastamos dinero sin motivo; lo 
que pasó es que no funcionó y lo que tenemos que hacer es informar 
a la asamblea detalladamente y, claro, hubo muchas discrepancias, 
pero la misma gente se dio cuenta que no había un proyecto detrás 
y no había por qué moverse. Muchas veces no se cumple como dice 
el estatuto o el reglamento (Grupo focal autoridades Lomerío). 


Probablemente hay cierta insatisfacción de algunos sectores, debi- 
do a situaciones relacionadas con un manejo poco claro de recursos, 
lo cual tiene como efecto el incumplimiento de las comunidades y las 
organizaciones productivas en sus aportes a la CICOL, debilitándola 
no solamente por la falta de aportes, sino también por la posibilidad 
de que se cuestione su credibilidad como organización. 


Aunque la estructura organizativa de la CICOL ha cambiado, los 
antiguos problemas por falta de recursos económicos para los gastos 
de las autoridades de la organización no han desaparecido: 


En el caso del consejo de ancianos, que recientemente en esta gestión 
se posesionaron, estuvieron emocionalmente y luego desaparecieron, 
también porque viven en los diferentes cantones y cuesta juntarse. 
Creo que esas son las debilidades porque trabajamos pues a medias 
sólo por cumplir, no por la organización y después porque no hay 
recursos económicos, no hay una política de cómo sustentar aquello, 
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ese es nuestro peor enemigo. El mismo caso ocurre con dirigentes; es 
verdad, hay más demanda de acuerdo a las necesidades que necesitan 
otras secretarías. Mientras más grande la directiva, se requiere más 
dinero para sostenerla, porque no se puede vivir con pocos recursos 
y estar de pleno en la organización, eso obliga a abandonar el puesto 
y se dedican a uno que sea rentable para él. Esas son las debilidades 
(Juan Bautista Charupa, Cacique de Salud, Servicios Básicos y Sanea- 
miento Ambiental CICOL). 


Por las características de ubicación del territorio y la historia or- 
ganizativa, el directorio tiene muchas actividades y problemas que 
atender y aunque la diversificación de los caciques responde a la 
necesidad de atender a las comunidades, visitas de instituciones, re- 
lacionamiento con el municipio y problemas con el territorio, la falta 
de recursos se agrava con el número de autoridades en ejercicio; a lo 
que se suma su forma de trabajo y la dispersión de las comunidades, 
ya que la sede de la organización y donde realizan sus actividades 
está en la comunidad de Puquio: 


En primer lugar, nosotros los dirigentes no somos de la misma comu- 
nidad de Puquio, vivimos dispersos. Tenemos nuestra reunión que 
se da todos los viernes. Es ahí donde planificamos las actividades de 
toda la semana por secretaría; además, debemos estar donde el caci- 
que no esté y tomar decisiones. Entonces, nosotros, como dirigentes, 
hacemos lo posible de estar en las oficinas trabajando siempre, pero 
hay mucha dificultad con el transporte, ya que no existen movilidades 
que entren a diario. Hay dirigentes que deben estar relacionándose 
a diario como es: la parte ejecutiva, que es el cacique general, de 
recursos naturales, de tierra y territorio están en más movimiento, 
ellos son los que salen al INRA, a la ciudad, porque siempre existen 
problemas en la ICO por más que está titulada. Bueno, eso es lo 
que venimos desarrollando en nuestra TCO (María Cristina Surubí, 
Cacique de Educación y Cultura CICOL). 


Por estas razones, la gestión del directorio, que dura cuatro años, 
no tiene la misma eficiencia durante toda su gestión, pues gene- 
ralmente tiene un buen desempeño el primer año, pero la falta de 
recursos que subvencionen sus actividades hace que, con el paso del 
tiempo, los caciques abandonen poco a poco su función y, en algunos 
casos, las autoridades renuncien a su cargo. 
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A pesar de los problemas que la organización ha tenido desde su 
creación respecto al funcionamiento de la directiva por las limitacio- 
nes de recursos económicos y al cumplimiento de los dirigentes y las 
bases respecto a sus obligaciones —además de la influencia de los 
partidos políticos hacia las bases que ha derivado en los conflictos con 
el gobierno municipal—, ésta ha logrado encontrar alternativas de 
participación política con sus propias estrategias y llevar a su pueblo 
a mejorar el acceso a sus derechos como pueblo indígena. 


Reconocimiento del sistema organizativo 


Antes de 1999, el territorio de Lomerío dependía administrati- 
vamente de la sección municipal de Concepción. En ese tiempo, la 
organización ya realizó acciones para obtener representación política 
en el gobierno municipal. Así empezó la relación con el municipio. 


Peleábamos participación en el gobierno municipal, hasta que entra 
el compañero Nicolás Supayabe como concejal en la gestión 94 y 95 
(Taller de sistematización sobre experiencias en gestión territorial). 


Producto de negociaciones por parte de la CICOL, se logró crear 
el municipio de San Antonio de Lomerío (quinta sección municipal 
de la provincia Ñuflo de Chávez), con el fin de ser atendidos con 
mayor eficiencia. Una característica importante del nuevo municipio 
es que la jurisdicción municipal comprendía la demanda de TCO y 
que toda la población a la cual representaba era lomeriana. 


Con la creación del municipio, la CICOL, a partir del año 2000, 
mejoró su relacionamiento con las organizaciones del Estado y tam- 
bién con las organizaciones no gubernamentales. Al ser el territorio 
de Lomerío una unidad territorial (TCO) y municipio indígena, el 
relacionamiento que establecieron la CICOL y el gobierno municipal 
se perfilaba en el desarrollo de acciones conjuntas para la gestión en 
cada una de las comunidades y en la "CO. 


A pesar de que los candidatos de la organización no tuvieron la 
votación esperada y los partidos políticos tradicionales continuaban 
a la cabeza del municipio, tal como sucedió en el municipio de Con- 
cepción, la organización y el municipio se articularon a partir de un 
convenio firmado en la primera gestión del municipio de Lomerío. 
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Este convenio promueve una articulación estrecha entre la CICOL 
y el gobierno municipal tanto en el relacionamiento como en la arti- 
culación de actividades donde: 


— La organización convoca a asambleas y el gobierno municipal 
asiste, así como la organización participa de las actividades 
convocadas por el alcalde o el concejo municipal (como cum- 
bres municipales). 


— La organización y la alcaldía compatibilizan y complementan 
sus sistemas de planificación, como son el PDM y el PGTI, 
tratando además de desarrollar un trabajo conjunto. 


Bajo esos objetivos y con la iniciativa de la CICOL, el año 2003 
se organizó un comité para la coordinación de la gestión territorial 
indígena (CGTI), entre la organización y el municipio. Esta instancia 
se constituía en un nexo importante para la organización, tanto que 
se la incorporó en la estructura orgánica. El objetivo era fortalecer 
el Plan de Gestión Territorial y los programas insertos, además de 
lograr apoyo y canalización de los recursos para la consecución de 
múltiples actividades a favor de las necesidades de las comunidades, 
siempre y cuando estuviesen enmarcadas en el PGTI. 


Los resultados de este comité no fueron los esperados, debido a 
que el municipio se basaba en el PDM y no en el PGTI, con lo cual no 
se logró la articulación de los planes. A pesar de que la elaboración del 
PGTI se concluyó cuando el PDM ya estaba elaborado, la dirigencia 
creía que en tanto la propuesta del PDM no contemplaba proyectos 
específicos, los planes operativos pudieron ser otra alternativa de 
coordinación, pero no fue así. Por otro lado, consideraba también 
que, en el proceso de elaboración de los planes, las demandas rela- 
cionadas con problemas de acceso a servicios, principalmente, fueron 
coincidentes en ambos casos (PDM Lomerío, PGTI Lomerío). Esta 
situación, probablemente, se debió a las limitaciones de los gobiernos 
municipales para compatibilizar sistemas de planificación distintos 
de los estipulados por la ley, como era la herramienta del PGTI. 


A pesar de los resultados del trabajo del comité y con el transcurso 
del tiempo, el relacionamiento de la organización con el municipio 
se concretó en dos niveles: el primero, cuando las comunidades 
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priorizaron necesidades para insertar dentro del POA municipal y 
el segundo, cuando la CICOL lograba insertar dentro del POA mu- 
nicipal actividades de las líneas de acción, temas o programas que 
contemplaba el PGTI de la organización, por ejemplo: fortalecimiento 
organizativo, control territorial, educación y otras. Estas actividades 
demandaron el establecimiento de convenios específicos entre el 
gobierno municipal y la organización. 


Bajo esta situación, la organización empezó a realizar una coges- 
tión administrativa y técnica con el municipio de San Antonio de 
Lomerío, ejecutando trabajos en el ámbito educativo, como el Pro- 
yecto Educativo Indígena (PED, o las acciones de control territorial en 
zonas de invasión. Entonces, había relacionamiento con el municipio, 
pero siempre en el marco de las necesidades específicas que tuvieran 
la organización o las comunidades (CIDOB-GTI, 2004). 


A finales del año 2004, la relación entre la organización y el gobier- 
no municipal empezó a deteriorarse y la población fue percibiendo 
el alejamiento del municipio: 


El municipio no nos apoya el 100%, será el 50%. Ayer estuvimos en 
una reunión en San Antonio; a veces, ellos dicen que el municipio es 
pobre, pero no es pobre. Ellos han recibido la misma cantidad a todos 
por igual. Ha venido la plata de Participación Popular y nosotros 
no sabemos dónde ha ido esa plata (Entrevista a Manuel Pochochoa 
Pesoa, comunario San Lorenzo. En: CIDOB-GTLI, 2004). 


Es regular el relacionamiento con la CICOL. La CICOL con el mu- 
nicipio ha hecho un pacto, pero no se está realizando de manera 
beneficiosa, porque la alcaldía acapara el trabajo de la organización; 
a veces, usurpa funciones que no son de su competencia (Comunario 
de Puquio Cristo Rey). 


Es probable que la tensión entre estas organizaciones fuera fruto 
del rol que juegan en su territorio, pues ambas trabajan en pro del 
desarrollo de las comunidades, con la diferencia de que la CICOL 
es la organización social que desde hace más de 20 años, ejerce la 
representación de su pueblo y no cuenta con recursos económicos 
para este fin, sino que los canaliza en beneficio de la organización, 
mientras que el gobierno municipal maneja recursos del Estado y 
tiene una estructura político-administrativa reconocida por la ley, 
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además que debe su existencia a su organización. Esto significa que 
ambas instancias constituyen ejes de poder y manejo de recursos en 
el territorio y que, aparentemente, una de ellas debe sujetarse a la 
autoridad de la otra; si bien en el pasado la organización se constituyó 
en la única instancia que defendió los derechos de los lomerianos 
y lideró la ejecución de proyectos, con la creación del municipio 
—que además fue parte de sus logros para mejorar el acceso a sus 
derechos— no pierde esta condición. 


(...) como estamos hablando de recursos económicos, viene la agresión 
por poder y buscar protagonismo, no buscar consenso, sino quien es 
el que hace, se lleva la bandera. Él no tiene convocatoria, sólo tiene 
la plata. Para nosotros, la organización no es eso, sino es que se haga 
el bien de la sociedad; nosotros, los dirigentes, no pensamos en el 
egocentrismo, sino en la igualdad de las prioridades que se van a 
ejecutar de acuerdo a las necesidades que tiene una comunidad, pero 
ahora no hay nada de todo eso, el municipio aparte y la organización 
aparte y eso para nosotros es un impase porque no fluye siendo la 
misma gente y el mismo territorio (Grupo focal directorio CICOL). 


La CICOL ha identificado claramente el rol del municipio y la 
importancia del poder social de la organización, y en sus acciones 
demuestra que percibe la complementariedad de sus roles; sin em- 
bargo, el municipio no ha respondido positivamente a esa relación, 
pues, aunque reconoce la importancia de la organización al tomar 
acuerdos, por alguna razón no cumple los mismos: 


Antes (...) nos reuníamos para jalarnos las orejas, tanto al municipio 
como a los dirigentes de la CICOL. Pero cuando ya otra vez vol- 
víamos a trabajar, el alcalde por debajito empezaba a traicionar a la 
CICOL. La CICOL siempre ha sido la mediadora, o sea, buscaba cómo 
integrar más entre ambas instituciones, cuando ya se escuchaba que 
el alcalde hacía otras cosas que no habíamos acordado en nuestras 
reuniones de coordinación interinstitucional. Entonces, eso también 
fue llevando al calentamiento hasta que llegó al extremo. Pero que 
sí veníamos coordinando... pero fuimos medio engañados por el 
alcalde; él decía: “¡sí, sí, sí!”, cuando le convenía, pero después, cuan- 
do otra vez volvía a su pueblo, a hacer su trabajo, estaba por el otro 
lado, nada de lo que nosotros acordamos en la reunión (Juan Bautista 
Charupa, Cacique de Salud CICOL). 
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Las tensas relaciones de estas instancias siguieron un curso de- 
finitivo con la declaración por parte de Lomerío, a través de una 
asamblea extraordinaria encabezada por sus autoridades y en pre- 
sencia del alcalde, como Primer Territorio Indígena Autónomo de 
Bolivia. El desarrollo de esta asamblea presionó al alcalde para apo- 
yar a su pueblo con esta declaratoria, pero, aunque por esta presión 
se declaró a favor, posteriormente —y por su desacuerdo con esta 
decisión—, inició un conflicto en la zona, que llegó hasta la ciudad 
de Santa Cruz. Con este conflicto, el malogrado convenio interinsti- 
tucional se rompió definitivamente: 


(...) ya cuando tuvimos la asamblea (...) hemos invitado al alcalde 
y a los concejales para tomar una sola decisión para declararnos 
autónomos; entonces, el alcalde poca importancia le dio a nuestra 
asamblea, como si no fuera él indígena. Fue ahí donde no hubo 
esa coordinación, entonces nuestra asamblea se quedó en cuarto 
intermedio para volver con las bases a las comunidades para poder 
encaminar bien juntos [la decisión]. Otra vez se hizo otra asamblea 
extraordinaria para poder llevar adelante con el municipio, pero no 
fue como pensábamos y también el señor alcalde decidió nomás no 
participar, vino a Santa cruz y nos denunció y empezó el conflicto. 
De nuevo, se hizo una tercera asamblea extraordinaria donde ya las 
comunidades que estuvieron presentes decidieron hacer una marcha 
pacífica hasta el municipio de Lomerío y ver qué es lo que estaba 
pasando con el alcalde, donde ellos esperaron a la gente con palos, 
con piedras, con agua hervida. Ese fue el problema que tuvimos por 
declararnos autónomos y el señor alcalde no estaba de acuerdo (María 
Cristina Surubí, Cacique de Educación y Cultura CICOL). 


Frente a la demanda de autonomía indígena, el alcalde vio que 
estaba amenazada la existencia del municipio como estructura de 
gobierno que él lideraba, por lo cual se rompió esa relación y apoyo 
que hubo en determinado momento, creando tensiones opositoras 
a la organización apoyadas con algunas comunidades, a pesar de 
que el ejecutivo del municipio era también un monkox chiquitano 
de Lomerío. 


Cuando empieza a lanzar las denuncias en contra de la dirigencia, 
denuncias en contra de las ONGs, que fuimos impulsados por ellos, 
o sea que no salió la idea de los indígenas. Pero había denuncias 
que ni siquiera era así, que la gente iba a sacarle la cabeza para 
traerle en plato al prefecto Costas. De parte de nosotros, hicimos una 
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contradenuncia; fuimos a “El Deber”, no nos quiso atender, apenas 
el que nos quiso atender fue “El Nuevo Día” y ahí publicamos la re- 
solución, pero no salió mucho. Sin embargo, al alcalde, como estaba 
apoyándolo a Rubén Costas, le daban toda la cobertura, incluso en la 
primera plana, bien bonito lo pintaban. Entonces, por esa parte, no se 
ha conocido nada de la verdad de la organización, lo que pasó, más 
le han dado oídos a aquello que fue todo mentira, inventado (Juan 
Bautista Charupa, Cacique de Salud CICOL). 


Actualmente, el alcalde continúa desarrollando sus actividades y 
ejecutando los recursos, pero totalmente alejado de la organización 
y sin ninguna relación, dejando clara su posición acerca del recono- 
cimiento del gobierno municipal sobre el derecho a la autonomía de 
su pueblo. 


2.2. Sistema normativo 
Legitimidad y funcionalidad del sistema normativo 


El actual sistema de normas es resultado de las antiguas cos- 
tumbres indígenas mezcladas con costumbres y valores aprendidos 
a través de la historia (la religión católica durante las misiones, el 
sistema de haciendas y los patrones, la creación de la república y 
sus autoridades), que los primeros migrantes llevaron consigo hasta 
Lomerío. 


Durante las misiones, las faltas a las normas de comportamiento 
eran sancionadas con tres tipos de castigo: corporal, cárcel y pres- 
cripción”. La aplicación de las normas y el control de las faltas eran 
responsabilidad de la autoridad indígena de cada parcialidad, lla- 
mada cacique, y de los misioneros, quienes contaban con la ayuda 
de un alguacil y un regidor. También las actividades artesanales y 
productivas tenían responsables que hacían cumplir las normas; 
éstos eran los fiscales de trabajo, los fiscales de las haciendas y los 
capitanes de los talleres de artesanía. 


En las haciendas, los patrones establecían reglas y normas para el 
cumplimiento del trabajo familiar a cambio de protección o el arriendo 





2 — Mandato para realizar algún trabajo físico; por ejemplo, rozar el monte. 
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de la tierra para asentarse. Con la formación de las comunidades y 
la independencia indígena del sistema de las haciendas (luego de la 
Reforma Agraria), se establecieron autoridades, como los alcaldes 
políticos o comunales, los corregidores y subprefectos. En algunos 
casos, estas autoridades tomaban acuerdo con los comunarios, pero, 
en otros, cuando las faltas eran más graves, los corregidores y/o 
subprefectos imponían castigos que generalmente consistían en 
trabajar en su propiedad por algunos días. 


Hasta antes de la conformación de la organización (1982), el sistema 
de normas estaba basado en la oralidad y tenía por objetivo resolver 
problemas surgidos entre comunarios por el incumplimiento de las 
normas a través de acuerdos mediados por los alcaldes políticos. 


Con la creación de la CICOL, la organización elaboró un esta- 
tuto para consolidar legalmente su organización. Este documento 
estaba abocado al funcionamiento del sistema de representación y 
decisión de la organización, como, por ejemplo, las reuniones, los 
representantes, etc. Luego de elaborar el primer estatuto, se elaboró 
un reglamento. Con el transcurrir del tiempo, este estatuto fue mo- 
dificado por su insuficiencia y de acuerdo con la problemática que 
surgió con las actividades productivas desarrolladas en los proyectos 
que se ejecutaban (proyecto de aprovechamiento forestal, ganadería, 
aprovechamiento de miel, etc.). Con el proceso de elaboración del 
PGTI (2002), los reglamentos se ampliaron para lograr una visión 
integral y no sólo orgánica, incorporando de forma paulatina regla- 
mentos relacionados con todas las líneas de acción que plantea el 
sistema de gestión territorial: recursos naturales, territorio, economía, 
producción, social y servicios básicos. 


Con el apoyo de los técnicos locales, también se elaboraron re- 
glamentos para todas las comunidades tratando de incorporar las 
visiones y estrategias de su PGTI, dando respuesta a necesidades de 
reglamentación identificadas en la práctica de la gestión. Este sistema 
de reglamentos fue construido con discusión y consenso de las bases 
y aprobado en asamblea general, por lo que goza de la legitimidad 
y aceptación de la población, reconociéndolo como suyo por haber 
participado en su elaboración. 
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A pesar del corto tiempo, se realizaron los talleres de elaboración de 
reglamentos comunales. Las comunidades necesitaban contar con 
un reglamento; por eso, hubo gran apoyo y expectativa por parte 
de las comunidades en la elaboración. Para la reformulación del 
estatuto y el reglamento interno de CICOL, se han realizado talleres 
por cantones, dos días de taller únicamente con las autoridades de 
cada cantón más los corregidores. Esta actividad se realizó en el mes 
de octubre. Hubo gran participación de las autoridades (...). Espe- 
cialmente para la reformulación del reglamento interno de CICOL 
faltó tiempo. Sin embargo, se tienen revisados estos documentos y 
se espera su aprobación en la próxima asamblea ordinaria de CICOL 
(CICOL-GTI, 2004a). 


Terminado este proceso, la organización cuenta con un sistema 
de normas aprobado en asamblea y compuesto por un estatuto, un 
reglamento y 27 reglamentos comunales, a través de los cuales admi- 
nistran la justicia con sus autoridades: los consejos de ancianos, las 
asambleas y caciques comunales y de la TCO, quienes están encarga- 
dos de aplicar sanciones tanto a dirigentes como a comunarios que 
violen cualquiera de las normas existentes, como señala el estatuto 
de la organización. 


ARTÍCULO 50.- Se conformará el Consejo de Ancianos para toda la 
TICO de Lomerío, que coadyuvará con el directorio de la CICOL y la 
Asamblea General Ordinaria y Extraordinaria y los Consejos de An- 
cianos de las comunidades a administrar justicia y aplicar sanciones 
a los dirigentes y comunarios que violen las normas del Estatuto y 
Reglamentos de la CICOL y de las comunidades que hayan puesto 
en riesgo su patrimonio y la seguridad de los comunarios, ejerciendo 
en sus funciones 4 años (sic). 


ARTÍCULO 53.- El Consejo de Ancianos elegido por la Gran Asam- 
blea Ordinaria de la CICOL oficiará de tribunal de apelación de las 
causas conocidas por los Consejos de Ancianos de las comunidades 
indígenas de la "ICO. 


Por otra parte, la población también tiene obligaciones con la or- 
ganización, que están registradas en los reglamentos y cuya finalidad 
es posibilitar su funcionamiento: 


b) Contribuir oportunamente con las aportaciones y cuotas ordinarias 
y extraordinarias, establecidas por la Asamblea General Ordinaria de 
la CICOL (Artículo 26, Estatuto CICOL). 
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El cumplimiento de las normas también depende de las autori- 
dades que las administran o hacen cumplir; por tanto, la debilidad 
de la dirigencia tanto comunal como de la TCO se ha visto reflejada 
en este aspecto. 


En el tema del cumplimiento, éste depende de las autoridades de 
turno, para que su comunidad pueda avanzar en su desarrollo y 
que haya respeto entre sus miembros, pero por el momento hay 
la voluntad de mejorar en su aplicación y ajustar los reglamentos 
(CICOL-GTI, 2006: 32). 


Esto también se refuerza por la constatación de que los comuna- 
rios están de acuerdo con las normas y las sanciones, pero, cuando 
deben cumplirlas, se resisten a ellas: 


Los reglamentos elaboramos entre todos, pero las sanciones por las 
faltas no se reciben alegremente (Ignacio García, ex dirigente comu- 
nidad El Puquio). 


Considerando el importante rol que tiene el directorio y, en defi- 
nitiva, la organización en el cumplimiento del sistema normativo, las 
autoridades no cuentan con recursos para llevar a cabo sus funciones, 
pese a que el estatuto ha considerado la aportación de las asociacio- 
nes productivas y los comunarios para que sus recursos les permitan 
funcionar; estas disposiciones no son cumplidas. 


Dentro del estatuto, (los comunarios) tienen deberes, derechos y obli- 
gaciones. El mismo pueblo, las comunidades, todo el tiempo quieren 
decidir para la implementación de proyectos, pero el único que está 
funcionando bien es el tema de ganadería, se está cumpliendo en 
todos los cantones, por eso no hay problemas; el único problema 
que tenemos es con San Antonio que no está aportando el 10% que 
debería aportar. Las comunidades deberían aportar para que esos 
dirigentes que están ahí puedan vivir bien y hacer gestiones, pero 
ahora no hay; a veces, cuando hay emergencias de conflictos y de- 
bemos marchar, en eso... la gente no duda en apoyar (Grupo focal 
Lomerío). 


Por la forma de elaboración de estos reglamentos, se puede decir 
que el proceso contó con la participación de comunarios, pero pro- 
bablemente el traslado de las normas orales a un documento escrito, 
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así como el ordenamiento y sistematización temática, han debilitado 
el grado de conocimiento sobre el contenido: 


De manera preliminar, podemos indicar que si bien se aprobó tanto 
el estatuto como los reglamentos comunales del 2005, la aprobación 
hasta la fecha está en proceso de apropiación y socialización de estos 
instrumentos. El 89% de los entrevistados respondió sobre el recono- 
cimiento de un sistema normativo vigente. Sin embargo, en cuando 
al grado de conocimiento sobre el contenido, el 77% menciona que 
conoce el sistema normativo. El proceso de socialización ha sido lle- 
vado a cabo en instancias de reuniones y asambleas, que, al parecer, 
no ha sido suficiente (CIDOB-GTI, 2008:11). 


La organización indígena establece en los diferentes niveles 
(supracomunal y comunal) el consejo de ancianos, conformado por 
líderes y ex dirigentes que tienen la función de administrar justicia 
y aplicar sanciones tanto a dirigentes como a comunarios de base 
que violan las normas internas de la organización, pero sin quitarle 
poder a la asamblea, ya que esta instancia es la que en definitiva toma 
determinaciones, pero en acuerdo con el consejo de ancianos, ya sea 
en el nivel comunal como de TICO. 


Cualidades del sistema normativo 


Al igual que la organización, y en tanto el sistema organizati- 
vo la acompaña, los temas que abarcaban los reglamentos fueron 
cambiando. En los años 80, la prioridad era la estructuración orgá- 
nica; posteriormente, se incorporaron temas relacionados con las 
actividades productivas que la CICOL desarrollaba a través de la 
ejecución de proyectos en temas forestales, productivos (explotación 
de madera, miel, ganadería, etc.). Con la incorporación del programa 
GTI-CIDOB, estos temas se fueron complementando, partiendo de la 
prioridad de la organización que en ese tiempo era el control de su 
territorio para evitar la explotación ilegal de su madera. 


El reglamento incorpora las visiones del pueblo chiquitano sobre 
la tierra, el sistema organizativo, el territorio, la economía, el tema 
productivo, los recursos naturales, la visión social y la visión sobre 
los servicios básicos. La definición de las visiones sobre los temas 
de la gestión en el sistema normativo, iniciativa de la dirigencia de 
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ese tiempo, tiene como finalidad resguardar al pueblo indígena con 
sus costumbres y culturas, como vemos, por ejemplo, en el tema 
territorial: 


ARTÍCULO 9.- (VISIÓN DE TIERRA COMUNITARIA DE ORIGEN 
DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS MONKOX CHIQUITANAS 
DE LOMERÍO).- Somos una TCO que, partiendo de nuestra identidad 
cultural, tenemos una organización fortalecida, transparente y autó- 
noma que nos representa adecuadamente en el marco institucional 
del país; que promueve un uso, manejo sostenible y conservación de 
los recursos naturales en beneficio de toda la población, aumentando 
el nivel de ingreso y promoviendo la atención en los servicios sociales 
que mejoren la calidad de vida de las familias de las comunidades 
(Estatuto de la Organización CICOL, 2005). 


La construcción de estas normas y su relación con el sistema de 
gestión territorial radican en el proceso de elaboración del diagnós- 
tico y los planes, pues en las reflexiones surgieron temas importantes 
para incorporar en los estatutos. Respecto a los recursos naturales, 
el estatuto menciona: 


ARTÍCULO 14.- (VISIÓN DE RECURSOS NATURALES).- Las comu- 
nidades de la TCO Lomerío realizan aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales y distribuyen los beneficios equitativamente 
entre la población de acuerdo a sus usos y costumbres (Estatuto de 
la Organización CICOL, 2005). 


Las formas y normas para el aprovechamiento de los recursos, 
por ejemplo, se hacen específicas con el reglamento que incorpo- 
ra una estrategia, la naturaleza del tipo de aprovechamiento, los 
derechos y las obligaciones de los beneficiarios, las formas y las 
características del uso de la tierra, los derechos y las formas de 
utilizar el bosque, la fauna y el agua. Todos estos reglamentos bus- 
can, además, el resguardo de los recursos. De esta misma forma, el 
sistema normativo tiene elaborada una herramienta que constituye 
una guía para las acciones de la organización en todos los temas de 
la gestión territorial. 


(Los reglamentos) sirven para cumplir todos los trabajos, cuidar las 
tierras, los deslindes, para la agricultura y si no se cumplen se aplican 
multas (Rosa Chubé, comunaria Surusubí, TCO Lomerío). 
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En general, el sistema de normas del pueblo de Lomerío consolida 
el derecho propietario colectivo sobre el territorio, garantizando 
el principio de libre determinación y respetando, revalorizando y 
fortaleciendo su cultura y la vida en comunidad, donde el liderazgo 
para hacer cumplir estos y otros derechos está en la organización. 


Reconocimiento externo del sistema normativo 


En el nivel interno, el sistema de normas de la CICOL es reco- 
nocido y aceptado, aunque tiene problemas para su cumplimiento. 
Por otra parte, también cumple su función para el reconocimiento 
y legitimidad de la organización hacia afuera. La relación de coor- 
dinación, que en su momento estableció con el municipio, es una 
muestra de que, a pesar de las dificultades en la fluidez de estas 
relaciones, éste reconocía a la organización y su sistema normativo 
en su jurisdicción. 


Por otro lado, aunque estas normas debieran aplicarse y respetarse 
en toda la jurisdicción de la TCO por los comunarios, la existencia del 
municipio —que funciona bajo otro tipo de normas y que también 
comprende la misma jurisdicción— las debilita. 


La necesidad de aplicación y utilización de estos reglamen- 
tos está relacionada sobre todo con los temas sociales, los daños 
medioambientales y el aprovechamiento de los recursos naturales, 
principalmente la madera. Por el reconocimiento y antigiiedad de la 
organización, la CICOL no tiene problemas para hacer respetar sus 
derechos con los invasores o comerciantes ilegales de madera. El ma- 
yor problema está en su mismo territorio, cerca de las comunidades, 
y es la explotación de mineral. 


La explotación de wolfran por parte de una empresa privada, 
actividad en la que muchos lomerianos se emplean, está lejos de 
ajustarse a los reglamentos que tiene la organización. Si bien se ha 
tratado que esta empresa brinde un aporte a la organización, no 
se ha conseguido nada. Esto se debe a que la instancia que otorga 
permisos para esta actividad no es la organización, con lo cual lo 
estipulado en su reglamento queda sujeto a otras disposiciones a las 
de la organización en la obtención de su licencia, y la empresa no se 
ve obligada a relacionarse con ella. 
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2.3. Planificación, participación y relacionamiento 
Elaboración de planes 


Por mucho tiempo, las acciones de planificación en la zona res- 
pondieron a iniciativas externas a la organización, relacionadas con 
la identificación de necesidades y demandas percibidas por éstas. 
Esta situación ha cambiado y, gracias al involucramiento paulatino 
de la CICOL, se puede decir que la TCO ha desarrollado una amplia 
experiencia en elaboración de planes. 


La intervención de organizaciones no gubernamentales que de- 
sarrollaban proyectos de apoyo estaba abocada a diversas áreas, por 
ejemplo: proyectos de educación, salud y vivienda apoyados por la 
iglesia católica a través de la Parroquia de San Antonio de Lomerío, 
proyectos de tipo forestal, agropecuario y de fortalecimiento organi- 
zativo, ejecutados por ONGs (desde mediados de los años 80), pero 
en todos ellos su planificación y gestión dependía de las instituciones 
externas y la organización participaba dando su consentimiento. 


Con el incremento de proyectos e instituciones en la zona, la or- 
ganización cuestionó su rol y buscó ser incorporada en la ejecución 
de los mismos. Así, la CICOL, apoyada por APCOB, elaboró un Plan 
Quinquenal (1997-2004) compartiendo la responsabilidad de la ges- 
tión bajo el denominativo de la co-gestión. La co-gestión tenía por 
finalidad trasladar gradualmente la capacidad de ejecución de los 
proyectos a la organización tanto en aspectos técnico-administrativos 
como de toma de decisiones. Este nuevo papel en la ejecución de pro- 
yectos constituyó un paso importante para el cambio de rol y enfoque 
de la organización indígena, que pasaba de ser “sujeto” beneficiario 
a “protagonista” del beneficio, además de permitir la capacitación y 
fortalecimiento tanto de técnicos como de líderes y dirigentes. 


Para llevar a cabo este plan, se conformó un equipo técnico local 
que, junto a los técnicos externos, ejecutaron el proyecto en áreas 
como aprovechamiento forestal sostenible, agricultura, pecuaria, 
fortalecimiento organizativo y liderazgo. También, se preveía la 
capacitación de líderes comunales llamados “gestores comunales” 
en temas de planificación, seguimiento y apoyo a la ejecución, cuya 
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función consistía en articular a las comunidades con los técnicos 
externos. Entonces, el plan quinquenal se construyó con base en la 
elaboración de planes comunales elaborados con dos instrumentos: 
ordenamiento territorial y autodiagnóstico, los cuales concluyeron en 
la elaboración de una planificación proyectada de las áreas de uso. 


Fortalecida con este proceso, la organización inició la elabora- 
ción de su plan bajo un diseño propio, como parte del programa 
CIDOB-GITL, donde la CICOL, a través de la conformación de un 
equipo técnico denominado CICOL-GTI, inició la construcción de 
una herramienta metodológica para la gestión territorial con un 
enfoque integral, incluyendo otros temas además del manejo de 
recursos, donde la frecuente ejecución de proyectos a los que la 
organización estaba acostumbrada no constituía una finalidad, sino 
una herramienta para la gestión. La búsqueda del diseño para la 
gestión concluyó luego de 2 años (2001-2002) con la construcción 
del Sistema de Gestión Territorial Indígena, del cual formaba parte 
el Plan de Gestión Territorial Indígena (PGTT). Una vez elaborada la 
metodología, la organización se abocó al proceso de elaboración del 
PGTI de la TCO Lomerío. 


Inicialmente (..), en la organización no se acostumbraba a trabajar con 
un plan... era así nomás, tal vez algún plan inmediatista... para que se 
vea, pero ya con la introducción de la planificación del territorio (...) 
se requiere elaborar planes de desarrollo con base en los procesos, 
con base en las áreas y en la potencialidades que tienen los recursos 
naturales y los recursos humanos. Con base en eso se van armando 
los planes. Ahora planeamos, ejecutamos y vemos los resultados. Eso 
sería para lo que nos sirven los planes (Miguel Ipamo, coordinador 
indígena del proyecto GTI-CICOL. En: CIDOB GTI, 2004). 


Bajo esta perspectiva, la organización, luego de poco más de dos 
años de trabajo en todas las comunidades de la TCO, elaboró para 
fines del año 2004 un plan general o PGTI de toda la TCO, un plan 
intercomunal y 27 planes comunales. 


Hasta el momento, lo que se está haciendo es una planificación, (...) 
es un plan de desarrollo a largo plazo, con todos los diagnósticos, 
a través de los planes comunales con la gente, con los proyectos se 
está iniciando. Ya la gente está tratando de mejorar cada vez más, y 
está valorando los trabajos de la CICOL porque anteriormente tenía 
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muy poco (Juan Bautista Charupa, técnico indígena. En: CICOL-GTI, 
2004c: 42). 


Por otra parte, con la creación y funcionamiento de un gobierno 
municipal que recibía recursos económicos, y adscrito a las normas 
de administración de estas entidades territoriales, se elaboró el 
Plan de Desarrollo Municipal 2003-2007. Las comunidades también 
participaron de las distintas actividades, como el diagnóstico y la 
planificación participativa para la definición de proyectos, por lo 
que la intención de la organización, de articular ambos sistemas de 
planificación, no prosperó. 


(...) las comunidades no pueden hablar de otro desarrollo frente al 
gobierno municipal y no pueden hablar de otro desarrollo frente a la 
CICOL, de modo que tienen una sola propuesta de desarrollo conso- 
lidado para ambas instituciones vivas en esta zona (Miguel Ipamo, 
coordinador GTI Lomerío. En: CIDOB-GTI, 2004c: 43). 


La participación de la población en la elaboración del PGTI fue 
importante, demostrando el compromiso de realizar la planificación 
con amplia legitimidad. 


Participé [en el taller], me pareció bien nomás; porque ahí sé todo, 
se tiene que ver qué ejecutar, qué problemas hay en la comunidad, 
qué es lo que se necesita, todo ahí se plantea. Nos ha tardado un 
día y medio o dos días, todo eso lo que necesita la comunidad, todo 
eso lo tienen. Hicimos lo más importante: primero, eran los grupos, 
después ya se reunían así y ahí se sacó lo más importante en el papel, 
la planificación; porque había partes de las mujeres, había también 
sobre los atajados, todo estaba ahí. Me parece bien porque la gente 
ha participado en ese trabajo (...), ahí está todo anotado, porque es 
así quinquenal (Lorenza Soriocó, comunidad El Puquio Cristo Rey. 
En: CIDOB GTI, 2004c: 43). 


Lo más importante del proceso de planificación de la TCO es que 
ha introducido la perspectiva de ordenamiento de las actividades 
según las necesidades, que no solamente son para demandar al mu- 
nicipio u a otras instancias, sino que evidenciaron la existencia de un 
sinnúmero de actividades que la organización (comunal y CICOL) 
pueden hacer los pobladores, como antes de la intervención de ONGs 
y municipios ya lo hacían. 
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Ejecución y control social 


El Plan de Gestión Territorial Indígena (PGTI) se concluye el año 
2004, como resultado de un proceso de reflexión colectiva entre téc- 
nicos chiquitanos con experiencia en gestión de proyectos y técnicos 
externos. El proceso se inicia con la elaboración de un diagnóstico o 
conocimiento de la situación ordenada en temas o líneas de acción a 
partir de las cuales la comunidad y el pueblo indígena proyectan sus 
visiones; estas visiones, compuestas por necesidades y aspiraciones, 
se transforman en acciones que, de forma individual o con apoyo 
de otras instancias, como el municipio, la organización y su equipo 
técnico llevan adelante. 


En tanto el PGTI es un plan que contempla acciones de corto y 
largo plazo a ser desarrolladas con apoyo externo como también 
con esfuerzo de la comunidad y la TCO, se elaboran herramientas 
de planificación anual en dos niveles: el comunal, con el Plan Anual 
Comunal (PAC), y el Plan Anual de TCO (PATCO), en el nivel de la 
TCO. 


Se trabaja siempre el plan comunal, para ver qué es lo que se necesita, 
qué proyectos (atajados, potreros y otros) con base en éste se ejecutan 
los trabajos, (...) con sus propios recursos y con su ordenamiento terri- 
torial (Mario García Parapaino, comunario Puquio, TCO Lomerío). 


La ejecución de estos planes, de acuerdo con el diseño metodo- 
lógico, busca la participación de las comunidades, dado que sin 
su involucramiento y acciones no hay gestión, es decir, que cada 
comunidad está encargada de hacer cumplir su plan de activida- 
des anual. 


El seguimiento y el impulso para la ejecución de los mismos los 
realiza la organización con el apoyo de su equipo técnico local, en 
asambleas comunales y asambleas generales de la CICOL, en las que 
—-<on criterios técnicos— se evalúan las acciones logradas tanto en 
el nivel comunal como de la TCO. 


El alcance de lo proyectado depende de varios factores: 
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- Capacidad de relacionamiento y demanda de la dirigencia con 
otras instancias como el municipio y/o las ONGs. 


- Voluntad política de parte de autoridades como el alcalde y los 
concejales. 


- Recursos económicos para las actividades de gestión (viajes, 
trámites, etc.). 


- Participación e involucramiento de parte de las bases. 


Tanto en el proceso de ejecución de los planes como en el control 
social para conseguir los mismos, el equipo técnico de la CICOL juega 
un importante papel de impulso a la gestión, puesto que se constituye 
en apoyo y guía técnica para el directorio y la organización. 


Por otra parte, las organizaciones comunales tienen dificultades 
para cumplir con la planificación, pues se proyecta más de lo que se 
puede cumplir. Un factor que causa el incumplimiento es el alto por- 
centaje de migración de personas jóvenes, generalmente por estudios 
y también trabajo, lo cual hace que la gente mayor sea la responsable 
de asumir las acciones de la planificación, pero se siente limitada. 


Se hace la planificación con nosotros. Nosotros ya somos mayores, 
estamos cansados, ya no damos como antes, ese es el atraso. A mí ya 
me falla la vista (Ignacio García, comunario El Puquio. En: CIDOB 
GTI, 2004c: 44). 


Reconocimiento y articulación 


En tanto los procesos de elaboración del PDM y del PGTI no 
coinciden en los tiempos de elaboración y conclusión y a pesar de 
algunas similitudes en los objetivos y resultados de ambos documen- 
tos, estos instrumentos de planificación no han sido formalmente 
complementados. 


Aunque era el mismo trabajo de los planes, en el PDM no se han 
puesto los planes del PGTI. Cuando salió el PDM, el PGTI todavía 
no se había terminado. No se ha incluido ningún proyecto del PGTI 
en las actividades de los POAS del municipio, pero, como las comu- 
nidades (y las demandas) son las mismas, ha quedado más o menos 


62 DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 





en lo mismo (Mariano Choré, Cacique de Economía y Producción 
CICOL). 


Por la relación —y con el amparo del convenio— entre la CICOL 
y el municipio y por la coincidencia de algunos programas entre el 
PGTI y el PDM, la organización y el municipio acuerdan crear una 
instancia técnica de coordinación para articular acciones y fines de 
ambas herramientas de planificación. Otro factor que favorece la 
creación de esta instancia es que algunas autoridades del municipio 
eran antiguos líderes de la organización que tenían conocimiento del 
proceso de planificación que la CICOL estaba desarrollando. 


Se conforma el Comité de Coordinación para la Gestión Territorial 
Indígena (CGTI) que, además, se incluye en la estructura orgánica 
de la CICOL bajo la perspectiva de que la creación del municipio 
indígena es parte de los logros de la organización. Este comité está 
conformado por: 


- Representantes del gobierno municipal: presidente del concejo 
y alcalde; 


— Representantes de la CICOL: presidente y vicepresidente; 


- Representantes de las bases: dos representantes por cantón, 
que son elegidos por la asamblea. 


Este grupo de representantes elige a una directiva —conformada 
por un presidente, un vicepresidente y vocales— la cual tiene por 
función planificar, organizar y dirigir actividades encaminadas a la 
gestión territorial indígena, para lo cual deben reunirse cada tres 
meses de manera ordinaria y a convocatoria de los miembros, de 
manera extraordinaria (Reglamento interno de la CICOL, 2006: 16). 


Este equipo ha desarrollado muy pocas actividades y, aunque no 
ha logrado concretar muchas acciones relacionadas con la gestión 
estratégica del territorio, ha coordinado actividades relacionadas con 
el Proyecto Educativo Intercultural Bilingúe. 
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Cuadro 5 


Herramientas de planificación CICOL-gobierno municipal 





CICOL 


Programas y Subprogramas PGTI 
(Líneas de Acción) 


Gobierno Municipal 
Programas y Subprogramas 
PDM 





|. Organización 
- Niveles de organización (comunal, 
zonal de TCO) 
- Relacionamiento (Estado, sociedad 
civil, terceros y empresas) 





11. Control territorial 
- Seguimiento al saneamiento 
- Vigilancia 
- Ocupación de áreas 
intercomunales 





III. Recursos naturales 
- Forestal maderable 
- Caza 
- Pesca 
- Recolección 





IV. Producción 
- Agricultura 
- Ganadería 
- Artesanía 
- Apicultura 





V, Económico 
- Ingresos y gastos de las familias 





VI. Social y servicios básicos 
- Salud 
- Sistema vial y transporte 
- Acceso a fuentes de energía 
- Acceso a fuentes de agua 
- Medios de comunicación 
- Educación 








Cada línea de acción 
y tema consta de tres 
partes, que son: 


1 Visión 
2 Situación actual 
3 Estrategias 


Temas transversales: 
cultura, historia, 
género 


|. Programa social 
- Fortalecimiento de la identidad cultual 
- Educación 
- Salud 
- Saneamiento Básico 
- Infraestructura de servicios públicos 
- Deportes 





II. Económico productivo 
- Agropecuario 
- Turístico 
- Artesanal 





11. Recursos naturales y medio ambiente 
- Forestal 
- Ecológico 
- Territorio y minería 








IV. Fortalecimiento organizativo 
institucional 
- Apoyo al gobierno municipal 
- Apoyo al comité de gestión indígena 
- Apoyo al comité de vigilancia 
- Apoyo de las OTBs 





Fuente: Elaboración propia con base en PGTI y PDM de Lomerío. 


Según se observa en el cuadro comparativo, las líneas temáticas 
de los programas tienen muchos temas en común; sin embargo, la 
diferencia sustancial es el enfoque respecto al rol de la organización 
en el territorio, que en definitiva es dueña del territorio. Además, la 
forma de organización de los programas ha sido elaborada con una 
fuerte influencia de la perspectiva indígena respecto a los aspectos 
o temas que tienen que ver con su cotidianidad. 
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La planificación de acciones en el PGTI debe dar respuesta al 
análisis o diagnóstico de la situación actual, guardando relación con 
la visión que tiene la gente. Esta lógica debe estar presente en cada 
uno de los temas o programas y subprogramas. 


Por otra parte, un aspecto fundamental para la CICOL —el control 
territorial— no es considerado por el municipio, probablemente por- 
que como instancia de administración que tiene claras y normadas 
sus atribuciones sobre el territorio, da por supuesto que tiene una 
jurisdicción y no necesita protegerla, mientras la CICOL continúa 
desarrollando acciones para proteger su territorio y sus recursos en 
tanto aún hay amenazas. 


3. Derechos Sociales: Derecho a la educación, salud y acceso al 
agua 


3.1. Derecho a la educación 
Participación social 


Las primeras escuelas que surgieron en la zona de Lomerío datan 
de los tiempos anteriores a la Reforma Agraria de 1952. Pocos niños 
indígenas podían acceder a las mismas, ya que dependían de las 
haciendas y de los patrones. 


En San Vicente había escuela de los patrones; mi padre murió cuando 
era pequeño, por eso sólo 2 meses estuve. [En 1950] en Totoca y en 
Holanda [aparecieron] escuelas pagadas por el gobierno, pero más 
las ocupaban los patrones (Fernando García Choré). 


La manera de pensar y los valores de los profesores estaban de 
acuerdo a la época y, por lo tanto, los derechos de los pueblos in- 
dígenas no eran una de sus prioridades en la enseñanza; más bien, 
transmitían el rechazo a la lengua indígena y estaban a favor de la 
erradicación de sus costumbres. Cuando surgieron las escuelas fisca- 
les, pertenecientes al Estado, ya en los años cincuenta, la percepción 
negativa por parte del sistema educativo hacia la lengua chiquitana 
no cambió; por el contrario, se convirtió en el más ferviente “mono- 
culturizador” del país: 
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Es parte de una discriminación, aquí [en la escuela] se dijo “no se 
hable... porque no quiero que se hable!”... Me da rabia!... de que no 
debería ser así, sino más por el contrario, deberían dejarnos hablarlo, 
como cualquier otro idioma. Aprender [el castellano], ¡claro! podemos 
aprender, pero que no nos obliguen a dejar lo que nosotros ya hemos 
aprendido (Mari Luz Suárez, Equipo Técnico Multidisciplinario de 
Lomerío, Ministerio de Educación. En: Oud, 2008: Parte 4). 


Además del rechazo, la situación mostraba las limitaciones del 
sistema educativo frente a la existencia de otra lengua desconocida 
por los profesores para la que, además, no contaban con material pe- 
dagógico. La educación escolar tan deseada por los pueblos indígenas 
se convirtió en el principal agente para la pérdida de su cultura. 


La parte negativa para esta etnia ha sido la introducción del castella- 
no para los centros educativos. Nosotros antes hablábamos todos el 
besiro chiquitano desde nuestro nacimiento en la familia, incluyendo 
mi persona. En la escuela nos decían: “¡Dejen de hablar esa lengua, es 
una lengua mala, hablemos el castellano!”... (Ángel Sumami, alcalde 
municipal de Lomerío. En: Oud, 2008: Parte 4). 


Las limitaciones en la educación por la lengua eran preocupación 
general. Conscientes de esta limitación, algunos líderes, apoyados 
por la iglesia, consiguieron becas para que los estudiantes lograsen 
el bachillerato en San Ignacio de Velasco. Fruto de estas gestiones, el 
pueblo de Lomerío vio a sus primeros bachilleres que estudiaron en 
la Chiquitanía; algunos de ellos fueron Lucas Choré, Ángel Sumanmí, 
Pedro Chuvé e Ignacio García. 


La Misión Evangélica Suiza, a través del Instituto Lingúístico de 
Verano (ILV) en el norte amazónico como en otras regiones, hizo 
uno de los trabajos más importantes desarrollado en los años 70 y 
80 por recuperar y registrar las lenguas indígenas. Creó un centro de 
formación de docentes bilingúes en Tumichucua, situado a menos de 
10 kilómetros de la ciudad de Riberalta del departamento de Beni. A 
este centro fueron convocados jóvenes representantes de diferentes 
pueblos indígenas para ser capacitados como maestros bilingúes, 
pero, al mismo tiempo, como pastores evangélicos para difundir su 
doctrina. El primer grupo capacitado en este centro, del cual también 
fueron parte indígenas chiquitanos, concluyó su etapa de formación 
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el año 1975, retornando a Lomerío para empezar a conformar las 
primeras unidades educativas bilingúes en las comunidades de San 
Lorenzo, El Puquio Cristo Rey, Surusubí y Monterito. 


A partir de la conformación de la CICOL en los años ochenta, el 
pueblo chiquitano incorporó en sus demandas la educación bilingúe. 
Parte de esos esfuerzos fueron la formación de jóvenes en la Normal 
Superior de Portachuelo, apoyada por la iglesia, y la gestión de be- 
cas para la formación de educadores interculturales bilingúes en la 
Normal Superior indígena de Camiri. 


Con la Reforma Educativa y el programa de Educación Intercul- 
tural Bilingúe (EIB) implementado en las diferentes escuelas del país, 
los profesores egresados de Camiri empezaron a impartir clases, pero 
sin utilizar el bestro. 


La condición de municipio indígena en el año 1999, conseguida 
gracias a las gestiones de la CICOL, propició que la Dirección Distrital 
de Educación desarrollara en la zona, el año 2001, la implementa- 
ción del Proyecto Educativo Indígena (PED, el mismo que contaba 
entre sus objetivos mejorar la infraestructura educativa y apoyar en 
los procesos pedagógicos para la consideración de este elemento 
fundamental en el propósito de fortalecer la cultura chiquitana. La 
filosofía del trabajo durante el PEI fue la cogestión entre la CICOL y 
el municipio, en la cual el principal actor era la población indígena. 
Al culminar la primera fase del proyecto, y debido a los avances lo- 
grados y la necesidad de continuar con el trabajo, la CICOL gestionó 
y consiguió ante el Ministerio de Educación ser parte de la segunda 
fase del proyecto. 


A pesar que las costumbres culturales están cambiando y el idio- 
ma es poco valorizado, todos los esfuerzos realizados muestran que 
los chiquitanos monkox de Lomerío han entendido la importancia 
de su idioma para el fortalecimiento de su identidad como pueblo 
indígena, el rol que juega la escuela en la consecución de este obje- 
tivo y cómo la enseñanza de éste debe estar presente en la escuela 
y la familia: 
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Es lo que ahora nosotros estamos introduciendo, la EIB en aula, para 
que los alumnos y los profesores tengan que hablar nuestro idioma 
y así la gente nos va a conocer, va a hablar que en Bolivia existen 
chiquitanos con nuestro propio idioma que es el besiro. Porque 
antes las autoridades nacionales no conocían en realidad si existía 
acá (Felipe Pocuena, Vicepresidente CICOL gestión 2007. En: Oud, 
2008: Parte 4). 


Ahora que está en boga la parte indígena, la parte cultural, es que a 
través de nuestra cultura podemos conseguir proyectos para nues- 
tro pueblo. Lo he palpado... que mi cultura mía es importante como 
cualquier otra cultura (Ángel Sumami, alcalde municipal. En: Oud, 
2008: Parte 4). 


Cualidad y funcionamiento del sistema educativo 


Desde el año 2006, el municipio de San Antonio de Lomerío tie- 
ne su propio distrito educativo. Hasta entonces había dependido 
del distrito educativo de Concepción, al que pertenecía antes de su 
constitución como municipio. 


El sistema educativo consta de 27 establecimientos escolares 
ubicados en las diferentes comunidades de la TCO; 2 centros de 
educación secundaria ubicados en las comunidades El Puquio y San 
Antonio de Lomerío, y 25 escuelas donde sólo 3 cuentan con primer 
a octavo grado. Más del 50% funcionan bajo el sistema multigrado. 
Se puede establecer que los niños y jóvenes disponen de centros de 
educación primaria en su comunidad o cerca de ella, pero para cursar 
la secundaria existen limitaciones (PGTI-CICOL, 2004). 


Las escuelas y los colegios brindan educación a casi 2.000 jóvenes y 
niños, de los cuales el 49% son mujeres y el 51% son varones; también 
se evidencia la existencia de mayor cantidad de alumnos en prima- 
ria (88%) que en secundaria (12%). Eso quiere decir que 240 jóvenes 
chiquitanos cursan al año la secundaria en la comunidad El Puquio 
y en la sede del municipio de San Antonio de Lomerío. 


Los alumnos están a cargo de 120 docentes, de los cuales el 97% 
son indígenas chiquitanos; de ellos, 83% normalistas y 17% interinos, 
pero en proceso de formación a distancia en la Normal. 
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La relación de número de estudiantes por docente no excede los 
25 alumnos por profesor y está dentro el marco establecido por la 
Reforma Educativa; en todas las unidades educativas existe una re- 
lación numérica entre 15 y 24 alumnos por docente, con excepción 
del centro educativo “San Antonio de Papua”, que tiene aproxima- 
damente 34,2 alumnos por aula. 


La deserción escolar representa el 6% sobre el total de inscritos; 
en primaria hay una pequeña mayoría de mujeres que abandonan el 
año escolar y en secundaria son los hombres quienes más lo hacen. 
Las razones, generalmente, son la falta de recursos económicos en 
la familia, las migraciones temporales familiares por trabajo y, en 
relación con los adolescentes o jóvenes, los motivos son: trabajo, el 
servicio militar para los varones o maternidad precoz en el caso de 
las mujeres. Gracias a estos motivos, los años promedio de estudio 
en personas mayores de 19 años son de 5,43 (6,37 para los hombres 
y 4,24 para las mujeres). 


La infraestructura de los centros educativos necesita refacción, 
ampliación y mejoramiento en sus ambientes; se requiere la construc- 
ción de bibliotecas, espacios para la práctica de deportes, servicios 
higiénicos apropiados y suficientes para el número de alumnos, 
agua potable y energía eléctrica. Por otra parte, existen escuelas que 
funcionan en ambientes prestados o en mal estado; “3 de Mayo”, de 
la comunidad Monterito, tiene tres ambientes prestados y la unidad 
educativa “26 de Julio”, de la comunidad Santa Anita, no reúne las 
condiciones mínimas para un adecuado funcionamiento. 


El rol de la CICOL para la implementación de mejoras en el 
sistema educativo durante los últimos años ha sido fundamental. 
Todas las iniciativas han sido coordinadas con el municipio cuando 
las relaciones fueron fluidas. Ya desde la fundación de la CICOL en 
los años 80 y, especialmente, en los 90, siempre ha tenido un papel 
relevante la educación como medio de revalorizar la cultura en un 
contexto donde las condiciones políticas nacionales y regionales no 
eran las más adecuadas. Como demostración de la importancia que la 
CICOL le ha dado a la educación, se pueden ver las atribuciones de la 
cacique (secretaría) de educación que le da el estatuto de la CICOL: 
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Artículo 23.- Son atribuciones del cacique de educación y cultura: 


a) Velar por la buena marcha de la CICOL y organizaciones filiales, 
promoviendo la educación formal y alternativa, mediante cursos, 
talleres, seminarios, foros y otros eventos; 


b) Responsabilizarse de la educación para los niños y la juventud 
indígena ante el Ministerio de Educación y otras instituciones 
educativas, sea en el nivel primario, secundario o superior; 


c) Exigir y promover la educación bilingúe e intercultural entre los 
miembros de la TCO; 


d) Coadyuvar en la erradicación del analfabetismo; 


e) Fomentar la creación de escuelas de formación de líderes, y orga- 
nizar cursos de capacitación permanente en las comunidades de 
la TCO; 


f) Fortalecer la actividad cultural y recreativa de la CICOL; 


g) Gestionar la creación de bibliotecas en todas las comunidades de 
la TCO; 


h) Buscar becas para los estudiantes indígenas de la TCO; 


1) Coordinar actividades con los estudiantes indígenas, fomentando 
encuentros, talleres, seminarios, en aras a fortalecer y conscienti- 
zar (sic) la importancia de la educación, como el único medio de 
desarrollo; 


j) Mantener informado al Directorio sobre las actividades realizadas 
durante el mes; 


k) Diseñar mecanismos de evaluación permanente de las acciones 
educativas; 


1) Dar ejecución al CPM en las unidades educativas de la TCO; 


m) Hacer seguimiento al CPM en el nivel local nacional e interna- 
cional. 


Igualmente, en el último Plan de Gestión Territorial Indígena 
(PGTT) elaborado en Lomerío, se prioriza el relacionamiento con las 
instituciones en el área educativa, incentivando la educación en los 
diferentes niveles hasta su profesionalización (Sistematización GTI- 
CICOL, 2008: 6). 
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Este PGTIT tiene una ejecución anual a través de un POA... en cada 
secretaría, tenemos indicadores a dónde tenemos que llegar. Pero 
antes se hace un plan quinquenal que tienen unas metas a las que hay 
que llegar; un ejemplo: yo hice mi planificación hasta el 2011, pero 
yo no voy a estar hasta el 2011, pero hay muchas cosas que ya están 
logradas con base en POAs anuales, pero yo me pongo una meta... 
En educación ya hemos rebasado; formar técnicos en enfermería, en 
salud ambiental, tenemos muchos, tenemos enfermeros que no tienen 
donde trabajar... entonces, tengo yo un documento, una herramienta 
que yo conozco, entonces, en el marco de eso, yo gestiono... cada 
secretaría (cacique) tiene su herramienta, a dónde tiene que llegar. 
Tiene una visión; si no quiere hacerlo o no puede hacerlo, tendrá ya 
un motivo, pero cada uno tiene un horizonte a dónde llegar (María 
Cristina Surubí, Cacique de Educación y Cultura CICOL). 


Sin embargo, pese a estos esfuerzos y la dedicación de la CICOL, 
con apoyo del municipio, a la educación, todavía no se tiene un 
calendario escolar adecuado a la cultura de Lomerío. Se continúan 
aceptando disposiciones que vienen desde Santa Cruz y/o naciona- 
les, que no responden a sus necesidades. 


En esta línea de la relación entre la cultura y la educación formal, 
se desarrolló un proceso importante iniciado en los años 90 y que ha 
culminado en la actualidad: la introducción de la cultura chiquitana 
en el currículo. 


Se ha venido trabajando con el CEPOCH (Concejo Educativo de Pue- 
blos Originarios Chiquitanos). Ellos son los que han llevado adelante 
el currículo escolar. Salieron a Lomerío y otros lugares para ver qué 
está pasando en cada núcleo se hizo una reunión donde se elaboró 
el currículo, se incluían las creencias, el mito de los antepasados. Se 
hizo un libro donde se encuentra incluida toda nuestra cultura. El 
primero era de la EIB para que los niños aprendan a hablar en su 
propia lengua. Estos textos tienen el objetivo de hacer prevalecer la 
cultura, las creencias dentro del plan curricular, pero ahora lo que 
se está proponiendo es incluir qué posición ocupa la organización 
indígena y no como antes se enseñaba cuándo se formó el imperio 
romano y a conocer quién era el que predominaba y otros. Queremos 
que sepan en qué trabaja la organización, cómo se fue creando, sobre 
nuestros primeros líderes y a qué se dedica (María Cristina Surubí, 
Cacique de Educación y Cultura). 
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La elaboración de materiales, como cuentos, leyendas y otros 
textos, se ha incorporado en el currículo, como veremos un poco 
más adelante. Sin embargo, la enseñanza de la cultura de Lomerío 
en las escuelas ha posibilitado en algunas ocasiones cambios en la 
misma cultura; recuperar la cultura, a veces, implica cambiar la 
cultura. El ejemplo más interesante es el de la enseñanza de música 
tradicional. 


Se imparte la materia de música autóctona, donde los músicos de 
la comunidad enseñan a los niños y jóvenes a interpretar los instru- 
mentos musicales chiquitanos. La enseñanza de música tradicional 
autóctona en la escuela ha roto la tradición de que sólo los hombres 
pueden tocar los instrumentos, enseñando a niños y niñas sin diferen- 
cias. Esto muestra que el pueblo adapta su cultura con los cambios y 
oportunidades de este tiempo, democratizando el acceso al derecho 
a la educación, principalmente entre hombres y mujeres. 


La relación culminante entre cultura y escuela se materializa en la 
educación intercultural bilingúe. Esta educación se está implemen- 
tando por iniciativa de los docentes. Se destina entre cuatro a seis 
horas por semana en el uso y enseñanza del besiro en aula, aunque 
no cuentan con textos y material de apoyo necesarios. La enseñanza 
del idioma bestro en la escuela se transmite a través de cuatro pe- 
ríodos escolares a la semana, es decir, aproximadamente dos horas 
en todos los ciclos. Los textos con los que cuentan los profesores son 
limitados: el alfabeto y algunos libros de cuentos, historias y fábulas, 
por lo que la creatividad de los profesores es muy importante. La 
limitación de materiales para la enseñanza ha hecho que los profeso- 
res, en coordinación con la organización de la CICOL y con el apoyo 
del gobierno municipal, elaboren cartillas y módulos con contenidos 
que consideren la parte cultural. Estos contenidos fueron revisados 
por un equipo técnico multidisciplinario local dependiente del Mi- 
nisterio de Educación, pero aún no se publicaron ni son utilizados 
formalmente. 


La mayoría de los profesores son bilingúes y son nativos de la CO; 
son 120 profesores: 100 normalistas y 20 interinos que están en la 
Normal. Ellos enseñan en la escuela desde primaria hasta secundaria, 
porque es una materia más y el profesor les habla en lengua nativa 
y también les enseña a escribir. Este año la libreta salió en idioma 
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nativo. Y la manera más fácil de aprender es en canto y tienen su 
cartilla que realiza el equipo técnico multidisciplinario, este equipo 
está en la organización (María Cristina Surubí, Cacique de Educación 
y Cultura). 


La existencia de profesores bilingúes facilita el desarrollo del 
programa de Educación Intercultural Bilingúe, pero todavía no se 
cuenta con material apropiado. Para conseguir tener a profesores 
indígenas bien capacitados, la CICOL, conjuntamente con la OICH 
y las otras organizaciones chiquitanas de San Javier y Concepción, 
crearon el centro de profesionalización de docentes, llamado UAMIC, 
con sede en el municipio de Concepción. Este centro forma profesores 
bajo el enfoque intercultural necesario para la enseñanza en la región 
chiquitana. 


Antes iban a Camiri. Ahora tenemos bastantes recursos originarios 
preparados. Le he dado seguimiento —porque el otro dirigente dejó 
su POA— porque hago seguimiento de los acuerdos con universi- 
dades, con institutos, acercar ya la Normal a Concepción para ya 
no ir a Camiri... tan lejos, eso a lo grande lo que se ve, lo que hemos 
conseguido en la parte de educación (María Cristina Surubí, Cacique 
de Educación y Cultura). 


Conseguir una resolución para la implementación de la educación 
intercultural bilingie en aula y la coordinación con el gobierno muni- 
cipal para la capacitación a docentes e implementación del PEI en su 
segunda fase fue un logro. De manera práctica, se consiguió realizar 
ferias pedagógicas, que contribuyeron para intercambiar conocimien- 
tos y saberes culturales entre estudiantes de las unidades educativas. 
Estas experiencias contribuirán para la producción de materiales 
didácticos, además de ser incorporados a la malla curricular. 


Uno de los grandes desafíos es revalorizar y practicar de manera 
paulatina el idioma besiro en diferentes contextos, dentro y fuera 
de la TCO. 


En Lomerío, al mismo tiempo que se está dando el proceso de la 
educación intercultural bilingúe, la CICOL sigue consiguiendo otras 
capacitaciones y becas que beneficien a los jóvenes del lugar. 
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El Instituto Radiofónico Fe y Alegría (IRFA) es la única institu- 
ción que, a través de un convenio con la parroquia de San Antonio 
de Lomerío, desarrolla un programa de alfabetización a distancia 
desde el año 1992. Este programa tiene una duración de cuatro años 
y los alumnos y alumnas avanzan dos cursos por año; los cursos se 
transmiten todos los días por radio emisora “Santa Cruz” por las 
mañanas y por FM local durante las noches. Se realizan reuniones 
semanales entre los alumnos con la ayuda de una persona voluntaria 
en la comunidad; el maestro guía realiza visitas una vez al mes. 


También tenemos un convenio con Colonia Piraí con 20 plazas, para 
estudiantes de Lomerío; entonces, el 6 de enero, yo estoy viniendo 
aquí, a Colonia Piraí, con 20 estudiantes, para que salgan técnicos 
medios o técnicos superiores en pecuario, trabajar con chanchos, las 
gallinas, con las vacas, todo eso... Cuando ya tenemos bien detalla- 
dito para cuántos estudiantes hay, entonces se hace una convocatoria 
abierta, entonces ellos ya vienen a la organización, a mi persona, 
preguntan: “cómo es, cuáles son los requisitos, qué es lo que tengo 
que hacer...”. Entonces, tenemos el cupo y en una reunión grande lo 
presento, al directorio lo presento, le hacemos el aval y el muchacho 
se va... (María Cristina Surubí, Cacique de Educación y Cultura 
CICOL). 


Se da gran importancia a las capacitaciones y a la formación, pero 
el problema reside en que, cuando se capacitan o forman, se van de 
la TICO: 


Los becamos a través de la organización, y luego se nos van. Nuestra 
organización no cuenta con recursos para contratarles y se van (Taller 
de sistematización sobre experiencias en gestión territorial). 


Cualquiera que se capacite, su formación debe ser de servicio social, 
al servicio de la comunidad. Debe interesarse en la organización y la 


comunidad se da cuenta (Taller de sistematización sobre experiencias 
en gestión territorial). 


3.2. Derecho a la salud 
Medicina tradicional 


En el idioma besiro, la palabra norocox se utiliza para mencionar el 
estado de enfermedad; cuando un hombre está enfermo, se dice sirot+ 
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nausipuxty y cuando lo mismo ocurre con una mujer, se dice sirott 
nausipux (PGTI Lomerío, 2004: 62). 


La medicina tradicional es de gran importancia para los lomeria- 
nos, puesto que las familias, hombres y mujeres, tienen conocimiento 
acerca de las propiedades que tienen plantas y animales para la 
cura de dolores y enfermedades, los cuales utilizan cotidianamente. 
Estos conocimientos son una característica importante de la cultura 
e identidad indígena, que ha sido transmitida de generación en 
generación. 


(...) en Lomerío se practica mucho la medicina tradicional como parte 
de la vivencia tradicional de la cultura, es algo que está a tu alcance 
y no te cuesta ni un centavo, además de ser más efectivo. Es tan im- 
portante saber que esa planta está a tu alcance y saber que esa es la 
maravilla de la naturaleza te dio (Felipe Peña, comunario El Puquio, 
TCO Lomerío). 


En general, las mujeres de la tercera edad son las que más cono- 
cimientos guardan, probablemente porque son las que se encargan 
de la crianza de los hijos. Con el paso del tiempo y la influencia de 
la medicina occidental, las familias están perdiendo poco a poco los 
conocimientos de sus antepasados. 


A pesar de la disminución tanto en la práctica como en el co- 
nocimiento, la población muestra mayor confianza en este tipo de 
medicina, y también existen algunos motivos por los que la prefieren 
frente a la medicina occidental o “científica”, como le llaman algunos 
lomerianos. Estos factores son: 


— la costumbre que tienen las familias de curar sus dolencias en 
la casa consultando a los familiares o tomando algún remedio, 
como infusiones de hojas, cáscaras, o baños, emplastos, etc., lo 
cual generalmente no significa un gasto económico; 


- las alejadas distancias de los centros de atención, pues sólo 
algunas comunidades cuentan con este servicio, y 


- el costo por la atención y medicamentos de las postas y hospi- 
tales. 
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Además del conocimiento generalizado de las familias, existen 
especialistas que se encargan de tratamientos más complejos como, 
por ejemplo, frotadores de huesos o también llamados traumatólogos 
empíricos (akichau), parteras y curanderos o naturistas (merku). En 
toda la TCO hay 6 frotadores de huesos que son varones, 25 parteros 
(20 mujeres y 5 hombres) y 5 curanderos (1 mujer y 4 hombres). 


Las parteras son muy reconocidas, respetadas y solicitadas en las co- 
munidades; 14 comunidades (54% del total) tienen al menos una par- 
tera y aunque los frotadores de huesos sólo existen en 5 comunidades, 
son muy requeridos. La mayoría de estos especialistas son mujeres 
(58%) mientras que un 42% son varones (PGTI-CICOL, 2004: 59). 


También se conocen algunas enfermedades que para los chiquita- 
nos tienen una connotación mística o cultural, como, por ejemplo, el 
mal de ojo, el susto o también los hechizos. Los chiserux o hechiceros 
conocen e, incluso, provocan estos males; “ponen las enfermedades 
en el aire, alimentos, bebidas o por el contacto físico (...). Los chiserux 
son llamados cheeserusch, practican las hechicería y tienen ese nom- 
bre para ser diferenciados de las personas que curan enfermedades, 
llamados merkux”. Estos conocimientos que forman parte de las 
creencias, se están perdiendo ya que sólo en algunas comunidades 
se practica (PGTI-CICOL, 2004: 62). 


El cheeserusch cuando quiere hacer daño pone la enfermedad en el 
aire, ésta llega como consecuencia de un mal traído de afuera mien- 
tras que el picharex pone el veneno que causa el mal en los alimentos 
o en la bebida (PDM Lomerío, 2003). 


En la actualidad, estas prácticas son poco frecuentes y encubiertas, 
pues la gente no habla de estos casos. También hay lomerianos que 
ya no creen y dicen que esas son cosas del pasado. 


La CICOL, consciente de la importancia de la medicina tradicio- 
nal para su identidad y cultura, busca impulsar esta práctica. Una 
alternativa para ello se señala en las funciones que debe desarrollar 
el Cacique de Salud y Servicios Básicos: 


Artículo 24.- Son atribuciones y obligaciones del (de la) Cacique de 
Salud y Servicios Básicos: 
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a) Fomentar huertas familiares y medicinales en las comunidades 
indígenas; 


b) Implementar, fomentar, estudiar, valorizar y poner en práctica 
la medicina indígena con los médicos tradicionales, y sobre la 
nutrición que posibiliten impulsar proyectos alternativos; 


c) Difundir y promocionar la medicina y nutrición indígena, median- 
te encuentros, seminarios y charlas (Reglamento interno CICOL, 
2006). 


Acceso al servicio en salud formal 


Generalmente, la medicina occidental es la alternativa a la que 
los lomerianos recurren cuando la medicina tradicional no puede 
ayudarles. La referencia más importante de este tipo de atención es 
el hospital de San Antonio que funciona gracias a un convenio entre 
la parroquia de la iglesia católica (que es propietaria de la infraes- 
tructura), el gobierno municipal y el Ministerio de Salud. Este último 
está a cargo de los ítems para el personal (PGTI-CICOL, 2004). 


El hospital atiende a mujeres embarazadas y niños menores de 5 
años con el Seguro Universal Materno Infantil (SUMD); tiene infraes- 
tructura adecuada y servicios básicos y es responsable de desarrollar 
campañas de vacunación en todas las comunidades, las cuales rea- 
liza a pesar de las dificultades logísticas (insuficiencia de insumos, 
medicamentos y personal). 


Las seis postas (ubicadas en las comunidades de Salinas, Palmi- 
ra, Fátima, Surusubí, El Cerrito y San Lorenzo) funcionan con una 
infraestructura adecuada, pero mínima; están equipadas con un bo- 
tiquín comunal que contiene medicamentos básicos e insuficientes. 
Ninguna cuenta con servicios básicos (agua potable, energía eléctrica 
y servicio higiénico). 


Por otro lado, existen 29 promotores o responsables de salud comu- 
nales, algunos de los cuales han recibido capacitación básica en salud, 
pero tienen muchas limitaciones para la atención de problemas de sa- 
lud. Generalmente, el botiquín comunal es administrado y permanece 
en poder del promotor porque no existe infraestructura destinada a 
la atención de las personas que requieren alguna medicación. 
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El personal a cargo de la atención en toda la TCO son 43 personas 
con diferentes conocimientos y formación en salud; éstos son: 


- 3 médicos generales, 

- 1odontólogo, 

— 2enfermeras, 

— 7 auxiliares de enfermería (1 mujer y 6 varones), y 


- 29 promotores o responsables de salud (28 varones y 1 
mujer). 


Las enfermedades más comunes en las comunidades de Lomerío 
varían de acuerdo a la época o temporada de lluvias, calor o invierno; 
mayaro, gripe, diarrea, disentería, vómitos, conjuntivitis, tos, viruela. 
Las enfermedades que persisten durante todo el año son las diarreas 
y vómitos. Los grupos más vulnerables a las enfermedades son ge- 
neralmente lactantes y niños (PGTI-CICOL, 2004). 


Reconocimiento y articulación de los sistemas de medicina 


Dado que el sistema de atención de enfermedades y problemas 
de salud en la TICO es una combinación entre el sistema de medici- 
na tradicional y el sistema de medicina occidental, de parte de los 
comunarios y sus conocimientos hay aceptación hacia una ciencia 
que intenta ayudar cuando los procedimientos que ellos conocen no 
pueden hacerlo. Sin embargo, respecto a la atención que brinda el 
hospital, que es el centro médico más importante, para los chiqui- 
tanos no es buena, pese a que casi la totalidad de la población es de 
este origen. 


Sí, hay discriminación, de parte de médicos especialmente, que no son 
chiquitanos, le preguntan a la gente si tiene recursos... no atienden 
bien. Eso pasa en el hospital. No hemos hecho mucho para cambiar 
eso.... Nos falta. Pero en las comunidades es más fácil porque muchos 
sanitarios hay que practican la medicina de las plantas (Juan Bau- 
tista Charupa, Cacique de Salud, Servicios Básicos y Saneamiento 
Ambiental CICOL). 
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Parte de las atribuciones y obligaciones del cacique, sobre las que 
no ha logrado tener muchos avances, es fomentar la articulación de 
la medicina tradicional y la occidental. 


Artículo 24.- Son atribuciones y obligaciones del (de la) Cacique de 
Salud y Servicios Básicos: 


a) Coordinar acciones con el Ministerio de Salud e instituciones 
afines, todo lo referente a programas de prevención de enferme- 
dades, capacitación de personal auxiliar, atención de primeros 
auxilios, infraestructura para la atención médica y provisión de 
medicamentos; 


b) Realizar cursos de capacitación sobre prevenciones de enferme- 
dades, primeros auxilios, nutrición, y generar políticas de alimen- 
tación; 

c) Fomentar huertas familiares y medicinales en las comunidades 
indígenas; 


d) Implementar, fomentar, estudiar, valorizar y poner en práctica 
la medicina indígena con los médicos tradicionales, y sobre la 
nutrición que posibiliten impulsar proyectos alternativos; 


e) Difundir y promocionar la medicina y nutrición indígena, me- 
diante encuentros, seminarios y charlas; 


f) Mantener informado al Directorio de la CICOL sobre las activi- 
dades realizadas durante el mes; 


g) Trazar políticas de salud alternativa para la CICOL y sus organi- 
zaciones filiales; y, 


h) Los demás que le confieren los estatutos y reglamentos (Regla- 
mento Interno de la CICOL, 2007). 


Su proyección en relación con este tema es importante y está 
presente tanto en los planes comunales como en el PGTI, como un 
elemento que puede fortalecer su cultura. 


Una de las visiones plasmadas en nuestros planes comunales y de 
TCO sería el mejoramiento y la industrialización de esa medicina 
tradicional para que sirva para todos. Porque hay propiedades 
medicinales que la medicina científica no ha podido investigar si la 
planta puede combatir las enfermedades mortales. Se me hace difícil 
también revelar las propiedades de la planta que puede controlar las 
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enfermedades que la medicina científica no lo puede hacer. Entonces 
esa medicina sería de propiedad intelectual del pueblo de Lomerío 
(Felipe Peña, comunario El Puquio y ex asesor de Nélida Faldín). 


Desafortunadamente, las posibilidades que tiene esta autoridad 
para llevar adelante este tipo de iniciativas, por el momento, están 
limitadas. Por ello, una actividad que realiza —principalmente por la 
posibilidad de conseguirla y también la demanda de los jóvenes— es 
la formación técnica para sanitarios. 


En educación ya hemos rebasado; formar técnicos en enfermería, 
en salud ambiental, tenemos muchos, tenemos enfermeros... están 
trabajando. Hay bastante demanda (Juan Bautista Charupa, Caci- 
que de Cacique Salud, Servicios Básicos y Saneamiento Ambiental 
CICOL). 


3.3. Derecho al agua 
Uso y acceso a fuentes de agua 


Según el estatuto, todas las familias tienen los mismos derechos 
sobre el agua. En tanto el agua se considera un recurso natural que 
forma parte de su hábitat, debe ser utilizada, al igual que otros re- 
cursos, de manera sostenible. 


Artículo 14: (VISIÓN DE RECURSOS NATURALES).- Las comuni- 
dades de la TCO Lomerío realizan aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales y distribuyen los beneficios equitativamente 
entre la población de acuerdo a usos y costumbres (Estatuto CICOL, 
2008). 


El estatuto de la organización contempla recomendaciones espe- 
ciales sobre el uso y aprovechamiento de este recurso; acorde a la 
visión acerca de los recursos naturales y servicios básicos, se espera 
que las familias de la TCO tengan acceso —entre otros servicios, 
como viviendas adecuadas construidas con materiales del lugar, 
servicios de energía eléctrica, alcantarillado y transporte público, 
vinculación interna y externa a través de carreteras asfaltadas— al 
agua potable. Para alcanzar esa visión, el reglamento interno con- 
templa que el Cacique de Salud y Servicios Básicos trabaje “por la 
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implementación de los servicios básicos de: agua, energía eléctrica, 
vivienda, mantenimiento de caminos vecinales en las comunidades 
en coordinación directa con el Comité de Vigilancia y el Comité 
para la Gestión Territorial Indígena” (Reglamento Interno CICOL, 
2008: 8). 


A pesar de no estar descritas en estatutos y reglamentos, existen 
algunas normas destinadas a la conservación de las fuentes y la ca- 
lidad de la misma que son aceptadas y reconocidas, principalmente 
por los fuertes problemas de sequía en el territorio. Estas normas 
están relacionadas con prácticas permitidas y prohibidas cerca de las 
fuentes de agua, como, por ejemplo, el uso de jabón para el lavado 
de ropa o para bañarse, en los ojos de agua o manantiales. 


Todos tenemos derecho al agua de la comunidad, ya sea de bom- 
ba, río, estanco, manantial; nadie privatiza nada. Se toma mucha 
precaución para no contaminar el agua. Muchas veces la gente está 
violando las normas, entonces llamamos la atención para que no 
se contamine el agua. Es prohibido lavar cerca del manantial; si 
hablamos de río, muchas veces el río es el límite entre comunidad 
y comunidad, entonces nadie debe lavar, sólo puede sacar agua en 
baldes. La gente cumple las reglas de no usar detergentes en los ríos 
y manantiales, pero a veces no (María Cristina Surubí, Cacique de 
Educación y Cultura). 


Por otro lado, también se ha establecido el racionamiento del 
agua en época seca, particularmente en algunas comunidades que 
tienen problemas de escasez, pues, a pesar de que existen pozos, las 
limitaciones para el uso de este recurso se agudizan. 


Ahora se está racionalizando el agua, en mi casa sólo tenemos que 
usar 80 litros y cuidar esa agua... los 80 litros diarios alcanzan para 
10 personas. En ciertos lugares no hay agua debido a la sequedad; 
en época seca no abastece los pozos que tenemos. [Las comunidades 
de] La Asunta, San José Obrero, Holanda, Bella Flor, San Aurelio 
sufren [por falta] de agua (Juan Bautista Charupa, Cacique de Salud 
y Servicios Básicos CICOL). 


Estas normas muchas veces no son cumplidas debido a la insu- 
ficiencia de la cantidad de agua distribuida y la necesidad de las 
familias creando problemas al interior de las comunidades, pues en 
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ocasiones las encargadas de la distribución no controlan rigurosa- 
mente las cantidades ocasionando que algunas familias se queden 
sin agua. 


(...) Igual existía un problema cuando ellos consumen más agua de la 
que deberían consumir; cerca de la bomba cada comunidad tiene su 
encargada para abrir el candado de la bomba. Primero, a las ocho de 
la mañana y después, a las cuatro, pero existen los días en que una 
persona recibe mucho agua y la última no alcanza y surgen peleas. 
Ya después en una asamblea se dispuso que cada uno reciba lo ne- 
cesario. Ese era un gran problema porque no abastece el agua. Pero 
nos tenemos que poner de acuerdo porque todos necesitamos agua 
(María Cristina Surubí, Cacique de Educación y Cultura). 


A pesar de que la visión de la organización establece el uso soste- 
nible de los recursos naturales, se han desarrollado y se desarrollan 
actividades económicas que afectan negativamente las fuentes de 
agua, como, por ejemplo, la explotación de madera, ganadería y 
agricultura. Es decir que la deforestación descontrolada, el chaqueo 
para la siembra y construcción de potreros han ocasionado la des- 
aparición de ojos de agua o manantiales y la contaminación del río. 
Al respecto, la organización ha establecido la prohibición de chaqueo 
a menos de 50 metros de una fuente de agua. 


Sería el chaco y potreros lo que perjudica. Cuando se chaquea y 
llueve, el agua lleva todas las cenizas al río. Sólo decimos a los cha- 
queadores que no chaqueen cerca de los manantiales, que estén a 50 
metros ó 100 metros. Eso es otra norma también. La contaminación 
del agua para los animales, los pescados no es buena (...) los peces se 
mueren y ya está contaminado porque entra en descomposición (Juan 
Bautista Charupa, Cacique de Salud y Servicios Básicos CICOL). 


La organización también reconoce que el crecimiento de la po- 
blación y la necesidad de recursos están creando condiciones poco 
favorables para el resguardo de las fuentes de agua. 


Como Lomerío está creciendo de una manera muy acelerada, en el 
tema pecuario eso significa que la gente ya tiene 7 y hasta 10 hec- 
táreas y hay una cierta cantidad de ganado que se debe hacer una 
ficha ambiental. El aprovechamiento de madera también ha afectado 
a los manantiales porque hay manantiales que ya se han perdido y el 
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punto de interés es el agua (Juan Bautista Charupa, Cacique de Salud 
y Servicios Básicos CICOL). 


Por otro lado, la actividad minera, que para la exploración y ex- 
plotación perfora pozos profundos, tampoco ha sido evaluada para 
detectar si está afectando a las fuentes de agua cercanas. A pesar de 
los efectos de la falta de agua en la vida de las familias de la TCO, 
aún no se ha asumido una posición frente a estos problemas, incluso 
con los mismos comunarios que no cumplen las normas. 


Los mismos comunarios [no cumplen las normas] y no los sancionan. 
El tema del agua nos falta discutir porque hay un problema. Sí, la 
verdad es que nunca lo hemos discutido (Juan Bautista Charupa, 
Cacique de Salud y Servicios Básicos CICOL). 


Reconocimiento y articulación 


La organización ha considerado que las autoridades y también 
la misma CICOL se encarguen de procurar el acceso al agua potable 
para las comunidades. Esto se ve hacia afuera, en la capacidad de 
asumir acciones para lograrlo, pero en el nivel interno no logran 
manejar la situación principalmente porque no se toman determi- 
naciones sobre la explotación de madera o la minería y cómo estas 
actividades afectan a las fuentes de agua. 


Con los problemas de sequía en el territorio, la organización ha 
planteado al municipio tomar acciones para mejorar esta situación 
en el futuro. 


Con el municipio estuvimos elaborando un proyecto de estudio de 
lugares donde pueda haber agua, porque no hay agua que aguante. 
A otras instituciones también les ha interesado el tema de falta de 
agua en la TCO, pero nunca hubo el interés de proponer un proyecto 
serio (Juan Bautista Charupa, Cacique de Salud y Servicios Básicos 
CICOL). 


Hasta el momento, estos acercamientos no han dado resultado, 
pues los problemas de las comunidades continúan. En la TCO, exis- 
ten dos actividades que probablemente afecten a las fuentes de agua: 
la explotación de madera y la explotación de wolfran. A pesar de esta 
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situación, ni la CICOL ni el gobierno municipal han buscado salidas 
que ataquen las causas del problema de la sequía, mientras continúa 
la deforestación y la explotación de wolfran dejando huecos profun- 
dos en la tierra, sin conocer las consecuencias de esta actividad. 


CAPÍTULO III 
Ejercicio de derechos 
en la TCO Mosetén 





1. Características generales de la TCO Mosetén 
Historia 


Antes de la colonia española, el territorio que abarca el valle de Alto 
Beni, en los márgenes del río del mismo nombre, estaba ocupado por 
grupos de familias dispersas, nómadas que vivían de la caza, la pesca 
y la recolección de frutos. El pueblo mosetén comenzó a formarse 
con las misiones que los sacerdotes católicos instauraron en la región 
selvática, más precisamente en 1790, año en que se fundó la misión 
de San Francisco de Mosetén, ubicada en la unión de los ríos Bopi y 
Cotacajes. A esta primera fundación, posteriormente, se añadieron: San 
Miguel Arcángel (1805-1808), Santa Ana de Mosetén (1815) y, la última, 
Inmaculada Concepción de Guachi o de Covendo (1838-1855). 

Se cree que el origen del término “mosetén” se relaciona con la 
localización del “Gran Moxos”, que por la delimitación territorial 
en lengua mojeña significa “hasta aquí llega Mojos”, haciendo re- 
ferencia a la serranía que delimitaba su territorio. Los habitantes 
de esta zona, para diferenciarlos de los chiriguanos, eran llamados 
chunchus, término que también incluía a los chimanes (Lijerón, en: 
PGTI Mosetén, 2004). 


Después de la formación de Bolivia como nación independien- 
te (1825), hubo distintas inquietudes por lograr la titularización 
de estos territorios. Así, durante la época republicana, uno de los 
acontecimientos más importantes en relación con el territorio fue el 
aporte del Padre Nicolás Armentia, como impulsor de la resolución 
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ministerial de 1880, que demarcaba el territorio ocupado por los 
mosetén de ese tiempo. 


A partir de 1950, el territorio mosetén se convirtió en receptor de 
diversas migraciones indígenas “en busca de la Loma Santa”, como los 
trinitarios, migrantes indígenas del Beni que llegaron a la zona en dos 
oportunidades (en los años 50 y posteriormente en los años 60), ingre- 
sando por el río Santa Elena y asentándose en el encuentro de dicho río 
con el Cotacajes; luego, fueron a la desembocadura del río Colorado 
y, finalmente, se asentaron en la zona del arroyo Cogotay, donde se 
quedaron definitivamente. Otros grupos se desplazaron hacia Simay 
y Tucupí, lugares de asentamientos históricos de los mosetén. 


Se dice que alrededor de 1960 cerca de 1.500 personas salieron de San 
Lorenzo (Mojos) desparramados en callapos de pachua, canoa... la 
gente se había animado para salir porque incluso existía un escrito 
que mencionaba que existía la tierra reservada para nosotros y por 
eso agarramos camino en busca de la Loma Santa... al desparramarse 
por todo lugar, cerca de 80 familias se establecieron en Colorado, que 
queda a dos horas de San Pedro de Cogotay... Uno de los primeros 
que llegó por estos lugares fue don Lorenzo Noe; luego se estable- 
cieron en 1980 en San Pedro de Cogotay... por ese entonces ya existía 
gente “colla” y juntamente con ellos se ha fundado nuestro pueblo 
de Simay (Taller PEL, comunidad Simay). 


Por otra parte, como consecuencia de la Revolución de 1952, el 
gobierno destinó algunas zonas del Norte del departamento de La Paz 
para la colonización. Los colonizadores se dispersaron desde Caranavi 
hacia Alto Beni. Esta dinámica, con el pasar de los años, dio origen a 
una serie de problemas, como el uso no adecuado de la tierra. 


En 1961, los padres tramitaron los títulos de 12.000 has para 
Covendo e intentaron, sin éxito, hacer lo mismo con Santa Ana de 
Mosetén. En esta zona, recién en 1987 se inició el trámite de la titu- 
lación para 8.000 hectáreas en el Instituto de Colonización, trámite 
que realizó el cacique de la comunidad, Darío Chairique. 


En la década de 1970, terminó el régimen misional. Sin la protección 
de los curas y la llegada de los colonos del interior del país, comenzaron 
a relacionarse más fluidamente con la sociedad nacional; se abrieron 
caminos y paulatinamente se fueron insertando en el mercado. 
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La marcha indígena de 1990, la creación de la Organización del 
Pueblo Indígena Mosetén (OPIM) y, posteriormente, de la Organi- 
zación de Mujeres Indígenas Mosetén (OMIM), y la aprobación de 
la Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria en 1996, en años 
posteriores, facilitaron la titulación de la TCO Mosetén. 


Ubicación y territorio 


La ubicación administrativa de la TCO Mosetén presenta caracte- 
rísticas complejas, pues su territorio, además de estar dividido en dos 
zonas (bloques), se encuentra distribuido en los departamentos de La 
Paz, Cochabamba y Beni, en la región conocida como Alto Beni. 


Está geográficamente separada en dos zonas: Covendo y Santa 
Ana; la primera zona está conformada por cinco comunidades, donde 
viven algunos pobladores de ascendencia trinitaria y que pertenecen 
al municipio de Palos Blancos del departamento de La Paz, mientras 
que el área intercomunal, llamada Ipiri, tiene gran parte de su territo- 
rio en el municipio de Morochata del departamento de Cochabamba 
y una reducida cantidad en el municipio de Moxos del departamento 
de Beni. La zona de Santa Ana pertenece administrativamente a los 
municipios de Palos Blancos, Caranavi y Guanay. En estos munici- 
pios se encuentran asentadas tres poblaciones mosetén (Mapa 2). 


Cuadro 6 
Distribución espacial político administrativa de la TCO Mosetén 






























































ZonaTCO Comunidades Departamento Provincias Municipios 
Covendo 
San Pedro de Cogotay 
Simay La Paz Sud Yungas Palos Blancos 
Covendo Villa Concepción 
San José 
loiri Cochabamba | Ayopaya Morochata 
ir 
Ñ Beni Ballivián Moxos 
Santa Ana de Mosetén Palos Bancos 
; Sud Yungas ] 
Inicua Caranavi 
Santa Ana La Paz - 
Muchane Larecaja Guanay 
Muchane Zona Apichana Franz Tamayo Apolo 





Fuente: OPIM-GTI, 2004. 


“v007 INIJO LIA :9uang 





ÓN TERRITORIAL 


DERECHOS INDÍGENAS Y GESTI 


0000zL 000089 
JUSAJOS 9, 


zo0z lap [ge ua 
8oa19-1149 18 ue ooeJ0qe|3 
VENI aJuenj 000'05:| eye1bo1p!y :uoroeresap 








VINASV V1(e_ oxv 

sordioIunyy (6661) 3NI . 
$091 ap uoloe¡nyy Á uoronjosay (2002-2661) WEN! í e  eIso0y y 
10 (8661) WO! e  Leyold 
SOA!O SO' 


o ¿Gesay 






OA 



































ss : US A A A To IA E 
N 8 SR 8 
il OOSVJEVO 
sepeojely, 
vIAnog 
NOIOVOI8A 30 VAVIA eliog us 
ze4 e] A 'SO9NW18 SOTA == ORO EAES O eamedds E 
equieqeyooo [EM Old 
lueg y ap sal, 
sauopoeigoy Y 
seueB¡pu] sepepiunuloo Y «as 
seunBe soy /Y 
soueg /V z A 
A sa sinques |] 
sey Z82 '/08'96 “dns N 
epeImLL ugiesoy OD 
VaN3A31 SS 











IWLA einoupeno 
61 vuoz 
ve SOM LUNJeQa 
un Oy 02 o ob 
000'083:| eleos3 


0000ZE8 
0o00ZE8 





¡ANBIN ueS, 











“Í” OUVINLIL- NALISON O9L 




















88 


SI3PPprUNUIO) SNS Á U9IISONN OIL z PAPI 





EJERCICIO DE DERECHOS EN LA TCO MOSETÉN 89 





Características sociales y organizativas 


La OPIM (conformada en 1994) inició los trámites de su de- 
manda territorial ante el INRA el año 1999, solicitando un total de 
116.435,7191 hectáreas. Cumplidos los procesos técnicos del sanea- 
miento, el año 2001 el Estado boliviano reconoce a la OPIM como 
legítima propietaria de 96.807 has, distribuidas en dos bloques, pese 
a que el Estudio de Necesidades Espaciales'” (EINE) determinó una 
extensión de 100.831 hectáreas. La superficie reconocida no consideró 
el territorio que históricamente administraban los antiguos indígenas 
de la zona; así, quedaron fuera de la titulación lugares como: Cocochi, 
Mototoy, Suapi, Palos Blancos, San Miguel de Huachi y Tucupí, todas 
ellas comunidades habitadas por colonizadores. 


Alo largo de su historia, la organización mosetén sufrió cambios 
como producto de la influencia misional instaurada, pasando de ser 
pobladores nómadas a sedentarios. Con la llegada de los coloniza- 
dores de occidente en la década de 1960, el sistema organizativo se 
modificó, influyendo en algunas comunidades la estructura sindical 
y perdiendo parte de la identidad de pueblo. Estos hechos, sumados 
a la debilidad organizativa, hicieron que los pobladores indígenas 
conformasen en 1994 la OPIM y la OMIM, organizaciones que han 
representado a pobladores de origen mosetén y trinitario. 


Desde la conformación de la OPIM, se implementan tres niveles 
de organización: comunal, zonal" y de TCO. En estos niveles, de 
manera independiente, se instauran instancias de deliberación y 
representación. 


La principal instancia de deliberación son las reuniones y asam- 
bleas, las que designan y dan mandato a las directivas, las mismas 
que tienen la misión de cumplir y hacer cumplir las disposiciones 
surgidas en las asambleas. El pueblo mosetén tiene una asamblea 





10 El Estudio de Necesidades Espaciales, basado en las características del pueblo 


indígena y la población, recomendaba la dotación de una determinada exten- 
sión de territorio. 


11 Cabe resaltar que sólo en el sector de Covendo se tiene una coordinación en el 


nivel zonal. 
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anual, realizada en el mes de agosto, reuniones dirigenciales de la 
OPIM, realizadas cada primer sábado del mes, y el consejo de caci- 
ques, llevado a cabo el 20 de cada mes. 


Población 


A excepción de San Pedro de Cogotay y Simay, un alto porcentaje 
de la población es de origen mosetén. El total de los habitantes es 
de 2.091, distribuidos en 419 familias (OPIM/GTI, 2005) La mayor 
parte de la población que habita el territorio es masculina (53%). 
Igualmente, la mayoría (66%) está compuesta por jóvenes que tienen 
entre 0 y 24 años. En cuanto a la forma de asentamiento, se observa 
que todas las comunidades son nucleadas. 


Cuadro 7 
Distribución de la población por comunidad TCO Mosetén* 









































Zona Comunidad No. habitantes | No. familias 
Covendo 407 80 
Simay 91 22 
San Pedro de Cogotay 118 23 
Covendo 
San José 419 84 
Villa Concepción 402 79 
Sub total 1.437 288 
Santa Ana de Mosetén 455 85 
Inicua 142 34 
Santa Ana 
Muchane 57 12 
Sub total 654 131 
Total TCO 2.091 419 

















Fuente: Elaboración propia con base en el censo de OPIM-GTI, 
2004. 


* En las zonas de Ipiri y Muchane Apichana no existen asentamientos 
humanos, por lo que no aparecen en este cuadro. 


Otros indicadores interesantes de la población muestran que el 
61% de las mujeres está en edad reproductiva; la población económi- 
camente activa (12 a 64 años de edad) representa el 55%. De acuerdo 
con los resultados del censo realizado por la organización los años 
2003 y 2004, el 52% es bilingúe (castellano e idioma originario); cerca 


EJERCICIO DE DERECHOS EN LA TCO MOSETÉN 91 





del 41% es monolingúe castellano y menos del 1% sólo habla el idio- 
ma originario. Por otra parte, un 40% de la población bilingúe está 
comprendido en los rangos de edad de 5 a 40 años. 


Servicios básicos 


Producto del proceso de gestión del territorio, desde 2004 a 2007, 
las comunidades de la zona de Covendo lograron obtener servicio 
de agua y energía eléctrica domiciliaria (excepto San Pedro de Co- 
gotay). En el bloque Santa Ana, sólo esta comunidad cuenta con 
ambos servicios. 


Las comunidades de Covendo y Santa Ana de Mosetén cuentan 
con escuelas hasta el nivel medio, Cuarto y Segundo Medio, respec- 
tivamente. 


Si bien la comunidad de Covendo tiene infraestructura de se- 
gundo nivel en salud (producto del proceso de colonización), en la 
actualidad está atendida por un sanitario que recorre las comuni- 
dades de la zona de Covendo y otras colonias. En el caso de Santa 
Ana de Mosetén, se cuenta con una posta de salud y un sanitario, el 
mismo que realiza atención de primeros auxilios. Debido a que las 
comunidades de Inicua y Muchane pertenecen a distintos distritos 
de salud, el servicio de salud queda sujeto a visitas esporádicas de 
los funcionarios de Caranavi y Teoponte, respectivamente. 


El transporte terrestre se constituye en el principal medio de co- 
municación entre los pobladores de seis comunidades. En el caso de 
las comunidades de Inicua y Muchane, el único medio de transporte 
es el fluvial. Otro medio de comunicación son las cabinas telefóni- 
cas ubicadas en las comunidades de Covendo y en Santa Ana de 
Mosetén. 


Características económico-productivas 


La población se caracteriza por dedicarse a la producción de 
cultivos bajo sistemas agroforestales, alternando productos anuales, 
bianuales y perennes. Paralela a esta actividad, en dos comunidades 
(Inicua y Muchane) —más que en las otras— se dedica a las activi- 
dades de caza, pesca y recolección. 
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En cuanto a la pecuaria, un reducido porcentaje de los pobladores 
se dedica a la crianza de animales mayores, en contraposición de lo 
que sucede con la cría de animales menores (aves de corral), a la que 
se dedican prácticamente todas las familias de la TCO. 


En los últimos cinco años, una de las actividades a la que se 
dedican más familias de la TCO es el aprovechamiento de recursos 
forestales maderables, actividad realizada de acuerdo con los instru- 
mentos de planificación forestal (Plan General de Manejo Forestal) 
y el pirateo de madera. 


2. Derechos Políticos: Organización, normas y planificación 
2.1. Sistema organizativo 
Funcionalidad del sistema organizativo 


Los mosetén, asentados en el margen de los ríos Muchane hasta 
Ipiri (parte del actual territorio), vivían dispersos en grupos de fa- 
milias dirigidos por un líder al cual denominaban mujchiadi. El líder 
representante del grupo reunía aptitudes y cualidades tanto para la 
pesca y la caza, como para la defensa de ataques propiciados por 
otros grupos. Con la llegada de los misioneros y la aplicación de 
las reducciones, los mosetén cambiaron su forma de organización 
social y territorial de nómada a sedentaria. Con estos cambios, los 
misioneros establecieron una jerarquía de cargos, para mejorar la 
coordinación y servicio de la población a la misión. Esta estructu- 
ra estaba encabezada por el cacique, directo interlocutor entre los 
misioneros con los pobladores; le seguían los comisarios, capitanes, 
mayordomos y policías. 


En la época de la misión, los padres elegían una por una a las autori- 
dades, a las que recomendaban y entregaban un bastón de mando... 
a cada autoridad les supervisaban... Cada autoridad estaba enco- 
mendada para hacer diferentes trabajos; por ejemplo, mi padre me 
indicaba que el segundo cacique se encargaba del cuidado de las 
mujeres, esto por existir frecuentes robos de las mujeres por parte 
de los mismos mosetenes y gente que vivía en otros lugares... otro 
era el capitán de balsa que viajaba (...) con los padres, para vender 
la mercadería que nosotros producíamos (Talleres comunales elabo- 
ración PGTI, 2003). 
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Con la secularización de la misión y la colonización de pobla- 
dores provenientes del occidente, surgió una fuerte influencia de 
la estructura organizativa en una de las principales comunidades 
mosetén: Covendo. Esta comunidad se afilió a la Federación de 
Colonizadores de Alto Beni, estableciendo una estructura orgánica 
sindical conformada por un secretario ejecutivo, secretario de actas, 
tesorero o secretario de hacienda, vocales, etc. La influencia sindical 
llegó a un extremo tal que los mosetén de Covendo se consideraron 
colonos. Esta influencia no se produjo en la comunidad de Santa Ana 
de Mosetén (MECyD, 2002). 


La inestabilidad organizativa en el nivel de las comunidades 
(Covendo y Santa Ana de Mosetén), los atropellos, abusos, presión y 
amenazas de los terceros (e, incluso, de autoridades nacionales como, 
por ejemplo, un diputado “maderero”) para explotar los recursos de 
su territorio —principalmente la madera— propiciaron la creación de 
una organización indígena propia, dado que la filiación a la Federa- 
ción de Colonizadores no representaba sus intereses y visión como 
indígenas. La importancia del reconocimiento al derecho propietario 
sobre su territorio para poder hacerlo respetar fue fortalecida con su 
participación en las marchas indígenas. 


Así, se creó el año 1994 la Organización del Pueblo Indígena 
Mosetén (OPIM). En el segundo congreso de la OPIM, realizado en 
la comunidad de Covendo el año 1996, se aprobó el estatuto de la 
organización donde se establecía la estructura orgánica de las comu- 
nidades miembros. En el nivel comunal, los cargos, generalmente 
entre cuatro a seis de acuerdo con la complejidad de cada comunidad, 
son de caciques que reciben una denominación específica de acuerdo 
con el rol de cada responsabilidad con las siguientes carteras: 


— Primer cacique 

— Segundo cacique (comisario) 
— Secretario de actas 

— Secretario de hacienda 


- Vocales o policías. 
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La estructura de la OPIM comprende los niveles comunal, zonal 


y de TCO. La estructura de la directiva de la TCO está compuesta 
de la siguiente manera: 


— Ayo (Presidente) 

- Cacique mayor (Vicepresidente) 

- Secretario de actas y hacienda 

- Comisario de salud y comunicación 


— Comisario de educación y cultura. 


Esta estructura implica instancias de decisión y de acción. En 


el nivel de decisión, están los congresos del pueblo y el consejo de 
caciques; en el nivel operativo, se encuentra la directiva, que tiene 
como rol hacer operativas las decisiones del nivel de decisión (ver 
Gráfico 3). El consejo de caciques está formado por el primer cacique 
de cada comunidad. 


Estas tres instancias tienen las siguientes funciones; 


1? nivel: el congreso o asamblea, máxima autoridad del pueblo 
mosetén, se reúne una vez por año en la fecha coincidente con 
la fundación de la OPIM y su sede es rotativa en las diferentes 
comunidades. Al congreso deben asistir 20 delegados —varones y 
mujeres— por comunidad y se lleva a cabo con el 75% de las co- 
munidades miembros. La convocatoria debe ser realizada 30 días 
antes del congreso. Sus decisiones, resoluciones y conclusiones 
deben ser acatadas por todo el pueblo. 


De manera complementaria están las reuniones comunales, en las 
que se desarrollan actividades de carácter general (TCO) e inter- 
nas a la comunidad, como, por ejemplo, informes, planificación 
de acciones y/o rendición de cuentas de parte del directorio de 
la OPIM o también de los caciques comunales. 


2" nivel: la directiva de la OPIM, representante ejecutivo (presiden- 
te) y operativos (el resto de la directiva), tiene como mandato de 
su pueblo cumplir las acciones encomendadas por el congreso de 
la organización. 
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Las directivas comunales, encabezadas por el primer cacique comu- 
nal, deben representar y dirigir a la comunidad, organizar a los 
comunarios para realizar trabajos, coordinar con organizaciones, 
convocar a reuniones comunales y gestionar actividades que 
beneficien a su comunidad. El resto del equipo que acompaña 
al primer cacique, a partir de sus respectivas funciones, tiene la 
obligación de contribuir en cualquier proceso que se dé al interior 
de la comunidad, apoyando al dirigente principal. 


3” nivel: el consejo de caciques, instancia representativa de cada una 
de las ocho comunidades, cuya finalidad es realizar una evalua- 
ción de las acciones planificadas por cada una de las comunidades. 
Tiene, además, la función de reunirse con el directorio de la OPIM. 
Desde el año 2003 se realizan consejos de caciques cada dos o tres 
meses, siendo la sede rotatoria en las diferentes comunidades. 


La conformación de la organización mosetén tuvo su particulari- 
dad; la OPIM, como representante de los pobladores mosetén, en su 
primera estructura, estuvo compuesta por representantes hombres 
y mujeres de manera alterna. Pero, por la influencia de las organiza- 
ciones indígenas del Beni (Central de Pueblos Indígenas del Beni y 
la Central de Mujeres Indígenas del Beni -CPIB y CEMIB), se creó la 
Organización de Mujeres Indígenas Mosetén (OMIM), como instancia 
representativa de las mujeres, modificando la estructura organizativa 
propuesta inicialmente (PGTI-OPIM, 2004). Tanto la directiva de la 
OPIM como la de la OMIM están compuestas por seis miembros 
elegidos cada dos años en el congreso a través de ternas propuestas 
por las comunidades. El sistema de elección es a través del voto; 
para ello, cada comunidad elige a 20 representantes, diez mujeres 
y diez hombres; de esta manera, se garantiza que las comunidades 
pequeñas tengan las mismas oportunidades de acceder a los cargos 
superiores de las organizaciones. 


En cuanto a las actividades previstas por la organización, se pro- 
pusieron como primera acción lograr el reconocimiento del territorio 
que ancestralmente les pertenecía, acción que tuvo éxito. Desde la 
conformación de la OPIM, sin embargo, la funcionalidad de la di- 
rectiva fue bastante débil, por la falta de sostenibilidad económica, 
originando, en algunos casos, la presencia efectiva de uno o dos 
representantes. 
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Si bien la existencia de la OMIM es una motivación concreta para 
la participación de las mujeres, hay que reconocer que su incorpora- 
ción en la estructura dirigencial de la TCO es mínima. Esta situación 
se debe a que las mujeres están organizadas en centros de madres 
y alas responsabilidades reproductivas y productivas que cumplen 
dentro de la familia. 


Para financiar el funcionamiento de la organización se reúnen apor- 
tes esporádicos que hacen los miembros para actividades específicas, 
las multas y sanciones por faltas cometidas por los pobladores y las 
contribuciones de los comunarios que extraen madera. Por su parte, 
la OPIM no recibe ningún aporte de las comunidades ni tampoco de 
las instituciones y organizaciones que cooperan al pueblo mosetén. 


Funcionamiento del sistema organizativo 


Un aspecto que a lo largo de la historia de la organización mose- 
tén se ha convertido en el motor de su funcionamiento es la defensa 
de su territorio. La reconstrucción de la sociedad indígena en torno 
a la autoridad misional y su posterior abandono dejaron como 
consecuencia un vacío o ausencia de autoridad que representase, 
defendiese y velase por la vida y permanencia de los mosetén en el 
territorio que ocupaban. La búsqueda de apoyo y protección les llevó 
a articularse, aunque parcialmente con la Federación de Colonizado- 
res. Aunque los objetivos no se cumplieron, la organización realizó 
nuevas acciones para lograr garantizar esta protección. Por ejemplo, 
la demanda territorial introducida el año 1994 como la décimo sexta 
en todo el país, fue una de las primeras en ser titulada; la celeridad 
en la obtención de la titulación respondía a que —por la situación de 
riesgo— los mosetén priorizaron estas acciones enfocando todos sus 
esfuerzos, además de destinar todo el apoyo externo hacia este fin. 


A ello se suman las muchas acciones de control territorial pro- 
puestas y realizadas por la organización en pro de la defensa de sus 
recursos y que, en la actualidad, se han convertido en las actividades 
más importantes de la dirigencia y el equipo técnico: 


Además de iniciar la tramitación del título construimos una estrate- 
gia para cuidar nuestro territorio que consistía en la conformación 
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de un equipo de técnicos responsables de liderizar el resguardo de 
nuestros recursos, principalmente en las zonas más vulnerables. Este 
equipo, denominado los guardabosque del pueblo mosetén, empezó 
a Operar el año 1998 y recibió capacitación integral (primeros auxilios 
y rescate, seguridad y defensa personal, y reforestación) y el equipa- 
miento necesario. Los guardabosques de la TCO patrullaban todo el 
territorio (280 km de extremo a extremo) controlando el uso de los 
recursos hídricos, la extracción ilegal de los recursos naturales y las 
invasiones; la pesca y el uso de dinamita en los ríos, la extracción de 
madera y recursos no maderables (challa y uña de gato), etc. Com- 
plementando estas actividades, construyeron viveros y reforestaban 
el monte (GTI-Mosetén, 2008: 4). 


En estas acciones, la prioridad de la OPIM era el cumplimiento de 
sus objetivos, que, además, estaban fuertemente influenciados por 
hechos concretos que amenazaban su territorio, con lo cual algunas 
instancias de la estructura organizativa, como, por ejemplo, el consejo 
de caciques, no mostraron un buen nivel de articulación. 


Por otro lado, la presencia de las mujeres en instancias de re- 
presentación no fue significativa. De acuerdo con el diagnóstico de 
TCO, de los 47 cargos comunales, sólo uno era ocupado por una re- 
presentante mujer que además lo asumió por haber quedado viuda. 
La representatividad de la mujer se realizaba a través de la OMIM, 
organización con poca relación de coordinación con la directiva de 
la OPIM”. Con el fin de insertar a la mujer en instancias de toma de 
decisiones, el equipo técnico de la organización sugirió en el año 2004 
a la directiva de la OPIM convocar tanto a las dirigentes de la OMIM 
como representantes comunales (presidentas del club de madres) al 
consejo de caciques. Esta acción mejoró el acercamiento y coordina- 
ción entre ambas instancias, pero no fue sostenible en el tiempo. 


Los conflictos con empresas y pirateros!'* madereros, además de 
amenazar su derecho al territorio y el aprovechamiento de sus recur- 
sos, desestructuraron los niveles de coordinación, acción propiciada 





12 Lasestructuras organizativas tanto de la OPIM como la OMIM eran similares, lo 


que causaba, en algunos casos, contradicciones incluso de representatividad. 


13 Personas dedicadas a la extracción y /o comercialización de madera de forma 


ilegal. 


EJERCICIO DE DERECHOS EN LA TCO MOSETÉN 99 





por algunos líderes comunales, convirtiendo el consejo de caciques 
(instancia de representación y coordinación) en escenario de disputas 
de intereses sobre los recursos maderables dentro de la TICO. 


En la actualidad, uno de los conflictos tiene que ver con los re- 
cursos hidrocarburíferos de la región, el mismo que mantiene a la 
población indígena dividida; por un lado, la comunidad de Covendo 
promueve la realización del estudio sísmico y, por otro, la comuni- 
dad de Santa Ana promueve la paralización de todo tipo de trabajo, 
mientras el gobierno no respete el derecho a la consulta. 


Reconocimiento externo a la forma de organización 


Luego de la conformación de la OPIM y la posterior titulación 
de la "ICO, el reconocimiento de la forma organizativa del pueblo 
mosetén y trinitario representado por la OPIM fue emergiendo pau- 
latinamente desde escenarios locales, pasando por los regionales, 
hasta llegar al nivel nacional. Sin duda, las acciones desarrolladas 
por la población mosetén para defender su territorio fue el principal 
insumo que propició el reconocimiento de su organización. 


Inicialmente, la OPIM estuvo apoyada técnica y legalmente por 
la organización no gubernamental Movimiento Laico para América 
Latina (MLAL); a través de esta institución, se relacionó con instan- 
cias gubernamentales y no gubernamentales. 


Con la implementación del programa de GTI y la promoción de la 
autogestión del territorio, las estructuras representativas cambiaron 
sustancialmente y, con ello, el poder de decisión de sus autoridades. 


Uno de los principales factores que aceleraron el reconocimiento 
organizativo fueron los constantes conflictos suscitados con pirateros 
madereros, los mismos que tuvieron su cúspide en el año 2003, cuan- 
do la acción promovida por la organización originó la paralización 
económica en la región de Alto Beni. 


Paralela a esta acción, la OPIM decidió participar de manera 
autónoma en la Interinstitucional de Alto Beni, evitando la interme- 
diación de MLAL. 
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Si bien la interinstitucional de Alto Beni era una instancia donde 
intervenían tanto ONGs, entidades públicas y sociedad civil, 
para coordinar acciones técnicas en la región del Alto Beni, la 
representación de los indígenas estaba a cargo del MLAL, entidad 
que promovió y apoyó la conformación de la OPIM (Marco Patiño, 
Responsable de Sistematización GTI CIDOB). 


Otro de los factores que influyó positivamente para el reconoci- 
miento de la organización fue haber concluido su plan de gestión 
territorial y su sistema normativo, instrumentos que contribuyeron 
para que entidades financieras, entre ellas USAID, promovieran ac- 
ciones basadas en el plan de gestión. Sin duda, estos instrumentos 
se constituyen en la actualidad en referente para realizar acciones 
por parte de la población. 


El reconocimiento desde los actores gubernamentales, sin embargo, 
no fue el esperado, debido a constantes malas interpretaciones por 
parte del municipio de Palos Blancos, que en muchos casos originaron 
desconfianzas profundas, incluso dentro de la población indígena. 


2.2. Sistema normativo 
Legitimidad y funcionalidad del sistema normativo 


Luego de la conformación de la OPIM, en 1996, se elaboró el 
primer estatuto orgánico. Este estatuto fue aplicado parcialmente 
por la población por falta de conocimiento de las normas y de los 
procedimientos organizativos. Una de las principales características 
de este sistema normativo fue que la mayor parte de los artículos 
respondían a los problemas y las necesidades de entonces, concebidas 
y orientadas a la demanda del territorio. 


En el nivel comunal, sólo Simay contaba con un reglamento in- 
terno, aplicado en forma esporádica, dependiendo de la voluntad de 
los líderes comunales. El resto de las comunidades regía sus acciones 
basadas en el estatuto de la OPIM. 


Posteriormente a la titulación, la población vio la necesidad de 
actualizar el sistema normativo, a fin de reflejar el nuevo escenario 
territorial de la población mosetén trinitaria. Una de las principales 
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motivaciones por parte de los pobladores y dirigentes para elaborar 
los reglamentos comunales y modificar el estatuto y reglamento de 
la OPIM fue subsanar problemas de orden organizativo y de control 
del territorio. 


En el año 2004, se elaboró la propuesta del estatuto y el reglamento 
de la OPIM, además de los reglamentos comunales, trabajo encomen- 
dado a un consultor que conocía la realidad indígena. El profesional 
realizó la propuesta, que tuvo como punto de partida el estatuto 
vigente desde el año 1996, considerando además los programas que 
encaró el componente de la GTI OPIM. 


Para la difusión de este sistema normativo, técnicos y dirigentes 
decidieron llevar adelante talleres de socialización y complementa- 
ción. La difusión varió metodológicamente entre las comunidades 
presentándose dos niveles: 


En el nivel de dirigentes: Algunas comunidades, como Villa Con- 
cepción y San José, decidieron convocar a los primeros talleres de 
revisión a dirigentes comunales y personas de base que cumplieron 
cargos en gestiones pasadas, con el fin de analizar y/o modificar la 
propuesta de reglamento comunal. Esta forma contribuyó a trabajar 
con grupos más pequeños, pero propositivos. Como resultado, se ob- 
tuvieron modificaciones de capítulos, artículos o sanciones acordes a 
la realidad comunal. Obtenida la propuesta modificada, se realizaron 
talleres de socialización con toda la población. 


En el nivel comunal: Cada comunidad tuvo un ritmo diferente de 
trabajo para el análisis de los reglamentos comunales; por ejemplo: 
las comunidades de Villa Concepción y San José realizaron con ma- 
yor frecuencia reuniones para la socialización y modificación de los 
reglamentos debido a las dificultades organizativas que atravesaban. 
Por otra parte, en Covendo y Muchane, el proceso fue más lento, 
aprovechando las reuniones comunales (las mismas que se realizaban 
al menos una vez cada mes) para la lectura de la propuesta. En las 
comunidades de San Pedro de Cogotay y Simay, el trabajo de difusión 
y modificación fue más rápido, atribuible sobre todo a la participa- 
ción de personas conocedoras de la elaboración de reglamentos, 
favoreciendo la interpretación y modificaciones del mismo. 
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En cuanto a la propuesta del estatuto de la OPIM, ésta fue anali- 
zada en dos oportunidades: la primera en el nivel del congreso de la 
OPIM (2004), donde participaron delegados de las ocho comunida- 
des, oportunidad que sirvió para el análisis y modificación en detalle. 
El segundo encuentro fue en un taller convocado específicamente 
para este debate, en el que participaron dirigentes de OPIM, OMIM y 
autoridades comunales (caciques, centro de madres, juntas escolares, 
otros). El documento trabajado debía ser nuevamente debatido en el 
congreso de la OPIM el año 2005. 


La aprobación del sistema normativo de la OPIM el año 2005 
coincidió con la elección de la una nueva directiva, la cual tenía entre 
sus nuevos miembros a cuatro personas que contribuyeron al proceso 
técnico de la gestión territorial. Este hecho promovió que desde su 
inicio se aplicase el estatuto, sobre todo en el tema organizativo (lo 
que se hizo evidente en la institucionalización de las reuniones y el 
consejo de caciques por año), aprovechamiento de recursos naturales 
y conflictos territoriales. 


Con la finalidad de socializar y mejorar el cumplimiento del esta- 
tuto y reglamento de la organización, la OPIM realizó la publicación 
de estos documentos, los mismos que fueron entregados a cada una 
de las familias a finales del año 2007 (GTI-OPIM, 2007). 


La aplicación del sistema normativo de la OPIM, en la actualidad, 
tiene muchos contratiempos originados por pequeños grupos fami- 
liares (colonos afiliados desde la década del 60), que resguardan sus 
intereses personales de manejo de recursos forestales, promoviendo 
constantemente la división organizativa. Estos grupos contradicen 
al resto de la población en las decisiones asumidas en torno al pe- 
tróleo. 


Cualidades del sistema normativo 


El sistema normativo de la OPIM se caracteriza por ser un docu- 
mento que contempla temas relacionados con aspectos organizativos, 
educativos, de salud, económicos, productivos, recursos naturales, 
control del territorio y servicios básicos; en su construcción se con- 
sideraron normativas nacionales y terminología técnica (a diferencia 
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del caso chacobo-pacahuara, ver capítulo 4). Su cualidad precisa- 
mente se encuentra en estas diferencias, debido a que la población 
requiere contar con este tipo de documentos para resolver conflictos 
con otros actores de la región. 


Reconocimiento externo al sistema normativo 


Para lograr el reconocimiento del Estado, la organización indíge- 
na, apoyada por la organización no gubernamental MLAL, elaboró 
el primer estatuto en el año 1996. Este documento, al ser requisito 
para obtener la personalidad jurídica, se constituyó en el principal 
instrumento de reconocimiento que tuvo el sistema normativo y que 
dio origen a las posteriores demandas interpuestas por la OPIM. 


Pese a contar con el sistema normativo desde el año 1996, el re- 
conocimiento por parte de las instituciones gubernamentales no fue 
determinante; situación casi similar aconteció con las instituciones no 
gubernamentales, las mismas que no consideraban la estructura orgá- 
nica ni los niveles de decisión establecidos dentro de la normativa. 


En el proceso de elaboración del plan de gestión y la promulgación 
del estatuto y del reglamento de la organización, el reconocimiento 
de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales emergió 
paulatinamente, pasando de ser pobladores que desconocían sus 
derechos a ser propositivos y demandantes para el cumplimiento 
de sus derechos expresados en el estatuto, el reglamento interno y 
las leyes nacionales. 


Uno de los conflictos que mantuvo la comunidad de Villa Concepción 
fue con la colonia Papayani. El líder de la colonia manifestaba que él 
estaba realizando asentamientos humanos dentro de la TCO, debido 
a que la ley INRA lo establecía... y la población realizaba pocas medi- 
das para impedirlos. Esta situación cambió luego de haber recibido 
capacitación en las leyes especificas y en el análisis del estatuto y 
reglamento de la OPIM y en el nivel comunal transformando —en 
un corto plazo— el enfoque de defensa de sus derechos, asumiendo 
medidas de hecho para defender el territorio al cual querían ingresar 
(GTI-OPIM, Informe técnico 2005: 3). 
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Otra instancia para lograr el reconocimiento del sistema normativo 
fue institucionalizar los niveles de decisión de la OPIM, estableciendo 
un cronograma de reuniones mensuales (consejo de caciques, cada 
20 de mes); reuniones del directorio de la OPIM y OMIM (primer 
sábado de cada mes) y el congreso anual (del 18 al 21 de agosto). Este 
sistema normativo ha favorecido el respeto de las instituciones en 
tanto los representantes y las autoridades se reúnen con regularidad, 
evitando que ingresen y se relacionen con las comunidades de la TCO 
sin consulta a la estructura orgánica. 


En la actualidad, nuevamente es el gobierno central el que trans- 
grede el sistema normativo de la OPIM, pues realiza acciones de 
intervención petrolera en la TCO vulnerando el derecho a la consulta 
que tiene el pueblo mosetén, lo cual debilita el cumplimiento de las 
normas establecidas (asamblea consultiva CPILAP, Santa Ana de 
Mosetén, marzo de 2009). 


2.3. Planificación, participación y relacionamiento 
Elaboración de planes 


Antes de la titulación de la TCO, en abril de 2001, no hubo expe- 
riencias de planificación del territorio por parte de la población. 


Iniciado el componente de gestión territorial en ese año, se tropezó 
con el inconveniente de no contar con una metodología clara para 
realizar el plan, por lo que, hasta el año 2003, se limitó a realizar 
diagnósticos comunales, los mismos que servirían para realizar los 
planes comunales y el plan de gestión. 


A partir del año 2003, se inició la elaboración de planes comunales, 
en talleres que tenían una duración de tres días, eventos en los cuales 
se realizaba la complementación a los diagnósticos y el trabajo de 
campo con transectos que sirvieron para caracterizar las potenciali- 
dades de cada área comunal. 


Inconvenientes administrativos originaron que el componente de 
gestión territorial en la OPIM se paralizase, repercutiendo en desáni- 
mo por parte de pobladores y dirigentes de la TCO, disminuyendo 
la motivación para participar en los eventos programados. 
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Solucionado el inconveniente administrativo y con la motivación 
de la organización y las comunidades, hubo buena participación de 
hombres y mujeres tanto en la elaboración como en la validación 
de los planes comunales, al considerarse la planificación como una 
instancia de toma de decisiones que afectaría la estructura social, eco- 
nómica y administrativa de la comunidad y, por ende, de la CO. 


En el plan comunal se ha hecho todo (...) y para nosotros estuvo bien 
porque en nuestras parcelas ya está todo listo y en nuestro territorio 
está todo definido por comunidades en lo que respecta a los límites. 
Ya sabemos hasta dónde pertenece cada comunidad, aunque hay 
personas que no entienden, esas personas asisten a las reuniones 
y reclaman, otras, por falta de información, no asisten; en cambio, 
los que participamos en las reuniones sabemos para qué es y qué 
se hacen los planes comunales; para mí, ha sido bueno todo lo que 
se ha hecho en el plan comunal, participamos hombres y mujeres. 
En el plan comunal, hemos analizado para qué son nuestras tierras 
y si alcanza para nuestros hijos... (Rosmery Chacón, Secretaria de 
Hacienda OMIM). 


Las matrices pre diseñadas no fueron complejas, haciendo fácil 
el llenado por los pobladores. La toma de decisiones, sobre todo las 
relacionadas con la estructura orgánica, fueron modificadas de in- 
mediato (caciques), incluyendo incluso cargos de representación de 
la mujer. Otro elemento importante fue la zonificación de acuerdo 
con el uso potencial de la tierra; con ello se pudo establecer y cono- 
cer a través de la elaboración de mapas georeferenciales el área de 
estas zonas, lo que contribuyó a la gestión administrativa de éstas 
de manera democrática. 


Respecto a la zonificación, pese a las permanentes explicaciones 
realizadas por la directiva de la OPIM y el equipo técnico local, 
la zonificación ocasionó problemas entre las comunidades, por la 
interpretación errada de confundirla con dividir y crear límites comu- 
nales. Por ejemplo, las comunidades de San José y Villa Concepción, 
con el problema de parcelas agrícolas; las comunidades de Santa Ana 
de Mosetén, Inicua y Muchane, en las áreas intercomunales. 


A lo largo del proceso de planificación, se pudo advertir la falta 
de conciencia territorial colectiva por parte de algunos sectores de 
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la población, al poner en tela de juicio el derecho propietario de su 
territorio, repercutiendo de manera negativa en el interior de la TCO 
y representando inestabilidad fuera de la TCO. 


Para la elaboración del Plan de Gestión Territorial Indígena Mo- 
setén, se realizaron talleres zonales con los cuales se establecieron 
programas sectoriales, mismos que fueron elaborados por técnicos 
externos a la TCO en el último mes del 2004; por ello, no hubo un 
proceso de socialización, lo cual probablemente influyó en el proceso 
de apropiación de este instrumento. 


Ejecución y control social 


En el mes de octubre de 2005, se realizó el primer seguimiento al 
cumplimiento de los planes anuales comunales con el fin de conocer 
el cumplimiento o no de lo planificado. Si bien la gente participó en la 
elaboración de los planes, en la práctica los instrumentos diseñados 
fueron poco considerados por la población para la ejecución de acti- 
vidades. Los argumentos de los pobladores tenían en común que el 
documento de planificación fue poco socializado y que los dirigentes 
no lo utilizaban a la hora de realizar sus actividades. Pese a ello, en 
los seguimientos o evaluación de cumplimiento de actividades, se 
destacaba un avance, por ejemplo, de 40 a 70% en las comunidades 
de Muchane y Santa Ana respectivamente, donde muchas de las 
actividades no cumplidas respondían a actividades específicas de 
grupos de personas y no involucraba a toda la población. 


Con esos antecedentes, se elaboraron los Planes Anuales Comuna- 
les (PAC) para el 2006 (a excepción de Covendo, por la poca voluntad 
del dirigente); estos instrumentos sirvieron de base para la elabora- 
ción del Plan Anual de la TCO (PATCO), que rescataba, además, las 
actividades planificadas por los dirigentes de la organización. 


Conforme pasan los años, la ejecución de los planes anuales comu- 
nales se realiza de manera irregular, producto del continuo cambio de 
dirigentes comunales y técnicos de apoyo, sumado a los permanentes 
conflictos territoriales que se suscitan en la TCO y a un “bombardeo” 
de financieras que pretenden apoyar a la organización, los cuales ge- 
neralmente no respetan la planificación anual de cada comunidad. 
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Pese a estos inconvenientes, de manera general, se resalta que 
algunos programas sectoriales, como el de servicios básicos, comuni- 
cación y organización insertos dentro del Plan de Gestión Territorial 
se cumplieron. 


Las principales instancias de control al cumplimiento son los con- 
sejos de caciques, realizados una vez al mes, y el congreso anual. En 
el consejo de caciques se realiza seguimiento a los avances progra- 
mados en cada comunidad y, en el congreso, al avance acumulado 
en la gestión, instancia que también sirve para realizar la evaluación 
del plan anual de la TICO y elaborar el de la próxima gestión. 


Reconocimiento y articulación (nivel municipal) 


Alo largo de los últimos seis años, el relacionamiento con los go- 
biernos municipales no fue muy cercano debido a varios factores: 


— problemas de los municipios por la ineficiente administración 
de recursos (municipio de Palos Blancos); 


- incertidumbre política (cambios permanentes en el municipio 
de Caranavi); y, 


— la distancia entre las oficinas del municipio y las comunida- 
des. 


Estas dificultades ocasionaron la débil funcionalidad de una 
instancia de coordinación denominada Consejo de Desarrollo del 
Pueblo Indígena Mosetén (CODEPIM), creada a mediados del año 
2002, instancia conformada por la OPIM y los tres municipios con 
el objetivo de promover iniciativas y acciones que emergiesen de la 
población. 


Concluido el PGTI, se presentaron los programas sectoriales en 
instancias como la alcaldía de Palos Blancos, pese a que continuaba 
con los problemas de congelamiento de fondos. Superados estos 
inconvenientes, la población mosetén insertó, como contraparte a 
USAID, fondos de Participación Popular que le correspondían, lo- 
grando un financiamiento de: 
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— $us 191.000, para las comunidades de Covendo y Villa Con- 
cepción; 


— $us 35.000 para Simay, con el fin de obtener agua potable; 
— Bs 2.000.000 para el inicio del camino Inicua-Muchane; 


- construcción de tres puentes considerados fundamentales para 
la comunicación entre las comunidades de la zona de Covendo, 
entre las obras de mayor envergadura. 


Todas estas acciones y proyectos estaban insertos en el PGTI. 


Con los organismos no gubernamentales y privados, varias 
instituciones decidieron apoyar el tema forestal de acuerdo con el 
programa sectorial del plan de gestión. Sin embargo, una de las 
debilidades que se mantenía e, incluso, se agravó es el habilito que 
realizan a los pobladores de la TCO las empresas madereras cons- 
tituidas en la región originando un resquebrajamiento de la visión 
de la TCO. Con apoyo del proyecto 179, se logró conseguir varias 
empresas interesadas para la compra de materia prima. Actualmente, 
las organizaciones no gubernamentales RENACE, 179, CIDEDER y 
otras pretenden invertir esfuerzos para que la OPIM logre realizar 
el aprovechamiento de los recursos forestales de manera legal y 
procesada. 


3. Derechos Sociales:Derecho a la educación, salud y acceso al 
agua 


3.1. Derecho a la educación 
Participación Social 


En la TCO Mosetén existen ocho unidades educativas, las cuales 
pertenecen a cuatro núcleos educativos diferentes dispersos en tres 
municipios, la mayoría de los cuales son multigrado y sólo dos brin- 
dan la educación de nivel secundario (Covendo y Santa Ana). Por la 
distancia existente entre una y otra unidad educativa, generalmente 
los estudiantes no logran concluir sus estudios. 
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Tanto la infraestructura como el equipamiento son de calidad re- 
gular o mala. Esta situación fue subsanada, en gran medida, a través 
del Proyecto Educativo Indígena (PEL), implementado entre los años 
2002 a 2003 gracias al componente de mejoramiento de infraestruc- 
tura y equipamiento escolar. 


El acceso a la educación de niños y niñas es relativamente equitati- 
vo (49% de mujeres y 51% hombres). Respecto a la deserción escolar, 
9% de estudiantes abandonó sus estudios. Las principales causas 
son la situación económica y la distancia entre una y otra unidad 
educativa (PGTI-OPIM, 2004). 


El número de docentes supera los 35, de los cuales el 69% son 
normalistas y el resto interinos. En relación con el bilingúismo, el 
69% de los docentes son bilingúes, pero ninguno de ellos del idioma 
mosetén o trinitario. 


Cualidad y funcionamiento del sistema educativo 


El PGTI Mosetén resalta, en relación con el tema educativo, la im- 
portancia de fortalecer la identidad y cultura de los pueblos mosetén 
y trinitario, lo que en la práctica fue poco efectivo por las condiciones 
geográficas y administrativas. 


De acuerdo con la visión de educación planteada por los pueblos 
de la TCO, ésta se enfoca en el carácter de fortalecer y consolidar la 
educación, asegurando la formación de los recursos humanos a todo 
nivel (formal, alternativa y superior) con infraestructura adecuada, 
maestros propios, que garanticen la conservación de las culturas con 
una educación bilingie y autosostenible (PGTI-OPIM, 2004: 27). 


En el nivel comunal existen estrategias que garantizan al menos 
el acceso a la educación primaria, las cuales consisten en mantener 
los ítems de los docentes. En este sentido, en comunidades con poca 
población, los pobladores optan por insertar dentro de su reglamen- 
to medidas de coerción para que los padres de familia aseguren el 
ingreso de sus hijos a la escuela. 


En la comunidad de Simay, se tiene establecido que cada afiliado al 
menos pueda asegurar con un alumno el funcionamiento del año 
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escolar, por lo que se da incluso en algunos casos el “padrinazgo” 
de personas, las cuales, al no tener hijos en edad escolar, apadrinan 
a otros para no cumplir con la multa interpuesta por la organización 
comunal (GTI-OPIM, 2005: 14). 


En cuanto a la implementación de un sistema educativo intercultu- 
ral, la Reforma Educativa no pudo ser aplicada por la falta de material 
didáctico contextualizado y, sobre todo, por la carencia de personal 
docente capacitado y bilingúe. Uno de los intentos para implementar 
procesos pedagógicos fue la elaboración del Proyecto Educativo Indí- 
gena Mosetén el año 2002, el cual no llegó a ser ejecutado. 


Por lo mencionado en el anterior acápite, la educación no tiene 
particularidades que rescaten la identidad de los pueblos mosetén y 
trinitario. Si bien hubo emprendimientos a través del PEI para con- 
cretar una educación administrada por la OPIM, esta iniciativa no 
prosperó, por la dependencia administrativa que tienen las unidades 
educativas con distintos municipios. 


Reconocimiento y articulación 


La articulación que se promueve a través de las juntas escolares 
tiene dos diferencias sustanciales. La articulación es más efectiva en 
el núcleo de Covendo por tener un mejor grado de relación entre 
las cinco unidades educativas que pertenecen a las comunidades 
mosetén. En cambio, se diluye la representación de las unidades 
educativas de Inicua y Muchane; al pertenecer a otros núcleos, el 
grado de influencia de ambas tiene poco peso, sobre todo en la toma 
de decisiones. 


Dentro de esta segunda categoría, Santa Ana de Mosetén tiene 
un comportamiento totalmente diferente, debido a que ejerce un 
papel impositivo y rector frente a las otras comunidades colonas, 
producto de la cantidad de alumnado y la infraestructura educativa 
con que cuenta. 


En la gestión 2008, por los conflictos entre comunidades, dos 
comunidades de colonos pretendieron construir infraestructura 
educativa y solicitar ítems al Director Distrital de Palos Blancos. 
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Este hecho hizo que la población de Santa Ana reaccionase ante las 
autoridades educativas, mostrando su negativa por atentar directa- 
mente con los intereses de la unidad educativa de Santa Ana (Taller 
de validación, marzo de 2009). 


3.2. Derecho a la salud 
Medicina tradicional 


Para el tratamiento de enfermedades, las familias de la TCO 
Mosetén inicialmente recurren a sus conocimientos de medicina 
tradicional; se procura curar la enfermedad o dolencia por medio 
de las propiedades curativas de plantas y productos animales. Este 
conocimiento, transmitido de generación en generación, es una 
práctica habitual de los pobladores. Para la atención de estos casos 
se tienen identificadas dentro la TCO a 23 personas, entre hombres 
y mujeres, que conocen de curaciones, tratamientos traumatológicos 
y asistencia en partos o parteros. 


Cuando la medicina tradicional no puede curar una enfermedad o 
dolencia, se recurre a la medicina formal, en última instancia, aunque 
en muchas ocasiones se combinan ambos tipos de tratamiento. 


Dentro de la visión de la población en torno a la salud, se resalta la 
pertinencia de contar con un sistema de atención en salud o medicina 
natural y tradicional como la principal forma de curar dolencias. 


La visión de la población de la TCO en salud es que se encuentre 
fortalecida en la medicina formal y alternativa, con infraestructura 
apropiada, equipada con instrumentos quirúrgicos y motorizados, 
ítems necesarios y personal especializado que aplican la medicina 
natural y tradicional, cada comunidad cuenta con un puesto de salud 
que garantiza la salud de las familias mosetén (PGTI-OPIM, 2004). 


Servicio de salud formal 
La situación del sistema formal de salud es un tanto limitada; 


sólo cuatro comunidades cuentan con una posta sanitaria con infra- 
estructura: 


112 DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 





= la comunidad de Simay tiene posta sanitaria con tres ambientes, 
instrumental médico básico y medicamentos sólo para prime- 
ros auxilios; 


- enSan José de Covendo sólo se cuenta con una habitación de 
madera donde se tiene un equipo sanitario y muy pocos me- 
dicamentos; 


- enSanta Ana, la posta tiene cuatro habitaciones, equipamiento 
incompleto y muy pocos medicamentos; 


- la comunidad de Covendo cuenta con una infraestructura 
amplia, pero se encuentra muy deteriorada por la humedad, 
sus paredes internas están descascarándose, tiene dos camas 
precarias para la atención de enfermos, un equipamiento in- 
completo, medicamentos básicos e insuficientes y una radio 
de banda corrida que funciona cuando la batería está en buen 
estado. 


El proyecto OSCAR, ejecutado por una congregación religiosa 
católica, apoya continuamente a las comunidades de Simay y Co- 
vendo a través de un programa de tratamiento de tuberculosis y 
leishmaniasis; también da capacitación a promotores de salud y 
medicamentos para la leishmaniasis. La posta de salud de Covendo 
brinda sus servicios a nueve comunidades próximas; en casos graves, 
los enfermos generalmente acuden al hospital de Palos Blancos o de 
Caranavi, según las posibilidades económicas que tengan. 


Como se puede ver, la situación en cuanto a infraestructura y 
equipamiento para la atención de la salud es deficiente. Las familias 
de la TCO están desatendidas por el sistema de salud pública. Se re- 
quiere mejorar la infraestructura, equipamiento y mayor dotación de 
medicamentos básicos en todas las postas, contar con más personal 
con formación en salud e implementar postas en las comunidades 
que no tienen una (PGTI-OPIM, 2004). 


El número de personas con alguna formación para la atención 
de la salud en las comunidades es escaso: Simay cuenta con un pro- 
motor de salud; Villa Concepción, con un promotor de salud; San 
Pedro de Cogotay, con un enfermero, un auxiliar de enfermería y 
dos promotores de salud; en Santa Ana se encuentran un sanitario, 
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un enfermero y un auxiliar de enfermería y en la comunidad de 
Covendo hay un sanitario, un enfermero, un auxiliar de enfermería 
y tres promotores de salud. Del total de personal formado, sólo dos 
tienen ítems pagados por el Ministerio de Salud. 


3.3. Derecho al agua 
Uso y acceso a fuentes de agua 


Hasta el año 2004, sólo las comunidades de Covendo, San José, 
Simay y Santa Ana contaban con red domiciliaria de agua, a la cual 
las familias accedían apenas en un rango de 15 a 40%. El resto de 
la población se proveía de arroyos y ríos cercanos. Los principales 
factores que influían para no contar con la conexión domiciliaria 
eran: la ubicación de sus viviendas, factores económicos y no haber 
participado en las actividades programadas por la dirigencia o co- 
mité de trabajo. 


Por tanto, uno de los requisitos para acceder a la red de distribu- 
ción constituía el trabajo familiar, el mismo que era contabilizado 
en jornales cumplidos por el representante familiar. Generalmente, 
estas acciones eran controladas por un comité de obras, el mismo que 
contabilizaba los días trabajados; así, cuando una familia requería 
conexión domiciliaria, debía pagar en efectivo para contar con el 
servicio. 


Debido a la demanda de la población por acceder al servicio do- 
miciliario, la OPIM realizó gestiones en el programa de Desarrollo 
Alternativo, logrando ampliar el servicio a un 95% de la población 
de las comunidades de Covendo, Simay, San José, Santa Ana y las 
comunidades de Villa Concepción y San Pedro de Cogotay. En la 
actualidad, dos comunidades (Inicua y Muchane) continúan sin redes 
de distribución domiciliaria. 


Si nos referimos al acceso de agua de los ríos y arroyos, de acuer- 
do con el reglamento de la OPIM, los pobladores no tienen ninguna 
restricción de usar y aprovechar de las fuentes de aguas de la TCO 
Mosetén, siempre que resguarden el mantenimiento y eviten su 
contaminación, como lo menciona su artículo 98. 
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Todos los comunarios de la TCO tienen el derecho de usar y apro- 
vechar las aguas existentes en la TCO Mosetén, estando bajo la 
responsabilidad de todos velar por su mantenimiento evitando su 
contaminación (GTI-OPIM, 2007: 7). 


4. Derechos Económicos: Propiedad del territorio, uso y 
aprovechamiento de recursos no maderables 


4.1. Propiedad y conciencia territorial 
Conciencia territorial 


Antes de la Colonia, la propiedad del territorio estaba relacionada 
con su ocupación. Con las misiones, la iglesia y los sacerdotes cum- 
plían un rol de protección-autoridad en lo que respecta al territorio 
y su ocupación. Con la salida de la iglesia, la colonización guiada, 
la falta de “protección misional” y la continua demanda de madera 
por el mercado, los avasallamientos al territorio fueron constantes. 
Como forma de reivindicar sus derechos por la tierra, incluso el sector 
de Covendo (con presencia mosetén y trinitaria) tuvo que afiliarse a 
la Federación de Colonizadores de Alto Beni (FAECAB), lo cual no 
ocurrió con el sector de Santa Ana, única comunidad que mantuvo 
su sistema organizativo tradicional'*. 


El motivo para que los pobladores de Covendo se afiliasen a la 
federación era ser reconocidos como habitantes de la región para así 
poder acceder a los beneficios que por entonces otorgaba el Estado. 


Porque no había otra forma, ¿qué más podía hacer ese pueblo? Porque 
la única organización que reconocían ahí el tema de tierras, acciones 
de Caritas, que llegaron esa vez, ellos repartían harina, repartían 
ropa; entonces, los beneficios no se reconocían. El gobierno mismo 
no quería reconocer como pueblo indígena porque en ese caso si lo 
hubiera reconocido como pueblo mosetén sus derechos se estaban 
atropellando, entonces el gobierno mismo hubiera paralizado tal vez 
la colonización, entonces, por ese motivo el pueblo no había donde 
quejarse; iban el pueblo y preguntaban: “¿de qué colonia eres?, tienes 





14 De acuerdo con la memoria histórica de los líderes de Santa Ana, se dice que 


esta comunidad fue reconocida y afiliada de manera directa a la CIDOB. 
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que afiliarte a la federación”. Pero no ha servido para nada, sino para 
someterles más sus derechos. En cambio, Santa Ana no se ha sometido 
a eso... (Orlando Morales, Coordinador GTI-OPIM). 


Con las superficies tituladas una a nombre del Vicariato y la otra 
como reserva, líderes de ambos sectores sintieron la necesidad de or- 
ganizarse para contrarrestar los problemas por avasallamiento. Uno 
de estos problemas aceleró el proceso de consolidación organizativa, 
solicitando apoyo de la ONG Movimiento Laico para América Latina 
(MLAL,), con la que inicialmente se tuvo la perspectiva de fortalecer 
a la organización; posteriormente, surgió de la organización, como 
un mandato, la demanda y titulación del territorio. Producto de es- 
tas gestiones, el año 1994 se conformó la OPIM y dos años después 
se aprobó su estatuto orgánico, cuyo principio fundamental fue la 
titulación del territorio. 


El detonante para la conformación de la OPIM y luego la reivindica- 
ción del territorio fue el abuso cometido por un diputado nacional, 
quien se adueñó de una gran superficie del sector de Muchane, inten- 
tando desplazar a la familia de don Ignacio Merena. El compañero fue 
secuestrado y llevado a Rurrenabaque, donde permaneció detenido 
y maniatado, para que pudiera firmar un documento aceptando al 
nuevo propietario. Para ser liberado, tuvo que firmar el documento. 
Este hecho fue denunciado a las instancias respectivas en La Paz, 
con apoyo del MLAL. En el nivel del pueblo mosetén, esta situación 
causó molestia de la gente (Grupo focal, TCO Mosetén). 


La demanda de titulación de la TCO del pueblo mosetén fue una 
de las primeras del norte paceño. Para su consolidación, se con- 
formaron grupos de pobladores, quienes cumplieron las distintas 
actividades de peritaje de campo, con el fin de verificar y respaldar 
el derecho que tiene la organización del territorio demandado. 


Pese a que la demanda estuvo prácticamente rodeada de colonias, 
no se presentaron conflictos de trascendencia que entorpecieran el 
proceso; prueba de ello es el no registro de marcas rojas en los mojo- 
nes. Probablemente esto se deba al poco conocimiento de los colonos 
sobre la ley INRA y la habilidad de los pobladores para demostrar 
su derecho propietario. 
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La demanda del territorio fue una necesidad del pueblo, porque 
nosotros seguíamos pensando que la iglesia nos estaba protegiendo, 
pero fue una necesidad. Por decir, íbamos a cazar, a sacar chima, por 
ejemplo, y todas habían sido parcelas. ¡Pero si todo eso es territorio 
moseten!...cuando iba a sacar un compañero, ya lo ha demandado al 
corregidor, entonces uno se pregunta: ¿qué está pasando? (Orlando 
Morales, coordinador GTI-OPIM). 


Con la demanda y la posterior obtención del título ejecutorial, los 
pobladores debieron aceptar la condición de propiedad colectiva de 
su territorio, renunciando, al menos de manera general, al dominio 
de propiedad individual. Esta aceptación, sin embargo, fue y aún es 
motivo de permanente discrepancia entre los pobladores, entendido 
por el mismo proceso histórico que sufrió su territorio. Recordemos 
que con la obtención del título de 12.000 hectáreas, el Vicariato 
de Reyes lo dividió en tres comunidades (San Pedro de Cogotay, 
Covendo y Simay) y entregó títulos individuales familiares". Con 
la titulación del territorio, el sector de Covendo abarcó un total de 
54.000 hectáreas. Si hacemos una diferencia entre el total de lo titula- 
do, menos las 12.000, son 42.000 hectáreas que corresponden al área 
denominada como Ipiri'”. 


En relación con el sector Santa Ana, las 8.000 hectáreas obtenidas 
sólo contemplaban la comunidad Santa Ana de Mosetén y no así las 
de Inicua y Muchane. La distribución socio-territorial fue similar a la 
de Covendo, con la diferencia de que la gente utilizaba más lugares 
de playa para la práctica agrícola. 


Esta forma de organización socio-territorial fortaleció la conciencia 
de propiedad individual y colectiva comunal en desmedro de la pro- 
piedad en el nivel de TCO, convirtiéndose en uno de los principales 
factores que afectó la conciencia de propiedad colectiva y repercutió 
en el control del territorio. 





15 Los títulos individuales abarcan por lote una superficie de 20 hectáreas. En con- 


flictos de lindero entre familias, estos documentos aún son presentados. 


16 Tpiri se encuentra en el municipio de Morochata, departamento de Cochabam- 


ba; es un lugar donde el territorio sufre permanentes avasallamientos por tierra 
y recursos maderables. 
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Sí, a lo que yo veo, en principio, esa fue la visión por lo que se había 
peleado un territorio común; sin embargo, según pasa el tiempo, se 
va fragmentando. Bueno, sabemos que en un territorio común todos 
debemos compartir las cosas, que aprovechemos hasta la última per- 
sona que tal vez no tiene, eso es la visión, pero, sin embargo, eso ya 
no es en el pueblo mosetén, porque los caciques de cada comunidad 
dicen —según el estatuto— que cada comunidad tiene cierta superfi- 
cie de tierra dividida por parcelitas, según nuestro reglamento son de 
20 hectáreas por familia, pero donde cada individuo tiene derecho a 
tener su tierra según a lo que va saliendo de su familia (Grupo focal, 
TCO Mosetén). 


En la zonificación de uso para la elaboración de planes comunales, 
entre los años 2003 y 2004, se generó una mala interpretación por 
parte de la población, la cual fue utilizada por la dirigencia comunal 
para hacer prevalecer límites entre las comunidades. Por entonces, 
las explicaciones para consolidar esta propuesta fueron varias; entre 
ellas: 


1. La distribución equitativa de los recursos forestales entre la 
población de las comunidades, ya que algunas ya habían 
explotado madera, es decir, “ya la aprovecharon”, por lo que 
no tendrían nuevamente derecho de sacar madera de otras 
comunidades. 


2. El conocer los límites comunales, de alguna manera, ayuda 
a realizar los controles de aportes económicos y de trabajo a 
cada afiliado. 


En cuanto a la influencia que pudo tener la titulación del territorio 
en la población, podemos indicar que, luego de este acontecimien- 
to, las distintas directivas de la OPIM entregaban un ejemplar del 
título, incluido los mapas, a cada una de las comunidades. De inicio, 
este documento no fue suficiente para defender y hacer uso de su 
territorio por la débil conciencia colectiva de la población en áreas 
denominadas como intercomunales. 


La debilidad en la forma de pensar fue más en pobladores del sec- 
tor de Covendo, en comparación con el sector de Santa Ana. Entre los 
años 2003 y 2004, grupos de colonizadores, pirateros y movimientos 
sin tierra cuestionaron reiterada y enfáticamente la validez del título 
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ejecutorial, promoviendo dudas entre la población e incluso líderes 
y ex dirigentes que fueron parte del proceso. 


Los colonizadores influyen [diciendo] que el titulo no tiene validez. 
En eso hemos tropezado el 2004, que en el proceso de trámites de la 
legalización de la TCO nos decían que los mosetenes no eran due- 
ños de esas tierras, que son dueños aquellos que han dado dinero... 
entonces, eso se ha manejado el 2004, se ha hecho incluso viajes a la 
ciudad de La Paz para confirmar si el título estaba legalizado (Jacobo 
Natte, Secretario de Salud OPIM). 


La desconfianza hizo presa de varios dirigentes llegando a con- 
formar comisiones que se trasladaron a La Paz para verificar la 
seguridad jurídica del título entregado. Luego de varias reuniones 
con personeros de la prefectura y los viceministerios respectivos, la 
dirigencia y sectores en duda lograron hacer reconocer la validez del 
derecho propietario de la TCO. Para consolidar el derecho propie- 
tario, algunas comunidades contribuyeron con dinero para que la 
directiva de la OPIM gestionase la inscripción del título en Derechos 
Reales, documento presentado sólo en la sucursal de La Paz, faltando 
realizar similar trámite en Cochabamba y Beni. 


En los últimos siete años, fueron varios los factores que influyeron 
en la actual fragilidad de la conciencia territorial de la población. 
Todos ellos, sin embargo, tienen la misma causa: la explotación de 
los recursos maderables. Esta actividad viene afectando el sistema 
organizativo del territorio, con base en los siguientes aspectos: 


- La influencia externa de personas varones que contrajeron 
alianzas matrimoniales con mosetenas modifica los sistemas 
productivos y de extracción de recursos forestales; 


— El desconocimiento del proceso histórico del territorio pro- 
mueve paulatinamente vulnerar derechos fundamentales de 
los originarios mosetén,; 


- La nueva generación de caciques comunales desconoce en 
algunos casos el concepto y visión del territorio, realizando 
acciones y acuerdos con otros sectores, como los pirateros, en 
contra de la organización. 
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Entre estos aspectos, la influencia externa es la principal, al 
permeabilizar constantemente con ideas diferentes el sistema orga- 
nizativo, causando contrariedades entre los originarios. 


Quizás ha sido la influencia de los yernos, son con una costumbre 
distinta,...son de otras culturas, y son los primeros que no participan 
en la solidaridad; a trabajos comunales no salen y... ya el comunario 
mosetén dice: “si nosotros estamos trabajando, él no está trabajando 
y por plata nos estamos machacando”. Él no viene y de esa forma 
también se está perdiendo esa solidaridad, por la influencia de otras 
culturas; claro, no son todos, pero en su mayoría son esos compa- 
eros. 


La mayor parte son pues collas de La Paz, de la ciudad; esos compa- 
ñeros que tienen distintas ideas, distintas maneras de pensar para un 
pueblo, la mayor parte quizá ya ni se respeta. Por ejemplo, la anterior 
vez, cuando fui donde don Genaro* me ha dado lástima su pensar. 
Me dice: “quiero tener una libertad de trabajar”. Yo le respondí: “ahí 
está la tierra, trabájela”, y él decía: “no, yo quiero para mí solo, para 
mis hijos y nadie más, que no se meta ninguno aquí. “Ya... está bien... 
trabaje, pero el día que se canse se retira”, le dije, y él respondió: “¡yo 
quiero vender!” y le contesté: “¡la TCO no se vende!”. “No, yo quiero 
tener mis propios ingresos”. “¿Por qué piensa así, don Genaro?”, le 
pregunté y él me dijo: “El señor Pedro Chuquimia* [que no es de la 
cultura mosetén] me dijo que estamos durmiendo en un montón de 
riquezas, que él una vez que se ha comprado su lote en la comunidad 
ha adquirido un poder más para entrar a la TCO y ahora él se está 
reuniendo dinero, ya se va a comprar tres camionetas más, él ya tie- 
ne platita y se va air... yo quiero hacer lo mismo”, me decía (Grupo 
focal, TCO Mosetén). 


De manera bastante arbitraria, la influencia externa está causan- 
do cambios de valores de uso y respeto al territorio, promoviendo 
la individualidad antes que lo colectivo; lo económico monetario, 
antes que lo no monetario; la explotación de recursos antes que el 
aprovechamiento sostenible. Para lograr este propósito, estas visiones 
diferentes logran ocupar espacios de representación organizativa, que 
antes estaban destinados sólo para la gente originaria. 





Nombres ficticios. 
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En perspectiva, la dirigencia de la OPIM prevé una mejora en el 
fortalecimiento de la conciencia territorial dentro de la organización 
con el cumplimiento del sistema normativo de la TCO (estatuto y 
reglamento de TCO), evitando la interferencia de personas que pien- 
san diferente y promueven acciones contrarias a las reivindicaciones 
de los movimientos indígenas en el manejo de los recursos naturales 
de la TCO. 


Reconocimiento del derecho propietario 


Como se mencionó en anteriores acápites, el derecho propietario 
del territorio mosetén estuvo negado incluso por el mismo Estado 
boliviano, en la época de la colonización. Pese a contar con títulos 
de las 12.000 y 8.000 hectáreas con la demanda y posterior titulación 
de la TCO, los pobladores debieron paulatinamente promover su 
derecho frente a otros sectores sociales e institucionales. 


Entre las acciones promovidas por la organización, pueden 
mencionarse diálogos permanentes con grupos, asociaciones y em- 
presarios, por un lado, y, por otro, con las instancias gubernamentales 
de la región. Fruto de estas acciones, se elaboraron acuerdos o con- 
venios, que eran poco efectivos. 


Frente a esto, en muchas ocasiones, la organización tuvo que 
realizar acciones de intervención y presión que se traducían en de- 
comisos de madera o desalojo de personas asentadas en el territorio. 
Una de las medidas más sobresalientes fue la protagonizada el últi- 
mo trimestre del año 2003 (ver detalles en el apartado sobre control 
territorial). Producto de esta acción, sectores como la Federación 
de Colonizadores de Alto Beni, la prefectura de Cochabamba, las 
alcaldías de Palos Blancos y Morochata e instituciones financieras 
de la región conocieron el derecho propietario que tiene la población 
sobre el territorio. 


Pese a estas acciones, personeros de la alcaldía de Palos Blancos 
—sobre todo— continuamente negaban este derecho e, incluso, inten- 
taron lotear sectores del territorio (área de la comunidad de San José), 
con el propósito de establecer áreas de aprovechamiento forestal. 
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Otra medida para hacer respetar el derecho propietario y, con ello, 
conseguir beneficios a través del programa Desarrollo Alternativo, 
financiado por USAID, fue cuestionar a esta institución por el poco 
o ningún beneficio que recibía la población indígena del área de 
acción de Alto Beni (si se considera que un 40% de esta área es de 
propiedad mosetén). Esta acción y las gestiones emprendidas por 
la organización hicieron que personeros de USAID desarrollasen 
proyectos para beneficiar a las poblaciones mosetén, sobre todo del 
sector de Covendo”. 


Pese a estas medidas, los conflictos por causa de la tierra y la 
extracción de recursos maderables son recurrentes y constantes 
en el tiempo, sobre todo producto de la forma y cantidad de tierra 
distribuida en la época de la colonización (20 hectáreas por familia), 
la misma que en la actualidad es poca y repercute en la alta presión 
sobre este recurso, por descendientes colonos y comunidades con 
presencia mosetén, quienes, al momento de la demanda, prefirieron 
mantener su derecho individual'*. 


Los principales actores que intervienen en estos conflictos son: 
el comerciante de madera, el trabajador (piratero de madera) y los 
hijos de colonos””. La relación que se establece entre el comerciante y 
el trabajador es de orden estrictamente laboral. Generalmente, el co- 
merciante contrata sus servicios para tumbar y cuartonear” el árbol, 
trasladándose para ello a zonas con potencial maderable dentro de 
la TCO, identificadas con anterioridad. En esta cadena, puede o no 
existir la presencia de pobladores indígenas, quienes realizan tratos 
bastante discrecionales con el comerciante, indicándole la ubicación 





17 Desde el año 2004 hasta la fecha, la población ve con mucho asombro los traba- 


jos e impacto que tiene el financiamiento de USAID: construcción de puentes, 
servicio de agua, energía eléctrica y apoyo en proyectos concretos. 


18 Entre las comunidades con presencia mosetén se encuentran Cocochi, Mototoy 


y, en menor porcentaje, la localidad de Palos Blancos. 


19 Hacemos esta diferenciación sólo con fines de análisis, reconociendo que el tra- 


bajador puede ser parte del grupo de colonos e, incluso, ser también el comer- 
ciante directo. 


20 El cuartoneo es la actividad de corte de madera en bloques, realizada con mo- 


tosierra. 
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exacta de la madera. Como quiera que los volúmenes del recurso 
maderable son altos, se establecen campamentos permanentes dentro 
de la TCO, desde donde se extrae toda la madera para posterior- 
mente retirarse del sector. En muy contados casos sucede que los 
trabajadores se quedan para dedicarse a las actividades agrícolas de 
forma permanente. 


En relación con los colonos que ingresan a la TCO, su finalidad 
es hacerse parte de la organización comunal, para luego ser recono- 
cidos por la OPIM. Con el fin de poder ejercer similares derechos 
a los de los nativos y ser reconocidos por la comunidad, primero, 
realizan actividades agrícolas (contar con cultivos) y sociales (ejercer 
cargos comunales), para luego tener derecho a extraer los recursos 
maderables”. 


Bajo estas dos lógicas (a través del trabajador o el colono), se forma 
un sistema de relaciones sociales y económicas que con el tiempo 
genera diversos tipos de reacciones por parte de los pobladores; por 
un lado, la indiferencia al ver la presencia de personas dedicadas 
al pirateo de madera por estar involucrados de manera directa o 
indirecta con los comerciantes o trabajadores y, por otro, se produce 
el descontento y enojo generando reacciones en contra de la OPIM, 
por la falta de soluciones concretas a este problema. 


En la actualidad, ni el estatuto ni el título ejecutorial se constituyen 
en instrumentos que puedan ser utilizados por la población para 
hacer respetar el derecho propietario del territorio. La debilidad se 
debe a la poca conciencia del territorio por la población, la misma 
que se ve agravada por las alianzas o redes de dependencia que vie- 
nen articulando los comerciantes con los pobladores, promoviendo 
habilitos y originando deudas por pagar. 


En este mismo contexto, los roles de los dirigentes comunales 
y de la TCO fueron también afectados por este tipo de injerencias, 
originando desconfianza sobre sus acciones por la población de base. 





21 Similar acción es realizada por algunos profesores que son destinados a las 


unidades educativas, quienes establecen relaciones conyugales con lugareñas 
mosetén. 
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Sólo la asamblea anual o el consejo de caciques se constituyen en 
instancias con poder de decisión y autoridad que puedan restaurar 
las arbitrariedades cometidas en el nivel comunal y de TCO. 


4.2. Uso y aprovechamiento de recursos maderables 
Acceso y aprovechamiento equitativo o diferenciado 


Desde la conformación de la OPIM en 1994 y luego de la apro- 
bación del estatuto en 1996, se ha expresado claramente el derecho 
diferenciado que tienen los habitantes para el uso y el aprovecha- 
miento de los recursos forestales. Esta situación responde a factores 
sobre todo de pertenencia étnica / cultural y el grado de antigúedad 
de las personas. 


Al respecto, el actual estatuto, en el título IV (de las comunida- 
des mosetén), capítulo 1 (de sus miembros), artículo 51, resalta lo 
siguiente: 


La OPIM reconoce y clasifica a los comunarios de las comunidades 
de la TCO en: 


a) Comunarios indígenas de la TCO Mosetén, a varones y mujeres 
de origen mosetén y trinitario o de cualquier pueblo indígena 
del Oriente boliviano, como ser: leco, yuracaré, chimane, etc., 
siempre que estén asentados en forma permanente en alguna 
comunidad de la TCO anterior a la consolidación y titulación 
de la TCO. 


b) Comunarios de base: a todos aquellos varones y mujeres que no 
estén incluidos en el anterior inciso (colonos) y estén asentados 
en alguna comunidad de la TCO y hayan aceptado las normas 
y los usos y costumbres del pueblo indígena mosetén anterior 
a la consolidación y titulación de la TCO. 


c) En la misma categoría se encuentran los colonos/as casados 
con mosetén y trinitario. 


d) Los hijos de los colonos /as casados con mosetén o trinitario, la 
OPIM los reconoce como comunarios indígenas con todos los 
derechos y deberes que tienen los comunarios indígenas de la 
TCO Mosetén. 
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En la práctica, se reconoce a dos grupos de habitantes de la TCO: 
el primero, el denominado originario, aquella personas de padre y 
madre mosetén o trinitario que viven en una comunidad de la TCO y 
el segundo, denominado tercero, kolla o agregado, que es la persona, 
generalmente de sexo masculino, que hizo pareja con un originario. 
Para la diferenciación de estos grupos, no prima el idioma. 


En cuanto al acceso y aprovechamiento de los recursos naturales, 
de acuerdo con el estatuto, se establece que un originario, al igual 
que uno de base, tiene los mismos derechos para el acceso y uso 
de los recursos; es evidente que se conjugan dos diferentes lógicas 
de acceso a los recursos. De acuerdo con las apreciaciones de los 
dirigentes de la organización, la mayoría de los originarios tiende a 
extraer recursos maderables con el afán de cubrir “sus necesidades”, 
las que van desde solucionar problemas de salud o la adquisición 
de vestimenta y útiles escolares, extrayendo en promedio unos 100 
a 500 pies de madera. En cambio, los migrantes o agregados, si bien 
tienen el derecho de extraer recursos, lo solicitan también para sub- 
sanar “sus necesidades”, que son adquirir una movilidad “trucha” 
o contar con una casa de material externo y electrodomésticos. Esta 
percepción diferencia lo que se considera como necesidad; es una 
regla aceptada en la actualidad, por lo que los migrantes, incluso, 
recurren a emplear mano de obra externa para extraer madera y 
lograr satisfacerlas. 


El reclamo de la gente “no originaria” se hace más evidente a la 
hora de identificarse como mosetén por el solo hecho de vivir con 
una pareja mosetén o por estar al día con los aportes solicitados por 
la directiva comunal. En algunos casos, se evidenció que caciques 
de ciertas comunidades eran personas no mosetén, contradiciendo 
la normativa de la OPIM. 


La presencia y la participación de terceros, kollas o agregados, en 
cargos directivos anteriormente destinados sólo para los originarios 
y el liderazgo que ejercen estos grupos, de manera paulatina, están 
desestructurando los antiguos sistemas productivos de los mosetén 
logrando controlar el sistema económico de las familias en cada 
comunidad. 
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Estas fricciones al interior de la organización comunal y de la 
TCO tienden a agravarse si no se especifica, por ejemplo, lo que se 
entiende por una necesidad “prioritaria” para evitar que, a costa de 
este principio, puedan sobreexplotarse los recursos maderables”. 


En cuanto a los derechos y formas de uso de bosque, el capítulo 
V del reglamento general establece: 


Artículo 78: Se garantiza el uso y aprovechamiento de los recursos del 
bosque definiendo los siguientes derechos de los comunarios: 


a) El uso tradicional o doméstico. 
b) El uso comercial tradicional o pequeño. 
c) El uso comercial. 


Artículo 79: El uso tradicional y doméstico es el aprovechamiento 
de los bosques que realiza el pueblo indígena de la TCO Mosetén, 
para satisfacer las necesidades de la familia, como ser: recolección 
de frutos, miel, palma, cortar madera para usarla en la construcción 
de casas, etc. 


Artículo 80: El uso comercial tradicional o pequeño es el aprove- 
chamiento que realiza el pueblo indígena mosetén y trinitario de la 
TICO a través de la venta o intercambio comercial de productos del 
bosque, para satisfacer las necesidades familiares, debiendo solicitar 
para ello, una autorización especial de la Superintendencia Forestal 
a través del responsable del área de la OPIM. 


Artículo 81: El uso comercial es el aprovechamiento que realiza el pue- 
blo indígena mosetén y trinitario de los recursos del bosque, exclusiva- 
mente para el comercio; para ello, el responsable del área de la OPIM 
deberá solicitar áreas de bosques para iniciar la explotación sostenible 
del mismo, elaborando previamente un plan de manejo y pagando 
anualmente la patente mínima por hectárea exigida por ley. 


Artículo 82: Las áreas de producción forestal, como todo el bosque de 
la TCO Mosetén, es de aprovechamiento comunal; por lo tanto, todas 
las acciones que en él se realicen tienen necesariamente que contar 
con la aprobación de la comunidad en su conjunto. 





2 Dentro de la TCO, son los migrantes quienes tienen movilidades, casas de “ma- 
terial” y electrodomésticos en contraposición a la forma de vivir de los origina- 
rios. 
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La normativa que existe es poco aplicada, favorecida por la cre- 
ciente demanda de madera quina en el mercado. Este hecho produjo 
modificaciones bastante sustanciales en la forma y acceso al uso del 
recurso maderable. Si bien antes era de conocimiento colectivo la 
extracción de determinada cantidad de madera por parte de una fa- 
milia habitante dentro de la TCO, la misma que realizaba un aporte 
de 3 a 10% del total extraído en favor de la comunidad”, conforme 
pasaron los años, este control y administración de los recursos llegó 
a ser totalmente descontrolado. Los factores que originaron este 
descontrol fueron: a) un mayor porcentaje de la población se dedicó 
a la extracción de madera; b) los comerciantes y pirateros lograron 
extender redes de dependencia con los pobladores bajo el sistema del 
habilito; y c) las familias se vieron obligadas a tener dinero para pagar 
las nuevas necesidades familiares (luz, agua, electrodomésticos). 


Es preocupante... hoy todos hablan de la madera, no se puede con- 
trolar, todos quieren ser habilitados... existe mucha confusión. Hoy 
[sábado] que hay feria en Palos Blancos, también hay feria de trafi- 
cantes de madera. El pueblo está en caos, por unos centavos se hacen 
engañar, incluso ex caciques y caciques actuales solicitan permiso 
para el corte de madera (Ex dirigente de la OPIM?). 


Como alternativa para controlar el ingreso, acceso y extracción 
de los recursos maderables, la organización intentó tomar el control 
de la administración, realizando acuerdos con empresas para ser 
intermediarios entre la empresa y los pobladores, además de ges- 
tionar proyectos con el afán de darle valor agregado a la madera y 
venderla no en cuartón, sino en láminas para revestimiento de pisos 


(parquet). 


Lamentablemente, estas medidas fueron poco efectivas, si con- 
sideramos la poca experiencia de la organización como parte de la 
cadena productiva, quedando la organización endeudada por una 
débil planificación y poco control administrativo. 


El empresario cuenta su plata y entrega a la OPIM, la que otorga 
a cada comunidad, donde hay asociaciones se entrega el dinero. 





23 El aporte difería por la cantidad, la especie y la necesidad que tenía la familia. 


24 Identidad del entrevistado en reserva. 
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La confianza que dio el presidente de la organización fue entregar 
alos grupos para que entreguen la madera. ¿Qué hizo la gente?, ha 
trabajado, pero dieron [la madera] a otros intermediarios, es decir, 
también se sacó de otro combustible, accesorios, motosierra. Bueno, 
¿qué pasó?, sacó la madera y entregó al intermediario, pero no a la 
organización... indicando que en la próxima se entregará, pero no 
se lo hizo efectivo, se engañó a la organización (Grupo focal, TCO 
Mosetén). 


Por tanto, la falla de los representantes de la organización pudo 
deberse a la falta de concienciación de la gente sobre el manejo 
administrativo forestal, situación agravada por el doble negociado 
que realizaron las familias, entregando madera a los comerciantes 
habilitadores y no así al emprendimiento propiciado por la OPIM. 
En cuanto al uso de los recursos económicos, la directiva de la orga- 
nización hizo adquisiciones de bienes, como la compra de vehículos 
y Obras sociales, que no fueron consultadas a la población, causando 
rechazo y desconfianza por parte de ésta. 


Aprovechamiento comercial de los recursos forestales 


Desde el año 2001, el pueblo mosetén, a través de la organización 
Movimiento Laico para América Latina (MLAL), fue elaborando la 
propuesta para la formulación del Plan de Manejo Forestal, para que 
con este documento se pudiera respaldar la demanda y consolidación 
del territorio. 


En este proceso, se logró insertar dentro el POA de la prefectura 
de La Paz un monto destinado para la contratación de una empresa 
que se dedicase a la elaboración del documento, contrato que se 
adjudicó la empresa Reingeniería Total. Con el presupuesto inserto 
y la empresa contratada, el año 2004, se diseñó el documento en el 
lapso de cuatro meses y fue aprobado un año después. El documento 
de inicio fue observado por no contar con la parte de distribución de 
beneficios y el acta de consentimiento, originando un retraso. 


Concluido el plan de manejo forestal, que abarcaba un 30% del 
total de la TCO, las familias mosetenas dedicadas a esta actividad 
se organizaron en grupos de trabajo, con el fin de poder aprovechar 
los recursos bajo el plan de manejo. Sin embargo, el retraso en la 
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aprobación del plan y la demanda del mercado originaron que estos 
grupos cuestionasen permanentemente a la directiva de la OPIM 
por la “poca operatividad” en la aprobación del plan y en buscar 
alternativas para el aprovechamiento de la madera. 


Producto de las limitaciones económicas de la organización, la 
directiva tuvo que hacer acuerdos con comerciantes de madera para 
lograr extraer los recursos maderables con base en el plan de manejo 
forestal. Sin embargo, esta acción, a la larga, trajo malas experiencias 
en el manejo de los recursos. Paralela a esta acción, la OPIM gestionó 
la implementación de proyectos para el aprovechamiento de madera, 
instalando maquinaria en las comunidades de Villa Concepción y 
Santa Ana: la primera, para hacer el procesamiento de láminas para 
revestimiento de pisos (parquet) y la segunda, para la fabricación 
de muebles. 


De estas iniciativas, la fabricación de láminas para revestimiento 
tuvo mejor impacto, si bien no muy rentable, pero bastante simbó- 
lico, porque fue la primera vez que el pueblo mosetén extraía un 
producto derivado de la madera con valor agregado. Sin embargo, 
este emprendimiento —promovido el año 2007— fue bruscamente 
paralizado por una ordenanza de la Superintendencia Forestal. 


Esta mala experiencia de la organización en el aprovechamiento 
legal tuvo su detonante con la suspensión de las actividades de 
aprovechamiento y la emisión de Certificados Forestales de Origen 
(CEFOS) por parte de la Superintendencia Forestal; el argumento 
utilizado fue la mala interpretación técnica del diagnóstico y del 
censo forestal del plan de manejo. Este problema fue solucionado en 
instancias nacionales, luego de seis meses de paralizada la actividad, 
tiempo suficiente para que las familias involucradas dejasen de creer 
en el aprovechamiento a través del plan de manejo. 


En cuanto al rol de la Superintendencia Forestal, con sede en Palos 
Blancos, lejos de orientar y cooperar en los trámites de CEFOS, sus 
acciones fueron muy cuestionadas por la población, causando con- 
tradicciones dentro de la directiva y la organización y originando un 
paulatino alejamiento para extraer madera de forma legal. 
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Estos acontecimientos hicieron que el aprovechamiento de madera 
con base en el plan de manejo no satisfaciera las expectativas de la 
población, por la excesiva burocracia y trámites discrecionales que 
realizó la Superintendencia Forestal, paralizando la única iniciativa 
legal para extraer recursos de la región de Alto Beni, realizada por la 
población mosetén. Este hecho motivó que las familias dedicadas al 
rubro forestal, ingresasen al circuito ilegal de extracción de riqueza 
maderable. 


El problema más fuerte es que hay roscas grandes que manejan el 
negocio de la madera (...), la superintendencia y otros sectores, que 
no aceptan que la TCO empiece a trabajar con madera de forma legal. 
¿Qué significa eso? Por ejemplo, un CEFO de 8.000 pies de madera 
cuesta 4.000 bolivianos (unos 500 dólares); entonces, para un funcio- 
nario de la superintendencia es más conveniente vender un CEFO 
de forma ilegal, eso le conviene, porque su sueldo debe ser unos 600 
dólares, entonces al mes que se venda unos 4 Ó 5 CEFOS, no le impor- 
ta su sueldo. Entonces, el impacto que estábamos dando nosotros al 
trabajar de manera legal como TCO Mosetén, de donde sale la mayor 
cantidad de madera, es que ellos ya no iban a recibir esos beneficios 
de los traficantes de madera, porque los ilegales van y compran no- 
más el CEFO, y ellos les venden; en cambio, de forma legal, nosotros 
entramos al trabajo y no les damos todos esos beneficios, porque ya el 
CEFO pagando la patente al gobierno solamente por hectárea cuesta 
120 Bs., entonces, ellos no iban a recibir ningún dinero, porque ese 
dinero se paga al banco (Grupo focal, TCO Mosetén). 


Entonces, ha habido un rechazo extremo, han hecho todo lo posible 
para hacer desaparecer a la organización, nuestro trabajo. La madera 
ilegal sigue saliendo de nuestra TCO, porque todavía estamos débiles. 
Los comerciantes piratas nos hacen competencia con la misma gente 
de la organización, con los mismos comunarios nos hacen problema. 
Cuando una tronca ya está marcada para cortar con la organización, 
vienen los pirateros y habilitan a los comunarios a cambio de la ma- 
dera (Grupo focal, TCO Mosetén). 


Reconocimiento 


Hasta antes del año 2003, las acciones que emprendían los po- 
bladores para hacer respetar su derecho al uso y aprovechamiento 
de los recursos maderables eran prácticamente inexistentes. Esta 
situación cambió sustancialmente en los años posteriores, producto 
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de la acción de control territorial realizada por la OPIM en el último 
trimestre de 2003 (ver control territorial), cuando la organización 
logró el reconocimiento de los otros sectores sociales de la región al 
derecho que tenían los mosetén. 


Sin embargo, pese al reconocimiento, los comerciantes y pirateros 
de madera cambiaron su estrategia para obtener los recursos made- 
rables introduciendo al circuito de madera a pobladores y dirigentes 
comunales. Con esta acción, los más favorecidos son los comerciantes 
y pirateros, pues, si antes debían estar alertas a posibles decomisos 
que realizaba la organización, ahora, habilitando al mosetén, logran 
asegurar su inversión y el producto maderable. Esta nueva estrate- 
gia traslada la responsabilidad de su ilegal actividad confrontando 
a la organización con los pobladores, haciendo menos efectivas las 
medidas que emprenda la organización indígena para el control. 


La estrategia de control de recursos maderables, con base en el cum- 
plimiento de la normativa de la TCO Mosetén, si bien fue efectiva 
para los terceros y pirateros, la debilidad se hizo notoria al interior 
de la organización. Este hecho se debe a la alta demanda de madera 
quina, originando que más pobladores se dediquen a las actividades 
de extracción del recurso, evitando con ello un eficiente control del 
territorio (Patiño, 2008b: 44). 


Esta debilidad en el nivel de TCO, tiene una reacción diferente 
en el nivel comunal, donde se realizan acciones concretas para hacer 
respetar el derecho al uso y aprovechamiento forestal de sus afiliados 
dentro su territorio, realizando decomisos, incluso, a los mismos 
mosetén. 


Por ejemplo, si alguien sacó madera de otra comunidad, la madera 
queda decomisada y va a la comunidad donde la sacaron, para un 
bien social de la comunidad... Ahora, hay áreas que a continuación 
de esa comunidad no hay otra comunidad, ya nadie le dice nada, 
entonces ya, tampoco se le decomisa (Jacobo Natte, Secretario de 
Salud OPIM). 


El decomiso de madera se constituye en la principal acción rea- 
lizada por los pobladores, quienes, luego de organizarse, deben 
recorrer largas distancias e invertir esfuerzos y recursos económicos 
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para llegar al lugar de conflicto, procediendo primero a establecer 
una reunión para informar al piratero sobre los derechos que tiene 
la comunidad y, luego, proceder al decomiso. En algunos casos, se 
opta por quemar los centros o campamentos. 


4.3. Control territorial 


Varias son las medidas que ha empleado la organización para 
efectivizar el control de su territorio. Entre las más importantes se 
encuentran: la señalización del territorio, la resolución de conflictos 
con otros grupos sociales de la región (pirateros, colonizadores, entre 
otros), el establecimiento de proyectos en lugares de mayor vulnera- 
bilidad, la conformación de grupos de guardabosques y los recorridos 
O visitas a zonas vulnerables efectuados por los pobladores. 


Una de las medidas que realizan grupos de guardabosques, técni- 
cos y personas de base es la señalización en los lugares más visibles 
de la TCO; esto se demuestra a lo largo del río Alto Beni (sector de 
Santa Ana), que advierte sobre la propiedad colectiva de la TCO. 


Desde la conformación de la OPIM, la organización contaba con 
grupo de personas (guardabosques) encargadas de resguardo el terri- 
torio (específicamente los recursos maderables); este grupo funcionó 
mientras hubo financiamiento. De manera indirecta, el contar con un 
grupo específico para el control del territorio originó que existiera 
poca responsabilidad por parte de la población. 


En respuesta a los constantes ingresos a la "ICO y la falta de 
conciencia colectiva del pueblo en el sector de Covendo, a finales 
del año 2003, la OPIM promovió una acción para controlar los re- 
cursos forestales maderables de Ipiri (área intercomunal del sector 
de Covendo), lugar donde se identificó a más de medio centenar de 
grupos madereros asentados. Así, la OPIM organizó un despliegue 
poblacional de alrededor de 200 personas, que custodiaban un centro 
estratégico por un tiempo de 70 días. 


La acción encabezada por la OPIM duró aproximadamente 70 días 
(septiembre a diciembre del año 2003); de manera paulatina, el con- 
flicto fue agravándose, por los intereses económicos de empresas 
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madereras e, incluso, de la entidad financiera de la región. Más de 
200 pobladores mosetén se mantuvieron en vigilia permanente, en 
el puesto de control instalado para este fin en la comunidad de San 
Pedro de Cogotay (GTI-OPIM, 2005: 4). 


Sin duda, esta acción emprendida marcó la unidad de todos los 
pobladores mosetén en defensa del territorio, haciendo respetar el 
derecho propietario. Pero, a medida que el tiempo pasó, los conflic- 
tos surgieron nuevamente en este y otros sectores, producto de la 
demanda de madera y la conformación de movimientos sin tierra 
de la región. 


Los resultados de la campaña son: el respeto al pueblo mosetén; ese 
pueblo, cuando se levanta, hace respetar sus derechos y también les 
hemos hecho notar a los madereros que tengan mucho cuidado en 
asentarse, eso ha repercutido también hasta ahora, eso le ha elevado 
a un status al pueblo mosetén; porque ¿quién quería enfrentarse con 
los madereros? ¡Semejantes poderosos! Entonces,, eso le ha dado un 
status a la organización, ahora tienen nomás temor a la organización 
(Orlando Morales, Coordinador GTI-OPIM). 


Producto de este movimiento protagonizado por la OPIM, se 
establecieron acuerdos con instancias representativas de los coloniza- 
dores de la región, alcaldías de Palos Blancos y Morochata, prefectura 
de La Paz, Superintendencia Forestal, entre otras, originando una 
emergencia de la conciencia e identidad del pueblo mosetén frente 
a otros actores de la región. 


Similares medidas de control son realizadas con mayor frecuencia 
en el nivel comunal, donde se conforman grupos de pobladores, quie- 
nes hacen recorridos por las áreas más susceptibles a ser vulneradas. 
Si se detectasen irregularidades en el recorrido, el o los pobladores 
persuaden al eventual infractor sobre las acciones que está come- 
tiendo. En la mayoría de los casos, no se logra convencer a la gente, 
originando que la comunidad realice acciones de hecho, como ser el 
decomiso del producto. 


Ahora los colonos están tumbando y robando el majo; entonces, 
uno les va a decir a sus dirigentes que no hagan eso. Ahora tiene 
que haber una resolución donde diga que ellos no deben pasar, y 


EJERCICIO DE DERECHOS EN LA TCO MOSETÉN 133 





respetarán los límites. Tuvimos un problema en el ojo de agua cerca 
de Nuevo Horizonte, se había llamado a la gente, porque se había 
quemado y se sembró arroz. La gente renegó, dijo: “que madure ese 
arroz... entonces, vamos a cosechar toda la hectárea”. Aunque ha sido 
lejos el lugar, pero igual hemos tenido que cosechar toda la hectárea 
porque así no más uno tiene que hacerse respetar. Pero, ¿cuál ha sido 
el trabajo de nosotros? Hemos tenido que llevar plantas ahí para la 
reforestación de madera, hemos reforestado esa área y eso ha sido 
por sacarles senda ahora es monte y así no más nos hicimos respetar 
(Vilma Mendoza, Secretaria de Actas OPIM). 


Estas acciones, promovidas por la organización en el último quin- 
quenio, sirvieron para equilibrar fuerzas frente a los otros sectores 
sociales de la región, mejorando la conciencia de propiedad de los 
recursos maderables por parte de la población, pero no así la concien- 
cia territorial de TCO, manteniendo y aun fortaleciendo el criterio 
de manejo y control comunal. 


CAPÍTULO IV 
Ejercicio de derechos 
en la TCO Chacobo-Pacahuara 





1. Características generales de la TCO Chacobo-Pacahuara 
Historia 


El primer explorador que llegó hasta este territorio fue Ivon Herth, 
quien bautizó al río con su nombre. Ocho años más tarde, el año 
1884, el padre Armentia encontró a grupos chacobo que vivían en las 
inmediaciones del río Ivon y Genesguaya; después, el padre Cardus 
reportó que este grupo vivía diseminado en pequeñas fracciones al 
Noroeste a tres días del camino a Exaltación, entre el río Mamoré y 
el lago Rogaguado (Luna, 1976 en Minoda, S. y Oporto, L., 1991). 


Las referencias acerca de su origen hacen mención a los pacahuara, 
ya que se cree que los chacobo era un subgrupo de los pacahuara, 
que habitaba en el área comprendida entre los ríos Acre, Abuná y 
Madera, la desembocadura del Madre de Dios, incluyendo los ríos 
Pacahuara y Negro. Ambos grupos, al igual que los yaminahua y 
otros grupos amazónicos, pertenecen a la familia lingúística pano. 
Según Diez Astete (1998), el nombre de chacobo fue atribuido, puesto 
que este grupo se denominaba a sí mismo como noria, que quiere 
decir gente. 


La importancia de la goma en 1869, en medio de las selvas cer- 
canas a la misión jesuita de Cavinas, activó el interés de muchos 
exploradores que se aventuraron a buscar dicho recurso que tuvo su 
auge entre 1883 y 1886. Las nuevas incursiones en el territorio cha- 
cobo no dejaron ningún río ni arroyo sin recorrer, empujando a estos 
grupos a internarse en la selva en zonas cercanas a los ríos Benicito y 
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Yata. A pesar de las continuas incursiones en esta época, no es hasta 
el año 1909 que se tiene referencia sobre la cultura material de este 
pueblo gracias a las descripciones del etnógrafo Erland Nordeskiold 
(Balzano, en PGTI-TAPAYA, 2008). 


Más adelante (1953-1954), durante la presidencia del Dr. Víctor 
Paz Estenssoro, se creó el núcleo indigenal Ñuflo de Chávez, a 15 
kilómetros de Puerto Limones, con una población de 28 personas. 
Dos años después, el núcleo se trasladó cerca del Arroyo Ivon. 


A principio de 1955, ingresó al territorio el Instituto Lingúístico 
de Verano (ILV), con el propósito de sedentarizar a la población; 
los misioneros se dieron a la tarea de convencer a los chacobo para 
que se trasladasen al nuevo núcleo indigenal en el río Ivon. Los es- 
posos Prost registraron que un grupo de chacobo del río Caimanes 
se trasladó hasta el río Genesguaya. Después de 10 años, lograron 
convencer a un grupo asentado en Puerto Limones y establecerlos 
en su actual ubicación (Alto Ivon). Un año más tarde, trasladaron el 
grupo del Genesguaya al sur del núcleo indigenal, denominando al 
nuevo poblado “California”; un grupo, al que no pudieron convencer, 
se quedó sobre el río Yata. 


En 1965, los misioneros evangélicos lograron que el gobierno 
del Gral. René Barrientos cambiara el estatus de núcleo indigenal 
a reserva indígena con 43.000 hectáreas; así, obtuvieron el título de 
propiedad legal, bajo el régimen de propiedad individual con te- 
nencias colectivas. Las comunidades beneficiadas fueron Alto Ivon, 
California, Núcleo y Motacusal. 


En 1980, la Misión Evangélica Suiza les otorgó un préstamo para 
comprar 21.213 hectáreas en la barraca Nuevo Mojos con la finalidad 
de explotar la goma. Así, los chacobo tenían consolidado un espacio 
territorial de 64.213 hectáreas. 


Al igual que muchos otros pueblos de tierras bajas, los chacobo 
participaron en la primera marcha indígena por el “Territorio y la 
Dignidad” de 1990, articulados en la Central de Pueblos Indígenas 
del Beni (CPIB). 
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El 4 de octubre de 1996, a través de la Central Indígena de la 
Región Amazónica de Bolivia (CIRABO), presentaron la demanda 
para la titulación de la tierra comunitaria de origen, con una solicitud 
de 510.895,1986 hectáreas. El 11 de julio de 1997, el INRA emitió la 
resolución de inmovilización. 


En el año 2001 se realizó el Estudio de Necesidades Espaciales 
(EINE), cuyo objetivo fue dotar y titular la superficie territorial en 
calidad y cantidad suficiente, en función de la población actual, 
considerando el crecimiento de la misma, los recursos naturales 
renovables existentes en la zona y las formas de uso de los recursos 
por parte de la población demandante. El estudio recomendó al 
INRA que el pueblo chacobo-pacahuara necesitaba 113.946 hectáreas 
para actividades económico-productivas y 226.291 hectáreas para el 
circuito de la producción-recolección, llegando a contabilizarse una 
superficie de 339.787 hectáreas. 


Las pericias de campo tuvieron una duración de cuatro meses y 
los resultados fueron los siguientes: 


- Identificación en campo de otras 13 propiedades, 

- 25 predios mensurados de propiedades de terceros, 
- 15 predios abandonados por los terceros, 

- 5predios fuera de la TCO, 


- 2 predios que renunciaron a su posesión para anexarse a la 
TCO, 


- georeferenciación y verificación de las mejoras de los predios 
de los terceros con GPS, y 


— mensura de los predios y vértices de la demanda TCO; todos 
los mojones fueron de color amarillo, ninguno fue rojo. 


Después de cumplir con todos los requisitos legales del proceso 
de saneamiento y haber incorporado las recomendaciones del EINE, 
el INRA, mediante una resolución, declaró la dotación de tierra co- 
munitaria de origen a favor del pueblo chacobo-pacahuara. 
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El 29 de abril de 2003 se efectuó la primera titulación con una 
extensión de 371.237 has. La segunda titulación se realizó el 11 de sep- 
tiembre de 2006 con 114.023,1164 has. El titulo ejecutorial fue emitido 
en la ciudad de Riberalta; la superficie después del proceso de sanea- 
miento fue de 485.260,12 hectáreas, que significan el 95% del territorio 
demandado, dejando 25.635,08 hectáreas en favor de terceros. 


Ubicación y territorio 


La TCO Chacobo-Pacahuara se encuentra ubicada en el depar- 
tamento de Beni. Administrativamente, pertenece a los municipios 
de Riberalta y Exaltación de la Santa Cruz. Limita al Norte con ex 
estancias gomeras (Chare y Tres Almendros), al Este con el río Yata, 
al Oeste con la TCO Cavineña y al Sur con estancias ganaderas, que 
son antiguos asentamiento de la población chacobo. La organización 
está afiliada a la Central Indígena de la Región Amazónica de Bolivia 
(CIRABO) (Mapa 3). 


Características sociales y organizativas 


Producto de la sedentarización forzosa producida en la segunda 
mitad del siglo pasado, muchas comunidades adoptaron como forma 
de asentamiento la nuclear, principalmente con el fin de acceder a la 
educación formal. Al no existir este servicio en otras comunidades, 
las viviendas se encuentran distribuidas a lo largo de los ríos Yata 
y Benicito y la carretera (comunidades de Motacusal, Marimono y 
Puerto Lata). También existen asentamientos dispersos, cuyo número 
es mayor en relación con los nucleares. 


Cuadro 8 
Patrones de asentamiento actuales 














Asentamientos nucleares | Asentamientos dispersos 
Alto Ivon Motacusal 
Castañalito Nuevo Moxos 
7 Almendros Tokio 
Cayuces Puerto Tujuré 
Firmeza Núcleo 
Fortaleza Cachuelita 
Las Petas Palmeras 
Nueva Unión Puerto Lata 
Marimono 





Fuente: PGTIETAPAYA, 2008. 
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La organización indígena chacobo-pacahuara se denomina 
“TAPAYA”, que en idioma chacobo significa lugar de almendra. La 
organización chacobo-pacahuara se formó el año 1988. Inicialmente, 
la estructura organizativa respondía en el nivel de capitanía, pero con 
el pasar de los años se implementaron dos niveles de organización: 
el primero, en un nivel comunal y el segundo, en un nivel de TCO. 
En ambos casos, existen instancias de decisión y representación, 
donde la asamblea y la directiva, respectivamente, se constituyen en 
portavoces de los pobladores de la TCO. Generalmente, se tienen tres 
asambleas al año: dos denominadas extraordinarias y una ordinaria. 
La primera asamblea se realiza al finalizar la zafra de castaña, tema 
central en torno al cual gira la asamblea. La segunda asamblea (ordi- 
naria) es para presentar y evaluar los avances logrados (generalmente 
se realiza en el mes de agosto) y, por último, la asamblea de fin de 
año, donde se estructura, decide y define la forma de organización 
para la nueva temporada de castaña. 


Población 


La cantidad total de la población que habita la TCO en forma 
permanente asciende a 1.101 personas, distribuidas en 199 familias. 
Del total, 580 son hombres y 521 mujeres. Como una estrategia 
socioeconómica, en la ciudad de Riberalta habitan 19 familias que 
representan a 108 personas (53 hombres y 55 mujeres), las mismas 
que son parte demandante de la TICO y, en su generalidad, son de 
origen étnico chacobo? (Patiño, 2008a). 


El detalle de la distribución poblacional en toda la TCO se muestra 
en el Cuadro 9. 


En cuanto a la composición étnica, en la TCO Chacobo-Pacahuara 
conviven cuatro grupos étnicos, resultado del proceso histórico de 
su conformación: chacobo, cavineño, tacana y pacahuara. El mayor 
porcentaje de la población es de origen chacobo (858), habitando prin- 
cipalmente en las comunidades de Alto Ivon, Motacusal, Cachuelita, 





25 El acápite de relaciones económicas y territorio se dedicará con mayor preci- 


sión a datos relacionados con este movimiento migracional. 


EJERCICIO DE DERECHOS EN LA TCO CHACOBO-PACAHUARA 141 





7 Almendros, Puerto Lata y Las Palmeras. La población de origen ca- 
vineño se concentra en la comunidad de Los Cayuces, representando 
un 5% del total de la población (60 habitantes). Un 1% de la población 
en Nueva Unión se identifica como tacana, que representa 20% del 
total de la población comunal. "Tanto la comunidad de Los Cayuces 
como Nueva Unión se encuentran ubicadas en la carretera que une 
la población de Reyes y Riberalta. En cuanto a la población de origen 
pacahuara, asciende a 10 personas (1% del total), las mismas que ha- 
bitan desde la década de los años 50 la comunidad de Puerto Tujuré 
(zona central de la TCO). Un porcentaje de 9 y 5% de habitantes se 
identifica dentro las categorías de “otro grupo””.y “no responde o 
no sabe”, respectivamente. Este dato es singular si se resalta en el 
primer caso un 11% de pobladores de la comunidad Las Palmeras, 
ubicada al margen del río Yata, y el resto de las comunidades de Los 
Cayuces y Nueva Unión. El segundo caso, “no sabe no responde”, 
también se trata de pobladores de las comunidades anteriormente 
citadas (Patiño, 2008a). 


Cuadro 9 
Población actual por comunidad 












































N2 Asentamiento N* Familias Hombres | Mujeres Total 
Ñ 7 Almendros 14 38 38 76 
2 Alto Ivon* 45 136 126 262 
3 Cachuelita 24 50 46 96 
4 Castañalito 4 17 14 31 
5 Cayuces 24 67 59 126 
6 Firmeza 5 15 15 30 
7 Fortaleza 5 20 18 38 
8 Las Palmeras y Paraíso** 15 55 38 93 
9 Las Petas 8 21 17 38 
10 arimono E 4 9 13 
11 otacusal 20 53 52 105 
12 úcleo 5 18 13 31 


























(Continúa en la siguiente página) 





26 La categoría “otro” involucra a aquellos grupos étnicos minoritarios (chiquita- 


no, itonoma) y aquellos que no se adscriben a ningún grupo indígena que viven 
dentro de la TCO. Dentro de este mismo grupo se encuentran los denominados 
por la población chacobo como karay. 
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(Continuación de la anterior página) 























N2 Asentamiento N* Familias Hombres | Mujeres Total 
13 | Nueva Unión 10 44 29 73 
14 | Nuevo Moxos- Tokio 3 10 8 18 
15 | Puerto Lata 13 26 33 59 
16 | Puerto Tujuré 2 6 6 12 
Total general 199 580 521 1.101 























*A la población de Alto Ivon se ha agregado la población de la comunidad 
de Salsipuedes. 


**A la población de Palmeras se ha agregado la población de la comunidad 
de Paraíso. 


Fuente: PGTI-TAPAYA, 2008. 


Del total de la población de origen étnico chacobo (859), el 30% 
habla chacobo, el 2% sólo castellano y el 51% es bilingúe chacobo y 
castellano. Los mayores porcentajes de hablantes chacobo se encuen- 
tran en las comunidades de Castañalito, Las Petas, Las Palmeras y 
Paraíso, comunidades asentadas en las riveras del río Yata dentro 
de la TICO. En relación con las personas bilingúes, los mayores por- 
centajes se registran en las comunidades de Motacusal, Alto Ivon, 
Cachuelita y Puerto Lata, las dos primeras ubicadas en la zona cen- 
tral y las otras en la zona de la carretera. Tanto en la comunidad de 
Alto Ivon como en Puerto Lata se encuentra el porcentaje —aunque 
reducido— de hablantes monolingúes (castellano) de origen chaco- 
bo. En relación con la población cavineña, de los 60 habitantes que 
se declaran como tal, el 20% habla cavineño (12 personas), 56% son 
bilingúes (castellano-cavineño) y 12% sólo habla castellano. En re- 
lación con los pacahuara y tacana, se observa que los primeros, por 
ser un número reducido de población, hablan el idioma chacobo, que 
además pertenece a la misma familia lingúística (pano), mientras los 
tacana son monolingúes de castellano (Patiño, 2008a). 


Servicios básicos 


Son nueve las unidades educativas dispersas en toda la TCO; de 
ellas, sólo seis están registradas en el sistema educativo, siendo el resto 
dependientes de otras unidades. En lo que respecta a la cantidad de 
alumnos, el año 2006 se registraron 311 alumnos, siendo la deserción 
escolar de 2,9%. 
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El principal centro educativo está ubicado en la comunidad de 
Alto Ivon, el mismo que cuenta con resolución para su funciona- 
miento hasta Cuarto Medio. Pese a ello, hasta el año 2007, sólo se 
pudo contar con seis alumnos en Segundo Medio. Esta situación se 
debe a la falta de infraestructura caminera, que dificulta el acceso al 
centro educativo desde poblaciones dispersas y, también, porque los 
jóvenes buscan pareja a temprana edad. 


En cuanto a la infraestructura en salud, se cuenta con una posta de 
salud ubicada en la comunidad de Alto Ivon, la misma que hasta el 
año 2007 era atendida por un sanitario y encargado de malaria (am- 
bos profesionales chacobo). El año 2008, la capitanía logró convencer 
a dos profesionales (médico y enfermera) para que colaborasen en 
la atención a los pobladores de la TCO, debido a que hasta esa fecha 
eran muy pocos los profesionales dispuestos a trabajar en la zona. 
También, lograron gestionar una camioneta para que pudiera tras- 
ladar a los eventuales enfermos hasta la posta o el centro de salud 
en Riberalta. 


Una de las grandes dificultades que atraviesa la población es la 
falta de agua en temporada seca. Sólo las comunidades de Alto Ivon 
y Motacusal cuentan con agua subterránea, el resto de las comunida- 
des debe necesariamente recurrir a agua estancada, cuyo consumo 
origina enfermedades. 


Se cuenta con caminos que unen a las comunidades de la zona 
central de Alto Ivon con los de la carretera (Cayuces, Nueva Unión, 
Cachuelita), siendo frecuente el tránsito de movilidades. Para las co- 
munidades asentadas en el sector este de la TCO, el único medio de 
transporte es el fluvial. En cuanto a la comunicación, la mayoría de 
las comunidades cuenta con radio de banda corrida, constituyéndose 
en el principal medio de comunicación. 


Característica económica productiva 


Las actividades que desarrollan los pobladores dependen de la 
ubicación espacial en la TCO. Para las familias que viven a lo largo de 
la carretera que une Santa Rosa con Riberalta y los de la zona central 
de Alto Ivon, la principal actividad es la agricultura, complementada 
por la recolección de productos no maderables, crianza de ganado, 
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artesanía y, en menor proporción, la caza y la pesca. De manera in- 
versa, para las familias que viven en la zona este de la CO, cerca 
de los ríos Yata y Benicito, la caza, la pesca y la recolección son las 
principales actividades, complementadas con agricultura, ganadería 
y artesanía. 


En la actualidad, la castaña y el palmito son los productos no ma- 
derables destinados a la comercialización, convirtiéndose en nexos 
entre la lógica no monetaria con la monetaria. Estos dos productos 
se mueven bajo el sistema del habilito, al cual muchas familias en la 
actualidad han renunciando por los bajos beneficios que obtienen y 
para evitar la dependencia de los comerciantes. 


2. Derechos Políticos: Organización, normas y 
planificación 


2.1. El sistema organizativo 
Funcionalidad del sistema organizativo 


La primera referencia histórica sobre la organización de los cha- 
cobo la realiza Cardus (1886), señalando que los chacobo constituían 
una sociedad nómada organizada en aldeas diseminadas y distantes 
unas de otras. Las aldeas se ubicaban entre el río Yata y Genesguaya, 
existiendo otras cerca a los centros gomales. Cada sector respondía a 
un capitán, el mismo que mantenía relación con los otros para activi- 
dades rituales y productivas. Producto de la influencia del Instituto 
Lingúístico de Verano (ILV), la representación recayó en una sola 
persona a la que se denominó capitán grande. 


En la actualidad, el sistema organizativo de la población responde 
a la distribución territorial en tres sectores de su población dentro de 
la TCO. El primer sector está constituido por siete comunidades de 
la Central Alto Ivon, adyacentes a la zona que los chacobo denomi- 
nan como Tapaya (lugar de almendra). Este sector es habitado por 
el mayor número de familias dentro de la TCO (38%). El segundo 
sector lo componen cuatro comunidades ubicadas entre la carretera 
Riberalta-Reyes; de las cuatro, dos están habitadas por pobladores 
no chacobo. El tercer sector lo integran las comunidades adyacentes 
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a los ríos Benicito y Yata, este último límite natural de la TCO en el 
sector este. 


Debemos resaltar que, desde el traslado de gente chacobo prove- 
niente de las zonas del río por parte del ILV, la comunidad de Alto 
Ivon se constituyó en el principal centro productivo” y social” de la 
población que habita la TCO (Gráfico 4). 


La distribución espacial de la población lleva a contar con dos 
niveles organizativos: el comunal y de TCO. 


La estructura organizativa en el nivel de comunidades difiere una 
de otra, dependiendo de su grado de complejidad. Por ejemplo, la co- 
munidad de Alto Ivon cuenta con una estructura organizativa de siete 
miembros (presidente comunal, vicepresidente, secretarías de tierra 
y territorio, salud, actas y otras) a diferencia de varias comunidades 
del sector de río, que cuentan con dos representantes (presidente y 
vicepresidente comunal). La elección de dirigentes es variable, man- 
teniéndose en el cargo entre dos a tres años en las comunidades de 
la zona central y carretera, 0 permanecen por varios años en algunas 
comunidades de la zona del río, donde los dirigentes generalmente 
son los fundadores de la comunidad. 


En el nivel de TCO, la estructura dirigencial cuenta con dos re- 
presentantes (primer capitán, comúnmente conocido como capitán 
grande, y segundo capitán), elegidos de acuerdo con la descendencia 
de clan familiar. Desde hace más de 15 años, el clan familiar que 
dirige el pueblo es la familia Ortiz. Una de las particularidades del 
ejercicio del cargo, que caracteriza a la organización, es su duración 
indefinida. 





27 Hasta la década de los años 80, la goma y, en la actualidad, la castaña y el pal- 


mito. 


28 En la comunidad de Alto Ivon se encuentran establecidas: la posta de salud y 


la unidad educativa central; se cuenta con telefonía y es lugar de residencia del 
capitán grande. Además de ello, cada 3 de agosto se celebra en la comunidad la 
principal fiesta del pueblo chacobo, a la cual acuden pobladores de diferentes 
comunidades. 
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Gráfico 4 
Sistema organizativo dentro la TCO Chacobo-Pacahuara 
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de la TCO. 


En cuanto al grado de representatividad, vemos que, antes de la 
demanda de la TICO, la capitanía representaba sólo a las poblaciones 
chacobo y pacahuara. En la actualidad, esta representación se amplió 
a otros habitantes que viven dentro la TCO, que, como ya observamos 
en la composición étnica de la población, pertenecen a los pueblos 
tacana y cavineño. Sin embargo, es recién en los últimos dos años 
que esta representatividad se hace efectiva. 


Fruto de las capacitaciones recibidas y la concienciación de di- 
rigentes y pobladores de la CO en torno a la participación de las 
mujeres, el último semestre del año 2008 se conformó la Organización 
de Mujeres Indígenas Chacobo (OMICH), constituida —a diferencia 
de la capitanía— en el nivel de TCO, por mujeres jóvenes que están 
consolidando su acción lentamente. 
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De acuerdo con el reglamento de la TICO, se tiene prevista la rea- 
lización de tres asambleas en el año: la primera extraordinaria, sujeta 
a convocatoria, en el primer trimestre del año; la asamblea ordinaria, 
celebrada a mediados del año, y la tercera, denominada consultiva, 
a finales del año, ámbito que sirve para evaluar y planificar acciones 
de la última y nueva gestión, respectivamente. 


Una de las particularidades en el sistema organizativo de la TCO 
es que convergen lógicas estructurales diferentes. Por un lado, la 
estructura en el nivel de la TCO, que responde a “los usos y costum- 
bres” establecidos hace varias décadas y, por otro, las estructuras 
comunales y de la nueva organización de mujeres similares a las 
adoptadas por los sindicatos campesinos. 


La estructura organizativa es operativa al considerar una funcio- 
nalidad complementaria entre niveles. Los capitanes coordinan con 
los presidentes comunales, en especial de Alto Ivon, delegando a las 
secretarías respectivas, acciones y responsabilidades en el proceso 
de gestión. Similar propósito se viene estableciendo con la directiva 
de la OMICH. 


Esa organización que tenemos por usos y costumbres me parece bien, 
así uno va acompañando a los presidentes, aunque no solamente 
en una región donde hay que trabajar con todos los presidentes 
comunales. Ahí debajo del presidente comunal están el secretario 
de educación, el secretario de tierra y territorio, comparados hoy en 
día con todas las capitanías... No quiero farsearme, pero tenemos 
una forma de organización propia, nuestra netamente. Había unos 
hermanos de otras TCOs que quizá antes tenían la misma organiza- 
ción; como había cambios y otros, ahora más bien está corriendo una 
forma de organización de los campesinos; quizás porque ya existe 
campesinos en medio de las TCOs; quizás por esa experiencia que 
tienen ya están cambiando. Pero, sin embargo, nosotros como TCO 
Chacobo-Pacahuara no queremos eso (Maro Ortiz, Capitán Grande 
TCO Chacobo-Pacahuara). 


Si bien dentro de la estructura orgánica de la TCO no se encuentra 
el equipo técnico indígena, es indudable el papel y roles designados 
por su pueblo y su dirigencia, convirtiéndose en promotores y even- 
tuales asesores en los dos niveles (comunal y de TCO), gozando, a 
diferencia de otras TCOs, de un estatus similar al del capitán. 
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Funcionamiento y/o grado de dependencia interna 


Paralela a la modificación del sistema organizativo, la relación 
entre niveles sufrió modificaciones, pasando de una hegemonía 
vertical e impositiva por parte del representante natural (capitán 
grande) a un nivel de consenso y disenso promovido por la máxima 
autoridad del pueblo, que es la asamblea, y la parte operativa, que 
son los capitanes y presidentes comunales. 


Con estos cambios, el relacionamiento entre comunidades y la 
organización matriz adquirió una nueva dinámica. Las comunida- 
des ubicadas en el sector del río tienden a relacionarse más con los 
capitanes, originando mayor grado de dependencia, en comparación 
con las comunidades no chacobo asentadas en la zona de carretera. 
Por su parte, las comunidades chacobo asentadas en el sector carre- 
tero tienen un nivel de relacionamiento intermedio. En cuanto a las 
comunidades del sector central, tienden a relacionarse entre ellas y 
con la directiva de la organización de manera más frecuente, pro- 
bablemente porque el capitán vive en este sector y, además, la sede 
física (con un ambiente) de la organización está en el lugar. El grado 
de dependencia de las comunidades con la organización se traduce 
sobre todo en la resolución de conflictos. 


En relación con la participación de la mujer, debemos hacer un 
paréntesis para describir los cambios sustanciales que se vienen 
introduciendo e influyen en el funcionamiento de la organización 
indígena. La mujer tenía prohibido participar en actividades públi- 
cas (salvo las festivas) relacionadas con la toma de decisiones”. El 
derecho de participar en instancias de organización nace del trabajo 
realizado por la CIDOB en estos tres últimos años que ha promovido 
la inclusión de mujeres en el proceso de gestión de sus territorios. 
Estas acciones son decisión de la población en su conjunto, para in- 
sertar a las mujeres en la toma de decisiones y acciones relacionadas 
con la gestión de su territorio. 





2 Referentes históricos demuestran que, en la sociedad chacobo, los hombres se 


reunían luego de cada jornada en un galpón al que se restringía el ingreso de 
mujeres. 
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Nosotros, como chacobo, no le dábamos oportunidad, porque la 
mujer tenía que estar en la cocina, era como un reglamento, igual los 
jóvenes, yo me he acostumbrado con mi padre... no molestábamos en 
la conversación de mayores... ahora ha habido un cambio bastante... 
porque en el nivel dirigencial se ha aportado también... hubo bastante 
cambio para mí. Antes existían comunidades que no hacían partici- 
par a la mujer, los varones indicaban “no va a poder caminar tanto” 
y tienen razón, pero al otro lado también hay mujeres que quieren 
conocer cómo es la reunión; porque hasta la fecha hay mujeres que no 
conocen qué es asamblea y es porque sus maridos no las han traído... 
yo eso escuché en la comunidad Las Petas, las señoras me dijeron: “yo 
quiero ir a la asamblea, quiero ver que hacen”(Maro Ortiz, Capitán 
Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


A finales del año 2008 se crea la organización OMICH, para 
promover dentro y fuera de la organización las siguientes acciones: 
a) Tener una organización que represente a la mujer y defienda el 
derecho a no ser abusada ni moral ni físicamente; b) Contar con una 
instancia que represente a la mujer ante la capitanía para ser inclui- 
da en las actividades que se implementan dentro la organización; c) 
Apoyar a la directiva de la capitanía para la realización de acciones 
propuestas; y d) Captar fondos económicos para realizar actividades 
de inclusión de la mujer. 


En la actualidad, al ser una organización de reciente creación, su 
radio de acción es más con las comunidades de la zona central y con 
las dos comunidades no chacobo de carreteras, lo cual se atribuye a la 
presencia de sus representantes en esas comunidades (Gráfico 5). 


El funcionamiento adquirió un dinamismo diferente con la imple- 
mentación y puesta en vigencia del sistema normativo, que poco a 
poco se va implementando, por la poca práctica que tiene el pueblo 
de regir sus acciones con base en un documento escrito. Las accio- 
nes emprendidas por la directiva de la capitanía y gran parte de la 
población responden a lo escrito en el reglamento. 


Las decisiones gozan de una mayor legitimidad por ser tomadas 
en cuenta en escenarios como las asambleas ordinarias y extraordi- 
narias, celebradas tres veces al año; las mismas sirven de mandato 
para la directiva de la capitanía y de las comunidades. En el nivel 
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comunal, las del sector carretero y central se reúnen una vez al mes; 
en cambio, en las del sector del río, se hace menos frecuente. 


Gráfico 5 
Esquema del relacionamiento organizativo TAPAYA 











7 
2 Comunidades 
Comunidades de la Central 
Carretera _| ————2=7 (Alto lvon) 






6 
Comunidades 
del Río 




















ES 


2 
Comunidades 
Carretera 
(No chacobos) 

















Niveles de relacionamiento: 
Mayor relacionamiento. ="_— Buen relacionamiento 


Poco relacionamiento --------- Débil relacionamiento === 











Fuente: Elaboración propia con base en PGTI TAPAYA, 2008. 
Reconocimiento externo a la forma de organización 


La estructura orgánica dirigencial en el nivel de la TCO difiere 
de las otras organizaciones indígenas de la Amazonia, tanto por 
la estructura (dos representantes) como por la forma de elección 
(linaje); es objeto de observación incluso por otras organizaciones 
indígenas pertenecientes a la CIRABO. Pese a ello, esta característi- 
ca se mantiene y se ha fortalecido al ser considerada por el pueblo 
chacobo-pacahuara como una esencia que identifica y diferencia a 
su pueblo, que, si bien aparentemente no puede ser operativo, sí es 
funcional en la medida en que se complementa con estructuras de 
la comunidad de Alto Ivon y la OMICH. 
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Nuestra forma de organización es totalmente diferente... es nuestros 
usos y costumbres, no queremos perder eso... En la actualidad es más 
funcional la directiva, hay mayor coordinación entre la capitanía y 
los presidentes... luego que nos hemos organizado algo bien ya se 
ven los resultados... los presidentes están más motivados... antes no 
había eso, el presidente comunal era de nombre, no había mejora... en 
las reuniones no le daban importancia. Ahora que estamos dos años 
con nuestro proyecto GTI se ve más adelanto (Maro Ortiz, Capitán 
Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


En cuanto al reconocimiento de la estructura orgánica por instan- 
cias del Estado, como el municipio”, la aparente poca operatividad de 
la estructura no influye en las acciones que se desarrollan con institu- 
ciones municipales y otras de Riberalta (SEDES, Dirección Distrital, 
otras), por apoyar su acción operativa en las secretarias de nivel co- 
munal y, además, por las secretarías de su regional CIRABO. Es decir, 
toda acción que pretenda realizar la capitanía chacobo-pacahuara goza 
de respaldo y seguimiento constante por las secretarías de CIRABO. 


Esta funcionalidad tiene sus virtudes si se considera el grado de 
representatividad de la comunidad de Alto Ivon y de la CIRABO. En 
el primer caso, Alto Ivon se caracteriza por ser la comunidad donde 
se tiene centralizado el núcleo educativo, la posta de primer nivel, el 
centro productivo de castaña y la sede de la organización. En cuanto 
a la CIRABO, su estructura está representada por personas elegidas 
de la organización chacobo-pacahuara. 


2.2. Sistema normativo 
Legitimidad y funcionalidad del sistema normativo 


Antes de la conformación y consolidación de la organización 
chacobo-pacahuara, la población respondía a las disposiciones del 
capitán grande. Carente de un sistema normativo escrito y de libros 
de acta que reflejasen la memoria histórica de encuentros y resolución 
de conflictos, la organización basaba su accionar en lineamientos y 
disposiciones de la CIRABO. 





30 Haremos referencia al municipio de Riberalta, con el que se tiene mayor rela- 


ción en comparación con el de Exaltación. 
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Producto de la asamblea realizada el año 2006, la población de- 
cidió elaborar un reglamento que tuviera como principios políticos: 
mantener la integralidad de su territorio y promover la participación 
equitativa de hombres y mujeres. Bajo este mandato, las comunida- 
des elaboraron propuestas de reglamentos tomando en cuenta los 
niveles normativos de TCO y comunidad, como también el contenido 
de temas que consideraron necesarios por entonces. 


Con las propuestas comunales se diseñó el reglamento de la TCO, 
documento que fue presentado y modificado en instancias destina- 
das para este fin: dos asambleas generales. Producto del proceso de 
socialización, los asambleístas decidieron que la propuesta final fuera 
traducida al idioma chacobo, para que pudiera ser entendida por la 
mayoría de la población y consolidar la apropiación del reglamento. 


No interesa el tiempo que dure la elaboración del reglamento... esto 
debe ser como en la constituyente; si se tarda un año, no importa, 
pero debe de ser conocido y aceptado por todos (Asamblea chacobo- 
pacahuara, Rabí Ortiz, Presidente CIRABO, 2006). 


Producto de la conclusión de la asamblea, se conformaron comi- 
siones con personas conocedoras del idioma chacobo, para poder 
realizar la traducción del reglamento, trabajo que posteriormente 
fue presentado en tres asambleas continuas (septiembre y noviem- 
bre de 2006 y abril del 2007), donde los asambleístas observaron la 
traducción de términos. 


Esta actitud de los pobladores de la TCO demuestra el grado de 
participación y compromiso para la elaboración del reglamento, acen- 
tuadas sobre todo en la fase de traducción, debiendo buscar palabras 
coherentes a fin de evitar tergiversar el sentido de las palabras. 


La aprobación y puesta en vigencia del sistema normativo se inició 
en septiembre de 2007. Desde entonces, el reglamento se difundió en 
distintas instancias, como las reuniones comunales y de la TCO; con 
el fin de efectivizar la difusión, se entregó a cada familia un ejemplar 
del reglamento. 


Los reglamentos deben de ser entregados no sólo al dirigente, sino a 
la mayor cantidad de los pobladores. Hay veces, no toda la gente sabe 
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sobre el reglamento, algunos dirigentes no saben leer y puede servir 
para que otros que tienen puedan explicarlo (Asamblea chacobo- 
pacahuara, Bari Ortiz presidente Comité Proyecto Castaña, 2007). 


A un año de su aprobación, los pobladores y líderes de la TCO 
consideran que el reglamento viene implementándose de manera 
paulatina por las comunidades, influyendo como factores para su 
poco o mejor cumplimiento el liderazgo de los dirigentes y la con- 
ciencia de la población. 


Ha sido no tan difícil porque está en idioma chacobo; entonces, 
ha sido fácil... dos comunidades indican que se aplica por lo que 
se entiende bien. Antiguamente, los antepasados tenían la ley del 
monte, era más serio, los resultados. Nos ha costado mucho hacer 
nuestro reglamento, por eso no era aprobarlo nomás en 7 Almendros 
o Cachuelita. Ahora se entiende... en el futuro se tiene que hacer en 
cavineño (Buca Durán, dirigente comunidad Trinidadcito, 2007). 


Como ejemplo del ejercicio y grado de cumplimiento del sistema 
normativo, podemos citar el espacio abierto para la participación con 
equidad de género y generación en las asambleas de TCO, la redis- 
tribución de beneficios generados por la actividad de recolección y 
comercialización de castaña; la institucionalización de las asambleas, 
promoviendo una mayor democratización y control social por parte 
de la población, entre los aspectos de mayor relevancia. 


Por otra parte, las debilidades para el cumplimiento del sistema 
normativo se efectivizan en temas relacionados con el control y el uso 
del territorio, donde los pobladores incurren en realizar chaqueos, 
en lugares cercanos a los castañales, la venta discrecional de madera 
por parte de algunas personas y comunidades, entre las más impor- 
tantes. Una debilidad para el cumplimiento del sistema normativo 
es atribuible al cambio de la dirigencia en las comunidades de la 
zona central y de la carretera, comprometiendo al funcionamiento 
del sistema normativo. 


En cuanto a las comunidades del río, en la práctica, utilizan el 
reglamento para hacer prevalecer sus derechos frente a personas 
externas de la TCO, originando en muchos casos conflictos por el 
poco reconocimiento del documento por parte de estos sectores. 
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En síntesis, podemos destacar que el ejercicio de sus derechos en la 
elaboración y funcionamiento del sistema normativo se refleja en: 


— La utilización de términos sencillos para facilitar la compren- 
sión y empoderamiento por los pobladores. 


— La participación efectiva de las mujeres para la elaboración del 
reglamento. 


— Llegar a consensos con pobladores de diferentes culturas (cha- 
cobo, pacahuara, cavineño y tacana). 


— Traducir el reglamento al idioma nativo como forma de forta- 
lecer la identidad del pueblo. 


- Institucionalizar las asambleas como ámbitos para la elabora- 
ción, deliberación y cumplimiento de los reglamentos. 


— Fortalecer la defensa y uso de los recursos de su territorio frente 
a diferentes actores. 


Cualidades del sistema normativo 


El sistema normativo se caracteriza por ser un solo reglamento 
al cual están sujetos todos lo habitantes de la TCO. Este documento, 
al realizarse de manera paralela a los planes de gestión territorial, 
responde a la visión del pueblo, pero sobre la base de sus conflictos 
actuales. Esta característica asegura su uso práctico. 


El reglamento es sencillo en la medida de haber sido realizado por 
técnicos indígenas, los que apoyaron en su redacción y traducción 
en idioma chacobo. 


Reconocimiento externo al sistema normativo 
Los sectores formales (municipio, prefectura) reconocen implí- 


citamente el estatuto orgánico” de una organización, al convertirse 
este documento en un requisito para la obtención de la personería 





31 La organización chacobo-pacahuara, al no contar con un estatuto orgánico, 


utilizó el de su regional CIRABO para realizar trámites legales, entre ellos, la 
demanda del territorio. 
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jurídica y la demanda territorial. Este hecho no fue un impedimento 
para que la organización chacobo-pacahuara lograse la obtención de 
su personería, en el nivel supracomunal, documento utilizado para la 
representación de las organizaciones comunales. Por tanto, el recono- 
cimiento del sistema normativo se limita a un documento que sirve 
para el otorgamiento y reconocimiento de la personalidad jurídica y, 
por ende, pasible a otorgación de derechos y obligaciones. 


Con el fin de poder colmar las expectativas de las instituciones 
del Estado, las organizaciones indígenas y, en este caso particular, la 
CIRABO debieron elaborar y redactar su sistema normativo apoya- 
das por entendidos en temas legales, por lo que en su contenido se 
encuentran palabras jurídicas desconocidas en el uso cotidiano del 
lenguaje en las poblaciones indígenas. 


Promulgado el reglamento de la CO en el 2007, el año 2008 se 
iniciaron la difusión y el cumplimiento de estos reglamentos. Estas 
acciones abarcaban las relaciones con otros sectores de la sociedad 
civil (empresarios, terceros y comerciantes). La población se dio a la 
tarea de socializar e influir para la aplicación paulatina del reglamen- 
to. Además de los pobladores dentro de la TCO, los otros sectores 
debían adaptarse a la lógica de respeto al sistema normativo. 


En los hechos, estas acciones fueron poco reconocidas por terceros 
y pirateros de madera, negando constantemente la aplicación e inje- 
rencia del reglamento en las relaciones económico-productivas que 
desarrollan. Los mecanismos que optaron cuando vieron afectados 
sus intereses fueron la intimidación y sacar ventaja de los pobladores 
analfabetos, causando en algunos casos miedo y afectando la autoes- 
tima y confianza de la población. 


También hay ingresos de terceros que sacan recursos naturales (hue- 
vo de peta), pero lástima que tienen los compañeros del río Yata y 
Benicito no saben leer, aunque tengan en la mano (el reglamento), el 
tercero, cazadores o comerciantes les dicen: “A ver, léelo y después 
yo lo voy a leer”, pero lástima que no saben leer, pero lo muestran, 
es como escopeta, pero sin cartucho. Sobre madera cuando muestra 
el reglamento dicen: “eso no vale, eso no sirve”; bueno, lindo fuera 
que lo tenga firmado y sellado. Pero el otro empresario que es barbón 
y alto se cree grandote y dice: “si vos vienes otra vez, te voy a dar... 
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eso no sirve, es sólo un papelito” (refiriéndose al reglamento). Hable- 
mos de Castañalito: si yo voy con el reglamento, a mí me amenazan 
a balas, a tiros y esos bastante nos duele, es falta de difundir con el 
presidente, capitanía (Gerson Soria, comité de vigilancia chacobo- 
pacahuara). 


Pese a estas limitaciones, los pobladores del sector río, en la 
medida de lo posible, promueven el cumplimiento del reglamento, 
mecanismo que utilizan como forma de hacer prevalecer sus derechos 
frente a externos. 


Para los líderes chacobo, el desconocimiento del reglamento se 
debe a la débil difusión de estas normas en otros contextos fuera 
de la TCO, proponiendo realizar una difusión masiva a través de 
programas radiales y prensa escrita. 


2.3. Planificación, participación y relacionamiento 
Elaboración de planes 


Son pocas las experiencias concretas en la elaboración de planes 
por parte de la población chacobo-pacahuara. Una de las más re- 
cientes fue el apoyo y la relativa participación en la elaboración de 
planes anuales forestales, para las dos empresas que operan dentro 
de la TCO. 


En cuanto a la participación en la elaboración de los POAs muni- 
cipales, hasta el año 2006 fue nula, atribuible a factores como el poco 
conocimiento de la población sobre los mecanismos de participación 
y control previstos en la Ley de Participación Popular y los meca- 
nismos poco efectivos de difusión por parte de las instituciones del 
Estado. 


A mediados del año 2006 y obtenidos los diagnósticos comunales 
y de TCO, el pueblo chacobo emprendió el trabajo de elaboración 
del Plan de Gestión Territorial Indígena; para el mismo, primero, la 
población definió los niveles de planificación (comunal y de TCO), 
bajo el principio de integralidad territorial. En cada comunidad se 
convocó a reuniones donde participaron varones y mujeres para 
el diseño del plan comunal considerando ocho temas centrales 
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(organización, salud, educación, recursos naturales, economía, con- 
trol territorial, servicios básicos y producción) y los planes anuales 
comunales, donde no necesariamente se incluyeron todos los temas. 
Con los planes comunales concluidos, técnicos locales elaboraron una 
propuesta del Plan de Gestión Territorial, la misma que fue presenta- 
da y validada por la asamblea anual de 2006, oportunidad donde se 
diseñó el plan anual de la TCO, que recogía acciones y demandas de 
cada uno de los planes anuales comunales y se añadían actividades 
específicas propuestas por los capitanes. 


Para la elaboración del plan anual de la TCO, eso nace de una asam- 
blea, pero viendo todas las planificaciones de las comunidades... este 
año a todas las comunidades hemos entregado planes comunales, 
falta la entrega al capitán, para que con base en eso vaya fijando su 
trabajo (Mario Dávalos, coordinador indígena GTI-TAPAYA). 


La diferencia sustancial que puede existir entre el Plan de Gestión 
Territorial Indígena y el Plan de Desarrollo Municipal, entre el Plan 
Anual Comunal y el Plan Operativo Anual Municipal, radicaría en 
tres aspectos: primero, el grado de participación de la población 
(varones y mujeres) a la hora de elaborar los planes en los distintos 
niveles; segundo, la integralidad de temas que se consideran (ocho); 
tercero, la corresponsabilidad de acciones propuestas por los po- 
bladores (con apoyo y sin apoyo), que son complementarias para 
la consecución de objetivos; cuarto, el PGTI, a diferencia del PDM, 
contempla un presupuesto previsto para su ejecución. 


La legitimidad en la elaboración de los planes comunales y de 
TCO se hace efectiva por los instancias previstas para su diseño, las 
mismas que pasan desde un ámbito comunal donde la población 
participa, decide y valida las actividades planificadas en un ámbito 
de TCO, donde la población participa, se socializa, se llega a un 
consenso y posterior consentimiento de las actividades planificadas 
desde el nivel comunal hasta el de TCO. 


Ejecución y control social 
El principal factor que influye en la ejecución de las actividades 


planificadas tiene relación con la responsabilidad que adquiere la 
población tanto en el nivel comunal como de la TICO. Resultado de 
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la práctica, inicialmente, los pobladores se daban a la tarea de “pla- 
nificar” varias actividades, las que eran difíciles de cumplir en el 
tiempo. Ahora, fruto de la práctica y responsabilidad compartida, las 
comunidades optan por planificar menos actividades, para facilitar 
su implementación. 


La mayoría de la zona central está cumpliendo. Primero, planificaban 
15 y 16 actividades, pero no lo hacían, sólo cumplían 5 ó 6. Ahora, 
de a poco, de la zona central y carretera están cumpliendo. La zona 
de los ríos Yata y Benicito (le dan) poca importancia, recién cuando 
visita el capitán se están moviendo. La mayoría del río es un fracaso 
(Gerson Soria, comité de vigilancia chacobo-pacahuara). 


Entre las actividades planificadas, un porcentaje de 40 a 50% es co- 
responsabilidad con la alcaldía y otras instituciones gubernamentales 
y no gubernamentales. En muchos casos, por factores como el mal 
manejo de fondos o recortes presupuestarios en alcaldías y ONGs, 
no se cumplen las actividades previstas, afectando de manera directa 
la ejecución de los planes anuales comunales. Sin embargo, una de 
las principales características para su cumplimiento es la voluntad 
política de la capitanía por hacer cumplir las actividades planificadas, 
promoviendo y facilitando a través de su equipo técnico local. 


En cuanto a las formas de seguimiento, una de las principales son 
las visitas programadas por el equipo técnico y la directiva de la ca- 
pitanía a las comunidades, donde, a través de reuniones y recorridos 
in situ, se logra conocer el grado o porcentaje de avance de cada una 
de las actividades planificadas. 


Con los resultados logrados y sistematizados, dentro de la agen- 
da de la asamblea, se aborda nuevamente este tema con el fin de 
socializar a toda la población de la TCO, la misma que autoevalúa 
los avances logrados primero en el nivel comunal y luego en el nivel 
de la TCO. 


Debido al alto porcentaje de analfabetismo y como forma de di- 
namizar el seguimiento a los planes, de manera ingeniosa, técnicos 
chacobo construyeron un sistema de colores, al que denominaron 
“semáforo”, por considerar los colores rojo, amarillo y verde. Cada 
uno de estos colores tiene un grado de puntuación cualitativa. Por 
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ejemplo, si una actividad no fue ejecutada por la comunidad, en 
asamblea se decide colocar el color rojo; si la actividad está cumplién- 
dose, se le asigna un color amarillo y si la actividad fue ejecutada, se 
la asigna el color verde. 


En los recorridos, nosotros hacemos evaluación, lo anotamos todo 
y lo pasamos en la computadora. Luego, otra vez en la asamblea se 
toma nuevamente el tema para que se refresquen. Por ejemplo, esa 
evaluación nos sirve para conocer qué comunidad ha cumplido, por 
decir, las comunidades que eran últimas el pasado año ahora este año 
son los primeros. Un presidente de Firmeza dijo: “Gracias, pensé que 
estos jóvenes que visitan la comunidad no iban aclarar eso... a mí me 
da vergilenza, compañeros, que mi comunidad no hubiera cumplido”. 
Eso se reflejó bastante en las comunidades... todos los presidentes 
quieren conocer quién es el primero... esa es la forma de cómo hacemos 
nuestra evaluación (Mario Dávalos, coordinador indígena GTD. 


Las asambleas ordinarias y extraordinarias constituyen escenarios 
ampliamente dinámicos y participativos, donde cada presidente 
comunal socializa al resto sus alcances y avances con base en lo pla- 
nificado, lo que es evaluado y ponderado por el resto de la población. 
Estos mecanismos rescatan principios de reciprocidad y aliento, antes 
que la crítica y desmotivación. En los dos últimos años, en la última 
asamblea, se evalúan las actividades cumplidas en todo el año y se 
planifican las actividades del próximo año. Esta actividad se cons- 
tituye en un principal “eslabón” para concertar las demandas a ser 
insertas en los POAs municipales. 


Debido a que esta forma de encarar las actividades es nueva en la 
lógica de la población, en la actualidad son las comunidades de las 
zonas central y de la carretera las que se apropian más de la metodo- 
logía en comparación con las del río, lo cual responde a la exigencia 
de la capitanía y el seguimiento que realizan los técnicos indígenas. 


Reconocimiento y articulación (nivel municipal) 


Antes del año 2006, el relacionamiento con las alcaldías de 
Riberalta y Exaltación fue prácticamente infructuoso, debido al 
desconocimiento de los funcionarios de la alcaldía sobre la socie- 
dad chacobo, dueña del territorio. Por otra parte, en relación con el 
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municipio de Exaltación, al encontrarse muy distante y sólo contar 
con acceso aéreo desde las comunidades chacobo, el relacionamiento 
fue prácticamente nulo. 


Pasados 12 años de la puesta en vigencia de la Ley de Participa- 
ción Popular, por primera vez, la organización indígena participa de 
manera efectiva en la elaboración de los planes operativos anuales 
municipales. La demanda de la población responde a los planes co- 
munales y planes anuales comunales, que cada comunidad elabora 
y presenta a la asamblea, la misma que lo aprueba. Este ámbito de 
coordinación fue denominado “cumbre de los Chacobo” por el co- 
mité de vigilancia 


En cuanto a la priorización y llenado de formularios, éstos son 
entregados a cada representante comunal, quienes, junto a los dele- 
gados, priorizan dos actividades insertas en el plan anual comunal 
y las presentan a la asamblea, que las aprueba. Luego, el comité de 
vigilancia se constituye en la CIRABO, para recabar el respaldo a la 
propuesta, para luego ser recién presentada a la alcaldía. 


Tenemos que coordinar con el presidente de CIRABO y el capitán. 
Con ellos, debemos ir a las cumbres donde nos entregan formulario... 
Luego, cuando manda “toro” (presidente de CIRABO) o capitán 
convocatoria, la gente acude y se lo decimos en idioma. O sea, noso- 
tros hemos realizado “cumbre de los chacobo”, yo lo he nombrado... 
ningún karay ha dicho nada, éramos puro nosotros. Con base en las 
necesidades y demandas de las comunidades en las asambleas y con 
base en sus planes comunales se trabajó; si no se cumplió, se lo mete 
de nuevo, lo hice antes del 18; sellado y firmado de la comunidad. 
Luego, voy a CIRABO, él va a revisar si está de acuerdo o no... lo tiene 
que revisar y si está de acuerdo, lo firma... y recién vamos a la cumbre 
de la alcaldía. O sea primera vez que hicimos “cumbre de chacobo” 
(Gerson Soria, comité de vigilancia chacobo-pacahuara). 


Los avances logrados por parte de la organización para que los 
municipios reconocieran sus derechos han rendido frutos y fueron 
propiciados por el rol que desempeñaron los técnicos indígenas en 
la conformación del comité de vigilancia y su capacidad de articular 
las acciones del municipio (en términos de planificación) con las de 
su pueblo. Resumimos una cronología de este proceso en el siguiente 
cuadro: 
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Cuadro 10 
Proceso cronológico de la participación y logros del pueblo chacobo 
en el gobierno municipal 


Monto 
Año Resultados presupuestado 
Bs. 





ntervenciones poco participativas en las cumbres de Riberalta. 

Viaje por primera vez al municipio de Exaltación, estableciendo reunión 
2006 | con el consejo y alcalde municipal. 250.000 
Realización de una primera reunión por parte del comité de vigilancia del 
municipio de Riberalta en territorio chacobo pacahuara. 





Debilidad en el relacionamiento con la alcaldía de Riberalta por la poca 








2007 : e ; . 3.000.000 
ejecución presupuestaria y el congelamiento de cuentas. 
Realización del primer consejo municipal en territorio chacobo-paca- 
huara. 

2008 | Diferenciación de cumbres rurales y urbanas, espacios donde los líderes 2.220.000 
indígenas tienen mayor oportunidad para argumentar y presentar sus 
demandas. 

















Fuente: Elaboración propia. 


Estos cambios sustanciales se deben a la articulación que reali- 
zan los técnicos, líderes de la TCO y pobladores, los mismos que 
comprenden que con una planificación se puede lograr insertar pro- 
puestas y, sobre todo, ejercer sus derechos. Si tomamos en cuenta el 
año 2006, la población chacobo contaba con un total presupuestado 
de Bs. 250.000, a ser empleado en el mejoramiento de un camino que 
pasa por la "CO y beneficiaba sólo a una estancia ganadera, y una 
bomba de agua para la comunidad de Nueva Unión. Para el 2007, se 
insertaron demandas equivalentes a aproximadamente Bs. 3.000.000 
y el 2008 se insertaron demandas equivalentes a Bs 2.220.000. 


Con el municipio quizá nos hemos tratado, falta quizá ejecutar y pedir 
por parte de mi persona... como le digo, no tenía documentos de in- 
forme, es por eso que recién estoy incursionando. Un poquito dolori- 
do porque del municipio de Riberalta se ha hecho, hay 23 demandas, 
de Guayaramerín 3 y de Exaltación hay 2. Estamos contentos, es una 
gran alegría porque primera vez que hemos insertado en Guayara- 
merín” (Gerson Soria, comité de vigilancia chacobo-pacahuara). 





2 La relación que mantiene la comunidad de Castañalito con el municipio de 
Guayaramerín es desde el apoyo recibido para la construcción de la unidad 
educativa con material externo. 
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Por tanto, con estas acciones, los pobladores, a través de sus diri- 
gentes y líderes locales, lograron paulatinamente ejercer sus derechos 
frente a las alcaldías, asistiendo y propiciando eventos y encuentros 
para ser escuchados en sus demandas. La presencia de un comité de 
vigilancia y el liderazgo del capitán promueven que en la actualidad 
se participe en la apertura de sobres y adjudicación de obras, por lo 
que tanto la alcaldía como los proponentes reconocen gradualmente 
al actor chacobo dentro el municipio. 


Hemos ido a la oficina de la alcaldía donde nos reunimos con todos 
sus técnicos y le dijimos que queremos tener una cumbre especial 
para campesinos e indígenas. Ya tenemos libertad de expresarnos 
y pedir la palabra... ya no nos pueden emborrachar los técnicos con 
palabras técnicas; ahora exigimos que nos aclare (Maro Ortiz, Capitán 
Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


En la actualidad, si bien esta apertura de reconocimiento de de- 
rechos por parte de los municipios es manifiesta, cabe resaltar que 
las gestiones ante estos organismos estatales se las realiza en el nivel 
de la capitanía y no así en el comunal, originando en la práctica un 
equilibrio de poderes. Si consideramos este elemento y avizoramos 
la tendencia autonómica indígena que nos plantea la actual Consti- 
tución boliviana con la sobreposición administrativa municipal en 
el territorio, consideramos poco probable la existencia de conflictos 
de incompatibilidad o intereses, debido a los pocos antecedentes de 
relación con los municipios y, sobre todo, por primar dentro de la po- 
blación una identidad de pueblo antes que una identidad municipal, 
como lo acontecido con algunos pueblos indígenas de Bolivia. 


3. Derechos Sociales: Derecho a la educación, salud y acceso al 
agua 


3.1. Derecho a la educación 
Participación Social 

La educación en el pueblo chacobo, antes de la llegada de los 
lingúistas, era de forma tradicional. A consecuencia de las transfor- 


maciones producidas en el contexto nacional, el Instituto Lingúístico 
de Verano (ILV) tuvo la tarea de implementar la educación formal 
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enseñándoles a leer y escribir. En un principio, la enseñanza estaba 
dirigida a la capacitación de jóvenes para que éstos se convirtieran 
en los profesores del pueblo. Cuando el ILV abandonó la zona, la 
Misión Evangélica Suiza (MES) se hizo cargo de las actividades y, 
de igual forma, siguió capacitando a más jóvenes en el nivel de ba- 
chillerato pedagógico; estos jóvenes se desempeñan como profesores 
en la actualidad. 


Actualmente, se cuenta con 10 unidades educativas dependientes 
del Núcleo Central “Francisco Bersati” que funciona en la comunidad 
Alto Ivon. Las seccionales educativas están en las comunidades Mo- 
tacusal, Cayuces, Nueva Unión, Cachuelita, 7 Almendros, Fortaleza, 
Las Petas, Las Palmeras y Castañalito. Las unidades que dependen 
administrativamente del municipio de Exaltación son Las Petas y 
Las Palmeras, mientras que las restantes dependen del municipio 
de Riberalta. 


Todas las unidades educativas de la TCO solamente cuentan con el 
ciclo primario y las aulas son multigrado. Si los estudiantes quieren 
cursar la secundaria, deben hacerlo en Riberalta. Como hacerlo es 
difícil, la mayoría se queda en sus comunidades. 


La central ubicada en Alto Ivon y dos seccionales sobre el río 
Yata han sido construidas con material traído de afuera. Existen dos 
seccionales que tienen el techo de calamina y paredes de madera 
(Motacusal y Cayuces) y las restantes cuatro son de material local (7 
Almendros, Fortaleza, Castañito y Nueva Unión). 


Respecto al equipamiento de los establecimientos, se observa que 
es precario e insuficiente, es decir, no hay material didáctico, piza- 
rras, pupitres, tizas ni mesas. Los maestros no cuentan con material 
elemental para impartir las clases. 


El número de inscritos para la gestión 2006 suma 311 alumnos, 
56% varones y 44% mujeres, distribuidos en todos los grados. El 
número de alumnos retirados es de 8, 5 hombres y 3 mujeres; las 
principales razones para la deserción escolar son las actividades de 
recolección de castaña y palmito. 


164 DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 





El número de docentes es de 17, 2 mujeres y 15 hombres. En el 
nivel profesional, 8 son normalistas y 9 interinos. Los profesores bi- 
lingúes son 12 y transmiten sus conocimientos en idioma chacobo. La 
relación maestro-alumnos es de 19 alumnos por cada profesor, lo que 
significa que está entre los parámetros normales de la educación. Del 
total de maestros, cuatro reciben su salario de la Misión Evangélica 
Suiza y los demás del Estado. 


Calidad y funcionamiento del sistema educativo 


Entre 1954 y 1996, el ILV y la Misión Evangélica Suiza elaboraron 
diferentes documentos en idioma chacobo; entre los más sobresa- 
lientes y relacionados con la educación están el diccionario chacobo 
y material didáctico bilingiúe para la enseñanza inicial. 


Pese a la difusión y utilización de estos materiales en las últimas 
décadas, una de las debilidades advertidas por dirigentes y po- 
bladores de base fue el no poder concretar la elaboración de otros 
materiales; producto de estas deficiencias es que las nuevas genera- 
ciones desconocen algunas características singulares de “la forma de 
ser” de los antiguos pobladores. 


Sí, no tenemos materiales educativos, antes los teníamos de la misión. 
Esos libros antiguos del 80 o del 75 había cómo se vestía nuestras 
abuelitas, veíamos la vestimenta de los antiguos, entonces esa es 
nuestra abuela. Ahora, si usted muestra las fotos de tayta wara, tayta 
caco [que son hombres], [los niños] dicen: “yusa!... yusa!... ¿y por qué 
está con aretes?” ... y eso es porque no les hemos enseñado la verdad, 
peor si pierdes la lengua nuestra, totalmente perdemos nuestros usos 
y costumbres, ya perdimos nuestro tiesto, flechas. Se ha planteado 
que se mantenga el idioma, si no ya no hablaremos ni en Riberalta. 
Por eso se lo digo al director distrital que no se quiere ver a un maes- 
tro de básico que no sepa chacobo (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO 
Chacobo-Pacahuara). 


Uno de los pocos intentos realizados en estos tres últimos años 
es el rescate de cuentos y tradiciones, trabajo encomendado a un 
profesor chacobo, quien viene construyendo estos documentos, los 
mismos que fueron presentados en su versión borrador a mediados 
del año 2008. 
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Al mismo tiempo, pese a que tenemos al profesor Caco Moreno para 
que pueda escribir cuentos, leyendas, yo dije en la asamblea: “¿dónde 
está esos materiales?”. No quiero hablar para el profesor; ahí en la 
normal están los folletos, documentos (Maro Ortiz, Capitán Grande 
TCO Chacobo-Pacahuara). 


Entre las observaciones que realiza la dirigencia está la poca 
difusión de estos materiales dentro de la TCO, en comparación con 
la difusión gradual de estos documentos en la ciudad de Riberalta, 
como también lo acontecido en la Normal Técnica, donde el idioma 
chacobo se está institucionalizando en la formación de maestros. 


En cuanto al número de docentes, 19 son los que trabajan en las 
unidades educativas; del total, 8 son chacobo (2008), el resto provie- 
ne de la ciudad de Riberalta. Debemos resaltar que estos profesores 
chacobo son resultado de la formación promovida por la Misión 
Evangélica Suiza y son los directos encargados de dictar clases al pri- 
mer ciclo de primaria (Primero a Tercero). Una de las características 
de la educación chacobo en el primer ciclo es la institucionalización 
de la enseñanza en idioma chacobo. 


Las debilidades que tuvo en el nivel nacional la Reforma Edu- 
cativa, referidas a la educación intercultural bilingúe, se reflejaron 
también en las unidades educativas chacobo, donde se hicieron pocos 
esfuerzos para implementarla, siendo las acciones emprendidas por 
la organización chacobo-pacahuara estrategias fundamentales para 
el reforzamiento de la cultura e identidad del pueblo. 


La educación hasta Tercero Básico es una norma. Es necesario, porque 
en algunas escuelas los maestros hablan en castellano y los pequeñitos 
no entienden y están mirando sin poner atención a sus maestros y por 
eso yo propuse que desde el primer curso hasta tercero sea chacobo 
(Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


La identidad colectiva que está adquiriéndose entre la población 
de habla no chacobo (Los Cayuces y Nueva Unión) promueve de- 
mandas de estas comunidades para contar con maestros chacobo que 
enseñen a sus hijos el idioma, con el fin de mejorar la relación entre 
los pobladores de la TICO. 
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En este afán, la influencia y el control social que ejerce la directiva 
de la TCO se traducen en evitar insertar dentro del sistema educativo 
a docentes que desconozcan el idioma materno. 


...cComo capitán de la TCO, he planteado al director distrital y al maes- 
tro para no perder nuestro uso y costumbre (que) desde el primer 
curso hasta el tercer curso básico deben ser netamente en chacobo; 
pero el año pasado ha variado porque una maestra que no era (...) 
chacobo estaba con los más pequeños. Ella tuvo que irse (Maro Ortiz, 
Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


En cuanto al calendario educativo, responde al vigente en el nivel 
nacional, sin que haya habido intentos efectivos para su readecua- 
ción, aun si consideramos que uno de los principales factores para 
la deserción escolar es la recolección de castaña que se realiza en la 
región de noviembre a marzo. 


Parte del control social que realiza la organización es considerar el 
desempeño y actitud de cada maestro, los estudiantes y la población 
en torno a la educación. Si bien los profesores tienen al director del 
núcleo como responsable del sistema educativo formal, a denuncia de 
los padres de familia y corroboración del acto por parte del capitán, 
éste puede optar por suspender parcial o definitivamente al profesor. 
Cuando existen irregularidades en el comportamiento de los alum- 
nos, el capitán o su representante imparten el castigo. En el nivel 
comunal, se puede optar por el cierre parcial de la unidad educativa, 
sobre todo por irresponsabilidad de los padres de familia. 


Dos años hubo escuela, lastimosamente no hubo ítems. Samuel 
fue el último profesor y se sancionó a la comunidad hasta que no 
pidiera disculpas por hacer emborrachar a su profesor; hasta ahora, 
no apareció el presidente de junta, quien fue él mismo que le hizo 
corretear... entonces, de esa forma, se maneja a la escuela. Igualmen- 
te pasó con 7 Almendros, donde hubo un accidente... tres años no 
hubo escuela en esa comunidad (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO 
Chacobo-Pacahuara). 


Reconocimiento y articulación 


Tres se constituyen en ámbitos de coordinación del sistema edu- 
cativo formal dentro y fuera de la TICO. En el nivel de la TCO, cada 
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una de las unidades educativas está representada por un grupo de 
padres de familia que conforman la junta escolar. De manera práctica 
y funcional, sólo uno o dos representantes (presidente y vicepre- 
sidente) asumen el cargo. Otra característica es que no sólo en las 
comunidades donde existe unidad educativa se encuentra establecida 
una junta escolar. Por ejemplo, en la comunidad Las Petas, se cuenta 
con una junta escolar, cuya principal función es la de gestionar pre- 
cisamente la implementación de la unidad educativa. 


Un segundo nivel está constituido por la junta de núcleo, confor- 
mada por una directiva de padres de familia que representan a todas 
las unidades educativas; su tarea es promover la coordinación con 
el capitán de la TCO (recordemos que la funcionalidad de la TCO 
responde a las directivas en el nivel comunal) y establece una mayor 
coordinación con el director de núcleo, con quienes gestionan equi- 
pos e insumos tanto en la dirección distrital como en la alcaldía. 


Un tercer nivel es la CIRABO, que tiene una secretaría de educa- 
ción, que la representa en las gestiones emprendidas por los niveles 
nuclear y comunal. Esta secretaría tiene mejor articulación con el 
municipio de Riberalta. Otra representación en el nivel municipal 
y regional es el programa de Educación Intercultural Bilingúe, que 
funciona con financiamiento externo y tiene el propósito de incidir 
en la generación de currículos de los pueblos amazónicos. 


3.2. Derecho a la salud 
Medicina tradicional 


Para el tratamiento de enfermedades, las familias inicialmente 
recurren al conocimiento de la medicina tradicional, por medio de 
las propiedades curativas de plantas y productos animales; como una 
segunda instancia, cuando la enfermedad tratada persiste, recurren 
a la medicina formal en un centro de salud y, en muchas ocasiones, 
se combinan ambas medicinas. 


No se ha logrado identificar el número de personas que se dedi- 
can exclusivamente a la práctica medicinal (sólo se identificó a una 
persona en la comunidad de Motacusal a quien se reconoce como 
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el curandero de la comunidad). Sin embargo, sabemos que en las 
comunidades es muy rara la persona, sea hombre o mujer, que no 
sepa las propiedades curativas de plantas y animales; dicho conoci- 
miento es parte de su cultura y, por lo tanto, todos saben de alguna 
u otra forma. 


Porque se reconoce y sabe el uso y fin de una medicina tradicional. 
Por ejemplo, los recursos naturales son buenos como medicina tradi- 
cional. En río Yata y Benicito, casi no se ocupa medicina de farmacia. 
Las curaciones son baratas. No son curanderos, sino naturistas, pero, 
lástima, no tenemos un proyecto que nos pueda avalar con fuerza 
(Gerson Soria, comité de vigilancia chacobo-pacahuara). 


La gente ve el uso de la medicina tradicional como un derecho 
ancestral y en proceso de revalorizarlo; antes era prohibido por los 
misioneros, por relacionar el uso de las yerbas naturales con prácticas 
rituales, como ser la adoración al bejuco, condenada por parte de los 
misioneros al contradecir el dogma cristiano. 


De acuerdo con las apreciaciones de los líderes, un porcentaje 
reducido de la población ha perdido la costumbre del uso de medica- 
mentos naturales; algunos alternan los medicamentos naturales con 
prácticas de control científicas, como, por ejemplo, el sanitario, quien 
promueve la valoración de la medicina tradicional, utilizando tam- 
bién como herramientas el conocimiento de la medicina científica. 


Es un derecho de los pueblos indígenas. Imagínense, antes nadie 
acudía a un médico. Con los medicamentos científicos, creo que nos 
hemos mal acostumbrado, por medio de la misión o de otras cosas. 
Toda la gente que vive en la TCO sabemos. He visto; si una persona 
está con fiebre, en la mañana ya está con la hoja... ahí... es para bajar 
la fiebre. Yo trabajo en salud y algunos medicamentos no tengo con- 
fianza. Mi señora es diabética, no le doy medicamentos de botica, 
siempre estoy buscando remedio vegetal y solamente ella va y hace 
su análisis y está en los parámetros normal, y si está mal, tengo que 
buscar remedio como palma real; ella tomaba remedio de botica, peor 
le hacía. Entonces, eso cada uno debe recuperar porque es nuestro 
derecho, es nuestros usos y costumbres. Todos sabemos de medicina 
natural (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 
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Servicio de salud formal 


Para la atención de la salud formal se tiene una posta en la co- 
munidad Alto Ivon, el personal que tiene ítems está constituido por 
un médico”, un sanitario y un malario. El área de acción tanto del 
médico como del sanitario es todo el territorio, mientras que del sani- 
tario son las comunidades de Alto Ivon, Núcleo, Puerto Tujuré, Tokio, 
Nuevo Mojos, Motacusal, Cachuelita y Puerto Lata; las comunidades 
de Los Cayuces y Nueva Unión son atendidas por un malario con 
sede en Los Cayuces; las comunidades sobre el río Yata son asistidas 
por un sanitario que va desde Guayaramerín ocasionalmente; las 
comunidades del río Benicito no tienen ningún responsable de salud. 
En la comunidad de Nueva Unión existe una sanitaria que maneja 
un botiquín comunal de primeros auxilios. 


El equipamiento de la posta es insuficiente; aun así, cuenta con 
un equipo para hacer análisis de malaria y, cuando se detecta la 
enfermedad y existen los medicamentos, el responsable, al que los 
chacobo llaman “malario”, la trata en la misma posta; caso contra- 
rio, los pacientes son derivados al hospital de la Misión Evangélica 
Suiza en Riberalta. Los costos por internación y medicación son 
cubiertos por el paciente o familiares. Cuando éstos son elevados, 
la forma de pago puede ser en dinero o trabajando en la misma 
institución. 


Las gestiones realizadas por los dirigentes de la TCO hasta la fecha 
se concentraron en hacer efectiva la presencia de un profesional en 
medicina; sin embargo, los intentos fueron nulos, debido a que los 
profesionales no se acostumbran a vivir en la comunidad de Alto 
Ivon, arguyendo la falta de condiciones para ejercer la práctica médica 
y la falta de servicio de transporte; originando que los enfermos con- 
tinúen siendo trasladados al centro médico de la Misión Evangélica 
Suiza (MES) en Riberalta (Informe anual Marco Patiño, coordinador. 
En: GTI-TAPAYA, 2006a: 2). 





El ítem del médico se mantuvo acéfalo por espacio de dos años, por el bajo 
interés de los profesionales para trabajar en el área rural. 
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Articulación de los sistemas de medicina 


Independientemente de las facilidades que tienen algunas comu- 
nidades para acceder a la medicina formal, dos son los principales 
factores que priman en el momento de la decisión sobre a cuál 
medicina recurrir. El primero, relacionado con el factor cultural, 
debido a que una parte de la población tiene certeza de que la salud 
no sólo está vinculada a cuestiones biológicas, sino también pasa 
por comportamientos ambientales y espirituales; por tanto, existen 
enfermedades que no pueden ser curadas por la medicina externa. El 
segundo, relacionado con el factor económico, que motiva a la familia 
a decidirse por la medicina natural por los gastos significativos en 
medicamentos y de servicio que generalmente no puede pagar. 


La preferencia de los eventuales pacientes se dirige más a la medi- 
cina naturista que a la convencional, sobre todo porque los productos 
naturales han sido probados por varias décadas, a diferencia de los 
medicamentos convencionales, los mismos que son muy pocos y 
costosos para su tratamiento. 


Depende de que haya pase o depende del bolsillo también. También 
si alguien está lejos de las comunidades donde hay naturista, sino 
le cura y sigue mal, bueno, acude a la posta y ahí es mejor porque 
ahí están los medicamentos. Algunas personas dicen que no tienen 
confianza en el medicamento y prefieren al naturista (Gerson Soria, 
comité de vigilancia chacobo-pacahuara). 


La propuesta para una articulación entre la medicina tradicio- 
nal y la científica se basa en el principio de complementariedad de 
opuestos, donde el o los médicos naturistas puedan gozar de ítems y 
condiciones similares a los responsables de salud formal. En la prác- 
tica, el eventual paciente / enfermo tendría la posibilidad (derecho) 
de elegir una de las dos opciones para ser atendido y tratado con el 
tipo de medicamento. 


Entonces, como pueblos indígenas, debemos tener un ítem donde 
haya un enfermero y un naturista, sea don Agustín o don Teddy, 
donde si yo no puedo curarle, le derivo al médico naturista. Eso 
es importantísimo para nosotros, entonces, se debe comparar... se 
pueden llevar bien las dos medicinas (...) yo he comparado: hay 
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medicamentos que también hacen bien y otros no (Maro Ortiz, 
Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


Dentro de la TCO, en la actualidad, el responsable de salud pro- 
mueve el ejercicio de este derecho sobre todo para la atención de 
partos, con el fin de que la futura madre pueda ser asistida y acom- 
pañada de ambas medicinas y conocimientos. 


Nosotros, dentro de la TCO, como funcionarios de salud respetamos 
el uso o costumbre, sobre todo del parto y, a veces, cuando solicitan 
mi servicio, debo ir a ver si está en buena posición. Yo les digo: 
“¿Usted quiere que yo le atienda, o hay alguien de confianza?”. Ella 
responde: “quiero que mi mamá me atienda”. Bueno, a la hora que 
se repone, voy para cortar el cordón (Maro Ortiz, Capitán Grande 
TCO Chacobo-Pacahuara). 


Con esta actitud y respeto por ambos sistemas de atención, se 
puede disminuir la discriminación que sufren los pacientes cuando 
salen fuera de la comunidad y se trasladan a la ciudad de Riberalta, 
donde, en algunos casos, por la asistencia diferente a la cotidiana, 
se agrede al paciente, física O sicológicamente. Por otra parte, con 
esta forma de trabajo, se reconocen y valoran los conocimientos que 
tienen los naturistas indígenas. 


3.3. Derecho al agua 
Uso y acceso a fuentes de agua 


En la sociedad chacobo-pacahuara y entre la población de la TCO, 
no existen normas específicas de uso y acceso al agua. En la lógica del 
pueblo, no es necesario por ser el agua algo natural. El ciclo de agua 
se encuentra claramente establecido dentro de la región en dos épo- 
cas diferenciadas: la época de lluvia, que se extiende desde octubre 
a marzo, y la época seca, el resto del año (abril a septiembre). 


Es un derecho, nadie los restringe de su uso. Lo único, por ejemplo, en 
un pauru sería sanciones para algunos niños que ensucian el agua con 
basura (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 
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Las familias cuentan con fuentes de agua provenientes de los ríos 
Yata y Benicito, arroyos, manantiales u ojos de agua en los sectores 
carreteros y de la zona central. Hasta el año 2008, sólo la comunidad 
de Alto Ivon contaba con una bomba manual para acceder al agua, 
la misma que, al tener una presión de 2 litros /segundo, permite 
contar con agua de manera permanente. El resto de las comunida- 
des carece de fuentes de agua alternativa en temporada seca y son 
más vulnerables a problemas de salud, como las diarreas, malaria 
y paludismo. 


El reglamento, elaborado en 2006-2007, hace referencia al agua, 
relacionada con la actividad de pesca realizada en los arroyos, lagu- 
nas y curichis*. Entre los derechos y deberes, se contemplan: 


Es derecho de los comunarios tanto hombres como mujeres: 


- Pescar en arroyos, ríos de la TCO para el consumo familiar y 
vender una parte para cubrir nuestras necesidades familiares. 


— Es obligación de los comunarios tanto hombres como mujeres 
realizar las siguientes actividades: 


+ Cuidar nuestros arroyos, ríos, lagunas y lagos. 


+» Denunciar a las personas de afuera que están pescando y ca- 
zando en la TCO. 


» Prohibido pescar y /o cazar con elementos químicos (barbasco) 
u otros que causen daño a la salud de los pobladores y todos 
los animales de la 'TCO. 


Estos antecedentes nos demuestran que para el pueblo chacobo 
el acceso al agua es un derecho fundamental, siendo no restringido 
ni normado para los miembros de la TCO. Se hace hincapié en san- 
cionar aquellas actividades realizadas por los pobladores o terceros 
que afecten o contaminen las fuentes naturales de agua, utilizadas 
para el consumo humano y como hábitat de las especies ícticas, pre- 
valeciendo el principio de lograr seguridad alimentaria. 





3  Charcos de agua. 
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El cumplimiento o no de lo establecido en las normas depende de 
los valores que cada dirigente —sea comunal o de la TCO— pueda 
demostrar a su pueblo. Si bien el barbasquear” es una práctica que 
fue tradicional dentro la cultura de los chacobo, esta acción debe ser 
producto de un consenso colectivo para gozar de consentimiento. 


Reconocimiento y articulación 


El acceso a fuentes de agua, además de las naturales, se propicia a 
través de solicitudes y demandas a la alcaldía. La primera experiencia 
sobre esta forma de acceso fue en el año 2006, cuando los pobladores 
de la comunidad de Nueva Unión insertaron la demanda a la alcal- 
día de Riberalta. Sin embargo, la inversión en dinero y contraparte 
comunal para obtener agua fue insulsa. Fruto de esta experiencia, las 
dirigencias tanto de la TCO como de Alto Ivon se han involucrado en 
mayor grado con el municipio y las empresas para obtener fuentes 
de agua alterna. 


La importancia de contar con otras fuentes alternas para el acceso 
al agua fue notoria a finales del año 2006%, cuando la mayoría de 
las demandas comunales tenía el propósito de obtener agua por el 
sistema de bombas manuales. Para ello, se insertó en el POA del mu- 
nicipio de Riberalta un total de 29 bombas manuales de agua. Líderes 
de la organización denominaron a esta acción “el año del agua”. 


Por lo expuesto anteriormente, es de vital importancia el abasteci- 
miento de agua a través de bombas manuales en las comunidades 
que lo solicitan, para con ello poder disminuir los índices de enferme- 
dades y lograr una mejor calidad de vida a las poblaciones indígenas 
de la TCO (GTI-TAPAYA, 2006: 1). 


Las dificultades de manejo administrativo dentro del municipio de 
Riberalta originaron que en el año 2007 no pudieran hacerse efectivas 
estas demandas, por lo que una buena parte fue nuevamente 
inserta para el siguiente año. En la actualidad, se está construyendo 





35  Envenenar el agua temporalmente con un fruto para pescar fácilmente. 


36 Recordemos que fue el primer año que la población de la TCO demanda a los 


municipios. 
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infraestructura en cuatro comunidades para contar con agua 
suministrada a través de bombas. 


Por la experiencia conseguida, representantes chacobo de 
CIRABO, la capitanía y la zona central son los que realizan un 
permanente seguimiento en la gestión de estas obras, promoviendo 
encuentros con la alcaldía y participando en el proceso de licitación de 
la empresa. Para la licitación de estas obras, el principal aspecto que 
se considera es el capital de trabajo que tiene la empresa y el respeto 
de la empresa a la forma de organización chacobo-pacahuara. 


Yo, don Pae y Toro hemos contratado a la empresa; por la experiencia 
ganada en Nueva Unión, por suerte había bastante cobertura. Lo que 
vimos primero es que si la empresa tenía máquina. Entonces nos uni- 
mos con los campesinos para poder trabajar con una empresa (Maro 
Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


4. Derechos económicos: Propiedad del territorio y uso 
y aprovechamiento de recursos no maderables 


4.1. Propiedad y conciencia territorial 


Pese a la poca información que se tiene sobre las áreas antiguas 
del territorio chacobo-pacahuara, la memoria oral de los pobladores 
resalta que, cuando eran nómadas y estaban distribuidos por clanes o 
tribus emparentados, realizaban el control desde el Lago Rogoagua- 
do, centro de la cultura chacobo (actual municipio de Exaltación), en 
el Sur, hasta la actual ciudad de Riberalta, al Norte. Al Este, su límite 
natural fue y sigue siendo río Yata y al Oeste superaba la banda del 
río Genesguaya. 


Con la creación del núcleo indígena (1953-1954) por el gobierno 
de Víctor Paz, se promovió el reagrupamiento de los chacobo en 
este núcleo, iniciándose el proceso de sedentarización a cargo de los 
misioneros evangélicos. En 1965, lograron que el gobierno del Gral. 
René Barrientos cambiase el estatus de núcleo indigenal a reserva 
indígena de 43.000 hectáreas, primer título que reconocía el derecho 
propietario, bajo el régimen de propiedad individual con tenencias 
colectivas de las que fueron beneficiadas las comunidades de Alto 
Ivon, California, Núcleo y Motacusal (Minoda-Oporto, 1991: 95). En 
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1980, la Misión Evangélica Suiza otorgó un préstamo de 8.000 dólares 
para comprar 21.213 hectáreas (barraca Nuevo Mojos) para que en 
estos lugares pudieran explotar la goma (Diez Astete, 1998), logran- 
do, por tanto, consolidar un espacio territorial de 64.213 hectáreas a 
favor de los chacobo y pacahuara. 


Como resultado de la segunda marcha indígena de 1996, los 
chacobo, a través de su regional CIRABO, realizaron la demanda 
de titulación de tierras al gobierno por un total de 510.895,1986 
hectáreas, de las cuales, en el año 2003, se titularon 372.237 has y el 
año 2006 se compensaron 114.000 has, representando un 95% de la 
demanda inicial. 


Si bien este es el nuevo contexto territorial legal otorgado como 
figura de TCO, para y bajo este principio se tejen y entretejen acciones 
referidas a la conciencia del territorio por parte de la población, las 
mismas que se describen a continuación. 


Conciencia territorial 


Al contar con el reconocimiento legal de 64.213 hectáreas (exten- 
didas en la parte norte de la actual TCO), producto de las acciones 
emprendidas por los misioneros y la adquisición por parte de los mis- 
mos chacobo, la conciencia del territorio no se limitó a este espacio 
territorial ampliándose aun hasta el sector sur por la inamovilidad 
y presencia constante de un grupo de chacobo que se resistió a ser 
trasladado por los misioneros al núcleo indígena y, posteriormente, 
a la reserva. 


Este hecho, junto con la baja en el precio de la goma, promovie- 
ron que muchos sectores otrora ocupados fueran abandonados por 
los comerciantes y empresarios, dando origen a la revitalización del 
territorio amplio. 


Con la demanda del territorio, la capitanía —como estrategia de 
consolidación territorial— decide realizar asentamientos humanos 
en lugares de mayor vulnerabilidad de la demanda de su territorio. 
Es así que entre 1996 y 2004 se crearon comunidades como Firmeza 
y Fortaleza (río Benicito); Palmeras, Las Petas y Castañalito (río 
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Yata) y Puerto Lata y Cachuelita (carretera). Con estas acciones se 
fue controlando y consolidando el territorio, logrando también una 
conciencia del territorio “amplio”. 


Nosotros fuimos invitados por el Capitán Toro (Rabí Ortiz) para ocu- 
par este lugar; primero, hicimos nuestros chacos y, luego, trajimos a 
nuestras familias; hasta aquí llegan los cazadores que ingresan por el 
río Benicito desde Guayaramerín y varias veces nos han amenazado 
hasta de muerte, pero no lo dejaremos porque el río es nuestro, ellos 
dicen que el río no tiene dueño. También en este lugar el señor Pepe 
Destre quiso hacer un plan de manejo, pero nosotros nos opusimos 
(Rodolfo Chávez, comunidad Fortaleza). 


Sin embargo, estas decisiones tomadas por la capitanía debieron 
ser producto de una concienciación a la población para reclamar 
que su derecho legítimo sea reconocido legalmente. De inicio y a lo 
largo de la demanda del territorio hubo voces contrarias dentro de 
la organización, producto de la falta de credibilidad por el manejo 
de entidades públicas y de su dirigencia. 


Superados estos inconvenientes, se fortalece la conciencia colecti- 
va territorial, sobre todo por haber conseguido la primera titulación 
de su territorio en 2003. 


Eso salió de nosotros, mayormente de la zona central; muchas de las 
zonas carreteras y peor de la zona del río no creían que iba a haber 
ese saneamiento, pero se ha hecho; nos decían locos, en ese tiempo 
era sólo comunario (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo- 
Pacahuara). 


En las pericias de campo, es verdad donde no participó la gente, sólo 
participaron cuatro personas (Cuni Ortiz, Pae, Caco y mi persona), 
porque la gente no creía, ahora nos tenemos que aguantar. En ese 
entonces, la gente le decía: “Buca, usted que gana sueldo en nuestro 
nombre, usted tiene que ir”. Entonces, yo les hacía entender que 
sólo era un apoyo de $us 100, pero no les importaba (Buca Durán, 
presidente comunidad Trinidadcito). 


En la actualidad, la conciencia territorial no está en duda y se 
expresa en los mecanismos y formas de ejercer su derecho propie- 
tario basados en principios legítimos y positivos, que se abordarán 
posteriormente. 
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Otro factor que influye en la conciencia colectiva de territorio 
son los permanentes problemas por la invasión de ganaderos para 
el aprovechamiento de pasturas nativas y la extracción de recursos 
maderables por parte de pirateros. 


Para evitar estos inconvenientes, se promueven escenarios de 
resolución de conflictos, invitando a los infractores a reuniones con 
el ánimo de mejorar esta situación. En la realidad, bajo este meca- 
nismo se ha logrado mejorar las relaciones y establecer acuerdos 
entre partes. 


Por otra parte, para mejorar el control efectivo del territorio, se 
está implementando la creación de trancas en los caminos existentes 
dentro la TCO”, para controlar e identificar las movilidades que in- 
gresan a la TCO. Otra propuesta es continuar con los asentamientos 
humanos en lugares cercanos a los centros productivos de la castaña 
(Tres Bocas, Puerto Tabla y La Selva), ubicados en la zona central del 
territorio. La tercera propuesta está referida a implementar proyectos 
productivos como la ganadería y el aprovechamiento de los recursos 
forestales. 


Bueno, gracias a Dios, ya tenemos territorio, ahora nos han dado la 
compensación... poco a poco estamos de ida a los lugares que ocu- 
paban nuestros abuelos y ya conocemos nuestro territorio... ahora ya 
estamos más tranquilos porque sabemos que se ha impuesto nuestro 
territorio; por tanto, como chacobos, vamos a ocupar todos los secto- 
res de nuestro territorio. Por una parte, lo que está con pasto natural, 
ese es el problema con los ganaderos... por eso, vamos a buscar un 
proyecto de ganadería para el control territorial. El lugar de bosque 
están más y más ocupando los hermanos. En el río Benicito y Yata ya 
están ocupándose lugares, por ejemplo, en esta asamblea parece que 
vamos a reconocer a tres asentamientos como comunidades nuevas 
(Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


Frente a esta dinámica de ocupación territorial y la realización 
de acciones concretas, el año 2006, con la implementación de un 





37 Una de ellas es en la comunidad de Motacusal, donde se registra el ingreso de 
movilidades y se realiza el cobro de dinero (de acuerdo con el tonelaje) para el 
mantenimiento del camino. 
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proyecto relacionado con la recolección y comercialización de casta- 
ña, se conformaron grupos de comunarios, los cuales debían realizar 
el deslinde del territorio en el sector norte. En el transcurso de la 
actividad, varios pobladores advirtieron que buena parte del terri- 
torio legítimo (simbólico) quedaba fuera del área titulada, habiendo 
desacuerdo entra la población. Esta situación fue resuelta con la 
intermediación de la directiva de CIRABO con la explicación sobre 
los aspectos técnicos y legales de la TCO. 


En cuanto a la aceptación de las condiciones de propiedad colec- 
tiva de su territorio por parte de la población, el proceso histórico 
del pueblo chacobo, a diferencia de otros pueblos de la misma región 
amazónica, no presentó rupturas o cambios trascendentales en torno 
a la dinámica socioterritorial, pasando de una sociedad nómada a 
otra etapa relativamente corta, en la época del ILV, donde se logró 
obtener tierra por el Estado de uso individual colectivo. Si bien esta 
etapa estuvo marcada por el aprovechamiento de la goma (con es- 
tradas definidas para cada familia), en esencia, se mantenía como 
condición la propiedad colectiva del territorio. 


Culminado el auge de la goma y con la incursión de la castaña 
como producto para la comercialización (1980), el uso y el aprove- 
chamiento basan su principio en la propiedad colectiva. Esta forma 
de organización se consolidó en la década de los noventa, mante- 
niendo como base el derecho de propiedad colectiva dentro de la 
población. 


En cuanto a la influencia de las otras culturas (tacana y cavineño) 
en la forma de organización chacobo-pacahuara, con el tiempo fueron 
los más favorecidos por el hecho de pasar de una lógica individual 
comunal a otra colectiva territorial y, con ello, acceder a mayores 
espacios territoriales. Esta ventaja, en la actualidad, es utilizada por 
otras pequeñas comunidades de la región para gestionar la adscrip- 
ción a la organización chacobo-pacahuara. 


Por tanto, de manera general, indicamos que la población acepta 
los principios de propiedad colectiva del territorio, al ser parte de 
la práctica aplicada hace varias décadas, siendo institucionalizada y 
reflejada dentro del reglamento de la TCO. 
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En cuanto a la influencia de la titulación en la conciencia terri- 
torial, esta acción contribuyó de forma relativa. Prueba de ello es 
que —si bien se participó en la marcha por la demanda legal del 
territorio— paralelamente realizaron acciones estratégicas como los 
asentamientos humanos. Si hacemos comparación con otra TCO ubi- 
cada en el norte de La Paz, donde la población exigía a su dirigencia 
una copia (mejor legalizada) del título ejecutorial, las comunidades 
chacobo no reclamaban con tanta insistencia este documento como 
respaldo de su territorio, siendo utilizado el reglamento como docu- 
mento válido para hacer respetar su derecho propietario. 


Entre los principales factores que influyeron para fortalecer y, 
en algunos casos, debilitar la conciencia del territorio dentro de la 
población estarían los siguientes: 


Cuadro 11 
Factores que influyen sobre la conciencia territorial 





Fortalecimiento Debilitamiento 





Factores sociales 





Relaciones matrimoniales con 
otros grupos culturales afectan 
la visión del pueblo chacobo- 
pacahuara. 


La influencia del Instituto Lingúístico de Verano, al no resquebra- 
jar los principales elementos culturales del pueblo, como ser el 
idioma. 

El despoblamiento de gente dedicada a la extracción de goma 
originó que la población deje de sentir presión externa y pueda re- 
construir el sistema organizativo para las actividades productivas. 


La adscripción de comunidades —como Los Cayuces y Nueva 
Unión— a la lógica de funcionamiento organizativo. 


Respeto y muestra de una tolerancia positiva entre los pueblos que 
habitan la TCO. 





Factores económicos 





La concepción de uso y aprovechamiento de recursos naturales; 
bajo el principio: yo cuido porque yo me beneficio. 


La forma de ocupar el territorio no cambió de manera significativa, 
reproduciendo el principio de colectividad. 


Conflictos, si bien poco frecuentes, promueven estrategias especí- 
icas que los fortalece. 


Beneficios colectivos reales, producto del aprovechamiento de 
os recursos. 





Potencial presión de sectores 
o grupos de familia (chacobo y 
no chacobo) para la forma de 
acceso y uso de los recursos 
naturales. 


De manera esporádica, se 
advierten pequeños conflictos 
generados por la extracción de 
madera, la misma que tiende a 
agudizarse, si la capitanía no 
toma medidas al respecto. 





Factores políticos 





Mejora en el relacionamiento y posicionamiento frente a otros 
sectores. 











Fuente: Elaboración propia. 





180 DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 





Reconocimiento del derecho propietario 


Luego de realizada la demanda de la TCO por parte de la orga- 
nización, a través de la CIRABO, uno de los actores institucionales 
que se opuso a esta demanda fue el municipio de Riberalta, debido 
a que parte del territorio chacobo era considerado por el municipio 
como área de reserva municipal. Esta actitud, sin embargo, cambió 
con el paso del tiempo, pues actualmente el municipio está obligado 
a reconocer la propiedad del pueblo chacobo sobre su territorio. 


Con la titulación del 75% de la tierra demandada, el sector empre- 
sarial dedicado al rubro de la madera fue reconociendo el derecho 
de la población al territorio. Bajo este reconocimiento, las dos empre- 
sas madereras realizaron acuerdos con la organización para operar 
dentro del territorio, elaborando planes anuales forestales, bajo el 
compromiso de elaborar los planes de manejo forestal. En cuanto a 
las empresas dedicadas a la comercialización de castaña, éstas ope- 
ran a través de intermediarios chacobo, para habilitar al resto de la 
población. 


En la actualidad, los conflictos territoriales que se presentan son 
esporádicos y se refieren al uso de pasturas naturales, provocado por 
el ingreso de ganado de estancias adyacentes en el sector sur de la 
TICO. En menor medida, son protagonizados por pescadores, quienes 
ingresan al río Yata, extrayendo los recursos ícticos de esta fuente 
de agua. Una de las actividades de mayor impacto es la referida al 
pirateo de madera, que involucra a algunos pobladores chacobo, que, 
además, tiende a agravarse por la demanda de madera. 


Los pobladores —como forma de resolver estos conflictos— optan 
por establecer reuniones y acuerdos con los involucrados. En caso 
de que estas acciones fueran poco efectivas, amenazan con realizar 
acciones de hecho, como la eliminación del ganado que esté pastando 
en territorio chacobo o el decomiso de redes y equipos de pesca. En 
cuanto al pirateo de madera, al ser una actividad poco frecuente, las 
acciones que realizan los pobladores son paralizar las actividades 
y expulsar a los pirateros. El principal factor que influye para que 
los terceros y pirateros respeten el derecho propietario del pueblo 
es la seriedad y miedo que causa el sistema organizativo del pueblo 
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chacobo-pacahuara, por su capacidad de unidad y firmeza para 
defender su territorio. 


4.2. Uso y aprovechamiento de recursos maderables y no 
maderables 


Acceso y aprovechamiento equitativo 


El acceso y aprovechamiento de los recursos naturales se consti- 
tuye en un derecho de cada poblador inscrito en la organización, no 
existiendo ningún tipo de restricción por origen étnico ni género. Sin 
embargo, este acceso se diferencia de acuerdo al tipo de producto. Por 
ejemplo, para los de origen maderable, las familias tienen derecho 
al uso tradicional y con fines comerciales para subsanar problemas 
económicos que se presenten (sobre todo, cuando tienen algún tipo 
de enfermedad). Por otra parte, el aprovechamiento de recursos 
maderables se realiza más en el nivel comunal, con la finalidad de 
obtener y cubrir una carencia social, por ejemplo, el de infraestructura 
educativa, insumos médicos o equipos de comunicación. 


En cuanto a los recursos no maderables, tanto para la castaña 
como para el palmito, no se tiene ningún tipo de restricción, siendo 
una actividad más familiar cuyo aprovechamiento depende de la 
capacidad de mano de obra familiar para la recolección y traslado 
del producto. Esta forma de trabajo se encuentra reflejada dentro 
del reglamento como “Es derecho de los comunarios: Sacar casta- 
ña en toda la TCO” (GTI-TAPAYA, 2007: 3, Reglamento de la TCO 
Chacobo-Pacahuara). 


De manera general, el derecho al acceso a recursos naturales se 
adquiere cuando una persona está inscrita dentro de la organización 
o tiene una relación social sentimental con un inscrito. Es decir, una 
persona chacobo, pacahuara, cavineña, tacana y karay, que es parte 
de la organización, tiene la misma oportunidad y derecho para ex- 
traer recursos forestales, en cualquier parte de la TCO donde existe 
este recurso. 


Aquella persona que se “junta” o contrae matrimonio con un/a cha- 
cobo adquiere similares derechos para extraer los recursos naturales. 
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Al ser la producción de castaña y palmito una actividad que 
demanda mano de obra, no existe una discriminación de género ni 
generacional que restrinja su acceso. 


Esta forma de organización productiva tiene correlación con el 
concepto de territorio que maneja el pueblo, donde, al no existir lími- 
tes comunales, la población que lo habita sea y, sobre todo, se sienta 
parte del territorio amplio (TCO), originando una co-responsabilidad 
para realizar los trabajos de control y también el derecho para la re- 
colección y extracción del recursos forestales, entre ellos la castaña. 


Los recursos como la castaña son para todos. Las familias que están 
dentro la TCO pueden trabajar donde sea... Yo tengo hijos, yo tengo 
mi hija... mi hija tiene derecho a traer su macho a trabajar a Alto 
Ivon, porque mi hija es de pueblo chacobo, el varón también se casa 
allá (Riberalta), puede venir... ahora ya nos estamos mezclando, 
cualquiera persona karay que se casa con nosotros tiene derechos. 
Ahora Suárez —no lo conozco—, pero ha nacido acá su cría en Los 
Cayuces, tiene derecho... Ahora, aquellos karay que han nacido en 
Riberalta esos sí están prohibidos. Aquí no preguntamos, porque la 
TCO es de todos, yo puedo hacer mi casa en Las Palmeras, Firmeza, 
porque estamos dentro la casa (Asamblea TCO Chacobo-Pacahuara; 
Raby Ortiz, presidente CIRABO, noviembre de 2008). 


El cumplimiento de las normas de uso y aprovechamiento de los 
recursos forestales entre los pobladores se encuentra reflejado dentro 
del reglamento de TCO, que rescata el sistema normativo manejado 
por la población desde hace varios años. 


Nuevamente, el cumplimiento de estas normas depende del tipo 
de producto, siendo más fácil de hacer cumplir por la organización 
aquéllas relacionadas con la extracción de castaña, en contraposición 
con los recursos maderables. Para evidenciar estos contrastes, a con- 
tinuación presentaremos ejemplos concretos con base en las normas 
escritas en el reglamento. 


El reglamento expresa como un derecho: “Exigir a los habilita- 
dores** que no ingrese gente de afuera para castañear”; y como una 





38 Habilitador es la persona que media entre el empresario dedicado a la compra 


y transformación del producto y el poblador indígena. 
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obligación: “Denunciar a las personas que meten gente de afuera a 
castañear”. El control que tiene la organización sobre este tema es 
de fácil cumplimiento, porque los que habilitan son familias perte- 
necientes a la misma TCO; además, esta norma guarda relación con 
el derecho que tienen los pobladores inscritos dentro de la organi- 
zación. 


Los de Nueva Unión pueden ir donde sea (a castañear). Pero le llamé 
la atención a la señora de Nueva Unión, donde dijo en la mesa re- 
donda por el tema de ítem que al año vendrán 5 familias; dijo: “Son 
mis hermanos que entraron por río Jorge”. Le dije: “Mire, señora, no 
vamos a meter nueva gente aquí, piénselo por sus hijos y nietos”... 
a nuevos no vamos a permitir, está en los reglamentos (Maro Ortiz, 
Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


Por lo expuesto, podemos deducir que la población, a través de su 
capitanía, hace cumplir el reglamento, evitando el ingreso de gente 
que no esté censada, visualizando sobre todo las dificultades en 
cuanto a volumen de producción o aprovechamiento que implicaría 
el ingreso de otras personas ajenas a la TCO. 


En comparación con la extracción de madera con fines comercia- 
les, es totalmente diferente, si consideramos que para la extracción 
de este recurso el reglamento establece que está permitido: “Sacar 
madera para la venta en el nivel comunal, previa autorización y 
aprobación de la asamblea, capitanía y la superintendencia forestal”. 
En la práctica, es poco funcional por las acciones discrecionales que 
se realizan entre las comunidades y el comerciante, sin conocimiento 
de los dirigentes de la TCO. 


Para evitar este inconveniente, una de las medidas que la capitanía 
viene implementando es el seguimiento a las anteriores solicitudes 
comunales, para evitar que las comunidades pretendan realizar so- 
licitudes por el mismo motivo. 


Eso hubo, pero también hubo malversación de fondos, es decir, pér- 
dida de los materiales, por descuido de la comunidad se perdió el 
equipo; entonces, ya ellos aprovecharon, igual forma Cachuelita, ya 
trabajó para su escuela y nuevamente quieren hacerlo, entonces ya 
no porque han solicitado dos aulas para la escuela y sacaron madera 
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para reparar, pero lo que sacaron se hizo leña (Maro Ortiz, Capitán 
Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


En cuanto al derecho que tienen para “decidir y elegir a los 
compradores de madera y controlar la cantidad y tipo de maderas 
que salen de la TCO”, la dificultad de la organización radica en el 
completo desconocimiento de esta actividad, particularmente en 
cuantificar y cubicar los volúmenes” que extraen los empresarios y 
comerciantes, siendo vulnerables a ser engañados continuamente. 


Las anteriores debilidades en el cumplimiento promueven otras, 
como las relacionadas con la poca transparencia en el manejo de los 
recursos económicos, la falta de control efectiva a las acciones que 
desarrollan las empresas y los comerciantes y los pocos beneficios 
que logra la organización por esta actividad. 


De manera general, las tensiones y problemas que se advierten 
dentro de la organización por el uso de recursos forestales se deben 
a la intromisión de actores externos. Empresarios, pirateros y comer- 
ciantes de madera utilizan estrategias para vulnerar la fortaleza y 
funcionalidad orgánica de la población. 


Una de las dificultades que hasta unos cuantos años atrás no se 
percibía son los acuerdos personales que vienen realizando algunos 
comunarios en la TICO, para realizar acuerdos con pirateros de ma- 
dera. Por ejemplo, en Motacusal, el problema fueron los acuerdos 
personales de algunos comunarios con el piratero René (cortador 
y transportador de madera), con quien hace tiempo atrás se hizo el 
acuerdo para cortar troncas de madera y, a cambio de ello, obtener 
una radio de comunicación, sin conocer el precio real del equipo 
(costo referencial en el POA HAM de Riberalta Bs. 21.000). Similar 
tipo de transacción fue para obtener una infraestructura educativa 
con un costo de Bs. 3.500. 


Conformada la comisión encabezada por el segundo capitán Maro 
Ortiz y dos técnicos, se instruyó a los pirateros paralizar los trabajos 
y como garantía de cumplimiento llevar el camión “pachajchu” a 





3% De acuerdo con reportes de GTI, entre la población sólo tres personas saben 


cubicar madera en cuartón y aserrada. 
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la comunidad de Alto Ivon, con el propósito de poder solucionar 
y aclarar este problema el domingo siguiente. Por la tarde, el pira- 
tero René y su esposa trajeron la movilidad a la puerta de casa del 
segundo capitán, resaltando que las actividades realizadas eran de 
pleno conocimiento del primer capitán y, por otra, la molestia por las 
amenazas recibidas por los dos técnicos. 


En la reunión improvisada, René informó que hasta la fecha cumplió 
con todos los acuerdos realizados con los comunarios. Es más, en una 
ocasión, proporcionó dinero y auxilio al presidente de Motacusal, 
para que pudiera viajar a Riberalta y ser atendido, llevándole en 
su camión vacío a la comunidad vecina de Poza Negra, por “sentir 
compasión”. 

En la misma reunión estuvo un ex presidente de la central Alto Ivon, 
quien cuestionó la decisión unilateral tomada por el capitán grande, 
dejando de lado a la comunidad Motacusal y, en especial, a la central. 
En respuesta de esta apreciación, la mujer de René respondió: “yo 
hago negocios y no puedo ir pidiendo permiso a cada una de las 
personas” (Cuaderno de campo, Marco Patiño, 2006). 


Basados en esta información, podemos resaltar algunas de las 
tensiones originadas por el aprovechamiento de los recursos fores- 
tales maderables. 


— Primero, al estar implicada la población de la comunidad, nació 
una contradicción entre la propiedad colectiva de CO y los 
límites comunales, anteriormente existentes entre Motacusal y 
Alto Ivon. 


- Segundo, evadir instancias como las reuniones y asambleas por 
parte de los comerciantes y hacer acuerdos personales con los 
líderes del pueblo crea desconfianza de otros pobladores sobre 
las decisiones tomadas por el capitán grande, sin consultar a 
la población en una asamblea. 


- Tercero, la forma cómo aprovechan los pirateros problemas de 
salud de los pobladores, para obtener respaldo familiar a sus 
acciones. 


En la actualidad, si bien este tipo de problemas no es común, 
de manera paulatina se vienen generando acciones que pueden 
ser difíciles de controlar por el poco conocimiento que existe sobre 
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la administración de recursos maderables, promoviendo posicio- 
namientos individuales contrarios a la lógica comunitaria de los 
pobladores. 


La gente quiere conseguir motosierra para hacer negocio... hay gente 
que quiere aprovecharse para sí mismo. Yo discutí con uno que quiere 
conseguir motosierra, quien me dice: “Vas a ver,... nadie me va a pa- 
rar, saco la plata de la castaña y compro motosierra”. Se debe hacer 
reflexionar a él (Mario Dávalos, coordinador indígena GTD. 


Experiencia en el uso y aprovechamiento de la castaña 


Producto de la caída en el precio de goma y las deudas contraí- 
das por los pobladores frente a los habilitadores, los líderes chacobo 
se vieron sometidos a constantes demandas y contrademandas, 
originando un desequilibrio organizativo que incluso amenazó la 
propiedad del territorio. Para solucionar este inconveniente, la pobla- 
ción debió entregar como forma de pago el hato ganadero con el que 
contaban y gestionar el préstamo de aproximadamente $b. 12.000. 
Para lograr este préstamo, solicitaron apoyo al ILV, el que, a través 
de su director, propuso al pueblo el préstamo de dinero a cambio de 
la devolución con castaña. 


Por último, debíamos 12.000 pesos bolivianos y nos reunimos con 
Felipe Zing, que vivía en la comunidad. Nadie se animaba hasta 
que después del culto nos reunimos y le explicamos sobre la deuda. 
En la misión, nos reunimos con el director Cristian, quien nos ani- 
mó para que podamos pagar con producción. En ese tiempo ya se 
vendía la almendra, nosotros no sabíamos; “para qué quiebran esos 
cocos... éstos están locos”, decíamos (Maro Ortiz, capitán grande TCO 
Chacobo-Pacahuara). 


Es desde entonces que la castaña se convirtió en el principal pro- 
ducto de recolección que genera ingresos económicos a las familias. 
Esta actividad es realizada por un buen porcentaje de la población 
bajo el sistema del habilito. 


Recibimos un adelanto en dinero, víveres o algún artefacto por parte 
del presidente de la comunidad, de acuerdo a lo que creemos que 
vamos a poder pagar. Luego, nos ingresamos al monte con toda la 
familia y permanecemos entre 3 y 5 meses, en la semana trabajamos 
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de lunes a viernes; los sábados y domingos, los hombres volvemos 
a la comunidad para ver nuestros sembradíos. Para recoger la al- 
mendra se espera que caigan los cocos, luego les sacamos la cáscara 
con machetes y hachas, luego se van acumulando en bolsas y son 
almacenadas en las chozas donde vivimos con nuestras familias en 
el monte. Luego, debemos esperar que bajen las aguas de los arroyos 
que se llenan por la época de lluvia; después de las lluvias, empe- 
zamos a acarrear en bicicleta de a dos cajas hasta la comunidad que 
está a unas 4 horas; luego, el presidente se encarga de negociar con 
los compradores (Roberto Toledo, comunario de Firmeza). 


La importancia que la población dio al producto fue paulatina- 
mente en ascenso, llegando incluso a adquirir castañales de anteriores 
propietarios. 


Un tiempo estuvo Nuevo Moxos en venta (por) 15.000 dólares, se 
metieron Bari, Teófilo, otros, nos metimos unos diez años a casta- 
fear; unos 10 años trabajamos y nos debía de la castaña unos 30.000 
dólares; luego, hicimos un cambalache y nos quedamos con el sector 
(Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo-Pacahuara). 


A finales de 2005 y principios de 2006, la población chacobo, con 
apoyo de la CIDOB, elabora el proyecto llamado La Almendra: Reco- 
lección y comercialización en la TCO Chacobo-Pacahuara. Los resultados 
previstos consideraban mejorar la organización y reglamentar el 
aprovechamiento de la castaña; capacitar en el manejo administrativo 
para la recolección y comercialización; construir infraestructura para 
almacenar la producción y establecer un fondo económico para la 
recolección y comercialización de la almendra. 


Planteados los resultados, en el mes de noviembre se realizó una 
asamblea que diseñó el sistema de organización y reglamento espe- 
cífico para el proyecto. El pueblo eligió a cinco personas de acuerdo 
a la representación de los tres sectores de la TCO (carretera, central 
y ríos). El reglamento establecía la forma y monto para habilitar, 
considerando montos bajos, para tener un fácil retorno. Además, se 
establecía la distribución de beneficios económicos, para los sectores 
de salud, educación, fortalecimiento organizativo e inversión en el 
mismo proyecto. 
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Antes de la zafra, la población tiene la costumbre de realizar una 
reunión para organizar el sistema productivo. En esta reunión, se 
decide la modalidad y cantidad para habilitar y, sobre todo, cada 
familia hace conocer al resto el lugar al que acudirá para recolectar 
producto. 


Para la zafra 2006-2007, se habilitó a la población considerando 
demandas ya habituales: dinero y productos, implementando un pe- 
queño almacén que distribuía los artículos alimenticios y almacenaba 
la castaña recolectada para su comercialización. 


A medida que los primeros habilitados iban cancelando toda o parte 
de la deuda, esta castaña se la comercializaba y nuevamente retornaba 
el fondo a la comunidad, llegando hasta la fecha a trabajar con 149 
comunarios de 12 comunidades (GTI-TAPAYA, 20076b: 4). 


A lo largo de la primera zafra, la organización atravesó dificulta- 
des por la carencia de transporte para recoger el producto de manera 
oportuna; además, el comité de gestión funcionó sólo con dos repre- 
sentantes, lo cual ocasionó que algunos beneficiarios vendieran el 
producto a comerciantes que ingresaban a la TCO. 


Los habilitados no pagaban al proyecto y la vendían a los comercian- 
tes que entraban a la "CO. También se tuvo una competencia con 
una segunda empresa autorizada para realizar la compra de castaña 
en el interior de la TCO; esta empresa ofreció un mejor precio por la 
castaña, lo que ha hecho que no se cuente con una mayor compra de 
castaña y que la gente no cancele su deuda (GTI-TAPAYA, 2007b: 9). 


Pese a las dificultades, los responsables del proyecto reconocían 
que, poco a poco, se fue creando una conciencia colectiva de trabajo 
con el proyecto de la castaña, comprendiendo la población que las 
utilidades serían redistribuidas en acciones sociales y fortalecimiento 
organizativo. 


De acuerdo al informe presentado en el mes de abril del 2007, en 
toda la zafra de castaña se logró habilitar a un total de 186 personas, 
de las cuales se compraron 3.119,75 cajas de castaña, pagando el 
proyecto la suma de Bs. 275.237,50. El total de castaña fue vendida 
a un precio superior de 50 a 100 Bs. por caja, ingresando por venta 
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Bs. 330.045,80 y representa una ganancia por venta de Bs. 54.808,30 
(GTI-TAPAYA, 20076: 7). 


El éxito obtenido en la zafra de castaña se debe a la experiencia del 
presidente del comité de gestión, quien se dedica a la comercializa- 
ción de productos forestales no maderables desde 1980. De acuerdo 
con la opinión de la población, el proyecto tuvo resultados de regular 
a buenos, por obtener ganancias para ser distribuidas de acuerdo con 
el reglamento. Otro grupo de la población lo cataloga de malo, por 
la deficiencia en el pago de algunas comunidades. 


El proyecto puede decirse que fue muy bien, no nos defraudó el 
comité y gracias, porque hicieron lo que pudieron (Bertha Ortiz, 
comunaria Alto Ivon). 


Un poco bien, porque en algunas comunidades han habilitado y 
no han pagado. Pero ha sido un avance, se ha tenido ganancia; lo 
que ha fallado son los que han quedado con deuda (Alberto Ortiz, 
técnico GTD. 


De manera general, podemos indicar que la experiencia de la 
organización en la ejecución del proyecto de la castaña cumplió con 
uno de los propósitos de su formulación: cortar de manera paulatina 
el habilito desfavorable que realizan las empresas a los pobladores 
chacobo. Si bien una debilidad fue el endeudamiento de un grupo de 
pobladores, la responsabilidad del cobro es de todo el pueblo. 


Por otro lado, el proyecto sirvió de puente para negociar de forma 
directa con empresas que compran castaña, coordinando y acordando 
precios de venta. Este hecho repercutió positivamente en la pobla- 
ción, que fortaleció la toma de decisiones. 


Con la forma de trabajo, la capitanía logró tener ingresos econó- 
micos, los mismos que son distribuidos en los diferentes sectores con 
base en requerimientos previamente aprobados por la asamblea. 


Sin embargo, una de las actividades que no pudo realizarse en 
los años de efectuado el proyecto fue la elaboración del Plan de 
Manejo de Castaña (PMC), requisito indispensable de acuerdo con 
la ley. El debate entre los líderes de la organización es una constante 
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al cuestionar las desventajas y ventajas que implicaría elaborar e 
implementar el plan de manejo. 


El siguiente cuadro representa las principales razones que argu- 
mentan los líderes de la organización para oponerse a la elaboración 
del plan de manejo y también las ventajas que implicaría el elabo- 
rarlo. 


Cuadro 12 
Factores positivos y negativos de la elaboración de un PMC 
en la TCO Chacobo 





¿Por qué no se quiere elaborar el PMC? ¿Por qué se quiere elaborar el PMC? 





- Mala experiencia en la elaboración de Planes 
de Manejo Forestal (PMF). 


- Disminuiría la presencia de animales para la 
caza, causando desabastecimiento de “nuestro 
propio mercado”. 


- Puede priorizar la conservación de las plantas 
de castaña. 


- Evitaría el decomiso por parte de la SIF. 
- Con plan de manejo se puede exportar el 


producto. 
- El PMC no respeta los usos y costumbres del 
pueblo. 


- Se puede restringir el acceso del comunario a 
lo largo y ancho de la TCO. 


- Con la apertura de linderos, la gente ingresará 
a lugares alejados, para constituir centros 
castañeros (similar al funcionamiento de las 
barracas). 


- Ocasionaría peleas, “mezquindad por el produc- 
to”, entre la población. 














Fuente: Elaboración propia. 


Las razones expuestas para no realizar el PMC se fundamentan en 
la experiencia que tienen con la implementación del plan de manejo 
forestal maderable por parte de las dos empresas que operan dentro 
el territorio, las que con su actividad ahuyentan la presencia de los 
animales, ocasionando que las familias deban recurrir a lugares más 
alejados para obtener carne. 


Por otra parte, consideran que los PMC no fueron elaborados con 
la participación de sus representantes, por lo que los documentos 
no reflejan la realidad del sector castañero y no respetan los usos y 
costumbres de la población. Esto tiene relación con las formas de 
organización, en el acceso, el uso, el aprovechamiento y la redistri- 
bución que tienen los pobladores en torno al producto, que se verían 
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afectados si se establecieran centros castañeros o delimitaran áreas 
para la recolección anual. Este sistema promovería la individualidad 
en la recolección. 


En contraposición, los principales motivos para elaborar el PMC 
están relacionados con la conservación de castañales, evitar el deco- 
miso que realiza la Superintendencia Forestal y lograr la exportación 
de este producto, con aparente mejora en el precio. Salvo el primer 
y tercer factor, en la práctica es el decomiso el principal motivo que 
puede influir en la población para contar con el PMC. 


Reconocimiento 


El reconocimiento por parte de otros actores (empresas, pirateros) 
sobre el derecho al uso y aprovechamiento de los recursos es diferente 
en función al recurso. 


Existe una debilidad marcada en el caso de la madera, resultado 
del poco conocimiento en el manejo y administración del producto.. 
El descontrol viene convirtiéndose en un factor común, por realizarse 
estas acciones, en algunos casos, de manera discrecional y con poca 
participación de la población. Estos hechos hacen vulnerable a la 
organización chacobo-pacahuara y ponen en ventaja a los empresa- 
rios y pirateros. 


En la última asamblea realizada en noviembre del 2008, se presentó 
un inconveniente con la empresa TTUMI, por el incumplimiento de 
compromisos asumidos con la población. Esta situación originó que 
la asamblea realice un voto resolutivo para expulsar al empresario. 
Si bien la decisión fue contundente, transcurrido el tiempo se disipó 
(Informe asamblea chacobo-pacahuara, 2008: 2). 


No pasa igual con la castaña y el palmito; al ser productos donde 
interviene mayor cantidad de familias, se promueven continuamente 
relaciones con otros actores para su mejor explotación. Ejemplo de 
ellas son los acuerdos arribados para la inclusión en el aprovecha- 
miento de castaña a gente colindante a la TCO. 


La Selva tiene 50 hectáreas, es puro barbecho, al ver eso, ellos dicen: 
“¿de qué vamos a vivir nosotros?”. En tres ocasiones, los rebotamos, 
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pero no sé cómo nos convencieron. Luego, nos indicaron que iban 
a vender la castaña al proyecto. Les dijimos: “antes de ser anexo, 
ustedes tienen que apoyar al proyecto”, sino los expulsaban. Bajaron 
su castaña el primer año; el segundo año nos evadieron y les dijimos 
que estaban jugando con la organización. Luego, hubo un compro- 
miso y ahora es anexo a la TCO (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO 
Chacobo-Pacahuara). 


Entre las acciones emprendidas por la organización para que pira- 
teros, comerciantes y empresarios respeten el derecho propietario de 
los recursos forestales está realizar medidas como la anulación de los 
compromisos o convenios establecidos, capacitar a determinados po- 
bladores sobre la administración de los recursos forestales y presentar 
el reglamento para resolver los conflictos que se presentasen. 


En relación con los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, de acuerdo con los líderes de la organización, éstos rigen su 
acción basados en la ley a “letra muerta” y no haciendo la interpre- 
tación de ésta. Lo acontecido con la comercialización de castaña es 
un ejemplo claro, cuando la Superintendencia Forestal decomisó en 
octubre de 2008 un volumen de castaña a la organización, por no 
contar con Certificado Forestal de Origen (CEFO). Esta acción debe 
ser una de las más aisladas, por no decir la única que realiza la SIF 
en Riberalta. 


En cuanto a la extracción de madera, la ley establece que se puede 
sacar madera para fines sociales y no comerciales. Pero este regla- 
mento es muy limitado cuando la organización aprueba la extracción 
de un determinado volumen de madera, destinada a la comerciali- 
zación, para la adquisición de un bien social como, por ejemplo, la 
construcción de una casa. 


Para mí, no me favorece, porque viendo esos artículos los pueblos 
indígenas pueden sacar para hacer vivienda, pero el ingeniero 
dice que se tiene que hacer un plan de manejo, “es rápido”, dice el 
ingeniero, ¿y el costo? (Maro Ortiz, Capitán Grande TCO Chacobo- 
Pacahuara). 


Estas actitudes de los funcionarios de la Superintendencia Forestal 
son tomadas por los líderes de la organización como contradictorias 
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y promueven el resquebrajamiento de la organización frente a esta 
institución. 


4.3. Control territorial 


Dentro de las estrategias que realiza la población para el control 
de su territorio, se destacan los asentamientos humanos, los acuer- 
dos con terceros, los deslindes de la TCO y la vigilancia y control 
permanente. 


Los asentamientos humanos fueron y son las acciones más efec- 
tivas y sostenibles realizadas por la población; con ellos, se evitaron 
y/o disminuyeron conflictos del territorio. Este tipo de acción se 
realizó una vez que fue demandado el territorio, logrando con- 
formar ocho comunidades desde el año 1996*. Similar medida se 
pretende realizar en la actualidad cerca a los castañales, para tener 
un mejor acceso y control de este producto. Sin embargo, si bien los 
asentamientos pueden ser los más efectivos, la organización debiera 
analizar los posibles impactos que causaría la habilitación de áreas 
productivas. 


Otra de las medidas es la resolución de conflictos con base en 
acuerdos con terceros. Por ejemplo, para la recolección de castaña, 
se estableció un acuerdo con personas que habitan la comunidad La 
Selva, colindante al límite de la TCO en el sector norte. El acuerdo 
establece la autorización para el acceso y aprovechamiento de la 
castaña en lugares donde no se trasladan los chacobo en época de 
la zafra de castaña. Por su parte, los pobladores de La Selva se com- 
prometen a participar en las actividades que demande el proyecto y 
vender el producto a la organización. 


Otra de las acciones emprendidas para mejorar el control del terri- 
torio fue la realización de deslinde en la parte norte de la TCO. Con 
esta actividad, los pobladores evidenciaron que el territorio titulado 
no abarca una buena parte de los castañales, originando conflictos al 
interior de la organización. 





40  Castañalito, Las Palmeras, Las Petas, Fortaleza, Firmeza (en sector de los ríos) 


y Puerto Lata, Nuevo Moxos y Cachuelita, en el sector carretero y central. 
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En el desarrollo de las actividades familiares, como la caza, la 
pesca y la recolección, las familias realizan el control del territorio, 
ingresando de manera permanente a sectores alejados de los centros 
poblados. Con esta acción, se desarrolla un efectivo control tanto a 
los pobladores como a personas externas de la TCO. Como forma 
de contar con un respaldo escrito, en algunas ocasiones, hacen uso 
del reglamento de TCO, que es presentado generalmente a terceros 
O personas que invaden el territorio. 


Las acciones de control que realiza la población son ampliamente 
socializadas en las asambleas generales y coordinadas permanente- 
mente a través de la radio de banda corrida, a la que la mayoría de 
las comunidades tiene acceso. 


CAPÍTULO V 

Normativa que facilita y limita 
el ejercicio de los derechos 

y la gestión territorial 





Muchos Estados informan que desde hace poco tiempo existe una 
actividad legislativa mediante la cual, al parecer, se protegen los de- 
rechos de los indígenas, pero las organizaciones indígenas informan 
también que su aplicación deja mucho que desear. Tan importante 
es para los derechos de los indígenas cómo aplicar de forma eficaz la 
legislación existente que adoptar dicha legislación (Grupo de Trabajo 
de Naciones Unidas sobre las Cuestiones Indígenas, 58 período de 
sesiones, 4 de febrero de 2002). 


La Ley 1257, promulgada el año 1991, fue la primera herramien- 
ta legal boliviana para la reafirmación de los derechos de pueblos 
indígenas. Por la situación del Estado, esta ley impulsó la inclusión 
paulatina de los pueblos indígenas en el sistema normativo. Pese a 
que la Constitución Política del Estado les incluyó recién el año 2004, 
en años anteriores ya empezaron a darse cambios en el sistema nor- 
mativo que, a pesar de sus limitaciones, confusiones y problemas, 
favorecieron la visibilización de los pueblos indígenas acercando 
la norma a la particularidad y diversidad en la composición de la 
sociedad boliviana y, por tanto, la necesidad de crear nuevas leyes 
para disminuir la exclusión. La Reforma Educativa y la Ley de Par- 
ticipación Popular tuvieron ese rol. 


La ley INRA da respuesta a la demanda más importante de los 
pueblos indígenas: ser propietarios reconocidos del territorio por 
mucho tiempo ocupado. Sin embargo, los procedimientos para lograr 
este derecho hicieron el proceso muy largo favoreciendo el acceso 
de terceros (empresarios, ganaderos) a tierras extensas con recursos 
como madera, castaña, etc., y dilatando el saneamiento y la entrega 
de títulos de propiedad a los pueblos indígenas. Otra dificultad tiene 
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que ver con el aprovechamiento de recursos, tanto de forma tradicio- 
nal como para beneficio económico, puesto que los reglamentos para 
el aprovechamiento, lejos de ayudarles a desarrollar la actividad, la 
dificulta. 


Ya en los últimos años, la Declaración de las Naciones Unidas so- 
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que es convertida en ley, 
fortalece los aportes realizados por las organizaciones indígenas a 
través de sus representantes a la Asamblea Constituyente, gran parte 
de los cuales fueron incluidos en la Constitución Política boliviana 
recientemente aprobada. 


Sin embargo, y a pesar de tan importantes avances, las leyes para 
operativizar esos derechos no tenían un carácter especial, lo que sig- 
nifica que el ejercicio de derechos para los pueblos indígenas hasta 
el año 2008 se ha enmarcado en las siguientes leyes: 


Cuadro 13 
Normativa relacionada con los derechos de los pueblos indígenas 





Año Marco jurídico 
1991 Ley 1257: Ratificatoria del Convenio 169 de la OIT 
1992 Ley 1333: Ley de Medio Ambiente 

1994 Ley 1551: Participación Popular 

1994 Ley 1565: Reforma Educativa 

















1996 odificaciones a la Ley 1551: Participación Popular (inclusión de los pueblos indígenas) 


1996 Ley 1700: Ley Forestal 

Reglamento Ley Forestal 

orma técnica 136/97: Procedimientos técnicos para manejo forestal 
orma técnica 77/2005 Planes generales de manejo de castaña 
orma técnica: lineamientos generales de forestería comunitaria 








1996 Ley 1715: Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria 





2004 CPE: Reforma a la Constitución Política del Estado 





2005 Ley 3015: Ley de Agrupaciones Ciudadanas incorporada en el Código Electoral. 








2006 Ley 3545: Modificación de la Ley 1715, reconducción de la Reforma Agraria 





2007 Ley 3760: Ratificatoria de la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas de 
aciones Unidas 


2009 Constitución Política del Estado 























Fuente: Elaboración propia. 
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1. Derechos Políticos: sistema organizativo, normas 
y planificación 


Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En 
virtud de ese derecho, determinan libremente su condición política 
y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural 
(Ley 3760, artículo 3). 


Las leyes relacionadas con el ejercicio de derechos políticos que 
practican los pueblos de Lomerío, mosetén y chacobo-pacahuara en 
la gestión de su territorio son la antigua Constitución Política del 
Estado, la Ley de Participación Popular y la Ley de Partidos Políticos 
y Agrupaciones Ciudadanas. 


La Constitución Política del Estado de 2004, en su artículo 171- 
II, Ill, “reconoce” el sistema de organización indígena a través del 
otorgamiento de personalidad jurídica a las comunidades indígenas, así 
como también a la administración y aplicación de las normas propias 
por parte de sus autoridades tradicionales. Respecto a lo enunciado 
en este artículo, observamos que la categoría comunidades indígenas 
tiene una connotación de tipología poblacional, que está al mismo 
nivel de las comunidades campesinas, sin hacer referencia a la forma de 
organización y representación que, en el caso de los campesinos, está 
presente con las asociaciones y sindicatos campesinos. Esto muestra 
poca claridad y reconocimiento respecto a la organización indígena, 
así como a su cualidad colectiva que rebasa el término “comunidad 
indígena”, no considerada en esta constitución. Si bien las orga- 
nizaciones indígenas, denominadas de tierras bajas u oriente, son 
relativamente nuevas, se constituyeron entre fines de los años 1970 
y 1990, mientras que las modificaciones a la Constitución Política del 
Estado el año 2004 fueron posteriores, con lo cual no puede decirse 
que éstas no estaban conformadas. 


Probablemente los territorios indígenas no fueron pensados en la 
dimensión que actualmente alcanzaron y en sus características par- 
ticulares, su naturaleza e historia de ocupación del territorio, por lo 
que, a pesar de las grandes extensiones que poseían e independien- 
temente de la compleja distribución político-administrativa en la que 
quedaron las TCOs, no se consideraron otras formas de distribución 
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territorial además de los departamentos, provincias, secciones de 
provincia y cantones (CPE, 2004: Artículo 108). 


Por ejemplo, la TCO Chacobo-Pacahuara, cuya población es 
propietaria de 485.260,12 hectáreas, pertenece político-adminis- 
trativamente a los municipios de Exaltación de la Santa Cruz y 
Riberalta, ambos en el departamento del Beni, o el pueblo mosetén, 
que tiene 116.435 hectáreas, cuya distribución territorial política y 
administrativa es muy compleja, pues abarca zonas situadas en los 
departamentos de La Paz (provincias Sur Yungas, Caranavi, Larecaja, 
Franz Tamayo), Beni (provincia Ballivián) y Cochabamba (provincia 
Morochata) (Ver Capítulo 3, Acápite 1). 


Esta situación ha dificultado el acceso y comunicación con las 
autoridades encargadas de la atención de demandas: los municipios 
y las prefecturas. Además de las dificultades de acceso por la dis- 
persión y extensión de sus territorios, la cantidad de población les 
resta posibilidad de ser escuchados y atendidos por estas instancias, 
en tanto generalmente trabajan con fines político-partidarios y con 
perspectivas de ser reelegidos; de esa forma, los pueblos indígenas 
no constituyen una población electoralmente atractiva para los par- 
tidos políticos. 


Estos aspectos evidencian que la Constitución del año 2004, aun- 
que reconoce la existencia de los pueblos indígenas, no establece 
mecanismos para el acceso a la participación indígena como “pueblo 
indígena” en el nivel local, ya que la Ley de Participación Popular 
no tuvo ese rol. Explicamos porqué. El artículo 6, parágrafo I de esta 
ley menciona que “en cada unidad territorial se reconocerá una sola 
organización territorial de base para acceder a los derechos y deberes 
definidos en la presente ley”. Esto significa que las percepciones sobre 
unidad territorial de la ley y del pueblo indígena no condicen, pues 
para éste la "ICO es la unidad territorial y está representada por su 
organización. Por otra parte, en los artículos 5” y 6”, relacionados con 
el registro de la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, dice 
que éste será realizado en la sección de provincia que corresponda 
a la jurisdicción, “mediante Resolución de la Prefectura o Subpre- 
fectura, en favor de la Organización Territorial de Base (...)”. Si bien 
esta disposición abre la posibilidad de la participación de los pueblos 
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indígenas, parte del equivocado supuesto de que estas organizacio- 
nes tienen la misma categoría y, por lo tanto, características similares 
a las juntas vecinales y comunidades campesinas. Si bien este error 
fue subsanado con las modificaciones en el artículo 1” del año 1996, 
los cambios llegaron cuando las disposiciones anteriores ya estaban 
en ejercicio, luego de un largo proceso de práctica de la ley por parte 
de los municipios, con lo cual algunos alcaldes cambiaron de actitud, 
pero como concesiones particulares o personales hacia los pueblos 
indígenas, y no porque así lo mande la ley. 


A pesar de estas condiciones y buscando insertarse en el proceso 
municipal, Lomerío se ha apresurado en conformar nuevas orga- 
nizaciones bajo la denominación de OTBs, de manera paralela a la 
organización indígena comunal y al margen de ésta, no obstante lo 
mencionado en el artículo 3”-II de la LPP que “reconoce como repre- 
sentante de las OTBs a los hombres y mujeres, capitanes, jilacatas, 
curacas, mallcus, secretarios generales y otros (as), designados según 
sus usos y costumbres”. Esto demuestra que esta ley, en lo que se 
refiere al reconocimiento de las autoridades tradicionales, no se ha 
cumplido en Lomerío, aunque la razón no fuera la ley en sí misma, 
sino su mala interpretación y administración en los municipios. 


La TCO Chacobo-Pacahuara ha seguido otro proceso. Su par- 
ticipación con demandas en el gobierno municipal de Riberalta 
se inicia el año 2006, pero manteniendo unidad como pueblo y su 
propio sistema de decisión para las demandas, que además deben 
ser ratificadas por la organización regional, que es la CIRABO. No 
se ha incorporado la denominación de OTBs en las organizaciones y, 
aunque han conformado un comité de vigilancia, éste está sujeto a la 
máxima autoridad de su pueblo: la asamblea. Pese a los avances que 
como pueblo ha logrado en las cumbres municipales, debe enfren- 
tarse a demandas de otros sectores que tienen mayor población que 
su pueblo y con mayor experiencia en las dinámicas de planificación 
municipal, con lo cual y considerando que son poco más de dos años 
que participan de las planificaciones elaboradas por los municipios, 
la Ley 1551 no ha sido de mucho beneficio. 


Pese a la conformación del municipio indígena monkox chiqui- 
tano y la oportunidad que esto representó para la participación y 
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fortalecimiento del pueblo indígena, no se han logrado estos objeti- 
vos. A pesar de que la Ley 3015 de incorporación de agrupaciones 
ciudadanas y pueblos indígenas al sistema de representación, en su 
artículo 17, posibilitó al pueblo chiquitano participar con sus pro- 
pios candidatos bajo la sigla de la CCCH (Central de Comunidades 
Indígenas Chiquitanas), los resultados electorales no competían con 
la votación hacia los partidos políticos, al margen de las limitaciones 
por los criterios poblacionales que no consideran las dificultades de 
baja población y dispersión de la misma. Entonces, si bien Lomerío 
utilizó las oportunidades que le dio la Ley 1551 como pueblo indí- 
gena, en el camino, evidenció que las estructuras administrativas del 
municipio así como las formas de participación política para acceder 
a él eran incompatibles y debilitaban la organización, además de 
crear un eje de poder paralelo en el mismo territorio y que, a pesar 
de los esfuerzos por articularlos, funcionaba de manera autónoma 
a la organización. Por lo tanto, la Ley de Participación Popular y 
la Ley de Agrupaciones Ciudadanas, aun bajo el supuesto de que 
la jurisdicción de la TCO coincida con una sección de provincia- 
municipio, no constituye una alternativa para la administración del 
territorio indígena. 


Respecto al sistema normativo, la Reforma a la Constitución Po- 
lítica del año 2004 (artículo 171-III) reconoce el funcionamiento del 
sistema normativo tradicional de los pueblos indígenas, asignándole 
la función de resolver los conflictos que surjan en su jurisdicción de 
“forma alternativa”, lo cual se ha cumplido hasta el momento en 
los territorios, pues estos pueblos han administrado los conflictos 
que se han dado en su territorio. Respecto a este tema, la Ley 3760, 
en su artículo 19, señala que el Estado debe consultar a los pueblos, 
por medio de sus instituciones representativas “antes de adoptar 
y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten”, a 
fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado, lo cual, 
naturalmente, no se ha cumplido. 


Un importante adelanto para el sistema de planificación lo consti- 
tuye la Ley 1257 del año 1991, ratificatoria del Convenio 169 de la OIT, 
que en su artículo 7:2 menciona: “El mejoramiento de las condiciones 
de vida (...) de los pueblos interesados, con su participación y coope- 
ración, deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico 
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global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de 
desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo 
que promuevan dicho mejoramiento”. A pesar de esta ley, los meca- 
nismos de inclusión para la planificación en el nivel departamental 
y municipal, para mejorar las condiciones de vida de los pueblos, se 
constituyeron en esfuerzos aislados. Cuando se logró la elaboración 
de los planes de desarrollo indígena, como en el caso de Lomerío, 
éste constituyó un documento que, además de no ser utilizado ni 
difundido, no contemplaba la visión integral del sistema de vida de 
los pueblos indígenas. 


En lo que se refiere a la planificación en la Ley de Participación 
Popular, ésta señala, en el artículo 7, que las Organizaciones Te- 
rritoriales de Base tienen derecho “a. Proponer, pedir, controlar y 
supervisar la realización de obras y la prestación de servicios públicos 
de acuerdo a las necesidades comunitarias, en materias de educación, 
salud, deporte, saneamiento básico, microriego, caminos vecinales y 
desarrollo (...) rural”. A pesar de estos derechos, las organizaciones 
indígenas tienen problemas para participar de los mecanismos de 
planificación. Por otro lado, la posibilidad de planificación e inclusión 
en esa planificación obliga a segmentar los intereses o demandas de 
la organización, debido a la ubicación dispersa e, incluso, disconti- 
nua de los territorios en distintos municipios. La lógica territorial 
político-administrativa no corresponde con los territorios indígenas 
tradicionales ni con los de la TICO y las dificultades de acceder a es- 
tos procesos de planificación limita —por el criterio de número— a 
la población indígena, que en la mayoría de los casos se invisibiliza 
frente a la población de asentamientos concentrados y de gran can- 
tidad de habitantes. 


En la Constitución Política de Estado vigente (enero de 2009), 
que recoge temas centrales de la Ley 3760 (septiembre de 2007) de 
la Declaratoria de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue- 
blos Indígenas en sus artículos 3, 4 y 5, hay un cambio sustancial: 
primero, al reconocer en el artículo 2 “la existencia pre colonial de los 
pueblos indígenas, originarios y campesinos y su dominio ancestral 
sobre sus territorios”, garantizando su “libre determinación (...) que 
consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su cultura, 
al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus 
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entidades territoriales” y segundo, al establecer claramente condi- 
ciones especiales para la administración de sus territorios (artículo 
30-parágrafo II, 5 y 17, artículo 290 parágrafo II) “de acuerdo a sus 
normas, instituciones, autoridades y procedimientos, conforme a sus 
atribuciones y competencias”, lo cual quiere decir que se incluye la 
estructura organizativa indígena en la estructura general del Estado 
y el reconocimiento del derecho a la gestión territorial indígena au- 
tónoma. Esto significa que los territorios indígenas no tendrán que 
depender de los municipios, evita que surjan otras instancias para la 
administración del territorio y, más bien, se fortalecerán las actuales 
estructuras incorporando instancias técnicas. 


2. Derechos Sociales 
Educación 


La antigua CPE de 2004, en los artículos 7 y 8, correspondientes 
a los derechos y deberes fundamentales, dice: 


Toda persona tiene los siguientes derechos fundamentales (artículo 7): 

a) Ala vida, la salud y la seguridad; 

b) A emitir libremente sus ideas y opiniones por cualquier medio de 
difusión; 

c) A reunirse y asociarse para fines lícitos; 


d) A trabajar y dedicarse al comercio, la industria o cualquier activi- 
dad lícita, en condiciones que no perjudiquen al bien colectivo; 


e) Arecibir instrucción y adquirir cultura; 

f) A enseñar bajo la vigilancia del Estado; 

g) A ingresar, permanecer, transitar y salir del territorio nacional; 
h) A formular peticiones individual y colectivamente; 


1) Ala propiedad privada, individual y colectivamente, siempre que 
cumpla una función social; 


j) Auna remuneración justa por su trabajo que le asegure para sí y 
su familia, una existencia digna del ser humano; 


k) Ala seguridad social, en la forma determinada por esta Constitu- 
ción y las leyes. 
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Y menciona como deber relacionado con la educación: 
c) Adquirir instrucción por lo menos primaria (artículo 8). 


Estos derechos y deberes muestran una perspectiva muy general, 
sin particularidades, dejando ideas ambiguas, por ejemplo, respecto 
a lo que se considera “instrucción y cultura”. Hasta el momento, el 
“adquirir cultura” en la educación ha estado relacionado con la trans- 
misión de valores afines a culturas urbanas. Esto se complementa con 
las disposiciones de este mismo documento referidas al “Régimen 
de Cultura”, en el artículo 177, que dice: 


I. La educación es la más alta función del Estado, y, en ejercicio 
de esta función, deberá fomentar la cultura del pueblo. 


II. Se garantiza la libertad de enseñanza bajo la tuición del Es- 
tado. 


III. La educación fiscal es gratuita y se la imparte sobre la base 
de la escuela unificada y democrática. En el ciclo primario, es 
obligatoria. 


Como vemos, esta Constitución (2004) no consideraba ninguna 
disposición que hiciera referencia a la cualidad de la educación en re- 
lación con la diversidad, particularidad o diferencia de culturas, con 
lo cual el sistema educativo fiscal tenía un solo enfoque, un mismo 
modelo —“unificada y democrática”— que se reproducía en todos 
los lugares del país, como lo vivieron los lomerianos para quienes, 
bajo ese modelo de educación, su lengua, el besiro (ver capítulo 2, 
educación) era motivo de rechazo y prohibición. 


Por otro lado, de acuerdo con este documento (CPE, 2004) el Es- 
tado “reconoce y sostiene la religión católica, apostólica y romana” 
y —aunque garantiza “el ejercicio público de todo culto” (artículo 
3)— la educación fiscal y gratuita bajo tuición del Estado, que fue (en 
la mayoría de los casos) la única existente en los territorios indígenas, 
enseñaba y continúa enseñando a los niños los valores de la religión 
católica, además que las misiones convirtieron la fe católica en parte 
de la cultura del pueblo chiquitano y mosetén. Actualmente, la Iglesia 
aún forma parte de las decisiones en el tema educativo en Lomerío, 
a pesar de lo que quieren sus autoridades. 
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Hemos conversado con el obispo, con el párroco, el asunto de la pla- 
nificación familiar. Para nosotros, como autoridad, queremos que se 
practique la planificación familiar en nuestro municipio y ellos dicen 
que es un poco imposible porque va contra la religión católica, pero 
no podemos cerrarnos los ojos ante ese problema. Entonces, la alcal- 
día dice: “hay que hacer la planificación familiar, fuera o contra lo que 
dice la iglesia porque ya se está practicando”. No estoy en contra de 
la opinión de la iglesia, pero un poco se retrasa (...) (Ángel Sumami, 
alcalde municipal de Lomerío. En: Oud, 2008: parte 4). 


En el caso chacobo, estas normas no afectaron al inicio, ya que la 
Misión Evangélica Suiza asumió la responsabilidad sobre la educa- 
ción, pero, con el paso del tiempo y la creación de escuelas fiscales, 
el pueblo chacobo tuvo que hacer esfuerzos para que la escuela no 
eliminara su idioma. 


Por tanto, vemos que hasta antes de la Reforma Educativa, para 
los pueblos indígenas de Lomerío y chacobo, la escuela —y la edu- 
cación que se transmitía en ella— fue un derecho vulnerado y que, 
además, se constituyó en un mecanismo de discriminación y agresión 
a su cultura, pese a que la Ley 1257, promulgada el año 1991 (tres 
años antes de la Reforma Educativa), señala: 


1. Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho a no sufrir 
la asimilación forzada o la destrucción de su cultura. 


2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención 
y el resarcimiento de: 


a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privar alos pueblos 
y las personas indígenas de su integridad como pueblos distintos o 
de sus valores culturales o su identidad étnica (artículo 8). 


En efecto, el Estado establece ese “mecanismo (...) para el (....) 
resarcimiento” de los actos que “privaron a los pueblos y las perso- 
nas indígenas” de su lengua, sus valores y su cultura. Entonces, la 
Reforma Educativa se constituyó en un poderoso “mecanismo” que 
puso un freno a la represión y desvalorización de la cultura e idioma 
de los pueblos, no porque fuera la primera iniciativa por buscar una 
educación indígena sin la pérdida de la cultura, como hizo de algún 
modo la Misión Evangélica Suiza, con la traducción de material 
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pedagógico, o el Instituto Lingúístico de Verano, que formó profe- 
sores indígenas de diferentes pueblos por más de 20 años, sino por 
el reconocimiento nacional de la existencia de otros idiomas, otras 
culturas y la posibilidad de que las mismas fueran parte del sistema 
educativo formal, es decir, la posibilidad de pensar en un sistema 
educativo diferente. 


Para la Reforma Educativa, la educación propuso bases y princi- 
pios de los que destacamos algunos: 


Artículo 1: [La educación...] 


4) Es nacional porque responde funcionalmente a las exigencias 
vitales del país en sus diversas regiones geográficos-culturales, 
buscando la integración y la solidaridad de sus pobladores para la 
formación de la conciencia nacional a través de un destino histórico 
común. 


5) Es intercultural y bilingiie, porque asume la heterogeneidad 
socio-cultural del país, en un ambiente de respeto entre todos los 
bolivianos, hombres y mujeres. 


Uno de los objetivos y políticas del sistema educativo dice: 


5) Construir un sistema educativo intercultural y participativo que 
posibilite el acceso de todos los bolivianos a la educación, sin discri- 
minación alguna (artículo 3). 


Asimismo, se establece 


Artículo 5: (5) Asumir las necesidades de aprendizaje de los sujetos 
de la educación. 


Por otra parte, entre las diversas modalidades del sistema edu- 
cativo, incluye: 
Artículo 9: (2) Modalidades de lengua 


- Monolingúe en lengua castellana con aprendizaje de alguna len- 
gua nacional originaria. 


- Bilingúe: en lengua nacional originaria como primera lengua y en 
castellano como segunda lengua. 
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Con la puesta en práctica de la ley, los chacobo, menos afectados 
en el uso de su idioma debido al aislamiento que mantuvieron, en- 
contraron la forma de fortalecerse como pueblo con este proceso. En 
el caso de Lomerío, formaron parte de una experiencia pedagógica 
nacional de la que participaron padres de familia y profesores, en 
la construcción de material educativo intercultural, como señala el 
parágrafo 3 del artículo 1: [La educación] “Es democrática, porque 
la sociedad participa activamente en su planificación, organización, 
ejecución y evaluación, para que responda a sus intereses, necesida- 
des, desafíos y aspiraciones”. 


A pesar de la importancia del impacto de esta ley, vemos que no 
es suficiente. Además de las dificultades propias del cambio en el 
sistema, a 15 años de la promulgación de esta ley, se observan serios 
problemas en su ejecución, ya que hay una tendencia a convertir la 
educación intercultural en una “materia más” de la carga curricular, 
lo cual entra en contradicción con el artículo 9 de esta Reforma, que 
plantea dos modalidades de lengua: monolingúe y bilingúe. Los 
pueblos indígenas debieran ser bilingies, pero, por las dificultades 
del proceso, se tiende a que sean monolingúes en la lengua castellana 
y con aprendizaje de una lengua originaria. 


[La enseñanza del besiro] es muy difícil porque carecemos de muchas 
palabras todavía en hablarlo en besiro; si yo quiero decir, por ejemplo: 
“la ventana de una casa”, no hay esa palabra ventana en besiro. Y nos 
obligan a nosotros que enseñemos, pero si falta mucho todavía por 
crear palabras... Si quiero enseñar matemáticas, contar en bestro, no 
tenemos los números en besiro, pero la insistencia está sobre nosotros: 
“enseñen, enseñen”. No hay una organización que esté constante- 
mente con el profesor. Hay la producción de textos en Puquio, pero 
ahí metidos nomás, no salen de su oficina. Pero no nos cansamos 
nosotros; con lo que sabemos estamos pasando clases con los niños 
(Federico Parapaino, profesor San Lorenzo, TCO Lomerío). 


Como evidencia este testimonio, es probable que la Reforma 
Educativa intentara reconstruir un sistema de educación no indíge- 
na, con elementos relacionados con la cultura indígena, en este caso 
chiquitana. Probablemente, esto lleve a los pueblos a cuestionarse 
sobre el actual sistema de educación y sus métodos de enseñanza en 
el que la tendencia es hacia el aprendizaje de conocimientos de una 
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cultura urbana —lo cual no quiere decir que no sean importantes— 
en deterioro de sus conocimientos propios. Esto significa que el saber 
y las costumbres de su cultura pueden morir junto con sus ancianos, 
como ya está sucediendo. Al respecto, la Ley 3760 señala: 


Artículo 14 


1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus 
sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus 
propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de 
enseñanza y aprendizaje. 


2. Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tienen 
derecho a todos los niveles y formas de educación del Estado sin 
discriminación. 

3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los pueblos 
indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, 
incluidos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, 
cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su pro- 
pio idioma. 


Artículo 15 


1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diver- 
sidad de sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden 
debidamente reflejadas en la educación pública y los medios de 
información públicos. 


2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación 
con los pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y 
eliminar la discriminación y promover la tolerancia, la comprensión 
y las buenas relaciones entre los pueblos indígenas y todos los demás 
sectores de la sociedad. 


Finalmente y en contraposición a lo mencionado en la antigua 
CPE, la CPE vigente señala como parte de los derechos fundamen- 
tales uno relacionado con la educación: 


Toda persona tiene derecho a recibir educación en todos los niveles 
de manera universal, productiva, gratuita, integral e intercultural, 
sin discriminación (artículo 17). 


Este artículo muestra mayor aporte que sirve de marco al tipo de 
educación a la que los pueblos indígenas podrían tener acceso. 
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La Ley 3760 contempla, en algunos artículos, un buen detalle so- 
bre este derecho, con los cuales se podrá planificar en el futuro, en 
el marco de las autonomías indígenas. 


Salud y agua 


Los derechos fundamentales para los bolivianos, reconocidos 
hasta enero del 2009 en la antigua Constitución Política del Estado, 
dicen sobre el acceso al servicio de salud y el agua, que las personas 
tienen derecho “a la vida, la salud y la seguridad” (artículo 7, inciso 
a], CPE, 2004). El acceso al agua no está garantizado como derecho. 
De manera complementaria, el artículo 164 menciona: 


El servicio y la asistencia sociales son funciones del Estado, y sus 
condiciones serán determinadas por ley. Las normas relativas a la 
salud pública son de carácter coercitivo y obligatorio. 


El reconocimiento de los derechos indígenas, en el artículo 171 de 
este mismo documento, no considera temas específicos relacionados 
con los servicios, aunque sí se menciona el aprovechamiento soste- 
nible de los recursos naturales, entre los que se encuentra el agua, 
éste no se especifica. 


Con la generalidad de este artículo y ante la inexistencia de una 
ley específica que ayude a operativizar estos derechos para los pue- 
blos indígenas —además de mencionar la protección a la identidad, 
valores y costumbres que están relacionados con la práctica de la 
medicina tradicional y/o el acceso al agua—, las TCOs dependen 
de condiciones discrecionales para el ejercicio de estos derechos, por 
ejemplo, la buena voluntad, sensibilidad y respeto de los operadores 
del servicio hacia la cultura indígena, o la responsabilidad de empre- 
sas para no contaminar el agua o afectar sus fuentes. 


Aunque la Ley de Participación Popular, a través de sus mecanis- 
mos de participación, ofrece a las OTBs la oportunidad de plantear 
propuestas y demandar obras en temas de educación, salud, sanea- 
miento básico, etc., y también participar del proceso de ejecución y 
administración de las obras, no ha constituido una alternativa de 
acceso hacia estos derechos, por dos factores: la dificultad de que las 
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demandas sean colectivas (como TCO o pueblo indígena) y no por 
OTB, y la potestad del gobierno central como encargado de las políti- 
cas nacionales para los sectores de salud, educación, cultura, caminos 
vecinales, etc. (artículo 13 de la CPE, 2004), con lo cual, los municipios 
sólo ejecutan las demandas enmarcadas en estas políticas. Es decir 
que, en el nivel local, el gobierno monkox chiquitano de Lomerío no 
tiene potestad para definir acciones en pro de la articulación, por 
ejemplo, de la medicina tradicional y la medicina convencional. De 
igual forma sucede con el municipio de Riberalta, donde, además, 
la población es predominantemente urbana. 


Pero la práctica de la medicina en ambas TCOSs está articulada 
principalmente por la relación entre el personal en salud convencio- 
nal y los conocimientos y cultura sobre la medicina tradicional que 
tiene este personal. Con la capacitación de indígenas para conver- 
tirse en sanitarios o promotores de salud, suman conocimientos a la 
medicina tradicional, haciendo una complementación entre ambos. 
Este proceso, en muchos casos, ha sido negativo, en tanto existen 
percepciones subjetivas de algunos funcionarios o profesionales de 
la salud que descalifican los conocimientos de los pueblos indígenas. 
Aquí, vemos la necesidad de una ley que determine procedimientos, 
ampare estos conocimientos y, además, con el pleno ejercicio y acep- 
tación de estos derechos, se evite que estos juicios pongan en riesgo 
la cultura de los pueblos. Esta ley es la 1257, que, a pesar de haber 
sido promulgada el año 1991, no se ha puesto en práctica, en lo que 
al tema de salud se refiere: 


Artículo 25 


1. Los gobiernos deberán velar porque se pongan a disposición de 
los pueblos interesados servicios de salud adecuados o proporcionar 
a dichos pueblos los medios que les permitan organizar y prestar 
tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que 
puedan gozar del máximo nivel posible de salud física y mental. 


2. Los servicios de salud deberán organizarse, en la medida de lo 
posible, en el nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y 
administrarse en cooperación con los pueblos interesados y tener en 
cuenta sus condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales, 
así como sus métodos de prevención, prácticas curativas y medica- 
mentos tradicionales. 
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La Ley 3760, de más reciente promulgación, señala: 


Artículo 24 


1. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propias medicinas 
tradicionales y a mantener sus prácticas de salud, incluida la con- 
servación de sus plantas, animales y minerales de interés vital desde 
el punto de vista médico. Las personas indígenas también tienen 
derecho de acceso, sin discriminación alguna, a todos los servicios 
sociales y de salud. 


En relación con el agua, esta misma ley dice: 


Artículo 25 


Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su 
propia relación espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares cos- 
teros y otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado 
y utilizado de otra forma y a asumir las responsabilidades que a ese 
respecto les incumben para con las generaciones venideras. 


3. Derechos Económicos: propiedad del territorio y uso y 
aprovechamiento de recursos maderables y no maderables 


Propiedad del territorio 


Las leyes que se relacionan con los derechos económicos de los 
pueblos indígenas son: la Constitución Política del Estado (2004), 
la Ley INRA 1715 y la Ley de Reconducción de la Reforma Agraria 
3545, conocida como reconducción comunitaria de la ley INRA y sus 
reglamentos; la Ley 1257 (Convenio 169 de la OIT), la Ley Forestal 
1700 y sus reglamentos, y el Reglamento General de Áreas Protegidas 
DS 24781. 


El primer antecedente fueron los títulos comunales otorgados 
después de la Reforma Agraria de 1953 a algunas comunidades que 
fueron tomadas como campesinas o colonias. Esos títulos comunales, 
en algunos casos, han servido como base para la posterior titulación 
de los territorios en forma de Tierras Comunitarias de Origen (TCO) 
ya en el siglo XX1. 
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El reconocimiento de los territorios indígenas comenzó después 
de la primera marcha de 1990 por el territorio y la dignidad, con la 
promulgación de decretos supremos que reconocían los territorios in- 
dígenas de tierras bajas. Estos decretos supremos eran muy frágiles, ya 
que cualquier ley podía revocarlos y, por lo tanto, quedar sin efecto. 


Desde la perspectiva de los derechos propietarios, el más impor- 
tante avance en el reconocimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas se da con los cambios que se introdujeron en la reforma de 
la Constitución Política del Estado en el año 1994. Concretamente, en 
su artículo 171, “se reconocen, se respetan y protegen en el marco de 
la ley los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos 
indígenas que habitan en el territorio nacional, especialmente los 
relativos a sus tierras comunitarias de origen, garantizando el uso y 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, a su identidad, 
valores, lenguas, costumbres e instituciones”. 


El reconocimiento de los territorios con la figura de TCO de la 
Constitución se materializó en la Ley INRA 1715, en 1996, luego de 
la marcha de los pueblos indígenas que llegó a Samaipata, donde se 
tuvieron las negociaciones para consensuar esta ley. La Ley INRA 
reconocía los derechos adquiridos por todos los que vivían o tenían 
derechos propietarios en los lugares donde los pueblos indígenas 
vivían. En una disposición transitoria de la Ley INRA se establecía 
que en 10 meses deberían estar tituladas 16 demandas territoriales 
que presentaron los pueblos indígenas de tierras bajas. Estos diez 
meses se convirtieron, en algunos casos, hasta 10 años, aunque la 
media fue de casi 7 años para que se titularan los territorios en la 
forma reconocida de CO. 


El proceso de elaboración del reglamento de la Ley INRA fue lar- 
go y llevó casi dos años ponerlo en funcionamiento, lo que retrasó 
el inicio del saneamiento de las demandas de TCO. Los mosetén, 
los chiquitanos de Lomerío y los chacobo fueron parte de esas 16 
demandas. Los procedimientos reglamentados hicieron que los 
procesos de titulación de las TCO fueran morosos y tuvieran varios 
momentos de disputa. Se denominó como “terceros” atodos aquellos 
que no eran los demandantes indígenas, como podían ser ganaderos, 
comunidades campesinas, colonos, etc. (los campesinos, colonos no 
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eran reconocidos como pueblos indígenas, lo que daría lugar poste- 
riormente a manipulaciones en algunos aspectos importantes de los 
procesos de saneamiento). 


El resumen del procedimiento de saneamiento establecido fue una 
primera fase de geo-referencia de la demanda territorial del pueblo 
indígena (se establecían los puntos geográficos a través de GPS y el 
área de la demanda); la segunda fase era el análisis de todos aquellos 
terceros que tenían algún derecho sobre propiedades de acuerdo con 
los archivos en el INRA; al mismo tiempo, se establecían, por parte 
del Estado, las necesidades espaciales de cada demanda de pueblo 
indígena. La tercera era la fase de pericias de campo, donde los 
topógrafos y abogados del INRA recorrían toda la demanda averi- 
guando si los derechos propietarios eran reales o no y si cumplía la 
función económica social; la cuarta tenía que ver con el armado de 
carpetas por cada tercero en gabinete y de acuerdo con la información 
recogida en las pericias de campo (revisión jurídico-técnica). Una 
vez que se tenía todo el proceso se publicaban los resultados, donde 
se establecían los recortes a las propiedades, el establecimiento de 
tierras fiscales, etc. y con lo que se entraba en una fase de apertura 
para las impugnaciones que terminaban en los respectivos tribunales 
agrarios. Y. por fin, cuando todo esto se superaba, el título de TCO 
tenía que ser firmado por el presidente de la república. 


Este proceso así fácilmente explicado tuvo una serie de elementos 
que no se cumplieron o que hicieron que, en muchos casos, los be- 
neficiados de este saneamiento fueran los terceros y no los pueblos 
indígenas, que, aunque tenían los derechos bien planteados en la ley, 
en la práctica fueron ignorados. Durante las pericias de campo, los 
terceros aparecían, por ejemplo, con ganado que se habían prestado 
de otros ganaderos para poder cumplir la función económica social 
(ocurrió algo parecido en el territorio chacobo), o sobornaban a los 
funcionarios del INRA (esto pasó con la demanda mosetén en una 
colonia de sólo tres familias dedicadas al pirateo de madera que 
durante el saneamiento aparecieron con más de 4.000 has. como 
propiedad, que finalmente fue titulada). 


Otro elemento importante en la vulneración de derechos ha 
sido la posibilidad por parte del INRA de poder contratar empresas 
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privadas para hacer saneamiento. El resultado es que estas empresas 
no tomaron en cuenta los derechos de los pueblos indígenas, ya que 
el saneamiento de las propiedades era pagado por los terceros, a los 
cuales se beneficiaba. En la Ley de Reconducción, esto fue elimi- 
nado, pero ha dañado en gran medida los derechos de los pueblos 
indígenas. 


Pese a aparecer el término de expropiación en la ley, el INRA casi 
no lo ha utilizado durante estos 12 años de saneamiento; lo que se 
ha dado son los recortes a propiedades y éstos han sido dotados a 
los pueblos indígenas. La dotación a favor de pueblos indígenas 
y Originarios se consolidó con la reconducción de la Ley INRA en 
donde aparece la dotación prioritaria. 


Además de la ley INRA y la Constitución reformada de 1994, 
existen dos leyes de la república que fueron impulsadas por orga- 
nismos internacionales, como son la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) y Naciones Unidas. La primera, el Convenio 169 de la 
OIT (Ley 1257), pese a que se convierte en ley el año 1991, se queda 
simplemente en una ley enumerativa de los derechos de los pueblos 
indígenas, pero no tiene ningún efecto real sobre su situación. Es una 
ley que las organizaciones indígenas de tierras bajas han utilizado 
reivindicativamente, pero no ha tenido ningún efecto por la falta de 
voluntad política de los diferentes gobiernos de turno. Tampoco hubo 
esta voluntad política por parte de los municipios y las prefecturas 
en el momento de otorgar personerías jurídicas a las comunidades 
indígenas; se intentó manipularlas como comunidades campesinas 
para que no accedieran a los derechos que les correspondían como 
pueblos indígenas. La Ley 3760 no ha tenido mucho efecto, debido a 
que fue promulgada hace relativamente poco tiempo y, por lo tanto, 
no ha estado desde el principio en la propiedad de los territorios 
indígenas. 


Las dos leyes han ayudado, en gran medida, a construir la nue- 
va Constitución Política del Estado, porque han sido referenciales. 
Las dos plantean el respeto al territorio, a su propiedad e, incluso, 
hablan del tema de autonomía y autodeterminación de los pueblos 
indígenas. La Ley 1257 fue una buena base para la elaboración de la 
Ley INRA en 1996, ya que habla también de los valores culturales y 


214 DERECHOS INDÍGENAS Y GESTIÓN TERRITORIAL 





espirituales que los pueblos indígenas otorgan a sus territorios. En 
definitiva, se plantean más bien como advertencias y consejos a los 
gobiernos de los países para que tomen en cuenta los derechos territo- 
riales de los pueblos indígenas en sus acciones y determinaciones. 


Uso y aprovechamiento de los recursos naturales 


En la misma línea que la propiedad del territorio, se puede esta- 
blecer que el Convenio 169 de la OIT (Ley 1257) ha servido de base 
también para el uso y aprovechamiento de los recursos naturales, a 
veces en forma implícita, pero en otras Ocasiones, en algunos artí- 
culos, de manera explícita. Apoya especialmente en el derecho a la 
participación de los pueblos indígenas en el uso, administración y 
conservación de los recursos naturales. 


El Estado boliviano, tanto en la Constitución reformada en 1994 
como en la de 2004, reconoce que son dominio del Estado los recur- 
sos naturales del suelo y el subsuelo, las aguas y demás recursos 
naturales susceptibles de aprovechamiento. El aprovechamiento 
será regido a través de leyes para su concesión y uso. Igualmente, 
se reconoce y garantiza el uso y aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales a los pueblos indígenas que tengan tierras comu- 
nitarias de origen de acuerdo con su identidad, valores, costumbres 
e instituciones. 


Se puede establecer que, en el nivel del Estado, los derechos de 
los pueblos indígenas estarían reconocidos, aunque tiene que ver 
con dos palabras que pueden tener problemas de interpretación: 
están garantizando su uso y la participación en su administración. 
Existen variadas formas de participación, algunas no “muy partici- 
pativas”, que se han venido dando en la realidad en la relación entre 
los pueblos indígenas y las concesiones forestales, como veremos 
más adelante. 


Las leyes de mayor importancia para los recursos naturales son: 
la de Medio Ambiente 1333, el Reglamento de Áreas Protegidas 
(Decreto Supremo 24781) y la Ley Forestal 1700. La primera es 
muy genérica (hubo una propuesta hace algunos años para su mo- 
dificación y actualización), mientras que el Reglamento de Áreas 
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Protegidas sí establece su administración a favor de los pueblos 
indígenas incorporándolos a su gestión. Aunque en el papel incor- 
pora a los pueblos indígenas, en la práctica, son solamente un actor 
más dentro de los comités de gestión de cada área protegida, con- 
juntamente con los municipios, prefecturas y otras organizaciones 
sociales del lugar. Este es el primer caso de formas “participativas”, 
que en el fondo no lo son. Hay que tener en cuenta que existen áreas 
protegidas que son, al mismo tiempo, territorios indígenas (Pilón 
Lajas, TIPNIS, etc.) En éstas, en realidad, los pueblos indígenas están 
subordinados a las decisiones del comité de gestión y al director del 
área, o sea, a un funcionario del Estado. Las autoridades tradiciona- 
les indígenas deben responder ante un funcionario del Estado que 
puede prohibirles hacer determinadas actividades en su territorio. La 
organización indígena, dueña de un territorio, que también es área 
protegida, está sometida a un comité de gestión del área donde los 
alcaldes que participan pueden decidir en contra de los intereses de 
las comunidades indígenas (se tiene que recordar que los municipios 
en las tierras bajas de Bolivia están en manos, en su gran mayoría, de 
elites locales que representan a grandes propietarios, empresarios y 
que están unidos en los partidos políticos tradicionales con las elites 
departamentales y nacionales). 


Ya existen casos en los que se habla de co-gestión de las áreas 
protegidas entre el SERNAP y las organizaciones indígenas, lo que 
parece un adelanto en la situación que podría ser confirmada a través 
de la nueva Constitución con el tema de autonomías indígenas. Un 
caso que va en esta línea es el Pilón Lajas, que colinda con la TCO 
Mosetén y que, cuando decidieron hacer la demanda de la TCO, 
no quisieron que una parte del territorio estuviera dentro del Pilón 
Lajas, porque ellos querían decidir sobre lo que se haría al interior 
de su territorio, pese a que zonas extensas del Pilón Lajas son áreas 
tradicionales de uso de los mosetén de las comunidades de Muchane, 
Inicua y Santa Ana. 


En la temática forestal, hay que empezar manifestando que los 
bosques y las tierras forestales son de domino originario del Estado y 
las leyes son de “cumplimiento universal, imperativo e inexcusable” 
(Ley Forestal 1700, artículo 4). 
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La Ley Forestal garantiza, a través de su artículo 32, la exclusi- 
vidad en el aprovechamiento forestal de las tierras comunitarias de 
origen que estén debidamente reconocidas. Sin embargo, reconoce 
la existencia de concesiones forestales anteriores a la titulación de 
los territorios indígenas. Esto ha supuesto que los territorios tengan 
zonas que no han sido tituladas porque había una concesión forestal 
(por ejemplo, los tacana, monteverde, guarayos, etc.). En definitiva, 
no existe tal exclusividad, ya que el derecho reconocido a empresas 
madereras, que pueden estar presentes en la zona 10 ó 20 años, es 
prioritario al uso de un pueblo indígena que puede llevar viviendo 
en esos lugares miles de años (como es el caso de los mosetén, chi- 
quitanos, tacana, etc.) o por establecer una antigúedad documentada, 
de doscientos a trescientos años, con las misiones jesuíticas O fran- 
ciscanas de acuerdo con cada pueblo indígena. 


Esta ley reconoce los usos tradicionales de los pueblos indígenas, 
pero, cuando es aprovechamiento forestal, exige requisitos. El de 
mayor importancia es el que tiene que ver con el plan de manejo y 
aquí se inician los primeros problemas para la aplicación de los de- 
rechos establecidos para los pueblos indígenas. El plan de manejo es 
igual para todos los actores forestales; lo debe elaborar y firmar un 
profesional autorizado por la Superintendencia Forestal. Los Planes 
Generales de Manejo Forestal (PGMFE), según la legislación, son 
diferentes si los hacen las empresas (que están muy simplificados) 
en comparación con la norma de los mismos PGMF para las "CO, 
que son más complicados y con elementos técnicos que los pueblos 
indígenas desconocen, además de los altos costos en los que deben 
incurrir por adelantado antes del aprovechamiento en sí. 


Otro elemento en la misma línea es la burocracia hasta que se 
aprueban los PGMEF; la gente de las comunidades se cansa de esperar 
durante meses, pasando las época de zafra adecuada y, por lo tanto, 
muchas veces se lanza de manera ilegal a cortar, ya que las necesida- 
des de la gente no pueden esperar meses a que un ingeniero sentado 
en su oficina ponga un sello de aprobación. 


La cuestión es que las organizaciones indígenas desconocen los 
asuntos técnicos. El ejemplo de los chacobo es muy ilustrativo, ya 
que están en un momento por el que han pasado todos los pueblos 


NORMATIVA QUE FACILITA Y LIMITA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS Y LA GESTIÓN TERRITORIAL 217 





indígenas de tierras bajas: no conocen ni los derechos que existen en 
las leyes ni la forma de aplicación técnica en la práctica. Los mosetén, 
sin embargo, han pasado por la fase de desconocimiento hace ya 
algún tiempo, pero, al internarse en la cadena productiva, caen en 
los juegos del mercado, produciendo debilidad en la organización y 
problemas en la aplicación de sus derechos. 


Un elemento interesante es que los estatutos de los pueblos indí- 
genas, especialmente de aquellas organizaciones que han trabajado 
con el concepto de gestión territorial indígena, se adaptan a las leyes 
nacionales. Pero estas últimas no se adaptan a las costumbres de los 
pueblos. Existen formas de uso, que en territorios indígenas se han 
convertido en tradicionales (ver el caso mosetén en cuanto al corte 
de algún árbol por necesidades familiares) porque llevan más de 20 
años practicándolas, pero que en la legislación no logra entrar o no se 
puede introducir a la legalidad por algún resquicio. El problema es 
que los técnicos o funcionarios encargados de estos asuntos quieren 
aplicar la norma como letra muerta y lo que consiguen es el efecto 
contrario, porque no se hace legal, pero se sigue realizando. 


En la Ley Forestal, las cosas están claras: se reconocen los de- 
rechos de los pueblos indígenas a través de Asociaciones Sociales 
del Lugar (ASL) y no niega, si no que otorga la posibilidad de 
crear empresas comunales y/o de pueblos indígenas. Sin embar- 
go, cuando se crean, se les solicita que tengan personería jurídica 
y, por lo tanto, se desligan, por no decir se “independizan”, de la 
organización representativa de la TCO (esto es apoyado por aseso- 
ría de la Superintendencia, pero también por ONGs, cooperación 
internacional, etc.). No se toma en cuenta que la madera que pue- 
den sacar estas ASL o empresas comunales es un recurso natural 
del que son dueños todos los indígenas que habitan ese territorio. 
Pese a que está claro en sus estatutos el tema de aportes, igual- 
mente lo desconocen porque existe un beneficio inmediato (tiene 
que ver con debilidad de la organización, con poca conciencia del 
territorio, etc.). Pero, cuando surgen problemas, estas asociaciones 
productivo-económicas acuden primero a la organización indígena. 
La conclusión es que la Ley Forestal, pero en general todas las leyes, 
deben tomar en cuenta la existencia de la organización y colocar a 
las organizaciones indígenas representativas como una instancia a 
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la que hay que rendir cuentas, aprobar planes, etc. Es, en definitiva, 
desde la generación de las leyes, con su falta de conocimiento de 
las dinámicas organizativas, que se hacen mayores problemas en 
el cumplimiento de los derechos indígenas. A este factor hay que 
añadirle la debilidad organizativa de los pueblos indígenas y la falta 
de presencia y medios del Estado para cumplir cabalmente con sus 
deberes en la parte operativa, lo que nos lleva a las situaciones de 
poco cumplimiento de las leyes —en las que se incluyen tanto los 
mosetén como chacobo y otros pueblos de tierras bajas— porque no 
están ajustadas a las realidades indígenas. 


En las relaciones entre las empresas y las organizaciones indí- 
genas, ya se han documentado suficientemente en los capítulos 
anteriores los casos mosetén y chacobo, que son extensibles al resto 
de tierras bajas. Todo esto sucede pese al artículo 78 del Reglamento 
de la Ley Forestal, donde se menciona que se debe beneficiar a un 
pueblo o comunidad con por lo menos el 50% de las utilidades en 
los casos en que haya esa relación con las empresas. Por los casos 
presentados, se ve cómo los primeros en pasar por encima de las 
leyes son los empresarios o seudo-empresarios que, con la ayuda a 
las comunidades, compran muy barato en comparación con todos 
los beneficios que obtienen del aprovechamiento forestal. 


En lo referente al aprovechamiento de la castaña por parte de los 
chacobo y la aplicación estricta de la ley en cuanto al plan de mane- 
jo, es curioso que durante más de 30 años se ha recolectado castaña 
y a ningún barraquero (dueños de inmensas zonas de recolección 
de castaña) les han pedido un plan de manejo, y a los chacobo, que 
intentan romper con la dependencia frente a los comerciantes y ba- 
rraqueros, se lo solicitan, llegando a decomisarles su castaña. Este es 
otro elemento de incumplimiento de los derechos indígenas; la ley se 
la aplica para beneficio de los que tienen el control o cierto monopolio 
del aprovechamiento de un recurso natural (Gráfico 6). 
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4. Derechos indígenas y gestión territorial en la nueva 
Constitución Política del Estado 


La Constitución Política del Estado vigente propone dos grandes 
niveles para la incorporación, reconocimiento y ejercicio de dere- 
chos de los pueblos indígenas: el cambio en el modelo de Estado 
en sus bases fundamentales con la noción de plurinacionalidad y la 
posibilidad de incorporación de los territorios indígenas, de manera 
autónoma, a la estructura y organización del Estado. 


Através de algunos antecedentes sobre la historia de estos pueblos 
(Lomerío, mosetén y chacobo), vimos que la relación que los “otros”, 
como el Estado o terceras personas, establecieron con estos pueblos 
fue construida sobre la base de la exclusión y bajo un modelo de 
Estado que respondía a las prácticas ideológicas y políticas de crio- 
llos y mestizos que probablemente jamás consideraron incorporar 
a los indígenas; la sociedad republicana fundó un nuevo Estado en 
un espacio geográfico de antiguo dominio indígena y a la hora de 
organizarlo y establecer sus instituciones no tomó en cuenta a los 
indígenas en esta tarea. 


Esta exclusión crea desventajas necesarias de resolver. Un punto 
de partida importante, que recoge el planteamiento de las organiza- 
ciones indígenas nacionales, es el reconocimiento de su preexistencia 
a la colonia. 


Artículo 1. Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de 
Derecho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, 
democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia 
se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, 
cultural y lingúístico, dentro del proceso integrador del país. 


Artículo 2. Dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y su dominio ancestral sobre sus 
territorios, se garantiza su libre determinación en el marco de la 
unidad del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al 
autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones 
y a la consolidación de sus entidades territoriales, conforme a esta 
Constitución y la ley. 
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Respecto al modelo de Estado, se reconoce explícitamente a los 
pueblos indígenas enunciándoles como parte de la nación boliviana, 
garantizando el respeto a las diferentes creencias espirituales (aunque 
muchos pueblos indígenas fueron evangelizados o cristianizados y 
forman parte de la población nacional de religión principalmente 
católica), así como también reconociendo como idioma oficial a todas 
las lenguas indígenas existentes en el territorio. 


Artículo 3. La nación boliviana está conformada por la totalidad de 
las bolivianas y los bolivianos, las naciones y pueblos indígena origi- 
nario campesinos, y las comunidades interculturales y afrobolivianas 
que en conjunto constituyen el pueblo boliviano. 


Artículo 4. El Estado respeta y garantiza la libertad de religión y de 
creencias espirituales, de acuerdo con sus cosmovisiones. El Estado 
es independiente de la religión. 


Artículo 5. I. Son idiomas oficiales del Estado el castellano y todos 
los idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesi- 
nos, que son el aymara, araona, baure, besiro, canichana, cavineño, 
cayubaba, chacobo, chimán, ese ejja, guaraní, guarasu”we, guarayu, 
itonama, leco, machajuyaikallawaya, machineri, maropa, mojeño- 
trinitario, mojeño-ignaciano, moré, mosetén, movima, pacawara, 
puquina, quechua, sirionó, tacana, tapiete, toromona, uru-chipaya, 
weenhayek, yaminawa, yuki, yuracaré y zamuco. 


Por otra parte, se reconocen de manera específica y diferenciada 
los derechos de los pueblos indígenas, en los que resalta el derecho 
al reconocimiento de la identidad en la documentación, el derecho a 
la consulta y el respeto hacia todos los aspectos relacionados con su 
mundo y su cultura, para lo cual su sistema de creencias y cultura ma- 
terial tendrá que ser incorporado a las instancias que garantizan acceso 
y satisfacción de las necesidades, como, por ejemplo, los servicios de 
educación, salud, uso y aprovechamiento de recursos naturales, etc. 


Artículo 30. 1. Es nación y pueblo indígena originario campesino 
toda la colectividad humana que comparta identidad cultural, idio- 
ma, tradición histórica, instituciones, territorialidad y cosmovisión, 
cuya existencia es anterior a la invasión colonial española. IL. En el 
marco de la unidad del Estado y de acuerdo con esta Constitución, 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos gozan de los 
siguientes derechos: 
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1. A existir libremente. 


2. A su identidad cultural, creencia religiosa, espiritualidades, prác- 
ticas y costumbres, y a su propia cosmovisión. 


3. A que la identidad cultural de cada uno de sus miembros, si así 
lo desea, se inscriba junto a la ciudadanía boliviana en su cédula 
de identidad, pasaporte u otros documentos de identificación con 
validez legal. 


4. Ala libre determinación y territorialidad. 


5. A que sus instituciones sean parte de la estructura general del 
Estado. 


6. A la titulación colectiva de tierras y territorios. 
7. Ala protección de sus lugares sagrados. 


8. A crear y administrar sistemas, medios y redes de comunicación 
propios. 


9. A que sus saberes y conocimientos tradicionales, su medicina tra- 
dicional, sus idiomas, sus rituales y sus símbolos y vestimentas sean 
valorados, respetados y promocionados. 


10. A vivir en un medioambiente sano, con manejo y aprovechamien- 
to adecuado de los ecosistemas. 


11. A la propiedad intelectual colectiva de sus saberes, ciencias y cono- 
cimientos, así como a su valoración, uso, promoción y desarrollo. 


12. A una educación intracultural, intercultural y plurilingite en todo 
el sistema educativo. 


13. Al sistema de salud universal y gratuito que respete su cosmovi- 
sión y prácticas tradicionales. 


14. Al ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y económicos 
acorde a su cosmovisión. 


15. A ser consultados mediante procedimientos apropiados, y en 
particular a través de sus instituciones, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles. 
En este marco, se respetará y garantizará el derecho a la consulta 
previa obligatoria, realizada por el Estado, de buena fe y concertada, 
respecto a la explotación de los recursos naturales no renovables en 
el territorio que habitan. 


16. A la participación en los beneficios de la explotación de los recur- 
sos naturales en sus territorios. 
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17. Ala gestión territorial indígena autónoma, y al uso y aprovecha- 
miento exclusivo de los recursos naturales renovables existentes en 
su territorio sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos 
por terceros. 


18. A la participación en los órganos e instituciones del Estado. 


Las autonomías permitirían a los pueblos indígenas ser finalmente 
parte de la estructura del Estado, tener un espacio para la condición 
—necesaria— especial de sus derechos. Es decir que se propiciará la 
incorporación de los territorios indígenas a través de la creación de 
jurisdicciones indígenas o autonomías indígenas. Estas disposiciones 
están contenidas en los siguientes artículos: 


Artículo 190. I. Las naciones y pueblos indígena originario campe- 
sinos ejercerán sus funciones jurisdiccionales y de competencia a 
través de sus autoridades, y aplicarán sus principios, valores cultu- 
rales, normas y procedimientos propios. II. La jurisdicción indígena 
originaria campesina respeta el derecho a la vida, el derecho a la 
defensa y demás derechos y garantías establecidos en la presente 
Constitución. 


Artículo 191. 1. La jurisdicción indígena originario campesina se 
fundamenta en un vínculo particular de las personas que son miem- 
bros de la respectiva nación o pueblo indígena originario campesino 


(...). 


Artículo 192. 1. Toda autoridad pública o persona acatará las deci- 
siones de la jurisdicción indígena originaria campesina. II. Para el 
cumplimiento de las decisiones de la jurisdicción indígena originario 
campesina, sus autoridades podrán solicitar el apoyo de los órganos 
competentes del Estado. II. El Estado promoverá y fortalecerá la 
justicia indígena originaria campesina. La Ley de Deslinde Jurisdic- 
cional determinará los mecanismos de coordinación y cooperación 
entre la jurisdicción indígena originaria campesina con la jurisdicción 
ordinaria y la jurisdicción agroambiental y todas las jurisdicciones 
constitucionalmente reconocidas. 


La nueva autonomía deberá estar construida con base en los 
sistemas organizativo, normativo, social y cultural de los pueblos 
indígenas, además de las formas de participación, ejercicio y acceso 
a/de sus derechos. 
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Artículo 289. La autonomía indígena originaria campesina consiste 
en el autogobierno como ejercicio de la libre determinación de las 
naciones y los pueblos indígena originario campesinos, cuya pobla- 
ción comparte territorio, cultura, historia, lenguas, y organización o 
instituciones jurídicas, políticas, sociales y económicas propias. 


Artículo 290. 1. La conformación de la autonomía indígena originario 
campesina se basa en los territorios ancestrales, actualmente habita- 
dos por esos pueblos y naciones, y en la voluntad de su población, 
expresada en consulta, de acuerdo a la Constitución y la ley. IL El 
autogobierno de las autonomías indígenas originario campesinas se 
ejercerá de acuerdo a sus normas, instituciones, autoridades y proce- 
dimientos, conforme a sus atribuciones y competencias, en armonía 
con la Constitución y la ley. 


Artículo 291. 1. Son autonomías indígena originario campesinas los 
territorios indígena originario campesinos, y los municipios y re- 
giones que adoptan tal cualidad de acuerdo a lo establecido en esta 
Constitución y la ley. IL Dos o más pueblos indígenas originarios 
campesinos podrán conformar una sola autonomía indígena origi- 
naria campesina. 


Artículo 292. Cada autonomía indígena originario campesina elabo- 
rará su Estatuto, de acuerdo a sus normas y procedimientos propios, 
según la Constitución y la ley. 


Artículo 293. 1. La autonomía indígena basada en territorios indí- 
genas consolidados y aquellos en proceso, una vez consolidados, se 
constituirá por la voluntad expresada de su población en consulta 
en conformidad a sus normas y procedimientos propios como único 
requisito exigible. II. Si la conformación de una autonomía indígena 
originario campesina afectase límites de distritos municipales, el pue- 
blo o nación indígena originario campesino y el gobierno municipal 
deberán acordar una nueva delimitación distrital. Si afectase límites 
municipales, deberá seguirse un procedimiento ante la Asamblea 
Legislativa Plurinacional para su aprobación, previo cumplimiento de 
los requisitos y condiciones particulares que señale la ley. III La ley 
establecerá requisitos mínimos de población y otros diferenciados 
para la constitución de autonomía indígena originario campesina. 
IV. Para constituir una autonomía indígena originario campesina cu- 
yos territorios se encuentren en uno o más municipios, la ley señalará 
los mecanismos de articulación, coordinación y cooperación para el 
ejercicio de su gobierno. 
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Artículo 294, 1. La decisión de constituir una autonomía indígena 
originario campesina se adoptará de acuerdo a las normas y proce- 
dimientos de consulta, conforme a los requisitos y condiciones esta- 
blecidos por la Constitución y la ley. IL La decisión de convertir un 
municipio en autonomía indígena originario campesina se adoptará 
mediante referendo conforme a los requisitos y condiciones esta- 
blecidos por ley. TIL En los municipios donde existan comunidades 
campesinas con estructuras organizativas propias que las articulen 
y con continuidad geográfica, podrá conformarse un nuevo muni- 
cipio, siguiendo el procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plu- 
rinacional para su aprobación, previo cumplimiento de requisitos y 
condiciones conforme a la Constitución y la ley. 


Artículo 295. 1. Para conformar una región indígena originario 
campesina que afecte límites municipales deberá previamente se- 
guirse un procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plurinacional 
cumpliendo los requisitos y condiciones particulares señalados por 
ley. IL. La agregación de municipios, distritos municipales y /o auto- 
nomías indígena originario campesinas para conformar una región 
indígena originario campesina, se decidirá mediante referendo y/o 
de acuerdo a sus normas y procedimientos de consulta según corres- 
ponda y conforme a los requisitos y condiciones establecidos por la 
Constitución y la ley. 


Artículo 296. El gobierno de las autonomías indígena originario 
campesinas se ejercerá a través de sus propias normas y formas de 
organización, con la denominación que corresponda a cada pueblo, 
nación o comunidad, establecidas en sus estatutos y en sujeción a la 
Constitución y a la ley. 


Conclusiones 





La investigación evidencia aspectos relacionados con dos ele- 
mentos: el ejercicio de derechos y su vinculación con la organización 
indígena, y el rol del marco normativo en el ejercicio de estos dere- 
chos, considerando también las oportunidades de la Constitución 
Política del Estado vigente en este escenario. 


Respecto a la organización y su rol sobre el ejercicio de derechos, 
podemos decir: 


Los derechos políticos, sociales y económicos ejercidos en el marco 
de la gestión territorial indígena en las TCOs de Lomerío, Mosetén y 
Chacobo-Pacahuara constituyen una práctica de autodeterminación. 
Las dinámicas observadas a través de los diferentes indicadores 
para el ejercicio de estos derechos muestran que las organizaciones 
indígenas tienen un sistema de funcionamiento autónomo propio, 
que se ha construido como resultado de necesidades y demandas 
específicas de cada organización y que son reflejo de la construcción 
que cada pueblo ha desarrollado con base en su historia y sus nuevas 
perspectivas. 


A pesar de la importancia del reconocimiento legal del territorio 
y su titulación para enfrentar la inseguridad generada por factores 
externos (sea por las misiones, la explotación de la goma y, posterior- 
mente, la colonización en Mosetén, las haciendas en Lomerío o los 
madereros y castañeros en el territorio chacobo), estos pueblos se han 
apropiado o reapropiado —dado que empujados por las invasiones 
como, por ejemplo, los chiquitanos no están asentados en territorios 
ancestrales— de los territorios que actualmente ocupan, reafirmando 
su derecho sobre el territorio. 
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Mientras las demandas territoriales se concretaban, los indígenas 
han ido restableciendo y constituyendo su sistema de vida con una 
estructura político-organizativa propia. En este contexto, reforzado 
por la falta de referentes institucionales del Estado boliviano que les 
apoye en la defensa de sus demandas o simplemente permita arti- 
cularles al uso de las normas (como, por ejemplo, a la Participación 
Popular en sus municipios), la organización indígena se convierte 
en el actor más importante en la defensa de los derechos de sus 
pueblos. 


Los sistemas de organización y administración indígena muestran 
una articulación estratégica del nivel de decisión y representación 
en términos de mayor acceso a derechos y toma de decisión de la 
población. Es decir, la representación ejercida por las autoridades 
tienen un carácter político-técnico para los aspectos operativos con 
el fin de hacer cumplir los mandatos de sus pueblos, pero en la 
toma de decisiones, principalmente relacionadas con aspectos fun- 
damentales que influyen sobre la vida, la seguridad y los recursos 
de su pueblo, la decisión debe ser colectiva y bajo consenso, lo que 
demuestra un tipo de gobierno donde la democracia representativa 
es complementaria. 


Es decir que estas TCOSs tienen una estructura de gestión com- 
puesta por: 


- un sistema de organización propio, con autoridades elegidas 
según usos y costumbres; 


- un sistema de normas para regular las acciones de los miem- 
bros que conforman el territorio, articulado al sistema de 
gobierno; 


- una estrategia integral de acciones planificada, denominado 
Plan de Gestión Territorial (PGTD, que incorpora sus visiones 
a futuro, considerando todas los temas: 


+ Organización, 
+ economía, 
+ producción, 


+ manejo de recursos, 
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+ salud, 
+ educación, 
+ servicios básicos, 


+. control territorial. 


También se observa que el marco normativo en medio del que 
estos derechos se han desarrollado resulta inadecuado. Con la con- 
formación de las TCOs (áreas incompatibles con la territorialización 
administrativa del país quedando segmentadas en distintos munici- 
pios), vemos una contraposición de lógicas que responde a la forma 
paulatina y bajo presiones en la que los pueblos indígenas fueron 
reconocidos: la del Estado y la indígena. Sucesivamente, otras me- 
didas legislativas —como la Participación Popular— han requerido 
de muchos esfuerzos hasta que los indígenas encuentren el camino 
para articularse y beneficiarse de estas y Otras leyes, pero, en algún 
caso, bajo el riesgo de debilitar la organización y fragmentar la uni- 
dad de su pueblo, como vimos en el caso de Lomerío y la creación 
del municipio. 


La constatación del caso de Lomerío muestra que la creación del 
municipio ha generado dos instancias de autoridad que no logran 
coordinarse y que compiten por el poder. Dado que la organización 
es dueña del territorio o TCO, el municipio debiera ser una instancia 
técnica que haga cumplir las determinaciones de la organización. Sin 
embargo, las autoridades del municipio ven a la CICOL como una 
organización corporativa que representa a las comunidades. Desde 
esta perspectiva, los concejales seguramente no consideran que la va- 
lidez o importancia de su autoridad es menor que la de un cacique. 


En suma, se trata de una estructura de administración y autoridad 
impuesta o introducida con las leyes frente a una estructura cons- 
truida paulatinamente y con el concurso y participación política de 
todos. Por ejemplo, la posibilidad de acción de un comunario sobre 
un concejal termina con su voto mientras que, en la organización, el 
comunario o base puede cuestionar de manera ordinaria o extraor- 
dinaria a sus autoridades sin esperar 5 años o la acción de otros 
representantes para que eso suceda. El indígena percibe al municipio 
y su funcionamiento como una estructura con un conjunto de leyes 
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ajenas a su pueblo, sí relacionadas con el Estado, sobre las que tiene 
posibilidad de acción. 


Si observamos la antigiiedad de las medidas, como la Ley 1257, 
vemos que ésta se ha convertido en una ley flotante que no ha per- 
mitido avanzar jurídicamente en la disposición de normas. Ésta y 
la Ley 3760, fortalecidas por las características del gobierno actual, 
cobran importancia, principalmente con la puesta en vigencia legal 
de la nueva Constitución Política del Estado, la cual reconfigura la 
estructura y principios del Estado, bajo los cuales los derechos indí- 
genas, por primera vez en nuestra historia, son visibles. 


Bajo estas condiciones, tenemos como resultado una importante 
y compleja realidad donde el ejercicio de estos derechos tiene mayor 
relación con la nueva Constitución Política del Estado, recientemente 
aprobada en enero de 2009, que con el sistema normativo en que 
hasta ahora se han estado desenvolviendo. Es decir que la realidad 
indígena estaba más lejos de lo que pudo llegar la norma y la norma 
no respondía a las necesidades indígenas, con lo cual la realidad y 
la norma tenían pocos puntos de encuentro. Este encuentro ahora 
ha sido posibilitado con la nueva CPE y los derechos indígenas que 
ésta reconoce. 


Bases para la generación de políticas públicas respecto a la gestión 
territorial indígena 


La nueva estructura para las autonomías debe fortalecer los actua- 
les sistemas de organización y garantizar la funcionalidad y eficiencia 
operativa, ajustándose a los principios y visiones del pueblo, con lo 
cual debe estar compuesta por los siguientes niveles: nivel ejecutivo, 
nivel técnico, consejo de autoridades naturales, nivel de decisión. 


Sistema organizativo 


Al ser territorios autónomos, las TCO no deben depender de la 
estructura de distribución departamental, municipal o cantonal, dado 
que su actual ubicación ha representado problemas, pues sitúa a los 
pueblos indígenas en contraposición y competencia con otro tipo de 
territorios, como, por ejemplo, el municipio, el departamento, etc. 
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En tanto los territorios indígenas son territorios autónomos, su 
administración debe fortalecer la organización del pueblo indígena; 
por lo tanto, no debe existir una instancia que esté al margen de la 
organización, pues ésta puede debilitarla, como vimos con Lomerío. 
Para ello, se considerarán algunos aspectos en relación con la estruc- 
tura organizativa y de autogobierno: 


— El nivel ejecutivo, compuesto por autoridades como el ca- 
pitán grande y segundo capitán, o cacique general, cacique 
mayor y primer cacique, etc., se constituirá en representante 
legal, reconocido por su pueblo. Este nivel lidera las acciones 
políticas e impulsa las acciones técnicas que son resultado de 
los mandatos de la asamblea, tanto dentro como fuera de su 
territorio, es decir, con las comunidades y organizaciones lo- 
cales hacia dentro, como con instancias gubernamentales y no 
gubernamentales, hacia fuera. 


— El nivel técnico cumple las determinaciones de la asamblea 
en coordinación con el nivel ejecutivo. Su elección responderá 
a criterios de capacidad y cualidad técnica sin criterios de re- 
presentación territorial (por ejemplo, representación comunal, 
cantonal y zonal). Está compuesto por secretarías técnicas de- 
finidas por decisión de cada pueblo acorde a sus necesidades 
(por ejemplo, educación, salud, territorio, economía, etc.). 


- Consejo de autoridades naturales, que son líderes naturales con 
autoridad moral reconocida por el pueblo del que son parte. 
Está compuesto por líderes o ex dirigentes que conocen los pro- 
cesos de conquistas sociales desarrollados por su organización. 
Tiene como función fiscalizar las acciones del nivel ejecutivo y 
del nivel técnico, brindando información permanente y obje- 
tiva de las acciones por ellos desarrolladas a las instancias de 
decisión (asambleas comunales y generales). Es promotor de 
la resolución de conflictos materiales y espirituales en los que 
igualmente toma decisiones con la asamblea. 


- La asamblea es la máxima autoridad del pueblo indígena. 
Tiene como función deliberar y tomar decisiones con el apoyo 
de la mesa de presidium. La mesa de presidium se conforma por 
miembros de base elegidos por los participantes de la asam- 
blea y funciona de manera transitoria el tiempo que dura la 
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misma. La asamblea, como máxima instancia de control, retira 
el poder del nivel ejecutivo asumiendo la dirección de la deli- 
beración a través de la mesa de presidium. 


Sistema normativo 


- Muchas organizaciones construyeron su sistema normativo 
apoyadas por especialistas en el tema, para ser reconocidas 
como una organización y poder promover otras demandas y 
derechos (como, por ejemplo, el acceso a la tierra, proyectos, 
etc.). Estos documentos, en la mayoría de los casos, no tienen 
un enfoque integral considerando todos los temas de la ges- 
tión territorial, priorizando aspectos orgánicos y dejando de 
lado, por ejemplo, temas sociales y económicos. En el afán de 
lograr su reconocimiento, las organizaciones se ven obligadas 
a “traducir” la terminología de su lenguaje a una estructura 
normativa con términos ajenos y complejos; por tanto, las for- 
mas y los contenidos del sistema normativo indígena deben 
ser respetados y construidos tal cual comprende el pueblo, si 
queremos que la sociedad boliviana conozca la normativa oral 
traducida en papel. 


— La estructura del sistema normativo debe ser una decisión sobe- 
rana de cada organización y responder al grado de complejidad 
de cada una de ellas, sin desmarcarse de las leyes que rigen en 
la actual CPE. La organización podrá considerar, para la elabo- 
ración de su sistema normativo, los siguientes aspectos: 


+ La construcción del sistema de normas debe ser un proceso 
participativo que parta del nivel comunal hasta el nivel de 
TCO. 


+ La construcción de reglamentos comunales permitirá iden- 
tificar una especie de diagnóstico de conflictos en el nivel 
comunal. 


+ Los contenidos deben considerar los temas que hacen a la 
gestión del territorio, para no perder el enfoque integral. 


+ Se deben conocer las realidades y visiones del pueblo en 
cada tema para hacer gestión. 
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» Seestablecerá la necesidad de reglamentación considerando 
el nivel o niveles que el pueblo decida. 


+ El cumplimiento de las normas estará garantizado en el gra- 
do de involucramiento que tiene la población (las normas 
que más se cumplen están relacionadas con los derechos 
políticos, en temas como los organizativos como de plani- 
ficación, aparentemente porque tienen más conocimiento y 
acciones realizadas sobre este tema). 


+ La administración y cumplimiento del sistema normativo 
recae en la asamblea y cuenta con el apoyo del consejo de 
autoridades naturales. 


Planificación 


La introducción de planes para hacer la gestión del territorio es 
un elemento nuevo para los pueblos indígenas. Por lo tanto, en su 
elaboración, implementación y seguimiento deben converger: la po- 
blación, como principal actor; la dirigencia, como actor que lidera este 
proceso, y la parte técnica, que facilita el trabajo tanto de la dirigencia 
como de la población, con aportes técnicos y responsabilidad directa 
sobre las actividades. 


-— La elaboración de planes debe partir de un análisis de la situa- 
ción actual sin perder de vista las debilidades y potencialidades 
del pueblo y su territorio en los diferentes temas de su vida, 
por ejemplo: organización, territorio, recursos naturales, edu- 
cación, salud, servicios básicos, economía, producción y control 
territorial. 


- Con el conocimiento de la situación actual respecto de cada 
tema, el pueblo debe definir sus visiones y estrategias para 
cada uno de ellos. 


Los niveles de planificación a realizar (comunal, zonal y de TCO) 
responden a la decisión del pueblo expresada en la asamblea. De 
acuerdo con esta decisión, se elaboran los planes correspondientes 
en espacios de amplia participación y decisión, como son las asam- 
bleas comunales y/o de TCO. Independientemente del nivel de 
planificación que decida realizar la población, se elabora el Plan de 
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Gestión Territorial Indígena que contempla las visiones y estrategias 
compatibilizadas de los niveles (comunal y/o zonal) en cada uno 
de los ocho temas. El PGTI incluye, además, programas que respon- 
den a la visión y estrategia compatibilizada de cada plan comunal 
o zonal. Los programas son resultado de la articulación estratégica 
de los diferentes temas para facilitar la operatividad en los niveles 
ejecutivo y operativo; por ejemplo, el programa social puede estar 
compuesto por los subprogramas de educación, salud, servicios 
básicos y comunicación. 
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— Asamblea TCO Chacobo-Pacahuara, noviembre de 2008. TCO 
Chacobo-Pacahuara. 
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(Organización de 
Mujeres Indígenas 
Moseten) 


Entrevistas 
Organización Nombre Cargo Fecha 
Rodolfo Chávez Comunario de Fortaleza, Alto 2005 
Ivon 
Rodolfo Toledo Comunario de Firmeza 2005 
Buca Durán Dirigente Comunidad Diciembre de 
Trinidadcito, Motacusal 2007 
m0 Motacusal, 
Maro Ortiz dnd diciembre de 
TCO Chacobo- 2007 
Pacahuara 
tds Presidente Comité Proyecto la ana 
Bari Ortiz Castaña diciembre de 
2008 
a > Santa Cruz, 
Buca Durán e OS diciembre de 
2008 
: : Alto Ivon, 
Bertha Ortiz Comunaria Alto lvon diciembre 2007 
Santa Cruz, 
OPIM-OMIM Rosmery Chacón Secretaria de hacienda OMIM diciembre de 


2008 





Dámaso Justiniano 


Comunario de Simay 


Santa Cruz, 
diciembre de 
2008 





CICOL 





; z Cacique de Economía y Santa Cruz, 
MananS Ente Producción enero de 2009 
Cacique de Salud, Servicios Santa Cruz, 


Juan Bautista Charupa 


Básicos y Saneamiento 
Ambiental 


diciembre de 
2008 





María Cristina Surubí 


Cacique de Educación y 
Cultura 


Santa Cruz, 
diciembre de 
2008 





Rosa Chubé 


Comunaria Surusubí 


El Puquio, 
septiembre de 
2007. 








Felipe Peña 


Comunario El Puquio 


El Puquio, 
enero de 2008 








CIDOB-GTI 


Marco Patiño 


Responsable de Sismatización 


Santa Cruz, 
diciembre de 
2008 








Jorge Salgado 





Coordinador GTI 2003-2008 





Santa Cruz, 
diciembre de 
2008 
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Grupo focal Participantes Lugar y fecha 
GF 1 Orlando Morales, Coordinador GTI OPIM Santa Cruz, di- 
TCO Mosetén arcelino Chairiqui, Técnico GTI OPIM ciembre de 2008 
GF 2 Vilma Mendoza, Secretaria de Actas OPIM Santa Cruz, di- 
TCO Mosetén Jacobo Natte, Secretario de Salud OPIM ciembre de 2008 
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Pacahuara 
GF 4 gnacio Soqueré, Cacique General Santa Cruz, di- 
TCO Lomerío Felipe Pocoena, Primer Cacique ciembre de 2008 
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CICOL-GTI 
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GTI-CIDOB 
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Sergio Gonzáles, técnico sistema administrativo 
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Pablo Arauz, técnico elaboración PGTI 
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